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1) TEXTO DE LA CITACIÓN 
“Montevideo, 5 de agosto de 2011. 


La CÁMARA DE SENADORES se reunirá en 
sesión ordinaria, el próximo martes 9, a la hora 9 y 
30, a fin de informarse de los asuntos entrados y con- 
siderar el siguiente 


ORDEN DEL DÍA 


Discusión general y particular de los siguientes 
proyectos de ley: 


1%) por el que se aprueba el Acuerdo de Promo- 
ción y Protección de Inversiones entre los Gobiernos 
de la República Oriental del Uruguay y de la Repúbli- 
ca de la India, suscrito en la ciudad de Montevideo, el 
11 de febrero de 2008. 

Carp. N* 412/2010 - Rep. N* 352/2011 


2?) por el que se aprueba el Plan Nacional de In- 
tegración Socio - Habitacional “Juntos”. 
Carp. N* 441/2010 - Rep. 362/2011- Anexos 1 y II 


3) por el que se aprueba el Convenio de Seguri- 
dad Social entre la República Oriental del Uruguay y 
la República de Austria, suscrito en Viena, el 14 de 
enero de 2009. 

Carp. N* 545/2011 - Rep N* 355/2011 


47) por el que se concede una pensión graciable a 
la señora Norma Iris Vivaldo Nardaciones. 
Carp. N* 598/2011 - Rep. N* 359/2011 


5% Discusión única de un proyecto de ley por el 
que se modifica la Ley N* 16.736, de 5 de enero de 
1996, relacionado con la creación y funcionamiento 
de la Institución Plan Agropecuario. 

Carp. N* 330/2010 - Rep. N* 358 /2011 - Anexo I 


6) Informe de la Comisión de Asuntos Adminis- 
trativos relacionado con la solicitud de venia remitida 
por el Poder Ejecutivo, a fin de destituir de su cargo: 
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15) Prórroga de la hora de finalización de 
Laser nl 139 


- Por moción de la señora Senadora 
Dalmás, el Senado resuelve prorrogar el 
término de la sesión hasta culminar la 
consideración del punto en discusión. 


17) Levantamiento de la sesión.........o..o.c...o.. 149 


- a un funcionario del Ministerio de Salud Públi- 
ca, Dirección General de la Salud, Comisión Departa- 
mental de Zoonosis del departamento de Cerro Largo. 
(Plazo constitucional vence el 6 de setiembre de 2011). 

Carp. N* 576/2011 - Rep. N* 336/2011 


- a un funcionario del Ministerio de Salud Pública, 
Centro Departamental de Paysandú, dependiente de 
la Administración de los Servicios de Salud del Es- 
tado. (Plazo constitucional vence el 28 de agosto de 
2011) 

Carp. N* 561/2011 - Rep. N* 337/2011 


- a una funcionaria del Ministerio de Salud Públi- 
ca, Servicios Asistenciales del Hospital Pasteur, de- 
pendiente de la Administración de los Servicios de 
Salud del Estado. (Plazo constitucional vence el 6 de 
setiembre de 2011). 

Carp. N* 575/2011 - Rep. N* 338/2011 


- a una funcionaria del Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca, Dirección General de Secretaría. 
(Plazo constitucional vence el 7 de setiembre de 2011). 

Carp. N* 580/2011 - Rep. N* 339/2011 


- a un funcionario del Ministerio de Transporte y 
Obras Públicas, Dirección Nacional de Hidrografía. 
(Plazo constitucional vence el 29 de agosto de 2011). 

Carp. N* 562/2011 - Rep. N* 340/2011 


- a una funcionaria del Ministerio de Salud Pública, 
Centro Departamental de Paysandú, dependiente de la 
Administración de los Servicios de Salud del Estado. 
(Plazo constitucional vence el 27 de setiembre de 2011) 

Carp. N* 591/2011 - Rep. N* 361/2011 


- a un funcionario del Ministerio de Salud Pública, 
Servicios Asistenciales del Hospital Pasteur, depen- 
diente de la Administración de los Servicios de Salud 
del Estado. (Plazo constitucional vence el 27 de se- 
tiembre de 2011). 

Carp. N* 596/2011 - Rep. N* 360/2011 


7%) Mensaje del Poder Ejecutivo relacionado con 
la solicitud remitida a fin de destituir de su cargo a 
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dos funcionarias de la Presidencia de la República. 
(Se incluye en el Orden del Día por vencimiento del 
plazo reglamentario). (Plazo constitucional vence el 
15 de agosto de 2011). 

Carp. N* 552/2011 - Rep. N* 341/2011 


Gustavo Sánchez Piñeiro 
Secretario 


Hugo Rodríguez Filippini 
Secretario.” 


2) ASISTENCIA 


ASISTEN: los señores Senadores Abreu, Agazzi, 
Amorín, Bordaberry, Cardoso, Chiruchi, Couriel, 
Dalmás, Gallinal, Gallo Imperiale, Gamou, García, 
Lacalle Herrera, Larrañaga, Martínez, Michelini, 
Moreira (Carlos), Moreira (Constanza), Nin 
Novoa, Pasquet, Penadés, Pintos, Rubio, Saravia, 
Tajam, Topolansky, Umansky, Viera y Xavier. 


FALTAN: con licencia, los señores Senadores Da 
Rosa, Heber, Lorier, Rosadilla y Solari. 


3) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está 
abierta la sesión. 


(Es la hora 9 y 38 minutos.) 
-Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes: ) 


SEÑOR SECRETARIO (Gustavo Sánchez Piñei- 
ro).- “La Presidencia de la Asamblea General destina 
mensajes del Poder Ejecutivo a los que acompañan 
los siguientes proyectos de ley: 


- por el que se aprueba el Acuerdo entre la Repú- 
blica Oriental del Uruguay y la República Federal de 
Alemania para evitar la Doble Imposición y la Reduc- 
ción Fiscal en Materia de Impuestos sobre la Renta y 
sobre el Patrimonio, firmado en la ciudad de Monte- 
video el 9 de marzo de 2010, su Protocolo Adicional 
y las Notas Reversales Modificativas de fecha 15 de 
julio de 2010 y 21 de febrero de 2011, los que forman 
parte integrante del Acuerdo. 


- por el que se aprueba el Acuerdo de Coope- 
ración Agrícola entre el Gobierno de la República 
Bolivariana de Venezuela y el Gobierno de la Repú- 
blica Oriental del Uruguay, firmado en la ciudad de 
Caracas el 27 de enero de 2011. 

- ALA COMISIÓN DE ASUNTOS INTERNACIO- 
NALES. 


9 de agosto de 2011 


El Poder Ejecutivo remite un mensaje por el cual 
solicita la venia correspondiente para destituir a una 
funcionaria del Ministerio de Ganadería, Agricultura 
y Pesca. 

- ALA COMISIÓN DE ASUNTOS ADMINISTRATIVOS. 


El Ministerio del Interior remite: 


- respuesta a un pedido de informes presentado 
por el señor Senador Tabaré Viera, relacionado con 
los datos suministrados por el Observatorio Nacional 
sobre Violencia y Criminalidad en nuestro país. 

- OPORTUNAMENTE FUE ENTREGADO AL 
SEÑOR SENADOR VIERA. 


- nota relacionada con la exposición escrita pre- 
sentada por el señor Senador Alfredo Solari sobre el 
estado en que se encuentra la Plaza Cagancha. 


- nota acusando recibo del proyecto de ley presen- 
tado por el señor Senador Francisco Gallinal, por el 
que se modifica el artículo 26 del Código Penal, que 
regula la Legítima Defensa. 

- TÉNGANSE PRESENTES. 


La Cámara de Representantes remite aprobados 
los siguientes proyectos de ley: 


- por el que se prorroga por el término de cuarenta 
y ocho meses la prohibición de importar automotores 
usados y otros bienes muebles de naturaleza afín. 

- ALA COMISIÓN DE HACIENDA. 


- por el que se modifican los artículos 1%, 36, 75 
y 76 de la Ley N* 18.446, de 24 de diciembre de 
2008, relacionados con la creación de la Institución 
Nacional de Derechos Humanos y Defensoría del 
Pueblo. 

- ALA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN Y LEGIS- 
LACIÓN. 


Asimismo, comunica que ha aprobado el proyecto 
de ley por el que se autoriza la salida del país de 
los buques ROU 23 “Maldonado” y ROU 11 “Río 
Negro” con su tripulación, a efectos de participar 
en el Ejercicio Combinado “ACRUX V”, a realizarse 
entre el 14 y el 24 de agosto de 2011, con escalas en 
los puertos de Buenos Aires, Zárate e Ibucuy, de la 
República Argentina. 

- AGRÉGUESE A SUS ANTECEDENTES Y ARCHÍVESE. 


La Suprema Corte de Justicia, de conformidad 
con lo dispuesto en el artículo 239, numeral 49), de la 
Constitución de la República, remite un mensaje soli- 
citando la aprobación correspondiente para designar 
en el cargo de Ministro del Tribunal de Apelaciones a 
la doctora Myriam Eva Méndez López. 

- ALA COMISIÓN DE ASUNTOS ADMINISTRATIVOS. 


9 de agosto de 2011 


La Comisión de Ganadería, Agricultura y Pesca 
eleva informado un proyecto de ley por el que se 
modifica la Ley N* 16.736, de 5 de enero de 1996, 
relacionada con la creación y funcionamiento de la 
Institución “Plan Agropecuario”. 


La Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad 
Social eleva informado un proyecto de ley por el que 
se concede una pensión graciable a la señora Norma 
Iris Vivaldo Nardaciones. 


La Comisión de Vivienda y Ordenamiento Territo- 
rial eleva informado un proyecto de ley por el que 
se establecen normas referentes al Plan Nacional de 
Integración Socio-Habitacional “Juntos”. 


La Comisión de Asuntos Administrativos eleva 
informadas las solicitudes de venia remitidas por el 
Poder Ejecutivo a fin de destituir de sus cargos a 
un funcionario y una funcionaria del Ministerio de 
Salud Pública. 

- HAN SIDO REPARTIDOS Y ESTÁN INCLUIDOS 
EN EL ORDEN DEL DÍA DE LA SESIÓN DE HOY. 


La Comisión de Constitución y Legislación eleva 
informado un proyecto de ley por el que se crea y re- 
gula el Registro Nacional de Huellas Genéticas. 

- REPÁRTASE E INCLÚYASE EN EL ORDEN DEL 
DÍA DE LA PRÓXIMA SESIÓN. 


La Presidencia de la Cámara de Senadores, con- 
forme al Presupuesto de la Cámara de Senadores 
de fecha 10 de febrero de 2011 y demás normas 
legales y reglamentarias aplicables, comunica al 
Cuerpo la Resolución N* 107/2011, por la cual se 
modifica la Resolución de la Presidencia del Sena- 
do N* 417/08, de fecha 30 de diciembre de 2008, 
sobre bases generales para los próximos concursos 
de ingresos. 

- TÉNGASE PRESENTE. 


La Junta Departamental de Maldonado remite 
copia de la versión taquigráfica de las palabras 
pronunciadas por la señora Edila Elisabeth 
Arrieta, relacionadas con la inseguridad que vive la 
ciudadanía. 

- ALA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN Y LEGIS- 
LACIÓN. 


La Junta Departamental de Paysandú remite co- 
pia de la versión taquigráfica de las palabras pronun- 
ciadas por el señor Edil Washington Pereyra, relacio- 
nadas con la vacuna para prevenir el cáncer de cuello 
de útero. 

- TÉNGASE PRESENTE”. 
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4) PEDIDO DE INFORMES 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dese cuenta de un pe- 
dido de informes. 


(Se da del siguiente:) 


SEÑOR SECRETARIO (Gustavo Sánchez Piñei- 
ro).- “El señor Senador José Carlos Cardoso, de con- 
formidad con lo establecido en el artículo 118 de la 
Constitución de la República, solicita se curse un pe- 
dido de informes con destino al Ministerio de Relacio- 
nes Exteriores, al de Industria, Energía y Minería y al 
de Economía y Finanzas, presentado el 5 de agosto 
del corriente, relacionado con el Acuerdo de Promo- 
ción y Protección de Inversiones celebrado entre los 
Gobiernos de la República Oriental del Uruguay y de 
la República de la India”. 

- OPORTUNAMENTE FUE TRAMITADO. 


(Texto del pedido de informes: ) 
“Montevideo, 5 de agosto de 2011. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Danilo Astori 

Presente 


De la mayor consideración: 


De conformidad con lo establecido en el artícu- 
lo 118 de la Constitución de la República, solicito se 
curse a los Ministerios de Relaciones Exteriores, de 
Industria, Energía y Minería y de Economía y Finan- 
zas el siguiente Pedido de Informes: 


En relación al Acuerdo de Promoción y Protección 
de Inversiones celebrado entre los Gobiernos de la 
República Oriental del Uruguay y de la República de 
la India solicito se informe: 


1- Si la propuesta de un Acuerdo de Promoción 
y Protección de Inversiones estuvo en la agenda de 
temas en ocasión de la visita a la República de la In- 
dia realizada por el ex Presidente de la República del 
período anterior, o en intercambios entre Ministros u 
otras autoridades nacionales con sus pares del gobier- 
no de la India? 


2- En caso afirmativo, ¿a qué acuerdo se llegó en 
dicha instancia, sobre qué materias y quiénes partici- 
paron en representación del Uruguay? 


3- Si así no hubiera sido, ¿cómo fue el proceso de 
negociación que definió las condiciones del acuerdo 
y en tal caso quiénes intervinieron en representación 
del Uruguay? 
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4- ¿A nivel de la Cancillería, a cargo de qué De- 
partamento estuvo la confección y redacción del do- 
cumento del Acuerdo? 


5- ¿Se conformó un equipo para su elaboración? 


6- En caso de ser afirmativa la respuesta, indicar 
quiénes lo integraron. 


7- ¿Se realizaron consultas externas? En caso afir- 
mativo, indicar a qué organismo y con qué finalidad. 


8- En el art. 1%. Definiciones, Inc. b) párrafo v) del 
texto del Acuerdo, se expresa: “concesiones comer- 
ciales otorgadas por ley o por contrato, incluidas las 
concesiones para realizar búsquedas y extracciones 
de petróleo y otros minerales”. En función de ello, se 
solicita informar el alcance de esta definición y de los 
compromisos que de ella derivan, en el marco de las 
Leyes N* 14.181 y N* 15.242. 


9- ¿Se cursó la versión preliminar del Acuerdo al 
embajador de Uruguay en India y al embajador de la 
India en Uruguay? 


10- En oportunidad de la reciente visita oficial del 
actual Gobierno a la India, ¿se incluyó la considera- 
ción del Acuerdo en la agenda de temas? 


En caso afirmativo ¿cuál fue el resultado del in- 
tercambio? 


Atentamente, 


José Carlos Cardoso. Senador.” 


5) INASISTENCIAS ANTERIORES 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dando cumplimiento a 
lo que establece el artículo 53 del Reglamento de la 
Cámara de Senadores, dese cuenta de las inasisten- 
cias a las anteriores convocatorias del Cuerpo y de 
sus Comisiones. 


(Se da de las siguientes: ) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- En la sesión extraordinaria del 3 de agosto no se 
registraron inasistencias. 


A la sesión de la Comisión de Salud Pública del 2 
de agosto faltaron, con aviso, la señora Senadora Mo- 
reira y el señor Senador Lacalle Herrera. 


A la sesión de la Comisión de Transporte y Obras 
Públicas del 3 de agosto faltaron, con aviso, los seño- 
res Senadores Gamou y Michelini. 


9 de agosto de 2011 


A la sesión de la Comisión de Industria, Energía, 
Comercio, Turismo y Servicios del 3 de agosto faltó, 
con aviso, el señor Senador Gamou. 


A la sesión de la Comisión de Educación y Cultura 
del 3 de agosto faltaron, con aviso, el señor Senador 
Rubio y la señora Senadora Topolansky. 


A la sesión de la Comisión de Vivienda y Ordena- 
miento Territorial del 4 de agosto faltaron, con aviso, 
los señores Senadores Bordaberry y Chiruchi. 


A la sesión de la Comisión de Ganadería, Agricul- 
tura y Pesca del 4 de agosto faltaron, con aviso, los 
señores Senadores Bordaberry y Larrañaga. 


Y a la sesión de la Comisión de Asuntos Laborales 
y Seguridad Social del 4 de agosto faltó, con aviso, el 
señor Senador Da Rosa. 


6) SOLICITUDES DE LICENCIA E INTEGRA- 
CIÓN DEL CUERPO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase una solicitud de 
licencia llegada a la Mesa. 


(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “Montevideo, 8 de agosto de 2011. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Cr. Danilo Astori 
Presente 


De mi mayor consideración: 


De conformidad a lo establecido en el artículo 1% 
de la Ley N* 17.827, el Senador doctor Eber Da Rosa 
Vázquez viene por la presente a solicitar al Cuerpo 
licencia por el día martes 9 de los corrientes por com- 
promisos personales e ineludibles. 


Por lo expuesto, solicito se convoque al suplente 
respectivo. 


Sin otro particular, hago propicia la ocasión para 
saludarle atentamente. 


Eber Da Rosa Vázquez. Senador.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se conce- 
de la licencia solicitada. 


(Se vota:) 


9 de agosto de 2011 


-16 en 16. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda convocado el señor Javier García, a quien 
ya se ha tomado la promesa de estilo. 


Léase otra solicitud de licencia llegada a la Mesa. 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “Montevideo, 8 de agosto de 2011. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Danilo Astori 


De mi consideración: 


De acuerdo a lo establecido en la Ley N* 17.827, 
de 14 de setiembre de 2004, amparado en el inciso A, 
solicito al Cuerpo me conceda licencia desde el 9 al 
12 de los corrientes, inclusive. 


Sin otro particular saluda atte. 
Eduardo Lorier. Senador.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se conce- 
de la licencia solicitada. 


(Se vota:) 
-16 en 16. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Se comunica que el señor Jorge Venegas ha pre- 
sentado nota de desistimiento, informando que por 
esta vez no acepta la convocatoria a integrar el Cuer- 
po, por lo que queda convocada la señora Alicia Pin- 
tos, a quien ya se ha tomado la promesa de estilo. 


Léase otra solicitud de licencia llegada a la Mesa. 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “Montevideo, 9 de agosto de 2011. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Cr. Danilo Astori 


De mi mayor consideración: 

Por medio de la presente, solicito al Cuerpo me 
conceda licencia por motivos particulares, al amparo 
del artículo 1” de la Ley N* 17.827, de 14 de setiem- 
bre de 2004, por los días 10 y 11 del presente mes. 


Sin otro particular, saluda a usted muy atenta- 
mente. 


Pedro Bordaberry. Senador.” 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se conce- 
de la licencia solicitada. 


(Se vota:) 
-16 en 17. Afirmativa. 


Se comunica que los señores Germán Cardoso, 
Ruben Rodríguez, Jorge Riani y Fernando Scrigna 
han presentado notas de desistimiento, informando 
que por esta vez no aceptan la convocatoria a integrar 
el Cuerpo, por lo que queda convocada la señora Mar- 
tha Montaner, a quien ya se ha tomado la promesa de 
estilo. 


7) ENSEÑANZA DE TÉCNICAS DE ESTUDIO 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Senado ingresa a la 
Media Hora Previa. 


Tiene la palabra el señor Senador Lacalle Herrera. 


SEÑOR LACALLE HERRERA.- Señor Presiden- 
te: continuando con alguna sugerencia como la que 
formuláramos en la sesión pasada respecto del siste- 
ma educativo, y redoblando nuestro empeño por las 
noticias que hoy leemos acerca de la falta de aprove- 
chamiento y, por ende, del déficit de conocimiento 
que tienen los muchachos y las chicas que llegan a la 
Universidad provenientes del sistema de enseñanza, 
queremos sugerir a las autoridades del Codicen que 
se profundice una experiencia iniciada en los años 
1990 a 1995 y que todos quienes hemos estudiado y 
tratado de sistematizar conocimientos para fijarlos y 
rendir exámenes, sabemos que existe, que es la téc- 
nica de estudio. 


En los años 1991 y 1992 -creo que también 
en 1993- se dispuso que en los liceos, durante los 
primeros días de clase, los profesores se dedicaran 
a “enseñar a aprender”, es decir, a transmitir las 
técnicas que algunos hemos ido adquiriendo a través 
de la propia experiencia, que consiste en la lectura, 
subrayado, confección de resúmenes, nemotecnia y 
síntesis de los conocimientos. Se trata de técnicas 
que se pueden enseñar y que dan a los jóvenes los 
rudimentos de cómo aproximarse a un texto y retener 
el conocimiento. Recuerdo que esa experiencia se 
llamó: “Aprender a aprender”. 


Considero que esta técnica -no la llamaría ma- 
teria- podría desarrollarla fácilmente cualquier pro- 
fesor. Sería de una gran utilidad que, iniciados los 
cursos, se destinaran una, dos o tres clases -las que 
el profesor o la Dirección del liceo consideren nece- 
sarias- para que el docente explique a los muchachos 
que no hay que aprender de memoria, sino que hay 
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que aprender a retener, y que esto implica subrayar 
e iniciarse en el camino de cómo hacer resúmenes 
tomando las ideas principales. 


En lo personal, fui aprendiendo esas técnicas se- 
gún mi leal saber y aprender, pero a lo largo de mi 
larga estadía de catorce años en la Facultad de Dere- 
cho -de donde obtuve el título-, el sistema me sirvió. 
Creo que en la actualidad existen técnicas mucho 
más avanzadas que las utilizadas en aquel momento 
para que los alumnos aprendan a aprender. 


Fíjense los señores Senadores en lo que los perió- 
dicos de hoy dicen: que los alumnos no retienen lo 
esencial de un texto, que leen y no pueden repetir lo 
que importa de ese material y que no tienen costum- 
bre de dar examen. Y esto obedece a un hecho lógico, 
cual es el de haber ido facilitándoles la tarea y deján- 
dolos pasar en todos los niveles de la enseñanza sin 
exigencias, sin exámenes y sin aquella angustia que 
bien nos valía para incitarnos a aprender, sabiendo 
que determinado día teníamos que rendir una prueba. 


Sé que esto significa entrar en un terreno filosófi- 
co y que no voy a coincidir con las actuales autorida- 
des de la Enseñanza, pero creo que la única manera 
de que la gente aprenda -sobre todo la que más nece- 
sita el conocimiento, que es la más modesta- es con 
exigencia, convirtiendo al sistema de enseñanza en 
una prueba de mejora y en un camino de excelencia. 


Pienso que nadie estará en contra de la idea de 
explicar, durante los primeros días de clase del próxi- 
mo año, cómo se estudia y en qué consiste estudiar. 
Incluso, podría indagarse en los archivos del Codicen 
cuál fue la metodología utilizada en aquel entonces, 
para que pueda aplicarse -y muy bien- en el momento 
actual. 


Solicito que la versión taquigráfica de mis pala- 
bras pase al Codicen y al Ministerio de Educación y 
Cultura. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar el trámite 
solicitado por el señor Senador. 


(Se vota:) 


-15 en 15. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


8) “REDISTRIBUCIÓN CON CRECIMIENTO” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continuando con la Me- 
dia Hora Previa, tiene la palabra el señor Senador 
Baráibar. 
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SEÑOR BARÁIBAR.- Señor Presidente: basta leer 
la prensa de hoy o escuchar la radio para observar 
la preocupación mundial -que naturalmente llega a 
todas las costas, incluso a las de nuestro país- por la 
situación que se está viviendo en Europa y particular- 
mente en Estados Unidos. Si bien ese no es el tema 
que quiero abordar en este momento, justifica men- 
cionarlo dada su actualidad, para luego referirme, 
sí, a un asunto más doméstico, no tan espectacular, 
como es el relativo al análisis y la discusión sobre la 
redistribución y el crecimiento. 


Días pasados, en un rato libre, revisando mi biblio- 
teca encontré un libro que había comprado hace mu- 
chos años -no recuerdo cuántos, pero debe hacer más 
de veinte- titulado: Redistribución con crecimiento, y lo 
tengo aquí, sobre mi mesa. Fue publicado por el Ban- 
co Mundial y recoge las exposiciones realizadas en un 
seminario. En su prólogo se detalla: “Este informe se 
originó en diversas discusiones entre los miembros del 
Instituto de Estudios de Desarrollo de la Universidad 
de Sussex y el Centro de Investigaciones para el Desa- 
rrollo del Banco Mundial. Nuestro punto de partida fue 
la notoria inconsistencia entre la percepción general 
de la importancia de los problemas de distribución del 
ingreso y del empleo para los países en desarrollo, y la 
disponibilidad de instrumentos analíticos para los res- 
ponsables de las políticas. Con el objetivo de centrar la 
atención de estos y de los investigadores en los actuales 
enfoques de estos problemas, escribimos un conjunto 
de trabajos acerca del “estado del arte” del diseño de 
políticas en este campo. Esos trabajos se discutieron en 
una reunión realizada en el Centro de Conferencias de 
la Fundación Rockefeller, en Bellagio, en abril de 1973”. 


Para quien haya estudiado economía, los autores 
del libro y del seminario son personas conocidas, a 
saber: Hollis Chenery -ex Vicepresidente del Banco 
Mundial para la política de desarrollo, profesor de 
Economía en la Universidad de Harvard y adminis- 
trador ayudante del programa AID de Estados Unidos-; 
Montek Ahluwalia -jefe de la División y Distribución de 
la Renta del Centro de Investigaciones del Desarrollo 
del Banco Mundial-; y también C. L. G. Bell -miem- 
bro del Instituto de Estudios para el Desarrollo-, John 
Duloy y Richard Jolly. 


Este es un libro bastante extenso y su lectura es 
muy densa. Tiene 360 páginas y posee un índice real- 
mente atractivo y de enorme actualidad. En su pri- 
mera parte, “Reorientación de la política”, se abordan 
temas como: “I. Desigualdad de los ingresos: algunas 
dimensiones del problema”, “II. El marco económi- 
co”, “III. El marco de referencia político”, “IV. La es- 
fera de la acción de la política económica”, “V. La for- 
mulación de una estrategia”, “VI. Los grupos-objetivo 
rurales”, “VII. Los grupos-objetivo urbanos” y “VIII. 
Las dimensiones internacionales”. 
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Esta primera parte abarca 224 páginas y en ella se 
realiza un examen muy extenso. 


En la segunda parte, titulada “Modelos y cuanti- 
ficación”, se analizan los siguientes temas: “IX. Los 
modelos de planificación disponibles”, “X. Análisis 
de modelos sectoriales, regionales y de evaluación de 
proyectos”, “XI. Un modelo de distribución y creci- 
miento”, “XII. Prioridades estadísticas” y “XIII. Lí- 
neas de investigación”. 


Cabe recordar que en 1973 el mundo socialista 
todavía estaba en pleno desarrollo y, naturalmente, 
el análisis de un organismo como el Banco Mundial 
incluye muchos de sus puntos de vista. Finalmente el 
libro analiza algunas experiencias exitosas del mundo 
socialista y el capitalista, analiza los casos de India, 
Cuba, Tanzania, Sri Lanka, Corea del Sur y Taiwán. 


Si bien en el referido Seminario participaron po- 
cos latinoamericanos -destaco a dos chilenos, Jorge 
Cauas y Alejandro Foxley-, a algunos se la puede ubi- 
car en el primer nivel del pensamiento económico in- 
ternacional y en el ámbito del propio Banco Mundial. 


A modo de anécdota me permito contar que este 
libro -que compré usado hace muchos años en la Fe- 
ria de Tristán Narvaja- está firmado por Alberto Ben- 
sión con fecha setiembre de 1976. 


(Suena el timbre indicador de tiempo.) 
-Termino, señor Presidente. 


Solicito que la versión taquigráfica de mis pala- 
bras sea enviada a la Oficina del Banco Mundial en 
Uruguay para que, a su vez, la remita a su homóloga 
en Washington, a los efectos de saber si disponen de 
ejemplares de este libro titulado: Redistribución con 
crecimiento, editado en español por Editorial Tecnos 
de Madrid en 1976 -que me animo a catalogar como 
un manual de análisis de temas de política económi- 
ca referidos a la redistribución y el crecimiento- y, si 
es posible, generar ámbitos técnicos para una revisión 
y una reflexión en torno a su planteo, pues a pesar 
de que fue hecho hace cuarenta años, en un contex- 
to mundial muy distinto al actual, contiene temas de 
notoria actualidad y vigencia. También solicito que se 
remita a la oficina en Uruguay de la Comisión Econó- 
mica para América Latina (CEPAL) y que esta, a su 
vez, haga lo propio con destino a la sede en Chile, para 
que la CEPAL tome como base este libro y convoque 
a economistas y especialistas para examinar el tema. 


(Campana de orden.) 


-Nada más. Muchas gracias. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar el trámite 
solicitado por el señor Senador. 


(Se vota:) 


-15 en 16. Afirmativa. 


9) CALIDAD DE LA REDACCIÓN DE LAS 
NORMAS LEGALES 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continuando con la Me- 
dia Hora Previa, tiene la palabra el señor Senador 
Bordabertry. 


SEÑOR BORDABERRY.- Señor Presidente: haré 
referencia a la tarea principal que realizamos como 
Legisladores en esta Casa, que es la redacción de las 
normas legales y su aprobación. 


Más allá del estudio profundo de los temas, de su 
discusión y debate, entiendo que tenemos un déficit 
en lo que refiere a la calidad de la redacción de los 
textos de las normas 


La semana pasada este Cuerpo aprobó dos proyectos 
de ley: uno relativo a la extensión del horario de los fun- 
cionarios de la Corte Electoral, y otro relacionado con 
el personal de la Prefectura Nacional Naval, al que se le 
otorga la facultad de efectuar espirometrías. En ambos 
casos resistí la tentación de hacer observaciones porque 
no iban al fondo del asunto. El proyecto relativo a los 
funcionarios navales había sido aprobado por la Cámara 
de Representantes y estaba de acuerdo con su conte- 
nido, mientras que el de los funcionarios de la Corte 
Electoral había sido remitido por el propio organismo. 


El artículo 2% de la norma propuesta por ese or- 
ganismo, que este Cuerpo aprobó, en una sola frase 
contiene 127 palabras. Los estudiosos de la redacción 
afirman que una frase no debe contener más de quin- 
ce palabras, porque cuando se llega a ese punto, se 
pierde la memoria de lo que decía el comienzo del tex- 
to. Richaudeau, en su libro L' écriture efficace, escrito 
en 1978, menciona la notable evolución del número de 
palabras por frase en la literatura inglesa: en el 1700, 
cuarenta y una; en la primera mitad del 1800, casi 
treinta; en la segunda mitad del 1800, prácticamente 
veinticinco; y, en 1970, no más de quince. 


En el siglo XVIT, Descartes utilizaba setenta y cua- 
tro palabras, mientras que en el siglo XIX Proust em- 
pleaba treinta y nueve de promedio y el genial Flau- 
bert solo dieciocho. 


Como dije antes, la semana pasada este Cuerpo 
aprobó una norma que en una sola frase tenía más de 
cien palabras. 
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Lo propio ocurre con la norma de la Prefectura 
Nacional Naval. Nos referimos a una norma que esta- 
blece dos supuestos: que a determinados funcionarios 
se les permite realizar espirometrías a algunos ciuda- 
danos y que ese personal estaba incluido en la otra 
norma. ¿En cuál de los grupos? ¿En el de quienes rea- 
lizan la espirometría o en el de aquellos a los que se les 
practica? Creo que la técnica debería haber consistido 
en sustituir la norma y darle una nueva redacción. 


Traigo este asunto a colación porque entiendo que 
se ve afectada la legibilidad y el entendimiento de lo 
que se quiere establecer, lo que a la larga pone en duda 
si se cumplirá la intención de este Parlamento, plas- 
mada en esa norma. Ello cuesta dinero al Estado, por- 
que después se pierde tiempo tratando de entenderla. 


Hace algunos años, el Gobierno mexicano elaboró 
“Un manual para quien escribe en la Administración 
Pública Federal”, en cuya introducción se dice: “Si 
los documentos normativos, formatos y comunicacio- 
nes del Gobierno están bien escritos, se invierte me- 
nos tiempo en tratar de entender los requerimientos, 
y los costos administrativos disminuyen, la eficiencia 
de la Administración Pública se incrementa y al final 
tenemos un Gobierno que sirve mejor al ciudadano”. 


Hay muchos estudiosos de esta realidad, como 
por ejemplo Cassany, que en su libro La cocina de 
la escritura aconseja evitar la utilización de frases 
largas, de los verbos predicativos ser o estar, etcétera. 


Los Cuerpos de Taquígrafos del Parlamento tienen 
un libro de estilo, al igual que El País de Madrid. Esto 
no significa imponer a los Legisladores qué tienen que 
escribir, sino utilizar un mismo estilo en el Parlamen- 
to, a fin de facilitar su posterior entendimiento. Pienso 
que deberíamos trabajar sobre este tema junto con los 
Secretarios y el Cuerpo de Taquígrafos. 


Al recibir el Premio Nobel, Hemingway agradeció 
a su primer jefe en el Kansas City Star, donde había 
comenzado su carrera como periodista deportivo, lo 
que había hecho por él. Recordó que le ponía bajo el 
vidrio de su escritorio una esquela que decía: “Escri- 
ba frases breves. Sea positivo, no negativo. Evite el 
uso de adjetivos. No se haga el artista”. 


Solicito que la versión taquigráfica de mis pala- 
bras sea remitida a la Comisión de Asuntos Adminis- 
trativos, no sin antes aclarar que estoy dispuesto a 
trabajar en la confección de un libro de estilo en este 
Parlamento. 


Es cuanto quería manifestar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar el trámite 
solicitado por el señor Senador Bordaberry. 
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(Se vota:) 


-22 en 22. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


10) RECONOCIMIENTO DE LA ASAMBLEA DE 
LA ORGANIZACIÓN MUNDIAL DE LA SALUD 
A LA POLÍTICA SANITARIA URUGUAYA 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continuando con la Me- 
dia Hora Previa, tiene la palabra el señor Senador 
Gallo Imperiale. 


SEÑOR GALLO IMPERIALE.- Señor Presiden- 
te: queremos informar los resultados obtenidos en 
la última Asamblea de la Organización Mundial de 
la Salud, en la que nuestro país tuvo una actuación 
muy destacada. 


En su desarrollo se evidenció una visión muy ele- 
vada del Uruguay, tanto a nivel regional como inter- 
nacional, como consecuencia de una política muy 
contundente en materia de cambios, tanto por la pues- 
ta en marcha de la reforma integral de la salud -que ha 
servido como ejemplo- como por la preponderancia 
que ha dado a los programas nacionales de salud, al 
impacto en el descenso de la mortalidad infantil y a la 
política antitabaco. 


Nuestro país estuvo representado por nuestro ac- 
tual Ministro de Salud Pública, Jorge Venegas, en una 
instancia en la que participaron 193 países y más de 
3.200 delegados. En el transcurso de la Asamblea, a 
través de diversas reuniones y diálogos con los repre- 
sentantes de la salud regional e internacional, quedó 
de manifiesto que nuestra reforma sanitaria y la polí- 
tica antitabaco son consideradas modelos de referen- 
cia por otros países, lo que convierte a Uruguay en un 
actor de relevancia y de primera línea en el contexto 
mundial de la salud. 


Nuestro país fue vocero en diversas propuestas 
que se hicieron durante esta Asamblea y representó 
al Consejo de Salud Suramericano. Este Consejo es 
una instancia en la que se reúnen todos los Ministros 
de Salud de la Unasur y toman resoluciones. 


Uno de los temas que se trató fue el de produc- 
tos médicos falsificados. En esa ocasión Uruguay, en 
representación del Consejo de Salud Suramericano, 
indicó que nuestros países tienen con sus pueblos el 
compromiso de garantizar el acceso a medicamentos 
de calidad a precios asequibles y que es fundamen- 
tal que las iniciativas de combate a los medicamen- 
tos falsificados no perjudiquen el acceso universal a 
los de calidad, seguros y eficaces, ya que significan 
insumos necesarios para garantizar el derecho a la 
salud. Asimismo, nuestro representante, doctor Jorge 
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Venegas, señaló que la falsificación de medicamen- 
tos y productos médicos afectan tanto a los países en 
desarrollo como a los no desarrollados y que las au- 
toridades sanitarias de los países de la Unasur están 
trabajando de manera conjunta para combatir la fal- 
sificación de medicamentos. 


Otro de los temas importantes y sobre el cual 
nuestro país fue portador y trasmisor, es el referido a 
las enfermedades crónicas no trasmisibles que repre- 
sentan una de las principales amenazas para la salud 
y el desarrollo humano, entre otras, el cáncer, la dia- 
betes, las enfermedades cardiovasculares y las cróni- 
cas respiratorias, que son la mayor causa de muerte 
y discapacidad. 


Los principales factores de riesgos atribuibles a la 
carga económica son: el tabaco, la dieta inadecuada, 
la inactividad física y el consumo excesivo de alcohol. 


En su intervención, el representante de Uruguay 
-repito, el doctor Venegas- instó a trabajar sobre las 
determinantes sociales que producen las enfermeda- 
des crónicas no transmisibles y a priorizar y reforzar 
el compromiso político destinado a promover el ac- 
ceso, prevención, tratamiento y cuidado de la salud. 
Terminó su alocución diciendo que los países de la 
Unasur propician la formulación de metas para el 
cumplimiento de esas políticas y aspiran a que en la 
próxima sesión se incluyan como objetivos del mile- 
nio las metas específicas destinadas a la reducción 
de las enfermedades crónicas no transmisibles y se 
actúe sobre los determinantes sociales y económicos 
que la producen. 


Finalizo mi intervención, señor Presidente, agre- 
gando que se solicitó a la Organización Mundial de la 
Salud que continúe ejerciendo el liderazgo para tomar 
una acción coordinada frente a los desafíos que repre- 
sentan las enfermedades crónicas no transmisibles. 


Solicito que la versión taquigráfica de mis pa- 
labras sea enviada al Ministerio de Salud Pública, 
al Sindicato Médico del Uruguay, a la Federación 
Médica del Interior, a la Federación Uruguaya de la 
Salud y a la Federación de Funcionarios de Salud 
Pública. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar el trámite 
solicitado por el señor Senador. 


(Se vota:) 


-20 en 20. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
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11) FALSAS CUENTAS DE TWITTER Y 
FACEBOOK 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continuando con la Me- 
dia Hora Previa, tiene la palabra la señora Senadora 
Topolansky. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Señor Presidente: 
quiero informar a la Presidencia y a los señores Sena- 
dores -además de que me interesa que quede regis- 
trado en la versión taquigráfica- que hay una cuenta 
de Twitter con mi nombre que no me pertenece. Se- 
guramente otra persona está utilizando mi nombre. 
Aclaro que no tengo cuenta personal de Twitter ni de 
Facebook, por lo tanto, no me hago cargo de nada de 
lo que allí aparezca escrito. 


Debo informar que hice una consulta en Agesic 
y realizaré los trámites jurídicos que correspondan 
para que se elimine esa cuenta de Twitter. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Disculpe, señor Senado- 
ra, pero la Presidencia sugiere que, en todo caso, se 
vote el trámite correspondiente para que la versión 
taquigráfica sea enviada a la Agencia para el Desarro- 
llo del Gobierno de Gestión Electrónica y la Sociedad 
de la Información y del Conocimiento. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- De acuerdo, señor Pre- 
sidente. 


SEÑOR LACALLE HERRERA.- Varios señores 
Senadores figuramos en Twitter con cuentas que no 
son nuestras, por lo que nos incluimos en el planteo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Varios señores Senado- 
res se suman al planteo realizado por la señora Sena- 
dora Topolansky. 


Se va a votar el trámite solicitado por la señora 
Senadora. 


(Se vota:) 


-20 en 21. Afirmativa. 


12) INCUMPLIMIENTO DEL CONSEJO DE 
EDUCACIÓN PRIMARIA EN LA ORGANIZA- 
CIÓN DE EVENTOS CONMEMORATIVOS 
DEL BICENTENARIO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continuando con la Me- 
dia Hora Previa, tiene la palabra el señor Senador 
Penadés, quien fuera salteado por no estar presente 
oportunamente. 
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SEÑOR PENADÉS.- Señor Presidente: en el día 
de hoy quiero referirme a un hecho sustantivo. Como 
todos los señores Senadores saben, el año 2011 ha 
sido declarado por ley como el año de inicio de la con- 
memoración del Bicentenario. Tan así es, que se ha 
constituido una Comisión que tengo el honor de inte- 
grar junto a otros señores Senadores. 


En todo el país se está llevando a cabo una agenda 
muy importante de actividades conmemorativas del inicio 
del proceso de emancipación de nuestro país. Ahora bien, 
en uno de sus puntos fundamentales, la ley establecía el 
compromiso que debían asumir las autoridades de la edu- 
cación para que tanto en primaria y secundaria como en 
la educación técnico-profesional se llevaran adelante una 
serie de eventos establecidos para dicha conmemoración. 
Debo decir con mucha preocupación, señor Presiden- 
te, que el Consejo de Educación Primaria se encuentra 
realmente omiso en la organización de muchos de estos 
eventos, lo que nos preocupa, porque en la formación cu- 
rricular de un joven es sustantiva la educación primaria 
y, lamentablemente, es en este ámbito donde no se han 
organizado los eventos que estaban previstos. 


Repito: el Consejo de Educación Primaria se en- 
cuentra atrasado o no ha sido lo suficientemente eficaz 
y eficiente para organizar dichos eventos, que son de los 
pocos que están establecidos en la ley como obligatorios. 


Lamentamos profundamente el incumplimiento 
respecto a la organización de los eventos previstos en 
la ley de creación de la Comisión del Bicentenario 
pare este período de conmemoración. 


Aclaro que en reiteradas oportunidades hemos 
realizado este planteo en el seno de la Comisión, pero 
hoy lo traemos al Senado porque realmente nos pre- 
ocupa que, entre otras cosas, no se haya podido orga- 
nizar un concurso relativo al Bicentenario en el que 
debían participar el Consejo de Educación Primaria, 
que no lo hizo por problemas burocráticos internos. 
Esperamos que en lo que queda del año el problema 
se solucione y el Consejo de Educación Primaria pue- 
da hacer participar a los escolares de todo el país en 
esta conmemoración tan importante. Debemos reco- 
nocer que el sistema educativo nacional dentro de la 
Administración Nacional de Educación Pública no ha 
estado a la altura de las circunstancias y esperamos 
que para el resto del año pueda corregir esta situa- 
ción, fundamentalmente hacia el mes de octubre, en 
el que están centralizados los eventos más importan- 
tes que se vienen organizando por parte del Gobierno 
nacional. 


Solicito que la versión taquigráfica de estas pa- 
labras sea enviada a la Presidencia de la República, 
al Ministerio de Educación y Cultura, al Consejo Di- 
rectivo Central, al Consejo de Educación Primaria, al 
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Consejo de Educación Secundaria, al Consejo Técni- 
co-Profesional y a la Comisión del Bicentenario. 


Es cuanto quería decir. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar el trámite 
solicitado por el señor Senador. 


(Se vota:) 


-22 en 24. Afirmativa. 


13) ACUERDO DE PROMOCIÓN Y PROTEC- 
CIÓN DE INVERSIONES ENTRE LOS GO- 
BIERNOS DE LA REPÚBLICA ORIENTAL 
DEL URUGUAY Y DE LA REPÚBLICA DE LA 
INDIA 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Senado ingresa al 
Orden del Día con la consideración del asunto que 
figura en primero término: “Proyecto de ley por el 
que se aprueba el Acuerdo de Promoción y Protección 
de Inversiones entre los Gobiernos de la República 
Oriental del Uruguay y de la República de la India, 
suscrito en la ciudad de Montevideo el 11 de febrero 
de 2008. (Carp. N* 412/2010 - Rep. N* 352/2011)”. 


(Antecedentes:) 


“Carp. N* 412/2010 
Rep. N* 352/2011 


PODER EJECUTIVO 


Ministerio de Relaciones Exteriores 
Ministerio de Economía y Finanzas 
Ministerio del Interior 

Ministerio de Industria, Energía y Minería 
Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente 

Ministerio de Turismo y Deporte 


Montevideo, 19 de noviembre de 2010. 
Señor Presidente de la Asamblea General: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese 
Cuerpo, de conformidad con el artículo 168, numeral 
20 de la Constitución de la República, a fin de reiterar 
el mensaje de fecha 27 de octubre de 2008, que se ad- 
junta, por el cual se solicitó la aprobación parlamentaria 
del “Acuerdo de Promoción y Protección de Inversiones 
celebrado entre los Gobiernos de la República Oriental 
del Uruguay y de la República de la India”, suscrito en 
la ciudad de Montevideo, el 11 de febrero de 2008. 
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Al mantenerse vigentes los fundamentos que en su 
oportunidad dieron mérito al envío de aquel Mensaje, 
el Poder Ejecutivo se permite solicitar a ese Cuerpo 
la pronta aprobación del mismo. 


El Poder Ejecutivo reitera al señor Presidente de 
la Asamblea General las seguridades de su más alta 
consideración. 


JOSÉ MUJICA, Presidente de la República; Luis 
Almagro, Graciela Muslera, Héctor Lescano, 
Tabaré Aguerre, Roberto Kreimerman, Eduardo 
Bonomi, Pedro Buonomo. 


Proyecto de Ley 


Artículo Único.- Apruébase el Acuerdo de Pro- 
moción y Protección de Inversiones celebrado entre 
los Gobiernos de la República Oriental del Uruguay y 
de la República de la India, suscrito en la ciudad de 
Montevideo, el 11 de febrero de 2008. 


Luis Almagro, Graciela Muslera, Héctor 
Lescano, Tabaré Aguerre, Roberto Kreimerman, 
Eduardo Bonomi, Pedro Buonomo. 


PODER EJECUTIVO 


Ministerio de Relaciones Exteriores 
Ministerio de Economía y Finanzas 
Ministerio del Interior 

Ministerio de Industria, Energía y Minería 
Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente 

Ministerio de Turismo y Deporte 


Montevideo, 27 de octubre de 2008. 
Señor Presidente de la Asamblea General: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a la 
Asamblea General, de conformidad con lo dispuesto 
por los artículos 85, numeral 7 y 168, numeral 20 de 
la Constitución de la República, a fin de someter a su 
consideración el proyecto de ley adjunto, mediante el 
cual se aprueba el Acuerdo de Promoción y Protec- 
ción de Inversiones celebrado entre los Gobiernos de 
la República Oriental del Uruguay y de la República 
de India, suscrito en la ciudad de Montevideo, en fe- 
cha 11 de febrero de 2008. 


Antecedentes 
Es un objetivo prioritario para Uruguay aumen- 


tar lazos económicos y comerciales con países que 
poseen un mercado potencial cierto para exportar 
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mayores volúmenes de bienes y servicios, siendo 
prioritario asimismo atraer a aquellos países que han 
demostrado firme interés e intención de concretar 
proyectos de inversión en el territorio nacional. 


La India cumple con ambas características dado 
que por una parte las exportaciones de bienes y ser- 
vicios a dicho destino son aún muy incipientes, exis- 
tiendo un comprobado potencial para su ampliación, 
mientras que se constata una auspiciosa proyección 
en materia de inversiones de ese país. 


En virtud del dinamismo y la interrelación que ca- 
racteriza las relaciones internacionales económicas 
y comerciales, es menester subrayar la importancia 
que tiene pare Uruguay una pronta ratificación par- 
lamentaria de este Acuerdo, lo que a su vez permiti- 
rá culminar la negociación en curso de un Acuerdo 
Uruguay-India pare Evitar la Doble Tributación, y 
colocar así al país en una posición de privilegio para 
la recepción de inversiones, como destino atractivo y 
comparativamente competitivo en la región. 


La finalidad del Acuerdo firmado es crear condi- 
ciones favorables para aumentar y estimular las in- 
versiones de cualquiera de las Partes contratantes en 
el territorio del: otro Estado, estableciendo un trata- 
miento justo y equitativo, instituyendo medidas para 
evitar nacionalizaciones o expropiaciones arbitrarias, 
la libre transferencia de fondos, mecanismos de so- 
lución de controversias, y admisión de funcionarios 
y técnicos. 


El Texto 


El Acuerdo consta de un Preámbulo, 15 Artículos 
y un Anexo interpretativo del Artículo 5 (Expropia- 
ciones). 


En el Preámbulo se reconoce que la promoción y 
la protección recíproca de las inversiones en el mar- 
co de un convenio internacional, implicarán un estí- 
mulo a las iniciativas comerciales individuales y a la 
prosperidad de ambos Estados. 


En el Artículo 1, se establecen las definiciones de 
los términos utilizados en el Acuerdo. 


El alcance del Acuerdo surge del Artículo 2, y en 
el Artículo 3 se establecen propiamente los criterios 
de inversión y ganancias, y la protección de las mis- 
mas señalándose a tal fin que “... recibirán, en todo 
momento, un tratamiento justo y equitativo en el te- 
rritorio de la otra Parte Contratante”. 


En el Artículo 4 se contempla la cláusula de la 
Nación más Favorecida. 
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El Artículo 5 indica cuáles son las circunstancias 
excepcionales en que se podrá proceder a expropiar 
inversiones de inversores de cualquiera de las Partes 
Contratantes. La interpretación de este importante 
Artículo se anexa al texto del Acuerdo. 


Las compensaciones por pérdidas y la repatriación 
de pérdidas y ganancias se establecen en los Artículos 
6y7. 


La Solución de Controversias , como asimismo las 
Controversias entre las Partes Contratantes se prevén 
en los Artículos 9 y 10. 


El ingreso y permanencia de no nacionales está 
previsto en el Artículo 11. 


Los Artículos 12 y 13 contemplan qué leyes y nor- 
mas serán de aplicación. 


El Acuerdo estará sujeto a ratificación y entrará en 
vigor en la fecha en que se realice el intercambio de 
los instrumentos de ratificación (Artículo 14) y ten- 
drá un plazo de vigencia de diez (10) años y continua- 
rá luego de ese plaza en forma automática a menos 
que alguna de las Partes Contratantes notifique a la 
otra, por escrito, su intención de terminar el Acuer- 
do. El Acuerdo terminará un año después de la fecha 
de recepción de esa notificación escrita (Artículo 15). 
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En atención a lo expuesto y reiterando la conve- 
niencia de la suscripción de este tipo de Acuerdos, 
el Poder Ejecutivo solicita la correspondiente aproba- 
ción parlamentaria. 


El Poder Ejecutivo reitera al señor Presidente de 
la Asamblea General las seguridades de su más alta 
consideración. 


TABARÉ VÁZQUEZ, Presidente de la República; 
Gonzalo Fernández, Daniel Martínez, Danilo 
Astori, Jack Couriel, Álvaro García, Andrés 
Berterreche, Daisy Tourné, Héctor Lescano. 


Proyecto de Ley 


Artículo 1.- Apruébase el Acuerdo de Promo- 
ción y Protección de Inversiones celebrado entre los 
Gobiernos de la República Oriental del Uruguay y de 
la República de India, suscrito en la ciudad de Mon- 
tevideo, en fecha 11 de febrero de 2008. 


Artículo 2*.- Comuníquese, etc. 


Gonzalo Fernández, Daniel Martínez, Danilo 
Astori, Jack Couriel, Alvaro García, Andrés 
Berterreche, Daisy Tourné, Héctor Lescano.” 
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ACUERDO 


ENTRE 
EL GOBIERNO DE 
LA REPÚBLICA ORIENTAL DEL URUGUAY 
Y 
EL GOBIERNO DE 
LA REPÚBLICA DE LA INDIA 


RELATIVO A 
LA PROMOCIÓN Y PROTECCIÓN - 
DE INVERSIONES 


15-C.S. 


16-C.S. CÁMARA DE SENADORES 9 de agosto de 2011 


Pepiblica Drientel del Uneguay 


El Gobierno de la República Oriental del Uruguay y el Gobierno de la República » la 
India. en adelante denominados "Partes Contratantes”, 


Descando crear condiciones favorables para aumentar las inversiones realizadas por los 
inversores de un Estado en el territorio del otro Estado, 


Reconociendo que la promoción y protección reciproca de tales inversiones en el marco 
de un convenio internacional, implicarán un estímulo a las iniciativas comerciales 
individuales y a la prosperidad de ambos Estados, 


Han acordado lo siguiente: 


ARTÍCULO! 


DEFINICIONES 


Para lus fines del presente Acuerdo: 


(1) “Compañia” significa corporación, firma o sociedad comercial, constituida o 
establecida según las leyes vigentes de cualquiera de las Partes Contratantes; 


(b) “inversión”, significa activos de cualquier.naturaleza establecidos o adquiridos, 
incluidas las transformaciones en las formas de inversión, de conformidad con 
las leyes nacionales de la Parte Contratante en cuyo territorio se realiza la 
inversión, lo que incluye, entre otros: 


(1) bienes muebles e inmuebles, asi como otros derechos, tales como hipotecas. 


embargos y prendas; 
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(11) acciones, existencias, obligaciones de compañías y cualquier otra forma 
similar de participación en empresas; 


(iii) derechos relativos a reclamaciones de dinero o a cualquier ejecución de 
contrato que implique un valor económico; * 


(iv) derechos de propiedad intelectual. tales como patentes, derechos de autor: * 
procesos técnicos, marcas registradas, diseños industriales, nombres 
comerciales, especialización y llaves, sujeto a las leyes de las Partes 
Contratantes; ] 


(v) concesiones comerciales otorgadas por ley o por contrato, incluidas las 
concesiones para realizar búsquedas y extracciones de petróleo y otros * 
minerales, 


(c) “inversores” significa un nacional o una compañía de una Parte Contratante, - 
teniendo en cuenta que una persona fisica que posea doble nacionalidad se 
considerará exclusivamente de la nacionalidad del Estado respecto del cual esa 
nacionalidad sea predominante y efectiva. * 


(4) “nacionales” significa: 


(1) en relación a India: personas fisicas cuya condición de nacionales. indivs 
esté prevista en las leyes vigentes en India; 


(11) en relación a Uruguay: personas fisicas que posean nacionalidad uruguaya 
de conformidad con las leyes de ese país. 
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(e) “ganancias” significa los montos producidos por inversiones, tales como los 
beneficios, los intereses, las ganancias de capital, los dividendos, las regalias y 
los honorarios: 


(A) “territorio” significa: 


(i) Respecto de India: el territorio de la República de India, incluidas sus 
aguas territoriales y el espacio aéreo suprayacente, así como otras 20na5 
marítimas, incluida la Zona Económica Exclusiva, y lu plataforma 
continental en la cual la República de India ejerza soberanía, derechos de 
soberanía o jurisdicción exclusiva, de conformidad con sus leyes vigentes, 
coa la Convención de Naciones Unidas sobre Derechu del Mar o con el 
Derecho Internacional, 


(ii) Respecto de Uruguay: su territorio, asi como la Zona Económica 
Exclusiva, el lecho marino y el subsuelo sobre los cuales Uruguay ejerza 
derechos de soberanía o tenga jurisdicción de acuerdo con sus leyes vigentes y 
con el Derecho internacional. 


ARTÍCULO 2 
ALCANCE DEL ACUERDO 


L, El presente Acuerdo se aplicará u todas las inversiones realizadas por inversores de 
cualquiera de las Partes Contratantes en el territorio de la otra Parte Contratante y que 
sean aceptadas como tales de acuerdo con sus leyes y reglamentos, hayan sido 
aprobados antes o después de la entrada en vigor de este Acuerdo. No obstante, no se 
aphewca a ningún acto o hecho que hubiere tenido lugar. o a ninguna situación que 
hubiere dejado de existir con anterioridad a la fecha de entrada en vigor del presente 


Acuerdo 
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ARTÍCULO 3 


PROMOCIÓN Y PROTECCIÓN DE INVERSIONES 


L Cada Parte Contratante deberá promover y crear condiciones favorables para 
que los inversores de la otra Parte Contratante realícen inversiones en su 
territorio, y aceptará tales inversiones de conformidad con sus leyes y políticas. 


e Las inversiones y las ganancias de los inversores de cada Parte Contratante 
recibirán, en todo momento, un tratamiento justo y equitativo en el territorio de 
la otra Parte Contratante. 


ARTÍCULO 4 


TRATAMIENTO NACIONAL Y TRATAMIENTO DE NACIÓN MÁS 
FAVORECIDA 


i Cada Parte Contratante otorgará a las inversiones provenientes de los inversores de 
la otra Parte Contratante un tratámiento nomenos favorable al que otorga a las 
inversiones de sus propios inversores. o a las inversiones provenientes de 
inversores de terceros paises. 
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2. Ademés, cada Parte Contratante otorgará a los inversores de ta otra Parte 
Contratante, incluso en lo referente a las yanancius sobre sus inversiones, un 
tratamiento no menos tavorahle que el que otorga a los inversores de terceros 


paises. 


3. Las disposiciones contenidas Cn los párrafos | y 2 precedentes no ieoptica la 
obligación, para ninguna de las Partes Contratantes, de extender a los inversores de la 
otra, los beneficios de un tratamiento, preferencia o privilegio de cualquier naturaleza en 


virtud de: 


(a) cualquier unión aduanera o acuerdo internacional similar, existente o futuro, 
del cual sea,o pueda llegar a ser parte, o 

(b) cualquier asunto relativo, en su totalidad o en su mayor parte, a temas. 
impositivos. > Pe 


ARTÍCULO 5 


EXPROPIACIÓN 


Il. Las inversiones de inversores de cualquiera de las Partes Contrutantes no serán 
nacionalizádas, expropiadas v sujetas a medidás que tengan en el territorio de la 
otra Parte Contratante efecto equivalente a la nacionalización o. a lo expropiación 
(en adelante denominadas “expropiación”), con excepción de los casos que 
impliquen fines públicos, de conformidad con leyes basadas en criterios no 
discriminatorios, a cambio de una compensación justa y equitativa. Tales 
compensaciones deberán ajustarse al valor de mercado de las inversiones 
expropiadas inmediatamente antes de esa expropiación o antes de que de la 
inminente expropiación haya sido de conocimiento público, según lo que se haya 
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verificado en primer término, Las compensaciones incluirán intereses a una tasa 
justa y eyuitativa hasta la focha de pago, en divisa de libre conversión, y deberán 
hacerse efectivas sin demora injustificada alguna. Asimismo. . deberán ser 
efectivamente realizables y libremente transferibles. 


. Los inversores afectados tendrán derecho, de conformidad con las leyes de la Pare 


Contratante que Meve a cabo lu expropiación, a una revisión de su caso por parte de 
autoridades judiciales u otras autoridades independientes de esa Parte Contragante, 
v a que sus inversiones sean evaluadas conforme a los principios establecidos cn el 
presente párrafo. La Parte Contratante que realíce la expropiación realizará sus 
mayores esfuerzos pura asegurar que esa revisión. sea llevada a cabo con prontitud, 
Unu vez que la autoridad competente udopte su decisión definitiva, el inversor no 
tendrá derecho a presentar reclamaciones según el artículo 9. 


. En caso de que una de las Partes Contratantes expropic los activos de una 


compañía constituida según sus leyes vigentes en cualquier parte de su territorio, y 
en la cual inversores de la otra Parte Contratante poseán acciones, se asegurará 
que se apliquen las disposiciones del párrafo (1) de este Artículo, en la medida 
necesario para asegurar una compensación justa y equitativa a esos inversores de la 
otra Parte Contratante, propietarios de esas acciones. 


( * Para mayor certeza, el Artículo sobre “Expropiación” se deberá interpretar de 
acuerdo con el Anexo 1) 
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ARTÍCULO 6 


COMPENSACIONES POR PÉRDIDAS 


Los inversores de la Parte Contratante cuyas inversiones en el territorio de la otra 
Parte Contratante sufran pérdidas a causa de guerra u otros conflictos armudos, usi 
como a situaciones de emergencia nacional o disturbios civiles, deberán recibir, de la 
última Parte Contratante y en relación con la restitución, indemnización, compensación 
w otras formas de liquidación, un tratamiento no menos favorable que el que dicha 
Parte Contratante brinda a sus propios inversores o a los inversores de terceros 
Estados. Los pagos resultantes deberán ser libremente transferibles. 


ARTÍCULO 7 


REPATRIACIÓN DE INVERSIONES Y GANANCIAS 


(1) Cada Parte Contratante deberá permitir que los fondos de los inversores de la otra 
Parte Contratante relativos a inversiones en su territorio sean libremente transferidos, 
sin demora injustificada y sobre una base no discriminatoria. Esos fondos podrán 


incluir: 


(a) Capital y capital adicional utilizados en el mantenimiento y el incremento 
de las inversiones: 
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(b) Ganancias netas de operaciones, incluidos los dividendos e intereses. en 
proparción a sus acciones; 


(c) Pagos de cualquier próstamo, incluidos los respectivos intereses. relativo a 
_ las inversiónes: 


(d) Pago de reyalias y cargos por servicios relativos a las inversiones: 


(e) El producido de la ventu de sus acciones; 


(1) El producido que reciban los inversores pot toncepio de venta total o 
parcial o por liquidación: 


(1) Las ganancias de ciudadanos/nacionales de una Parte Contratante que 
trabajen en relación con las inversiones en el territorio de la otra Parte 
Contratante, 


(2) Lo dispuesto en el párrato (1) de este Artículo no afectará en modo alguno la 
transferencia de las compensaciones conforme al Articulo 6 del presente Acuerdo, 
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13) La Parte Contratante deberá useyurar que las transferencias aque se hace referencia 
en el parrafo [1) de este Artículo se realicen en una divisa de libre conversión, sin 
restricciones o retrasos de especie alguna. a la tasa de cambio de mercado que 
corresponda a la fecha de lau transferencia. 


ARTÍCULO 8 
SUBROGACIÓN 


Si una de las Partes Contratantes o sus representantes han dado garantias para el 
payo de alguna compensación contra riesgos no comerciales, en relación con 
inversiones de cualquiera de sus inversores, dentro del territorio de la otra Parte 
Contratante y hayan realizado pagos a esos inversores vinculados a sus reclamaciones 
en virtud del presente Acuerdo, la otra Parte Contratante aceptará que la Parte 
Contratante mencionada en primer término, o sus representantes puedan, en virtud de 
la subrogación, ejercer los derechos y realizar las reclamaciones de tales inversores. 
Lus derechos o reclamaciones objeto de subrogación no podrán exceder los derechos 0 
reclamaciones originales de los inversores, 


SOLUCIÓN DE CONTROVERSIAS ENTRE UN INVERSOR Y UNA 


> PARTE-CONTRATANTE 


(1) Cualquier controversia entre un inversor de una Parte Contratante y la otra Parte 
Contratante en relación con una inversión del primero, de conformidad cun el presente 
Acuerdo Ideberá resolverse. €n la medida de lo posible, de forma amigable, mediante 
pegociactones entre las partes en la controversia 
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(2) Si una controversia no pudiera resolverse de forma amigable dentro de los seis (6) 
meses siguientes a la fecha:en que fuera planteada, cualquiera de las partes podrá 
presentarla para su resolución, 


(a) de conformidad con las leyes de la Parte Contratante que ha aceptado lu 
inversión, ante las autoridades administrativas, arbitrales o judiciales 
competentes de esa Parte Contratante; O 

(b) bajo la modalidad de conciliación internacional, según al Reglamento de 


DAS 


Internacional. 


Aa) o 2(b). ello implicará la preclusión de la posibilidad de adoptar posteriormente la 
otra modalidad de reparación. Sin embargo, en el marco del procedimiento indicado en 
el párrato 2(b), Bi el procedimiento de conciliación culmina sin la suscripción de un 
acuerdo que resuelva la cuestión. la controversia podrá ser sometida a arbitraje. El 
procedimiento de arbitraje será el siguiente: 


TAb1 


(a) Si la Parte Contratante correspondiente al Inversor y la otra Purte Contratante 
son Parte de la Convención sobre Solución de Controversias relativas a 


Inversiones entre Estados y nacionales de otros Estados de 1965, y si el inversor 


consiente por escrito la presentación de la controversia ante el Centro 


Internacional para la Solución de Controversias, la controversia deberá remitirse 


al mencionado Centro: y 

(b) Si ambas partes en la contoversia lo acuerdan. de conformidad con el 
Mecanismo Complementario relativo y procedirmentos para la Admimstracion 
de Conciliación, Arbitraie y Comprobación de Hechos: u 


Conciliación de la Comisión de las Naciones Unidas para el Derecho Mercantil 


(3) Si cualquiera de las partes recurre a los procedimientos mencionados en los párrafos 
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(<) Ante un inbunal arbitral ad hoc, por cualquiera de las partes en la controversia, 
de acuerdo con el Reglamento de Arbitrajes de la Comisión de las Naciones 
Unidas para el Derecho Mercantil Internacional de 1976. sujeto a las siguientes 
modificaciones: 


(i) La autoridad nominadora establecida en el Artículo 7 del Reglamento será el 
Presidenie, el Vicepresidente o el Juez de la Corte Internacional de Justicia con 
mayor antigúedad, siempre que no sea nacional de ninguna de las Partes 
Contratantes. El tercer árbitro no podrá ser nacional de las Partes Contratantes. 


(11) Las purtes designarán sus respectivos árbitros dentro de un plazo de dos 
meses. 


(4) El tribunal arbitral adoptará su decisión en, aplicación de las disposiciones del 
presente Acuerdo y, si fuere necesario, de acuerdo. a las leyes de la Parte Contratante 
que sea parte de la controversia, incluida su regulación sobre contlicto de leyes, asi 
como cualquier acuerdo especifico relativo a la inversión en cuéstión, de conformidad * 
con los principios del derecho internacional. 


(5) Las decisiones de los árbitros tendrán carácter definitivo y vinculante para ambas 
partes en la controversia 


(6) Ninguna de las Partes Contratantes realizará una reclamación internacional relativa a 
una controversia que haya sido sometida a los procedimientos de este Artículo, 4 menos 
qyue la otra Parte Contratante no haya cumplido el fallo del tribunal arbitral o Ue las 
uutoridades judiciales de la Parte Contratante mencionada en último término. o si ha 
incumplido una norma de derecho internacional. incluidos la denegación de justicia o 
tas disposiciones del presente Acuerdo. 
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17) El tribuna! arbitral deberá expresar los fundamentos de su decisión y explicarlos si 
ello le fuera solicitado por cualquiera de las partes. 


ARTÍCULO 10 


CONTROVERSIAS ENTRE LAS PARTES CONTRATANTES * 


(1) Las controversias entre las Partes Contratantes relativas a la interpretación o 
aplicación del presenté Acuerdo deberán, en lo posible, resolverse mediante 
negociación. 


(2) Si una controversia entre las Partes Contratantes no pudiera resolverse en un 
periodo de seis (6) meses desde la fecha en que surgió la controversia, ésta se somete: 
4 un tribunal arbitral a solicitud de cualquiera de las Partes Contratantes. 


(3) El tribunai arbitral se constituirá para cada caso concreto, de la siguiente forma: 
dentro de los dos (2) uses siguientes a la fecha de recepción de la solicitud de 
arbitraje. cada Parte Contratante designará un miembro del tribunal. Posteriormente, 
esos dos membros designarán un nacional de un tercer Estado quien, con la aprobución 
de las dos Partes Contratantes, será designado como Presidente del tribunal. El 
Presidente deberá ser designado dentro de los dos (2) meses siguientes a la fecha de 


designación de los otros dos miembros. 
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14) Si dentro de los plazos inarcados en el párrafo (3) de este Articulo no se hubieren 
realizado las designaciones pertinentes, cualquiera de las Partes Contratantes podrá, a 
falta de otro acuerdo, solicitar al Presidente de la Corte Internacional de Justicia que 
realice lus designaciones necesarias. Si el Presidente fuera naciona! de alguna de las 
Partes Contratantes o si tuvicra aluún otro impedimento pára cumplir esa función, se 
convocará al Vicepresidente para realizar esas designaciones. En caso de que el 
Vicepresidente sea también nacional de alguna de las Partes Contratantes o si tuviera 
algún impedimento para cumplir esa función, será convocado para realizar las 
designaciones necesarias el miembro de la Corte Internacional de Justicia más cercano 
en antigúedad, siempre que no sea nacioñal de-una de las Partes Contratantes. 


(5) El tribunal arbitral adoptará su decisión por mayoria, Esa decisión será vinculante 
para ambas Partes Contratantes. Cada Parte Contratantes sufragará los gastos de su 
árbitro y de sus representantes en el proceso arbitral. Los gustos ocasionados por el 
Presidente y otros que se hubieren realizado, serán cubiertos en partes iguales por las 
Partes Contratantes. El tribunal podrá, no obstante, determinar en su decisión que una 
proporción mayor de gustos sea cubierta por una de las Partes Contratantes, y este fallo 
será vinculante para ambas Partes Contratantes. El tribunal determinará su propio 


procedimiento, 


ARTÍCULO 11 


INGRESO Y ESTADÍA DE PERSONAL 


(1) Úna Parte Contratante, de conformidad con su legislación permitirá, en algunas 
ocasiones, en el marco de las reglas de ingreso y permanencia de no nacionales, que las 
personas fisicas de la otra Parte Contratante y personal empleado en compañías de la 
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ota Parte Contratante ingresen y permanezcan en su territorio con el fin de vincularse a 
actvidados relacionadas con inversiones. 


(2) Una Parte Contratante, de conformidad con su legislación permitirá. en algunas 
ocasiones, que los inversores de la otra Parte Contratante que hayan realizado 
inversiones en el territorio de la primera, empleen en su territorio personal técnico y 
gerencial clave, independientemente de su nacionalidad. 


ARTÍCULO 12 
LEYES APLICABLES 


(13 Salvo disposición en contrario del presente Acuerdo, todas las inversiones se regirán 
por lus leyes vigentes en el territorio de la Parte Contratante en la que las inversiones se 


reslicen, 


12) No obstante el párrato (]) de este Articulo, ninguna.norma del presente Acuerdo 
impedirá a la Parte Contratante anfitriona que adopte medidas para proteger sus 
intereses de suguridad esenciales. o relativos a circunstancias de emergencia extrema, de 
conformidad con sus leyes. aplicadas habitual y razonablemente de modo nu 
discriminatorio. 


ARTÍCULO 13 


APLICACIÓN DE OTRAS NORMAS 


Si las normas legares ae cualquiera de las Partes Contratantes v sus obligaciones 
dermadas del derecho internacional existentes a la fecha o que se establezcan en el 
futuro entre las Partes Contrutantes. además del preseate Acuerdo, contienen 
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normas. generales o específicas, que autoricen un tratamiento más favorable que el 
previsto por este Acuerdo a las inversiones realizadas por inversores de la otra Parte 
Contratante, dichas disposiciones prevalecerán sobre el presente Acuerdo, en la 
medida en que sean más favorables para el inversor. 


ARTÍCULO 14 


ENTRADA EN VIGOR 


El presente Acuerdo estará sujeto a ratificación y entrará en vigor en la fecha en que se 
realice el intercambio de los instrumentos de ratificación. 


ARTÍCULO 15 


DURACIÓN Y TERMINACIÓN 


(1) El presente Acuerdo tendrá un plazo de vigencia de diez (10) años y continuará 

lueyo de ese plazo en forma automática, 4 menos que alguna de las Portes Contratantes , 
notifique a la otra, por escrito, su intención de terminar el Acuerdo. El Acuerdo 

tenminará un año después de la fecha de recepción de esa notificación escrita. 


(2) No obstante lu terminación del presente Acuerdo de conformidad con el párrato (1) 
de este Articulo. el Acuerdo continuará en vigor por un periodo adicional de quince 
años u partir de la fecha de su terminación, en relación a las inversiones realizadas o 
adquiridas antes de la fecha de termiriación del presente Acuerdo. 
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En te de lo cual, los suscritos, debidamente autorizados para ello por sus Gobiernos 
respectivos, firman el presente Acuerdo. 
Hecho en Montevideo, el día 11 de febrero de 2008, en dos versiones originales, en 


idioma español, hindi « inglés, considerándose todos los textos como auténticos. 


En caso de discrepancia de interpretación, prevalecerá la versión redactada en lengua 
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Por el Gobierno de la República de la 


"Por el Gobiemo de la República 
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Pepiblica Diental del Uruguay 
ANEXO 1 


Anexo para la interpretación del Articulo 5 (Expropiación) 


1. El Artículo 5 (Expropiación) pretende reflejar el derecho internacional 
consuctudinario vinculado a la obligáción de los Estados en materia de expropiación. 


2. Los uctos o conjunto de actos realizados por una Parte no podrán constituir una 
expropiación. a menos que ellos intertieran con un derecho de propiedad tangible o 
intangible, o con un interés vinculado a la propiedad de una inversión. 


3. El Artículo 5 (Expropiación) refiere a dos situaciones. La primera es conocida como 
expropiación directa, por la que se nacionaliza una inversión o se expropia directamente 
mediante otra modalidad, a través del traslado formal de la propiedad o de su 
confiscación en términos absolutos. 


4. Lu segunda situación a que refiere el Artículo 5 (Expropiación) es conocidá como 
expropiación indirecta, por la que un acto o conjunto de actos de una Parte tiene un 
efecto equivalente a la expropiación directa, sin un trastado formal de la propiedad ni 
una confiscación en términos absolutos. 


(a) La determinación acerca de si un acto o conjunto de actos, en eng: siglos 
de hecho especifica, constituye una expropiación indirecta, ei 
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indagación caso por caso. basada en dates que, entré otros factores. tomen 


en cuenta: 


(1) el impacto económico de la acción gubernamental, aunque los uctos o 
conjunto de actos de una Parte tengan un efecto adverso sobre el valor 
económico de la inversión, no implica sólo por ello que se haya producido 
una expropiación indirecta; . 


(11) la medida en que la acción gubernamental interfiere con lus expectativas 
diferenciadas y razonables respaldadas por las inversiones, y 


(iii) las características de la acción gubernamental. 


(b) Con excepción de circunstancias inusuales, la regulación no 


discriminatorias realizada por una Parte, que se identifique y aplique a la 
legítima protección de objetivos de bienestar público incluidos. entre otros, 
la salud pública, la seyuridud, el medioambiente y la promoción de la 
protección al consumidor, no constituyen una expropiación indirecta. 


(<) Las acciones y los fallos pronunciados por autoridades judiciales de una 


Parte que se identifiquen, se apliquen o se emitan en interés público 
incluidos, entre otros, los dirigidos a la sulud pública, a la seguridad. al 
medioambiente y a la promoción de la protección del consumidor, nu 
constituyen una expropiación indirecta. 
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Informe 
Antecedentes 


Como para Uruguay es prioritario aumentar los 
lazos económicos y comerciales con países que tie- 
nen un mercado potencial para exportar grandes vo- 
lúmenes de bienes y servicios es también prioritario 
atraer a los países que hayan demostrado su interés 
e intención de concretar proyectos de inversión en el 
territorio nacional. La República de la India cumple 
con esas características y existe un potencial para la 
ampliación de las exportaciones de bienes y servicios 
y también se constata una proyección favorable en 
materia de inversiones de ese país. 


El Poder Ejecutivo señala la importancia de la 
pronta aprobación del Acuerdo porque permitirá cul- 
minar la negociación en curso de un Acuerdo Uru- 
guay-India para Evitar la Doble Tributación y colocar 
así al país en una situación de privilegio para la re- 
cepción de inversiones. 


Texto del Acuerdo 


El presente Acuerdo consta de un Preámbulo, 15 
Artículos y un Anexo. En su Preámbulo establece que 
el mismo desea crear las condiciones favorables para 
aumentar las inversiones realizadas por los inverso- 
res de un Estado en el territorio del otro Estado. 


El Artículo 1 establece las definiciones y términos 
usados en el Acuerdo. 


En el Art. 2 se establece el alcance y en el Art. 3 
aparecen los criterios de inversión y ganancias y la 
protección de las mismas. 


El Art. 4, Tratamiento Nacional y Tratamiento de 
Nación más Favorecida, es uno de los más importan- 
tes del acuerdo -a nuestro entender- y hace referen- 
cia al tratamiento similar que recibiría una inversión 
en la India por parte del Uruguay o viceversa. Es de- 
cir, que se daría un tratamiento similar a los inverso- 
res locales o no menos favorable que a los inversores 
de terceros países. 


El Artículo 5 indica las circunstancias excepciona- 
les en las que se podrá proceder a expropiar inversio- 
nes de inversores de cualquiera de las Partes. Cabe 
señalar que la interpretación y descripción de situa- 
ciones de este artículo están contenidas en el Anexo 1 
al presente Acuerdo. 
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El Artículo 6 establece las compensaciones por 
pérdidas mientras que la repatriación de pérdidas y 
ganancias lo hacen en el Art. 7. 


La Solución de Controversias, prevista en el 
Artículo 9, se refiere a Controversias entre un 
inversor y una Parte contratante y en el Art. 10 se 
explica Solución de Controversias entre las Partes 
Contratantes. 


Se plantea, entonces, que cualquier controversia 
entre un inversor de una Parte y la otra Parte Contra- 
tante deberá resolverse, en la medida de lo posible, 
de forma amigable, mediante negociaciones entre las 
partes en la controversia. Si esta controversia no pue- 
de resolverse de forma amigable dentro de los seis 
meses siguientes a la fecha en que fuera planteada, 
cualquiera de las partes podrá presentarla para su 
resolución, por un lado, de conformidad con las le- 
yes de la Parte Contratante y ante sus autoridades 
competentes o bajo la modalidad de conciliación in- 
ternacional, según el Reglamento de Conciliación de 
la Comisión de las Naciones Unidas para el Derecho 
Mercantil Internacional. 


Si el procedimiento de conciliación culmina sin 
la suscripción de un acuerdo que resuelva la cues- 
tión, la controversia podrá ser sometida al arbitraje. 
Para ello se plantea la posibilidad de que se presente 
la controversia ante el Centro Internacional para la 
Solución de Controversias de los organismos inter- 
nacionales. 


En tanto, según el Art. 10 las controversias entre 
las Partes deberán resolverse, en lo posible, median- 
te la negociación. En caso que no pueda resolverse 
en el término de 6 meses se someterá a un tribunal 
arbitral a solicitud de cualquiera de las Partes. El ar- 
tículo detalla cómo debe conformarse dicho tribunal 
y cómo deberá procederse al arbitraje y a la adopción 
de decisiones. 


El Art. 11 se refiere al Ingreso y estadía de perso- 
nal (personas físicas); el Artículo 12 señala las leyes 
aplicables y el Artículo 13 la aplicación de otras nor- 
mas. 


La entrada en vigor se establece en el Art. 14 y su 
duración y terminación en el Art. 15. 


Antecedentes en el Cuerpo Legislativo 


Se debe recordar que el presente Acuerdo fue in- 
formado con anterioridad a este cuerpo sin haberse 
concluido en una aprobación, dadas algunas discre- 
pancias con la definición de territorio que el mismo 
incluye. 
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Así el Poder Legislativo aprobaría el presente 
acuerdo con la condición que el Poder Ejecutivo al 
ratificar el mismo realice una declaración que mo- 
difique el artículo 1” literal f) ii) que contenga las 
recomendaciones que siguen: “territorio, para la Re- 
pública Oriental del Uruguay, es el establecido en las 
normas de derecho internacional, en las especifica- 
ciones y delimitaciones que este autoriza, así como 
el derecho interno en vigor referente a la materia”. 


Sobre esta base y considerando la importancia 
que tiene la India como una de las grandes potencias 
emergentes en este momento, es que recomendamos 
a este cuerpo la aprobación de este Acuerdo de Pro- 
moción y Protección de Inversiones entre la Repúbli- 
ca Oriental del Uruguay y la República de India. 


Sala de la Comisión, 14 de julio de 2011. 


Alberto Couriel, Miembro Informante; Carlos 
Baráibar, Antonio Gallicchio, Jorge Larrañaga, 
Walter Morodo, Ope Pasquet, Gustavo Penadés, 
Enrique Rubio. 


ACTA N”* 29 


En Montevideo, el día catorce de julio de dos mil 
once, a la hora diecisiete y diez minutos, se reúne la 
Comisión de Asuntos Internacionales de la Cámara 
de Senadores. 

Asisten sus miembros los señores Senadores Car- 
los Baráibar, Alberto Couriel, Antonio Gallicchio, Jor- 
ge Larrañaga, Walter Morodo, Ope Pasquet, Gustavo 
Penadés y Enrique Rubio. 

Falta con aviso la señora Senadora Ana Lía 
Piñeyrúa. 

Concurren especialmente invitados los señores 
Embajadores Fernando Marr Merello y Gerardo Pra- 
to, acompañados por el Director y Subdirector de la 
Dirección de Relaciones Institucionales del Ministe- 
rio de Relaciones Exteriores, Embajador Carlos Mora 
y Consejero Alberto Raggio, respectivamente, y la se- 
ñora Asesora licenciada María del Carmen Menoni. 

Actúan en Secretaría el señor Vladimir De Bellis 
Martínez, Secretario de la Comisión y la señora María 
Victoria Lumaca, Prosecretaria. 

Abierto el acto se procede a tomar la versión ta- 
quigráfica, cuya copia dactilografiada figura en los 
Distribuidos Nos. 888/2011 y 890/2011, que forman 
parte de la presente. 

ASUNTOS ENTRADOS: 

- La Presidencia de la Asamblea General destina 
un Mensaje del Poder Ejecutivo, al que acompaña un 
proyecto de ley por el cual se aprueba el Protocolo de 
1996, que enmienda el Convenio sobre la Prevención 
de la Contaminación del Mar por Vertimientos de De- 
sechos y otras Materias, de 1972. 

- La Presidencia de la Cámara de Senadores re- 
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mite una nota cursada por el señor Senador Gustavo 
Penadés, en su calidad de coordinador de la Bancada 
del Partido Nacional, donde comunica que sustituirá 
al señor Senador Heber en la Comisión de Asuntos 
Internacionales. 

- El Ministerio de Relaciones Exteriores remite 
una nota donde comunica la designación del señor 
Embajador Carlos Mora como Director de la Direc- 
ción de Relaciones Institucionales de la Cancillería. 

ASUNTOS TRATADOS: 

- Carpeta N”* 582/2011. Mensaje del Poder Eje- 
cutivo solicitando acuerdo para acreditar al doctor 
Fernando Marr Merello en calidad de Embajador Ex- 
traordinario y Plenipotenciario de la República ante 
el Gobierno de la República de Costa Rica (Distribui- 
do N* 817/2011). 

- Carpeta N* 583/2011. Mensaje del Poder Ejecu- 
tivo solicitando acuerdo para acreditar al señor Ge- 
rardo Prato en calidad de Embajador Extraordinario y 
Plenipotenciario de la República ante el Gobierno de 
Malasia (Distribuido N* 816/2011). 

Los Embajadores Fernando Marr Merello y Gerar- 
do Prato informan sobre los lineamientos de trabajo a 
desarrollar en los destinos a los que fueron propues- 
tos e intercambian opiniones con los señores Senado- 
res presentes. 

Una vez retirados de Sala se consideran y aprue- 
ban las solicitudes de acuerdo solicitadas por el Poder 
Ejecutivo. Se votan: 7 en 7. Afirmativa. UNANIMI- 
DAD. Se designan Miembros Informantes a los se- 
ñores Senadores Gustavo Penadés y Enrique Rubio, 
quienes lo harán en formar verbal. 

- Carpeta N” 537/2011. PROTOCOLO DE CAR- 
TAGENA SOBRE SEGURIDAD DE LA BIOTECNO- 
LOGÍA DEL CONVENIO SOBRE LA DIVERSIDAD 
BIOLÓGICA 

- Aprobación. Proyecto de ley aprobado por la Cá- 
mara de Representantes (Distribuido N* 730/2011). 

Se considera y aprueba el proyecto de ley. Se 

vota: 8 en 8. Afirmativa. UNANIMIDAD. Se desig- 
na Miembro Informante al señor Senador Jorge 
Larrañaga quien lo hará en forma escrita. 
- Carpeta N* 563/2011. CONVENIO INTERNACIO- 
NAL SOBRE EL CONTROL DE LOS SISTEMAS 
ANTIINCRUSTANTES PERJUDICIALES PARA LOS 
BUQUES, 2001 - Aprobación. Mensaje y proyecto de 
ley del Poder Ejecutivo (Distribuido N* 815/2011). 

Se considera y aprueba el proyecto de ley. Se vota: 
8 en 8. Afirmativa. UNANIMIDAD. Se designa Miem- 
bro Informante al señor Senador Jorge Larrañaga 
quien lo hará en forma escrita. 

- Carpeta N* 558/2011. ACUERDO ENTRE LA 
REPÚBLICA ORIENTAL DEL URUGUAY Y LA 
REPÚBLICA FEDERATIVA DEL BRASIL SOBRE 
TRANSPORTE FLUVIAL Y LACUSTRE EN LA 
HIDROVÍA URUGUAY-BRASIL - Aprobación. Mensaje 
y proyecto de ley del Poder Ejecutivo (Distribuido 
N* 780/2011). 
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Se considera y aprueba el proyecto de ley. Se 
vota: 8 en 8. Afirmativa. UNANIMIDAD. Se designa 
Miembro Informante al señor Senador Enrique Rubio 
quien lo hará en forma escrita. 

- Carpeta N”* 412/2010. ACUERDO DE PROMO- 
CIÓN Y PROTECCIÓN DE INVERSIONES ENTRE 
LOS GOBIERNOS DE LA REPÚBLICA ORIENTAL 
DEL URUGUAY Y DE LA REPÚBLICA DE LA IN- 
DIA - Aprobación. Mensaje y proyecto de ley del Poder 
Ejecutivo (Distribuido N* 542/2010). 

Se considera y aprueba el proyecto de ley. Se vota: 
8 en 8. Afirmativa. UNANIMIDAD. Se designa Miem- 
bro Informante al señor Senador Alberto Couriel 
quien lo hará en forma escrita. 

- CARPETA N* 545/2011 CONVENIO DE SEGU- 
RIDAD SOCIAL, ENTRE EL GOBIERNO DE LA RE- 
PÚBLICA ORIENTAL DEL URUGUAY Y LA REPÚ- 
BLICA DE AUSTRIA - Aprobación. Proyecto de ley 
aprobado por la Cámara de Representantes (Distri- 
buido N* 745/2011). 

Se considera y aprueba el proyecto de ley. Se vota: 
7 en 7. Afirmativa. UNANIMIDAD. Se designa Miem- 
bro Informante al señor Senador Antonio Gallicchio, 
que se encuentra realizando la suplencia del señor 
Senador Rafael Michelini, quien lo hará en forma es- 
crita. 

A la hora dieciocho y veinte minutos se levanta la 
sesión. 

Para constancia se labra la presente acta que, una 
vez aprobada, firman el señor Presidente y el señor 
Secretario de la Comisión. 


Enrique Rubio, Presidente; Vladimir De Bellis 
Martínez, Secretario.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto. 
(Se lee.) 
-En discusión general. 


Tiene la palabra el Miembro Informante, señor 
Senador Couriel. 


SEÑOR COURIEL.- Señor Presidente: como esta- 
ba previsto, en el día de ayer concurrieron a la Comi- 
sión de Asuntos Internacionales del Senado los Minis- 
tros de Relaciones Exteriores, de Industria, Energía 
y Minería y de Economía y Finanzas, a los efectos 
de responder todas las preguntas que los distintos 
señores Senadores consideraban pertinente plantear 
a propósito del Tratado de Promoción y Protección 
de Inversiones entre los Gobiernos de la República 
Oriental del Uruguay y de la República de la India. 
Creo que fue una reunión muy fructífera y rápida, en 
la que dos de los temas considerados fueron aclara- 
dos. Uno de ellos refería a la posibilidad de naciona- 
lizaciones y expropiaciones -que viene del Derecho 
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Internacional consuetudinario- y el otro, al hecho de 
que la empresa propietaria de Aratirí no pertenece a 
la India, sino al Reino Unido. Ante cualquier contro- 
versia, no sería del caso aplicar este Tratado, sino el 
Convenio sobre Fomento y Protección de Inversiones 
de Capital con el Reino Unido, que fue firmado en el 
año 1991 y ratificado por nuestro país en 1997. 


Tal como se argumentó en la sesión pasada, no 
estimamos necesario reiterar más fundamentaciones 
sobre este tema. 


En el día de ayer se acordó la redacción del 
artículo 2” del proyecto de ley, en el cual se explicita la 
definición de territorio. Se entendió que no modifica 
en lo más mínimo el Tratado, sino que es parte de la 
resolución. Sobre este punto también hubo acuerdo 
por parte del Ministerio de Relaciones Exteriores. 


Sin más, deseamos que este Acuerdo de Promo- 
ción y Protección de Inversiones celebrado entre los 
Gobiernos de la República Oriental del Uruguay y de 
la República de la India sea aprobado en el día de hoy. 


Muchas gracias. 
SEÑOR PENADÉS.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR PENADÉS.- Señor Presidente: nobleza 
obliga, como quien solicitó la vuelta a Comisión de 
este tema en nombre de los Senadores del Partido 
Nacional fue quien habla, queremos decir que en el 
día de ayer recibimos en la Comisión de Asuntos In- 
ternacionales a los Ministros a los que hizo referen- 
cia el señor Senador Couriel. Las dudas que se nos 
habían planteado fueron debidamente evacuadas y 
conocimos la opinión del Poder Ejecutivo, tanto so- 
bre el Acuerdo de Promoción y Protección de Inver- 
siones celebrado entre los Gobiernos de la República 
Oriental del Uruguay y de la República de la India 
como sobre el hecho de si la empresa Aratirí estaba 
comprendida por él. El señor Canciller se encargó de 
contestar que no, que a su entender y el del Gobier- 
no, la empresa Aratirí está comprendida dentro del 
Convenio sobre Fomento y Protección de Inversiones 
de Capital que el Uruguay suscribió con el Reino Uni- 
do. Luego se formularon preguntas sobre otros temas, 
en particular, con relación a la interpretación que el 
Gobierno hace de los minerales que son propiedad 
del Estado y los que no; esas interrogantes fueron 
contestadas por el señor Ministro de Industria, Ener- 
gía y Minería. 


Como no era el momento oportuno ni el lugar ade- 
cuado para analizar otros puntos vinculados a este 
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tema, entendimos que las preguntas fueron contes- 
tadas. En función de ello, estamos en condiciones de 
votar afirmativamente el presente Acuerdo. 


Nada más. Muchas gracias. 
SEÑOR AMORÍN.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR AMORÍN.- Señor Presidente: tal como lo 
hemos hecho en otras ocasiones, vamos a votar afir- 
mativamente el Acuerdo de Promoción y Protección 
de Inversiones celebrado entre los Gobiernos de la Re- 
pública Oriental del Uruguay y de la República de la 
India, porque nos parece que es un instrumento fun- 
damental para un país que se quiere abrir al mundo. 


En el pasado tuvimos grandes discusiones sobre 
estos temas, pero hoy el país tiene claro que este es el 
camino por el que se debe transitar. 


Reitero que vamos a ser coherentes con lo que ha 
sido nuestro accionar; en consecuencia, hacemos vo- 
tos para que se continúe trabajando en esta línea de 
apertura al mundo y para que el país siga buscando 
acuerdos de promoción y protección de inversiones 
con otros países. Creemos que esa es la única forma 
de que nuestra gente pueda vivir mejor. 


Muchas gracias. 
SEÑOR ABREU.-- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR ABREU.- Señor Presidente: simplemente 
quiero recordar que las explicaciones de los señores 
Ministros en el día de ayer en la Sesión de la Comi- 
sión de Asuntos Internacionales fueron explícitas so- 
bre el tema. No obstante ello, y de acuerdo con lo ex- 
presado por el Miembro Informante, señor Senador 
Couriel, se hizo alguna reflexión sobre la pertinencia 
de incluir en el artículo 2? la definición de territorio. 
Vamos a acompañar este artículo 2”, sin perjuicio de 
recordar y reconocer que, tanto el Ministerio de Eco- 
nomía y Finanzas como el de Relaciones Exteriores, 
entendieron que la posición sostenida sobre la defi- 
nición de territorio tendría que ser acompañada en 
los futuros tratados internacionales que se celebren. 
Esto se debe, entre otras cosas, al hecho de que en el 
propio Acuerdo de Promoción y Protección de Inver- 
siones celebrado entre los Gobiernos de la República 
Oriental del Uruguay y de la República de la India, la 
definición que se hace tiene un contenido técnico y 
riguroso, como deberíamos tener nosotros. Por lo tan- 
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to, en la redacción que el Uruguay aporta, queda una 
corta extensión de lo que son las nuevas modalidades 
de definición del territorio, en función de algunos as- 
pectos de la zona continental y de extensión. 


En la oportunidad, dejamos constancia de otros 
temas, como el de la retroactividad de estos Acuer- 
dos. En este sentido, es bueno que quede en el Se- 
nado la reflexión de que cuando se establece que es- 
tos Acuerdos rigen para todos los inversores -no solo 
los que llegan al país a partir de la vigencia de los 
contratos, sino también los que ya están-, esa retro- 
actividad es aplicable y extensible a todos los demás 
tratados a los que se aplica el mecanismo de la cláu- 
sula de la nación más favorecida. Quiere decir que 
cualquier inversión realizada por los Estados Unidos, 
Brasil o cualquier otro país con quien hayamos cele- 
brado acuerdos de esta naturaleza, no se circunscri- 
be exclusivamente a las inversiones que se producen 
después de la firma, sino que se extiende a todas las 
efectuadas con anterioridad. Esto es así porque aun 
cuando no esté prevista en los tratados la aplicación 
de la cláusula de la nación más favorecida -que está 
incluida en este Acuerdo-, es de aplicación automáti- 
ca por las reglas del Derecho Internacional. 


Queríamos dejar esta constancia, más allá de la 
conveniencia o no de los conceptos de expropiación 
indirecta y directa, a los que en alguna ocasión he 
hecho referencia y que seguramente reiteraremos. 


Es importante insistir en el hecho de que a la 
hora de discutir tratados de estas características, 
debemos hacerlo con la profundidad suficiente para 
aquilatar el alcance de los compromisos internacio- 
nales asumidos por el Uruguay. No podemos quedar 
expuestos a discusiones que van y vienen sobre un 
tratado de tanta importancia, que no solo nos crea 
excitaciones internas sino, además, expectativas 
con los propios Estados con los que hemos celebra- 
do acuerdos, como el caso que hoy nos ocupa de la 
República de la India. Digo esto para que podamos 
trabajar con la mayor profesionalidad y dedicación 
en temas tan delicados. 


Nada más. Muchas gracias. 
SEÑOR RUBIO.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR RUBIO.- Señor Presidente: celebramos 
que en el día de hoy se pueda aprobar por unanimi- 
dad el Acuerdo de Promoción y Protección de Inver- 
siones celebrado entre los Gobiernos de la República 
Oriental del Uruguay y de la República de la India. 
Sería desafortunado que por desinteligencias, inter- 
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pretaciones o dudas, este Acuerdo resultara aprobado 
por una mayoría y no por todo el Cuerpo, como es 
usual que ocurra cuando se consideran temas de esta 
naturaleza. 


Como bien señaló el señor Senador Couriel, creo 
que los alcances del Acuerdo están establecidos de 
una manera meridianamente clara. 


Lamento que se haya dado una campaña perio- 
dística que confundió y generó enormes suspicacias 
sobre los motivos por los cuales la mayoría del Go- 
bierno impulsaba el tratamiento de este Acuerdo en 
la sesión anterior. 


Estimo que la referencia que hizo el señor Sena- 
dor Abreu al tema de la retroactividad debe ser dis- 
cutida más en profundidad. Considero que es muy 
discutible que en este caso, que refiere a inversiones 
en curso, podamos hablar de retroactividad, máxime 
si tenemos en cuenta que la parte final del inciso pri- 
mero del artículo 2%, establece: “No obstante, no se 
aplicará a ningún acto o hecho que hubiere tenido 
lugar, o a ninguna situación que hubiere dejado de 
existir con anterioridad a la fecha de entrada en vigor 
del presente Acuerdo”. 


Este es un tema técnico que discutiremos en su 
momento, pero me parece que, en una cuestión de 
Estado como esta, lo mejor es que las cosas salgan lo 
más rápidamente posible, más allá de las dudas que 
nos genera la conveniencia política y jurídica de ha- 
cerlo de esta manera en el proyecto de ley. De todas 
formas, esto es lo que se ha decidido. 


Es cuanto quería manifestar. 
SEÑOR BARÁIBAR.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR BARÁIBAR.- Señor Presidente: acompa- 
ño las expresiones vertidas por los señores Senadores 
preopinantes. 


Como consecuencia de que la Bancada que inte- 
gro entendió que la duda que surgió sobre el tema era 
pertinente, la semana pasada resolvió que el proyecto 
de ley volviera a Comisión y se convocara a los Minis- 
tros vinculados a la materia. Fue así que, como bien 
señaló el señor Senador Penadés, con rapidez en la 
tarde de ayer se evacuaron todas las dudas. 


De todas maneras, como hubo mucha especula- 
ción en la prensa, a la hora de aprobar el Tratado y 
para futuras lecturas que se puedan hacer, es bueno 
dejar sentado que es una coincidencia que el Tratado 
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con la India se esté considerando simultáneamente 
con lo planteado en torno a la explotación de Aratirí. 


En primer lugar, ayer quedó absolutamente claro 
que el Tratado que tiene validez no es precisamente 
el que estamos aprobando hoy con la India, sino el 
que Uruguay firmó con Gran Bretaña e Irlanda del 
Norte en 1997. En segundo término, ese Tratado fue 
negociado y acordado en 2008 -durante el período 
de Gobierno del doctor Tabaré Vázquez-, remitido al 
Parlamento el 27 de octubre de ese año y reenviado 
en diciembre de 2010. Con eso queda absolutamente 
claro que se disiparon las suspicacias que generaba el 
artículo 5%, que existió la convicción de que se hacía lo 
más apropiado -y lo que se estila hacer en los tratados 
de protección de inversiones- y que no había “gato 
encerrado” para generar cierta actitud favorable o 
desfavorable con relación a la inversión que se está 
negociando en este momento con Aratirí. 


Hubo muchas especulaciones; por eso considero 
importante que a la hora de aprobar un Tratado las 
cosas queden claras, como de hecho quedaron ayer 
en la Comisión de Asuntos Internacionales con el trá- 
mite del proyecto de ley que aprobó el Tratado. 


SEÑOR SARAVIA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR SARAVIA.- Brevemente quiero referirme 
al tema y corregir algo que se dijo. El Tratado no va 
a ser firmado por unanimidad porque nuestro sector 
no lo va a acompañar con su voto. Siempre hemos 
acompañado tratados de inversión con otros países y 
creemos que es una buena herramienta, pero este en 
particular todavía nos genera dudas. Más allá de que 
la empresa minera Aratirí tenga que ver con el Con- 
venio firmado con Gran Bretaña e Irlanda del Norte, 
aquí hay muchas sociedades y empresas vinculadas a 
la India que están detrás de los recursos estratégicos 
de nuestro país. Como este Tratado nos genera dudas, 
no lo vamos a acompañar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la 
palabra, se va a votar en general el proyecto de ley. 


(Se vota:) 

-26 en 27. Afirmativa. 

En discusión particular. 

La Comisión ha remitido el mismo proyecto que le 
había sido devuelto y que tiene un artículo único. Se 


va a votar ese artículo único y luego un aditivo firma- 
do por los señores Senadores Couriel y Abreu. 
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Léase el artículo único del proyecto de ley. 
(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “Artículo único.- Apruébase el Acuerdo de Pro- 
moción y Protección de Inversiones celebrado entre 
los Gobiernos de la República Oriental del Uruguay y 
de la República de la India, suscrito en la ciudad de 
Montevideo, el 11 de febrero de 2008”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-25 en 26. Afirmativa. 


Léase el artículo aditivo llegado a la Mesa, firmado 
por los señores Senadores Couriel y Abreu. 


(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “Artículo aditivo.- A los efectos de la interpre- 
tación del concepto de territorio se considera que el 
mismo es el establecido en las normas de derecho 
internacional, en las especificaciones y delimitacio- 
nes que este autoriza, así como el derecho interno en 
vigor referente a la materia”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración. 
SEÑOR ABREU .-- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR ABREU.- Quiero que quede constancia 
en la versión taquigráfica de que acompañamos este 
concepto y la importancia que tiene recoger en el 
ámbito de la Dirección de Tratados de la Cancillería 
una definición precisa de territorio. Justamente este 
artículo 2% va en ese sentido. 


En una oportunidad, aquí en el Senado habíamos 
propuesto una definición de territorio de carácter 
técnico para que después fuera tomada en cuenta 
por la Cancillería. Dice así: Comprende para el Uru- 
guay el territorio terrestre, sus aguas interiores, su 
mar territorial y su espacio aéreo, así como todas las 
zonas marítimas más allá del mar territorial sobre 
las que el Uruguay ejerce sus derechos de sobera- 
nía y jurisdicción, de conformidad con su legislación 
interna e internacional en vigor, incluidas en estas 
tanto la zona económica exclusiva como la platafor- 
ma continental, sin perjuicio de los límites contes- 
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tados que el Brasil y el Uruguay mantienen en este 
momento con otros Estados. 


De alguna manera, queríamos fundar nuestro 
voto con esta definición concreta con la que también 
coincidieron la Cancillería y el Ministerio de 
Economía y Finanzas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar el artículo 
aditivo propuesto por los señores Senadores Couriel 
y Abreu, que figurará como artículo 2” en el proyecto 
de ley. 


(Se vota:) 
-24 en 25. Afirmativa. 


Queda aprobado el proyecto de ley, que se comu- 
nicará a la Cámara de Representantes para su consi- 
deración. 


(Texto del proyecto de ley aprobado:) 


“Artículo 1%.- Apruébase el Acuerdo de Promo- 
ción y Protección de Inversiones celebrado entre los 
Gobiernos de la República Oriental del Uruguay y 
de la República de la India, suscrito en la ciudad de 
Montevideo, el 11 de febrero de 2008. 


Artículo 2*.- A los efectos de la interpretación del 
concepto de territorio se considera que el mismo es el 
establecido en las normas de derecho internacional, 
en las especificaciones y delimitaciones que este au- 
toriza, así como el derecho interno en vigor referente 
a la materia.” 


SEÑOR PENADÉS.- Pido la palabra para fundar 
el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR PENADÉS.- Comparto la definición en 
la que han trabajado los señores Senadores Couriel y 
Abreu, especialmente la insistencia de nuestro compa- 
ñero de Bancada, el señor Senador Abreu, a quien le 
reconozco un conocimiento superior a este respecto. 


Simplemente, quiero dejar constancia de que 
he votado afirmativamente porque creo que en el 
Parlamento no se puede introducir modificacio- 
nes a los tratados que la República signa con otros 
Estados. En ese sentido, deberíamos retomar -sin 
perjuicio de haber votado afirmativamente este ar- 
tículo- la senda que creo le corresponde seguir al 
Parlamento en estos temas y que es aprobar o re- 
chazar los tratados que hayan sido firmados por el 
Poder Ejecutivo. 
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14) PLAN NACIONAL DE INTEGRACIÓN SOCIO 
HABITACIONAL “JUNTOS” 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Senado pasa a con- 
siderar el asunto que figura en segundo término del 
Orden del Día: “Proyecto de ley por el que se aprueba 
el Plan Nacional de Integración Socio-Habitacional 
Juntos. (Carp. N* 441/2010 - Rep. N* 362/2011 - 
Anexos l y II)”. 


(Antecedentes: ) 


“Carp. N* 441/2010 
Rep. N* 362/2011 
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Comisión de Vivienda y Ordenamiento Territorial 
Proyecto de Ley Sustitutivo 


PLAN DE INTEGRACIÓN SOCIO-HABITA- 
CIONAL JUNTOS 


CAPÍTULO I 
EMERGENCIA SOCIO-HABITACIONAL. 


OBJETIVOS Y LÍNEAS DE ACCIÓN DEL PLAN 
JUNTOS 


Artículo 1? Declaración de emergencia. In- 
terés General. - Declárase la emergencia socio-habi- 
tacional de la población en situación de pobreza ex- 
trema, consecuencia del deterioro socio-económico 
de sectores de la población y de la falta de oportuni- 
dades de acceso a la vivienda y hábitat digno. 


En virtud de lo dispuesto por los artículos 45 y 
46 de la Constitución de la República, declárase de 
interés general la ejecución del Plan Nacional de In- 
tegración Socio-Habitacional Juntos. 


Artículo 2”. Objetivos.- Son objetivos del Plan 
Juntos: 


A) Abordar la problemática de los sectores de la 
población que viven en situación de pobreza extrema, 
mediante acciones tendientes a la mejora de la cali- 
dad de vida, la integración social y el fortalecimiento 
de la participación. 


B) Contribuir a la mejora del hábitat y la vivienda 
a través de la implementación de acciones estraté- 
gicas consistentes, entre otras, en el mejoramiento 
de la vivienda, la relocalización de asentamientos o 
áreas precarizadas no regularizables y la mejora de 
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la infraestructura de asentamientos o áreas preca- 
rizadas. 


C>) Fortalecer los procesos de aplicación de las po- 
líticas sociales. 


D) Articular los aportes solidarios provenientes de 
diversos actores públicos y privados. 


E) Coordinar y articular acciones con los Ministe- 
rios, los Gobiernos Departamentales y demás Orga- 
nismos Públicos, en especial aquellos que desarrollan 
y articulan políticas sociales, a fin de implementar 
programas , y gestionar recursos financieros y huma- 
nos para el cumplimiento de las líneas de acción del 
Plan Juntos. 


Artículo 3. Líneas de Acción.- El Plan Juntos 
se ejecutará mediante las siguientes líneas de acción. 


A) Líneas de acción en vivienda y hábitat: 
- Mejora del hábitat existente. 


-Apoyo a la generación de nueva oferta para el 
hábitat. 


B) Líneas de acción en políticas sociales: 
- Promoción y apoyo a la gestión social participativa. 
- Apoyo a programas de inserción laboral. 


- Apoyo a la ampliación de cobertura y acceso a las 
políticas sociales. 


Cada línea de acción se ejecutará mediante pro- 
gramas que serán promovidos o desarrollados por el 
Plan Juntos. 


CAPÍTULO Il 


ORGANIZACIÓN Y ESTRUCTURA DEL PLAN 
JUNTOS 


Artículo 4”. Unidad Operativa Central.- Créa- 
se la Unidad Operativa Central del Plan Juntos, como 
órgano desconcentrado de Presidencia de la Repú- 
blica, Inciso 02, con el cometido de ejecutar el Plan. 


La misma estará dirigida por una Comisión Direc- 
tiva y contará con el apoyo de un equipo interdiscipli- 
nario y una Unidad de Auditoría Interna creada por 
la presente ley. 


La Unidad Operativa Central podrá comunicarse 
directamente con los Gobiernos Departamentales y 
demás Organismos Públicos. 
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Artículo 5%. Competencia de la Unidad Ope- 
rativa Central.- Son atribuciones de la Unidad Ope- 
rativa Central: 


A) Proponer al Poder Ejecutivo, para su aproba- 
ción, un programa anual con las prioridades de in- 
tervención e inversión del Plan Juntos. La propuesta 
de la Unidad Operativa Central contemplará las ini- 
ciativas de la población organizada y de los Gobiernos 
Departamentales. 


B) Dictar las resoluciones de intervención del 
Plan Juntos, en el marco del programa anual aproba- 
do por el Poder Ejecutivo. 


C) Ejecutar y realizar el seguimiento de las políti- 
cas aplicables at Plan Juntos, así como las que se co- 
ordinen con los Gobiernos Departamentales y demás 
Organismos Públicos. 


D) Monitorear y evaluar los resultados obtenidos e 
impactos del Plan Juntos. 


E) Coordinar y suscribir convenios con los Go- 
biernos Departamentales y demás Organismos Pú- 
blicos, así como con personas privadas y la sociedad 
civil organizada, para el diseño y ejecución del Plan 
Juntos. 


F) Promover e impulsar la participación solidaria 
de la sociedad a través de diferentes modalidades. 


G) Organizar, dirigir y gestionar el Registro Único 
de Participantes del Plan (RUPP). 


H) Promover, apoyar y coordinar la formación de 
Unidades Departamentales. 


ID) Administrar y ser ordenador secundario de gas- 
tos y pagos de los recursos del Fondo que se crea por 
el artículo 17 de esta ley. 


J) Resolver el egreso de los participantes del Plan 
Juntos. 


Artículo 6”. Comisión Directiva.- La Comisión 
Directiva estará integrada por tres miembros, uno 
propuesto por la Presidencia de la República que lo 
presidirá, uno por el Ministerio de Vivienda, Orde- 
namiento Territorial y Medio Ambiente y otro por el 
Ministerio de Desarrollo Social. 


La designación recaerá entre personas que por 
sus antecedentes personales y profesionales tengan 
idoneidad técnica en la materia. 


La representación de la Unidad Operativa Central 
será ejercida por el Presidente de la Comisión Direc- 
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tiva actuando conjuntamente con cualquiera de los 
otros dos miembros. 


Los miembros de la Comisión Directiva serán de- 
signados y cesarán en sus cargos por resolución del 
Poder Ejecutivo. 


El funcionamiento de la Comisión Directiva se 
ajustará a lo que disponga la reglamentación que dic- 
te el Poder Ejecutivo, la cual preverá, como mínimo, 
el régimen de convocatoria, los regímenes de delibe- 
ración, el de adopción de resoluciones, las funciones 
y las responsabilidades. 


Artículo 7”. Equipo interdisciplinario.- El 
equipo interdisciplinario tendrá carácter técnico, es- 
tará integrado por especialistas en las diversas disci- 
plinas relativas a la materia que se regula y sus miem- 
bros serán designados por la Comisión Directiva. 


Son competencias del equipo interdisciplinario: 


A) Asesorar y realizar propuestas a la Comisión Di- 
rectiva acerca de la planificación, ejecución y segui- 
miento de las acciones sociales, urbano-habitacionales 
y de los aspectos jurídicos y notariales del Plan Juntos. 


B) Ejecutar las acciones dispuestas por la Comi- 
sión Directiva que coadyuven a la implementación 
del Plan Juntos. 


Artículo 8. Auditoría Interna. Créase una Uni- 
dad de Auditoría Interna, la cual dependerá jerárqui- 
camente de la Comisión Directiva y estará sometida 
a la superintendencia técnica de la Auditoría Interna 
de la Nación, conforme dispone el artículo 51 de la 
Ley N* 16.736, de 5 de enero de 1996. 


La referida Unidad deberá evaluar la gestión y 
el cumplimiento de los cometidos asignados al Plan 
Juntos, así como los procesos de gestión de riesgos y 
control implementados. 


Los informes deberán ser realizados como mínimo 
en forma cuatrimestral y cada uno de ellos deberá ser 
remitido a la Presidencia de la República, al Poder 
Legislativo y a la Auditoría Interna de la Nación. 


El Poder Ejecutivo reglamentará según lo estable- 
cido por el artículo 33 de la presente ley, la forma de 
instrumentar lo dispuesto en este artículo. 

CAPÍTULO MI 

ÁMBITO SUBJETIVO DE APLICACIÓN 


Artículo 9”. Población Participante.- El Plan 
Juntos atenderá aquella población que se encuentre 
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en situación de extrema pobreza con precariedad 
socio-habitacional. La reglamentación priorizará la 
participación en todas las etapas del proceso de diag- 
nóstico de la situación, identificación de prioridades, 
diseño de proyectos, toma de decisiones, ejecución y 
evaluación de obras, entre otras, a la población par- 
ticipante. 


Adquirirán la calidad de participantes del Plan 
Juntos los núcleos familiares cuyos integrantes: 


A) Se hallen asentados en las áreas de interven- 
ción del Plan Juntos al momento de su relevamiento. 


B) No hayan egresado del Plan Juntos, salvo ex- 
cepciones .autorizadas en forma fundada por la Uni- 
dad Operativa Central. 


C) Se inscriban en el Registro previsto en el artí- 
culo 11 de la presente ley. 


Artículo 10. Núcleos familiares. A los efectos 
de la presente ley, se entiende por núcleos familia- 
res al grupo de personas vinculados o no por lazos de 
parentesco, que convivan en forma estable bajo un 
mismo techo, cualquiera sea su vínculo jurídico con 
el inmueble donde habitan. 


Los derechos que la presente ley confiere a los 
núcleos familiares participantes, se entiende que al- 
canzan por igual a todos sus integrantes. 


La voluntad del núcleo familiar coincidirá con 
la manifestación de voluntad de la mayoría de los 
integrantes del mismo, debidamente recabada de 
acuerdo a los mecanismos que establezca la regla- 
mentación. 


Articulo 11. Registro Único de Participantes 
del Plan (RUPP). Créase el Registro Único de Par- 
ticipantes del Plan Juntos (RUPP), en la órbita de la 
Unidad Operativa Central. 


En este registro se inscribirán: 


A) Los núcleos familiares cuyos integrantes acre- 
diten el cumplimiento de las condiciones requeridas 
por el artículo 9% de la presente ley para ser partici- 
pantes del Plan Juntos. Esta inscripción es constituti- 
va de la condición de participante. 


B) Los egresos de los núcleos familiares partici- 
pantes del Plan Juntos. 


C) Las adjudicaciones de viviendas en comodato o 
propiedad que reciban los núcleos familiares partici- 
pantes del Plan Juntos. 
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D) Los demás beneficios recibidos por los núcleos 
familiares participantes del Plan Juntos. 


La implementación del RUPB estará sujeta a la 
reglamentación que dicte el Poder Ejecutivo. 


Artículo 12. Causales de egreso.- Son causa- 
les que habilitan a la Unidad Operativa Central a re- 
solver el egreso del núcleo familiar participante o de 
alguno de sus integrantes, las siguientes: 


A) La mejora de la situación económica que lo ex- 
cluya de los extremos previstos en esta ley. 


B) El incumplimiento a lo dispuesto en el artículo 
26 de la presente ley. 


C) La renuncia expresa ante la Unidad Operativa 
Central a los derechos que otorga esta ley. 


D) El abandono de la vivienda dada en comodato 
por el Plan Juntos, por un período de tres meses con- 
tinuos e ininterrumpidos, contados desde la constata- 
ción del abandono por parte de la Unidad Operativa 
Central. 


E) Otorgar a la vivienda dada en comodato por el 
Plan Juntos, un destino principal distinto al de casa- 
habitación del núcleo familiar participante. 


F) Resultar adjudicatario de una vivienda de otros 
programas habitacionales ya sean públicos o privados, 
salvo renuncia expresa a la misma. 


G) La imposición de una medida cautelar por ac- 
tos u omisiones constitutivas de violencia doméstica 
respecto a otro integrante del núcleo familiar partici- 
pante, según lo dispuesto por el artículo 10 de la Ley 
N* 17.514, de 2 de julio de 2002. 


H) La falta de colaboración, en la medida de sus 
posibilidades, en la autoconstrucción de su vivienda 
o como mano de obra benévola en la construcción de 
viviendas de otros o de áreas comunitarias. 


ID) La oposición en vía administrativa o judicial a 
las expropiaciones de inmuebles que se realicen en el 
marco del Plan Juntos o el reclamo de indemnización 
o compensación a causa de las mismas. 


J) La falta de cumplimiento de cualquiera de los 
deberes u obligaciones dispuestas por la presente ley 
y su reglamentación. 


El egreso del Plan Juntos de un núcleo familiar 
participante o de alguno de sus integrantes, aparejará 
su baja del RUPP y la resolución de pleno derecho 
del contrato de comodato, sin que le corresponda de- 
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recho alguno a indemnización, ni a reembolso por la 
mano de obra aportada. 


CAPÍTULO IV 


MODALIDADES DE CONSTRUCCIÓN. 
PRESTADORES DE TRABAJO 


RÉGIMEN DE SEGURIDAD SOCIAL 


Artículo 13. Modalidades de construcción.- 
Para el cumplimiento de sus objetivos en materia de 
vivienda y hábitat, el Plan Juntos priorizará, entre las 
diversas modalidades de construcción y obra, a la au- 
toconstrucción y la mano de obra benévola. 


Artículo 14. Prestadores de trabajo.- El Plan 
Juntos abarcará a distintas modalidades de prestado- 
res de trabajo, entre otras, las siguientes: 


A) Trabajo de los participantes tanto en la cons- 
trucción de vivienda como en el mejoramiento de las 
condiciones del hábitat. 


B) Trabajo voluntario, de acuerdo con lo estable- 
cido en la Ley N* 17.885, de 12 de agosto de 2005. 


C) Personas que puedan acceder al régimen de 
medidas sustitutivas de acuerdo con lo establecido en 
la Ley N* 17.726, de 26 de diciembre de 2003. 


D) Personas procesadas y condenadas, en el marco 
del régimen de Redención de la Pena de acuerdo con 
lo establecido en el Capítulo IV de la Ley N* 17.897, 
de 14 de setiembre de 2005. 


E) Personas inscriptas en la Bolsa Laboral del Pa- 
tronato de Encarcelados y Liberados o de los patrona- 
tos departamentales en el marco de lo dispuesto en la 
Ley N” 18.489, de 17 de mayo de 2009. 


F) Programas sociales, educativos y laborales pro- 
movidos por organismos públicos departamentales o 
nacionales. 


G) Trabajo aportado por personas públicas y priva- 
das, previa suscripción de los convenios o contratos 
respectivos. 


La relación de dependencia de los prestadores de 
trabajo, se regulará de acuerdo con lo establecido en las 
normas citadas en los literales precedentes, según co- 
rresponda o en los correspondientes convenios y con- 
tratos que se suscriban en el marco de la presente ley. 


El trabajo desarrollado en el marco de la presente 
ley en ningún caso generará derechos para el ingreso 
a la función pública. 
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Artículo 15. Aportes patronales en los con- 
venios con personas privadas.- Los aportes pa- 
tronales de la seguridad social, incluido el correspon- 
diente al Sistema Nacional Integrado de Salud y su 
aporte complementario, de aquellas personas priva- 
das contribuyentes del Banco de Previsión Social que 
suscriban convenios con la Unidad Operativa Central 
conforme al artículo anterior, podrán ser de cargo de 
dicha Unidad Operativa, debiendo esta solicitar la ha- 
bilitación de los créditos correspondientes con cargo 
a Rentas Generales. 


Lo dispuesto precedentemente estará limitado al 
aporte de trabajo efectuado por dichas personas pri- 
vadas a la ejecución del Plan Juntos. 


Artículo 16. Registro de obras.- La reglamen- 
tación que dicte el Poder Ejecutivo, podrá flexibilizar 
los requisitos para el acceso al registro de las obras 
enmarcadas en la ejecución del Plan Juntos y de los 
trabajadores que intervengan en las mismas. 


CAPÍTULO V 
RECURSOS FINANCIEROS 


Artículo 17. Fondo Nacional del Plan.- Créase 
el Fondo Nacional del Plan (FONAP), que funcionará 
en la Unidad Operativa Central del Plan Juntos. 


La Unidad Operativa Central tendrá la titularidad 
y disponibilidad de la totalidad del FONAP quedando 
exceptuado de la limitación establecida por el artícu- 
lo 594 de la Ley N* 15.903, de 18 de noviembre de 
1987. 


Artículo 18. Recursos del FONAP.- El FONAP 
se integrará con los siguientes recursos: 


A) Donaciones y legados. 


B) Transferencias provenientes de otros Organis- 
mos Públicos, en el marco de lo establecido en el ar- 
tículo 43 de la Ley N” 17.930, de 19 de diciembre de 
2005. 


C) Fondos derivados de convenios que se celebren 
con personas públicas o privadas, asociaciones civiles 
y fundaciones, ya sean nacionales o extranjeras. 


D) Las partidas que asignen las leyes presupues- 
tales. 


E) Otros que se le asignen al Plan Juntos por vía 
legal o reglamentaria. 


F) Las sumas reintegradas de acuerdo a lo dis- 
puesto en el artículo 27 de la presente ley. 
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Los recursos indicados en el inciso anterior se 
considerarán, a todos sus efectos, públicos y estarán 
sometidos al régimen financiero contable establecido 
a tales efectos, sin perjuicio de las particularidades 
que pudieran establecerse en la presente ley. 


Artículo 19. Excepciones.- Los recursos o parti- 
das no afectados o ejecutados al cierre de cada ejercicio 
continuarán integrando el FONAP pudiendo hacerse 
uso de los mismos en los ejercicios siguientes, estando 
exceptuados de lo dispuesto en el artículo 38 de la Ley 
N* 17.930 de 19 de diciembre de 2005, y en el artículo 
119 de la Ley N* 18.046, de 24 de octubre de 2006. 


Incorpórase al Numeral 3" del artículo 33 del TO- 
CAF el siguiente literal: 


“Z) Para adquirir bienes o contratar servicios por 
parte de la Unidad Operativa Central del Plan de In- 
tegración Socio-Habitacional Juntos”. 


Artículo 20. Fideicomisos.- Facúltase a la Unidad 
Operativa Central a constituir fideicomisos y a transmi- 
tir a los fiduciarios, para su administración, la propie- 
dad de los recursos actuales y futuros del FONAB de 
conformidad con lo dispuesto por la Ley N* 17.703, de 
27 de octubre de 2003, modificativas y concordantes. 


Dichos fideicomisos, así como los actos y negocios 
jurídicos que se realicen en la ejecución de los mis- 
mos, gozarán de todas las exoneraciones tributarias 
previstas en la presente ley. 


CAPÍTULO VI 


EXONERACIONES TRIBUTARIAS E 
INCENTIVOS FISCALES 


Artículo 21. Exoneraciones Tributarias.- 
Exonérase de todo tributo nacional a las siguientes 
Operaciones: 


A) Las donaciones y legados de cualquier tipo 
cuyo destinatario sea la Unidad Operativa Central del 
Plan Juntos. 


B) Las adjudicaciones de viviendas en comodato 
o propiedad que realice el Plan Juntos a través de la 
Unidad Operativa Central. 


C) El registro, ejecución y regularización de todos 
los actos y contratos vinculados con las obras de re- 
facción, reciclaje y construcción de bienes inmuebles 
realizados en el marco del Plan Juntos. 


Artículo 22. Donaciones Especiales. Agrégase 
al artículo 79 del Título 4 del Texto Ordenado 1996, 
el siguiente literal: 
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“P) La Unidad Operativa Central del Plan Juntos”. 
CAPÍTULO VII 
ADJUDICACIÓN DE LAS VIVIENDAS 


Artículo 23. Titularidad de las viviendas.- La 
Unidad Operativa Central adjudicará a los integrantes 
de los núcleos familiares participantes la propiedad de 
las viviendas construidas, reparadas o recicladas en in- 
muebles del Estado, en las condiciones que establezca 
la reglamentación que dicte el Poder Ejecutivo. 


A tales efectos, se faculta al Poder Ejecutivo para 
que, a través de la Unidad Operativa Central, enaje- 
ne a título gratuito bienes inmuebles propiedad del 
Estado a favor de todos los integrantes de los núcleos 
familiares participantes que se encuentren debida- 
mente inscriptos en el registro. Dicha enajenación se 
realizará mediante donaciones modales. 


Los núcleos familiares que se realojen en el marco 
del Plan Juntos tendrán sobre los inmuebles de realo- 
jo todos los derechos que esta ley les acuerda. 


Artículo 24.- Comodato. Mientras se instrumen- 
ta la transferencia de la propiedad en las condiciones 
establecidas en el artículo anterior, el Poder Ejecutivo 
podrá otorgar a los integrantes de los núcleos familia- 
res participantes la mera tenencia y el uso de las vi- 
viendas, mediante la celebración de un contrato de co- 
modato que no podrá ser cedido por los comodatarios. 


Artículo 25. Uso y goce de las viviendas.- En 
caso de disolución del núcleo familiar se dará prefe- 
rencia para continuar con el uso y goce de la vivienda 
a quien conserve la tenencia de los menores o inca- 
paces que la integran. 


Para el caso que no existan menores o incapaces, 
o existiendo, la tenencia fuera compartida entre más 
de uno de los integrantes del núcleo familiar, la Uni- 
dad Operativa Central dispondrá quién continuará 
con el uso y goce de la vivienda, de acuerdo con las 
pautas que establezca la reglamentación que dicte el 
Poder Ejecutivo. 


Artículo 26. Indisponibilidad de la Vivienda.- 
Los inmuebles en los que intervenga el Plan Juntos, no 
podrán, por el plazo de diez años, ser embargados, ce- 
didos, dados en arrendamiento, enajenados, hipoteca- 
dos, gravados, ni constituir sobre los mismos derechos 
reales menores en favor de terceros, salvo autorización 
previa y expresa de la Unidad Operativa Central. 


El plazo referido se contará, desde la inscripción 
en el Registro Nacional de la Propiedad, Sección In- 
mobiliaria, del instrumento público que transfiere 
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el dominio del inmueble a los participantes o de la 
inscripción de la resolución de intervención de la 
Unidad Operativa Central, cuando esta recaiga sobre 
inmuebles propiedad de alguno de los integrantes del 
núcleo familiar participante. 


Autorizada la venta dentro del plazo de indisponibi- 
lidad, la Unidad Operativa Central tendrá preferencia 
para adquirir dicho inmueble descontando los reinte- 
gros que correspondan de acuerdo al artículo siguiente. 


Cuando la Unidad Operativa Central adjudique la 
propiedad de viviendas, el escribano actuante deberá 
dejar en la escritura respectiva, constancia de la inhi- 
bición dispuesta en el inciso primero. 


Los actos y contratos realizados por los integran- 
tes del núcleo familiar participante en contravención 
de lo dispuesto en el presente artículo, serán absolu- 
tamente nulos. 


Artículo 27. Reintegros.- Autorizada la venta 
por parte de la Unidad Operativa Central, el núcleo 
familiar participante deberá reintegrar el valor del 
terreno adjudicado por esta y el de las mejoras efec- 
tuadas, descontando el de su mano de obra aportada. 


A efectos de fijar el valor de terreno y las mejoras se 
estará a la tasación de la Dirección General de Catastro. 


Cuando se autorice la venta al núcleo familiar par- 
ticipante en cuyo terreno se hayan realizado mejoras 
por el Plan Juntos, la Unidad Operativa Central podrá 
exigirle el reintegro del valor de las mismas, descon- 
tando el de la mano de obra aportada por aquel. 


Las sumas reintegradas de acuerdo al presente ar- 
tículo serán vertidas al FONAP 


Artículo 28. Derecho de habitación.- No será 
de aplicación a los inmuebles en los que intervenga 
el Plan Juntos durante el plazo establecido en los in- 
cisos 1? y 2” del artículo 26 de la presente ley, lo dis- 
puesto en el artículo 881.1 del Código Civil. 


El cónyuge supérstite tendrá derecho a inscribirse 
como integrante del núcleo familiar y tendrá desde 
el momento de la inscripción, los mismos derechos y 
obligaciones que los restantes integrantes. 


Artículo 29. Expropiación.- Declárase de nece- 
sidad pública la expropiación de los inmuebles que se 
requieran para la ejecución del Plan de Integración 
Socio-Habitacional Juntos. 


En caso que el inmueble registre deudas con el 
Estado, persona Pública Mayor, Entes Autónomos y 
Servicios Descentralizados, el monto de las mismas 
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se descontará de la indemnización provisoria que 
deba depositar el expropiante a los efectos de la toma 
urgente de posesión y de la indemnización definitiva 
en caso de corresponder. A tales efectos, el expro- 
piante deberá acreditar la existencia de la deuda. 


Artículo 30. Toma urgente de posesión.- Para 
las expropiaciones que se realicen en el marco del 
Plan Juntos, modifícanse los literales D) y E) del 
artículo 42 de la Ley N* 3.958, de 28 de marzo de 
1912, en la redacción dada por el artículo 224 de la 
Ley N* 17.930, de 19 de diciembre de 2005, los que 
quedarán redactados de la siguiente manera: 


“D) La Administración entablará la acción de 
toma urgente de posesión, solicitando la acreditación 
de la titularidad sobre el inmueble expropiado y su 
situación patrimonial, pudiendo intimar la desocupa- 
ción total o parcial del inmueble, bajo apercibimiento 
de lanzamiento, en el plazo de diez días perentorios 
e improrrogables. La decisión judicial que decrete la 
toma urgente de posesión u ordene la desocupación 
será inapelable y se cumplirá de inmediato. 


D) Al decretar la toma urgente de posesión o el 
lanzamiento en los casos que corresponda, el Juez 
dispondrá el libramiento de oficio al Banco Hipote- 
cario del Uruguay para el cobro del precio provisorio, 
a quien haya acreditado la titularidad del inmueble 
designado para expropiar. La no comparecencia de 
los interesados si hubiera diferencias o dudas sobre 
el derecho y calidad, legitimación o titularidad, o la 
existencia de embargos, interdicciones o gravámenes 
sobre el inmueble, no será obstáculo para dar la pose- 
sión al organismo expropiante. 


Artículo 31. Vía Administrativa.- Para las ex- 
propiaciones que se realicen en ejecución del Plan 
Juntos y a los efectos de lo establecido en los artículos 
15 a 18 de la Ley N* 3.958, de 28 de marzo de 1912, 
en la redacción dada por los artículos 258 y 278 de la 
Ley N* 17.296, de 21 de febrero de 2001, se otorgará 
a los expropiados vista por el término de diez días 
hábiles improrrogables a fin de que manifiesten su 
aceptación u oposición a la designación de los bie- 
nes a expropiarse, a la tasación de los mismos y a los 
planos del trazado general de la obra proyectada y de 
mensura de parcela o parcelas a expropiarse. 


En lo que no se oponga a la presente disposición con- 
tinúan rigiendo las normas sobre expropiación vigentes. 


Artículo 32. Cartera de inmuebles.- Quedan com- 
prendidos en el artículo 400 de la Ley N* 17.296, de 21 de 
febrero de 2001, los bienes inmuebles pertenecientes al 
dominio público o privado del Estado, Entes Autónomos, 
Servicios Descentralizados o Gobiernos Departamentales 
que cumplan con alguna de las siguientes condiciones: 


46-C.S. 


A) En los mismos se encuentren ubicados los asen- 
tamientos irregulares en que intervenga el Plan Juntos. 


B) Resulten necesarios para el realojo de dichos 
asentamientos. 


C) Hayan permanecido como terrenos baldíos en 
los últimos 10 años previos a la promulgación de la 
presente ley. 


Dichos inmuebles pasarán a integrar la Cartera de 
Inmuebles para Viviendas de Interés Social (CIVIS) 
creada por el artículo 367 de la Ley N* 18.362, de 6 
de octubre de 2008. 


Igual destino se dará a los bienes inmuebles que se 
donen o leguen al Plan Juntos, los que se adquieran 
con recursos del FONAP o se expropien para la ejecu- 
ción del Plan Juntos. Dichos bienes inmuebles se des- 
tinarán exclusivamente a la ejecución del Plan Juntos. 


Artículo 33. Vigencia y reglamentación.- La 
presente ley entrará en vigencia a partir de su pro- 
mulgación y el Poder Ejecutivo la reglamentará en un 
plazo máximo de 90 días. 


Sala de la Comisión, 4 de agosto de 2011. 


Lucía Topolansky, Miembro Informante; Pedro 
Bordaberry, con salvedades; Juan A. Chiruchi, 
con salvedades; Alicia Pintos, Héctor Tajam. 


PODER EJECUTIVO 


Ministerio del Interior 

Ministerio de Relaciones Exteriores 
Ministerio de Economía y Finanzas 
Ministerio de Defensa Nacional 

Ministerio de Educación y Cultura 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas 
Ministerio de Industria, Energía y Minería 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social 
Ministerio de Salud Pública 

Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca 
Ministerio de Turismo y Deporte 

Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente 

Ministerio de Desarrollo Social 


Montevideo, 23 de diciembre de 2010. 
Señor Presidente de la Asamblea General 


El Poder Ejecutivo, actuando en Consejo de Mi- 
nistros, en el marco de lo preceptuado en el Decreto 
N* 171/2010 de fecha 31 de mayo de 2010, tiene el 
agrado de enviar a la consideración de ese Cuerpo, 
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el Proyecto de Ley del Plan Nacional de Integración 
Socio-Habitacional Juntos. 


Exposición de Motivos 
1.- Antecedentes 


En nuestro país persiste y aún más, se agrava la 
problemática de sectores importantes de la población 
marginados y carentes de una vivienda digna. La pro- 
blemática se expresa, a través de periferias desestruc- 
turadas, centros urbanos degradados, asentamientos 
categorizados como irregulares, casas y edificios ocu- 
pados siendo todas ellas situaciones que agudizan la 
inequidad y la segregación socio-espacial. 


Todo ello requiere de medidas y políticas concre- 
tas, pero también de grados crecientes de conciencia 
social a nivel de la opinión pública. 


El Plan Nacional de Integración Socio-Habitacio- 
nal Juntos, entonces, debe ser considerado dentro 
de una política de hábitat integral y debe, además, 
ser acompañado de múltiples políticas sociales, es- 
tratégicamente diseñadas, y un conjunto de accio- 
nes e instrumentos que se articulen y actúen sobre 
las problemáticas que hacen a la vida de las comu- 
nidades. 


El hábitat y la vivienda se encuentran entre las 
necesidades más sentidas por las personas que viven 
en barrios precarios, constituyendo por sí mismos 
núcleos movilizadores y motivantes de su propia or- 
ganización. Estas necesidades básicas, que hacen a 
la vida cotidiana, constituyen a la vez que un punto 
de partida para el trabajo conjunto, un motor para el 
cambio cultural. 


Por último, si bien factores como el empleo, el sa- 
lario y la educación, tienen un peso significativo a la 
hora de intervenir en la problemática, no podemos 
perder de vista ni dejar de actuar sobre otras causas 
de peso radical a la hora de intentar frenar la segre- 
gación social, como es, por ejemplo, la especulación 
de la tierra y de las viviendas. 


Es en este contexto de emergencia socio-habita- 
cional que se hace necesario un marco general le- 
gal con el fin de abordar la problemática preceden- 
temente expuesta. El Poder Ejecutivo por Decreto 
N* 171/2010 de 31 de mayo de 2010 declara la emer- 
gencia socio-habitacional y mandata la redacción de 
un proyecto de ley que contenga los instrumentos ju- 
rídicos necesarios para la intervención, la modalidad 
operativa en lo organizativo y funcional y las líneas de 
acción y programas. En cumplimiento de tal mandato 
se elaboró el presente. 


9 de agosto de 2011 


2.- ESTRUCTURA DE LA LEY 


CAPÍTULO 1.- Declaración de Emergencia, Inte- 
rés General y Orden Público. 


El proyecto comienza por declarar la emergencia 
socio-habitacional de la población en situación de po- 
breza extrema o indigencia, consecuencia del dete- 
rioro socio-económico de sectores de la población y 
de la falta de oportunidades de acceso a la vivienda y 
hábitat digno (Artículo 19). 


En virtud del mandato constitucional contenido en 
los artículos 45 y 46, el proyecto declara de interés 
nacional la ejecución del Plan Juntos con el objetivo 
de contribuir a través de la implementación de accio- 
nes estratégicas de impacto urbano-habitacional, a la 
mejora de la calidad de vida, en especial de aquellos 
sectores más vulnerables de la población y dispone que 
sus normas sean de carácter imperativo (Artículo 19). 


Se establece entre los objetivos del Plan el aborda- 
je de la problemática de amplios sectores de la pobla- 
ción, que viven en situación de pobreza o indigencia, 
mediante acciones tendientes a la mejora de la cali- 
dad de vida, la integración social, el fortalecimiento 
de la participación así como la implementación de ac- 
ciones estratégicas tendientes a la mejora del hábitat 
y la vivienda (Artículo 20). 


Asimismo se proyecta la articulación de los aportes 
solidarios provenientes de diversos actores públicos y 
privados, ya sea en especie o en dinero, o mediante 
trabajo voluntario y la coordinación de acciones con 
los demás Organismos Públicos y Gobiernos Departa- 
mentales (Artículo 29). 


En el ámbito objetivo de aplicación del Plan se 
plantean tres formas de intervención: a) mejoramien- 
to de la vivienda, b) relocalización en aquellos casos 
de asentamientos no regularizables por situación de 
riesgo por inundabilidad y/o contaminación o cuando 
contravengan los Instrumentos de Ordenamiento Te- 
rritorial, y c) la dotación o fortalecimiento de la infra- 
estructura de asentamientos y/o áreas precarizadas 
(Artículo 29). 


Entre las líneas de Acción y Programas se definen 
aquellas que corresponden al Plan, entre las que se 
destacan aquellas relativas a la política de habitabili- 
dad, a saber: mejora del hábitat existente y el apoyo 
a la generación de nueva oferta para el hábitat; y las 
correspondientes a políticas sociales, consistentes en: 
promoción y apoyo a la gestión social participativa, 
apoyo a programas de inserción laboral y finalmente 
apoyo a la ampliación de cobertura y acceso a los ser- 
vicios socio-culturales (Artículo 39). 
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Se establece que los demás Organismos del Es- 
tado y Gobiernos Departamentales podrán coadyu- 
var mediante la ejecución de sus propios Programas 
y Planes, al cumplimiento de los objetivos del Plan 
(Artículo 39). 


CAPÍTULO II.- Organización y estructura. 


Se crea una Unidad Ejecutora como órgano des- 
concentrado del Poder Ejecutivo, funcionando en la 
órbita de la Presidencia de la República, que se deno- 
mina Unidad Operativa Central (Artículo 4%). 


Se establecen sus competencias, entre las cuales 
se encuentran: proponer anualmente al Poder Ejecu- 
tivo, para su aprobación, las prioridades de interven- 
ción e inversión del Plan Juntos, ejecutar y dictar sus 
resoluciones de intervención, realizar el seguimiento 
de las políticas aplicables al mismo, así como las que 
se coordinen con los Gobiernos Departamentales y 
demás Organismos Públicos (Artículo 5%). 


En aras de priorizar la organización de la población 
participante, la principal forma de acceso al Plan será 
mediante las propuestas de la población organizada, 
sin perjuicio de la iniciativa de los Gobiernos 
Departamentales y de aquellas intervenciones que 
la Unidad Operativa Central estime conveniente 
(Artículo 59. 


Como soporte del órgano Unidad Operativa Cen- 
tral se crea una Comisión Directiva integrada por tres 
miembros, uno representante de la Presidencia de la 
República, otro del Ministerio de Vivienda Ordena- 
miento Territorial y Medio Ambiente y otro del Minis- 
terio de Desarrollo, dejándose para la Reglamentación 
que dicte el Poder Ejecutivo, la forma de actuación 
del órgano colegiado de dirección (Artículo 6%). 


De esta Comisión Directiva dependerá el Equipo 
interdisciplinario, como órgano asesor (Artículo 7>). 


CAPÍTULO IIM.- Ámbito de aplicación subjetivo 
del Plan Juntos 


El proyecto de ley dispone que amparará aquella 
población en situación de vulnerabilidad socio-econó- 
mica, definiéndola como aquella que se encuentra en 
la franja poblacional de pobreza extrema (Artículo 89). 


Se dispone además que el Plan Juntos atenderá 
aquella población participante que se encuentre en 
situación de precariedad socio-habitacional, la que 
será titular de derechos y obligaciones, participando 
en todas las etapas del proceso de diagnóstico de la si- 
tuación, identificación de prioridades, diseño de pro- 
yectos, toma de decisiones, ejecución y evaluación de 
obras, entre otras (Artículo 85. 
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Se crea la figura del Núcleo Familiar Participante 
(Artículo 8%) y el Registro Único de Participantes 
del Plan (RUPP) con determinados requisitos para 
acceder al mismo, quedando su implementación 
a la Reglamentación que dicte el Poder Ejecutivo 
(Artículo 99). 


Respecto al egreso de los integrantes de los núcleos 
familiares participantes del Plan se establecen deter- 
minadas causales, disponiéndose, además que dicho 
egreso aparejará su baja del RUPP y la resolución de 
pleno derecho del contrato de comodato, sin que le 
corresponda derecho alguno a indemnización, ni a re- 
embolso por la mano de obra aportada (Artículo 10). 


CAPÍTULO IV.- Modalidades de construcción. 
Prestadores de trabajo. Régimen de Seguridad Social. 


Se establecen normas acerca de las modalidades 
de obra o construcción, priorizándose la autocons- 
trucción y la mano de obra benévola (Artículo 11). 


Acerca de los prestadores de trabajo, se incluyen 
a modo enunciativo, distintas modalidades, quedan- 
do expresamente establecido que la relación de de- 
pendencia de los trabajadores que se integren a la 
ejecución del Plan se regulará de acuerdo a lo que se 
establezca en la normativa vigente y en los convenios 
y/o contratos que se suscriban a tales efectos. Asimis- 
mo, se prevé que los prestadores de trabajo en ningún 
caso generarán derechos para el ingreso a la función 
pública (Artículo 12). 


En relación al régimen de Seguridad Social, como 
forma de subsidio a aquellas empresas privadas con- 
tribuyentes al Banco de Previsión Social que aporten 
a su costo trabajo en aras de la ejecución del Plan, se 
establece que podrán ser de cargo de la Unidad Ope- 
rativa Central debiendo esta solicitar la habilitación 
de los créditos correspondientes por parte de Rentas 
Generales (Artículo 13). 


Se deja reservada a la reglamentación que se dic- 
te, y en atención a la naturaleza del Plan, formas 
eventuales de flexibilización de los requisitos para el 
acceso al registro de las obras enmarcadas en la eje- 
cución del Plan, así como de los trabajadores en las 
distintas modalidades de trabajo (Artículo 14). 


CAPÍTULO V.- Recursos financieros del Plan Juntos. 


En relación a los recursos con los cuales se financia- 
rá el Plan, se incluyen recursos presupuestales y extra 
presupuestales (Artículo 16). Se crea el Fondo Nacio- 
nal del Plan (FONAP), que funcionará en la órbita de la 
Unidad Operativa Central quien tendrá su titularidad, 
disponibilidad y administración (Artículo 15). 
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Se proyecta que la Unidad Operativa Central ten- 
drá la facultad de realizar contratos de fideicomiso 
(Artículo 18). 


Por otra parte se incorpora una nueva excepción 
al numeral 3) del Artículo 33 del TOCAF a los pro- 
cesos competitivos de compra para adquirir bienes o 
contratar servicios por parte de la Unidad Operativa 
Central (Artículo 17). 


CAPÍTULO VI.- Exoneraciones tributarias e In- 
centivos fiscales al Plan Juntos. 


Se establecen exoneraciones tributarias a las do- 
naciones y legados cuyo destinatario sea el Plan Jun- 
tos, así como a las tareas de ejecución y regulariza- 
ción de obras, entre otros (Artículo 19). 


Se disponen además incentivos fiscales a las dona- 
ciones cuyo destinatario sea el Plan Juntos (Artículo 20). 


CAPÍTULO VII.- Adjudicación de las viviendas. 


Se prevé como principio rector del Plan Juntos 
otorgar a los participantes seguridad jurídica en la 
tenencia de los inmuebles donde se encuentran ubi- 
cadas las viviendas que habitan en las que intervie- 
ne, así como transferirles la propiedad del inmueble 
sin ninguna contrapartida más que la autoconstruc- 
ción de su vivienda o la ayuda mutua en la cons- 
trucción (Artículo 21). No obstante ello, en forma 
transitoria y hasta tanto no se proceda a la adju- 
dicación definitiva, se otorgará a los participantes 
la tenencia de las viviendas mediante contrato de 
comodato (Artículo 22). 


Se estipula un plazo mínimo de diez años de in- 
alienabilidad a efectos de fomentar el afincamiento y 
evitar la especulación inmobiliaria entre los participan- 
tes. En este lapso, se impide la disposición del bien sal- 
vo autorización expresa de la Unidad Operativa Central 
(Artículo 23). En este caso; de procederse a la venta, 
tendrá preferencia para su adquisición la Unidad Ope- 
rativa Central del Plan y en los demás casos al enajenar 
se le deberá reintegrar el valor del terreno al que acce- 
de la vivienda y las mejoras efectuadas, descontando el 
valor de la mano de obra aportada (Artículo 24). 


Se prevé además respecto al derecho de habita- 
ción que en caso de fallecimiento de cualquier inte- 
grante del núcleo familiar participante no se aplicará 
el Art. 881.1 del Código Civil (Artículo 25). 


Por otra parte, a los únicos efectos de la ejecución 
del Plan y con carácter excepcional, ante la emergen- 
cia socio-habitacional, se entendió pertinente modi- 
ficar una serie de instrumentos jurídicos que le den 
mayor celeridad a los procedimientos vigentes. 
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Así, en materia de expropiaciones, se declara de 
necesidad pública la expropiación de los inmuebles 
que se requieran para la ejecución del Plan Juntos 
(Artículo 26) y sin desconocer los derechos de los 
administrados y el debido proceso, se introducen 
modificaciones a la legislación vigente respecto a la 
tramitación de la vía administrativa (Artículo 28) y 
de la judicial, en lo que refiere a la toma urgente de 
posesión (Artículo 27). 


En cuanto a la Cartera de Inmuebles para Vivien- 
da de Interés Social (CIVIS), se proyecta que la in- 
tegrarán los inmuebles de propiedad pública o fiscal 
donde se encuentren ubicados los asentamientos en 
los que intervendrá el Plan, así como aquellos en los 
que también intervenga y que hubieran permanecido 
baldíos durante los últimos diez años previos a la pro- 
mulgación de esta ley (Artículo 29). 


Se introducen modificaciones a la Ley de Orde- 
namiento Territorial N” 18.308 de junio de 2008, en 
especial al artículo 65 que regula la prescripción ad- 
quisitiva, estableciéndose que el solo hecho de ser 
participantes del Plan bastará para probar que el 
demandante no supera el nivel de pobreza en sus 
ingresos y que será suficiente prueba de que no son 
propietarios de otros inmuebles la presentación ante 
la Sede Judicial de una declaración jurada en la que 
manifiesten dicho extremo (Artículo 30). 


Finalmente se prevé un plazo de 90 días para re- 
glamentar la ley (Artículo 31). 


El Poder Ejecutivo saluda a ese Cuerpo con su 
mayor consideración, 


JOSÉ MUJICA, Presidente de la República; 
Luis Almagro, Ricardo Ehrlich, Roberto 
Kreimerman, Enrique Pintado, Eduardo 
Bonomi, Luis Rosadilla, Daniel Olesker, Tabaré 
Aguerre, Eduardo Brenta, Graciela Muslera, 
Ana Vignoli, Héctor Lescano, Pedro Buonomo. 


Proyecto de Ley 


“PLAN NACIONAL DE INTEGRACIÓN 
SOCIO - HABITACIONAL JUNTOS” 


CAPÍTULO I.- EMERGENCIA SOCIO-HABITA- 
CIONAL. OBJETIVOS Y LÍNEAS DE ACCIÓN 
DEL PLAN JUNTOS. 


Artículo 1%.- Declaración de emergencia. Interés 
General. Orden Público. 


Declárase la emergencia socio-habitacional de la 
población en situación de pobreza extrema, conse- 
cuencia del deterioro socio-económico de sectores de 
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la población y de la falta de oportunidades de acceso 
a la vivienda y hábitat digno. 


En virtud de lo dispuesto por los artículos 45 y 
46 de la Constitución de la República, declárase de 
interés general la ejecución del Plan Nacional de In- 
tegración Socio-Habitacional Juntos. 


Las disposiciones de la presente ley son de orden 
público. 


Artículo 2*.- Objetivos del Plan Juntos. 
Son objetivos del Plan Juntos: 


a) Abordar la problemática de los sectores de la 
población que viven en situación de pobreza extrema, 
mediante acciones tendientes a la mejora de la cali- 
dad de vida, la integración social y el fortalecimiento 
de la participación. 


b) Contribuir a la mejora del hábitat y la vivienda a 
través de la implementación de acciones estratégicas 
consistentes, entre otras, en el mejoramiento de la 
vivienda, la relocalización de asentamientos y/o áreas 
precarizadas no regularizables y la mejora de la infra- 
estructura de asentamientos y/o áreas precarizadas. 


c) Fortalecer los procesos de aplicación de las po- 
líticas sociales. 


d) Articular los aportes solidarios provenientes de 
diversos actores públicos y privados. 


e) Coordinar y articular acciones con los Ministe- 
rios, los Gobiernos Departamentales y demás Orga- 
nismos Públicos, en especial aquellos que desarrollan 
y articulan políticas sociales, a fin de implementar 
programas y gestionar recursos financieros y huma- 
nos para el cumplimiento de las líneas de acción del 
Plan Juntos. 


Artículo 3”- Líneas de Acción del Plan Juntos. 

El Plan Juntos se ejecutará mediante las siguien- 
tes líneas de acción relativas a políticas de vivienda y 
hábitat y políticas sociales. 

a.- Líneas de acción en vivienda y hábitat: 


- Mejora del hábitat existente. 


- Apoyo a la generación de nueva oferta para el 
hábitat. 


b.- Líneas de acción en políticas sociales: 


- Promoción y apoyo a la gestión social participativa. 
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- Apoyo a programas de inserción laboral. 


- Apoyo a la ampliación de cobertura y acceso a las 
políticas sociales. 


Cada línea de acción se ejecutará mediante pro- 
gramas que serán promovidos y/o desarrollados por 
el Plan Juntos. 


Los Gobiernos Departamentales y demás Organis- 
mos Públicos podrán coadyuvar al cumplimiento de 
los objetivos de esta ley, coordinando la ejecución de 
sus propios planes y programas dentro de los límites 
de sus competencias. 


CAPÍTULO II.- ORGANIZACIÓN Y ESTRUCTU- 
RA DEL PLAN JUNTOS. 


Artículo 4%.- Unidad Operativa Central del Plan 
Juntos. 


Créase la Unidad Operativa Central del Plan Jun- 
tos, que funcionará como órgano desconcentrado del 
Poder Ejecutivo, con el cometido de ejecutar el Plan 
Juntos. 


La Unidad Operativa Central actuará funcional- 
mente en la órbita de la Presidencia de la Repúbli- 
ca, se vinculará con el Poder Ejecutivo a través de la 
misma y tendrá autonomía técnica, pudiendo comu- 
nicarse directamente con los Gobiernos Departamen- 
tales y demás Organismos Públicos. 


La Unidad Operativa Central estará dirigida por 
una Comisión Directiva y contará con el apoyo de 
un Equipo Interdisciplinario, que dependerá de esta 
última. 


La representación de la Unidad Operativa Central 
será ejercida por el Presidente de la Comisión Direc- 
tiva actuando conjuntamente con cualquiera de los 
otros dos miembros. 


Artículo 5”.- Competencia de la Unidad Operativa 
Central del Plan Juntos. 


Son atribuciones de la Unidad Operativa Central: 


a.- Proponer al Poder Ejecutivo, para su aprobación, 
un programa anual con las prioridades de intervención 
e inversión del Plan Juntos. La propuesta de la Unidad 
Operativa Central contemplará las iniciativas de la po- 
blación organizada y de los Gobiernos Departamentales. 


b.- Dictar las resoluciones de intervención del 
Plan Juntos, en el marco del programa anual aproba- 
do por el Poder Ejecutivo. 
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c.- Ejecutar y realizar el seguimiento de las políti- 
cas aplicables al Plan Juntos, así como las que se co- 
ordinen con los Gobiernos Departamentales y demás 
Organismos Públicos. 


d.- Monitorear y evaluar los resultados obtenidos e 
impactos del Plan Juntos. 


e.- Coordinar y suscribir convenios con los Go- 
biernos Departamentales y demás Organismos Pú- 
blicos, así como con personas privadas y la sociedad 
civil organizada, para el diseño y ejecución del Plan 
Juntos. 


f.- Promover e impulsar la participación solidaria 
de la sociedad a través de diferentes modalidades. 


g.- Organizar, dirigir y gestionar el Registro Único 
de Participantes del Plan (RUPP). 


h.- Promover, apoyar y coordinar la formación de 
Unidades Departamentales. 


i.- Administrar y ser ordenador secundario de gas- 
tos y pagos de los recursos del Fondo que se crea por 
el artículo 15 de esta ley. 


j.- Resolver el egreso de los participantes del Plan 
Juntos. 


Artículo 6*.- Comisión Directiva. 


La Comisión Directiva estará integrada por tres 
miembros designados, uno por el Presidente de la 
República, que la presidirá, uno por el Ministerio de 
Vivienda Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente 
y otro por el Ministerio de Desarrollo Social. 


La designación recaerá entre personas que por 
sus antecedentes personales y profesionales tengan 
idoneidad técnica en la materia. 


Los miembros de la Comisión Directiva cesarán 
en su cargo por resolución fundada del órgano que 
los designó. 


El funcionamiento de la Comisión Directiva se 
ajustará a lo que disponga la reglamentación que dic- 
te el Poder Ejecutivo, la cual preverá, como mínimo, 
el régimen de convocatoria, los regímenes de delibe- 
ración, el de adopción de resoluciones, las funciones 
y las responsabilidades. 


Artículo 7?.- Equipo Interdisciplinario. 
El Equipo Interdisciplinario tendrá carácter téc- 


nico, estará integrado por especialistas en las diver- 
sas disciplinas relativas a la materia que se regula 
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y sus miembros serán designados por la Comisión 
Directiva. 


Son competencias del Equipo Interdisciplinario: 


a.- Asesorar y realizar propuestas a la Comisión 
Directiva acerca de la planificación, ejecución y se- 
guimiento de las acciones sociales, urbano-habitacio- 
nales y de los aspectos jurídico y notariales del Plan 
Juntos. 


b.- Ejecutar las acciones dispuestas por la Comi- 
sión Directiva que coadyuven a la implementación 
del Plan Juntos. 


CAPÍTULO III.- ÁMBITO SUBJETIVO DE APLI- 
CACIÓN DEL PLAN JUNTOS. 


Artículo 8*.- Población Participante. 


El Plan Juntos atenderá aquella población que se 
encuentre en situación de precariedad socio-habita- 
cional, la que será titular de derechos y obligaciones 
participando en todas las etapas del proceso de diag- 
nóstico de la situación, identificación de prioridades, 
diseño de proyectos, toma de decisiones, ejecución y 
evaluación de obras, entre otras. 


Adquirirán la calidad de participantes del Plan 
Juntos los núcleos familiares cuyos integrantes: 


a.- Se encuentren en situación de extrema pobreza. 


b.- Se hallen asentados en las áreas de interven- 
ción del Plan Juntos al momento de su relevamiento. 


c.- No hayan egresado del Plan Juntos, salvo ex- 
cepciones autorizadas en forma fundada por la Uni- 
dad Operativa Central. 


d.- Se inscriban en el Registro previsto en el artí- 
culo siguiente. 


A los efectos de la presente ley, se entiende por 
núcleos familiares al grupo de personas vinculadas 
o no por lazos de parentesco, que convivan en forma 
estable bajo un mismo techo, cualquiera sea su 
vínculo jurídico con el inmueble donde habitan. 


Artículo 9%.- Registro Único de Participantes del 
Plan (RUPP). 


Crease el Registro Único de Participantes del Plan 
Juntos (RUPP), en la órbita de la Unidad Operativa 
Central. 
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En este Registro se inscribirán: 


a.- Los núcleos familiares cuyos integrantes acre- 
diten el cumplimiento de las condiciones requeridas 
por el artículo anterior para ser participantes del Plan 
Juntos. Esta inscripción es constitutiva de la condi- 
ción de participante. 


b.- Los egresos de los núcleos familiares partici- 
pantes del Plan Juntos. 


C.- Las adjudicaciones de viviendas en comodato o 
propiedad que reciban los núcleos familiares partici- 
pantes del Plan Juntos. 


d.- Los demás beneficios recibidos por los núcleos 
familiares participantes del Plan Juntos. 


La implementación del RUPBP estará sujeta a la 
reglamentación que dicte el Poder Ejecutivo. 


Artículo 10. Causales de egreso del Plan Juntos. 


Son causales que habilitan a la Unidad Operativa 
Central a resolver el egreso del núcleo familiar parti- 
cipante o de alguno de sus integrantes, las siguientes: 


a.- La mejora de la situación económica que lo 
excluya de los extremos previstos en esta ley. 


b.- El incumplimiento a lo dispuesto en el artículo 
23 de la presente ley. 


c.- La renuncia expresa ante la Unidad Operativa 
Central a los derechos que otorga esta ley. 


d.- El abandono de la vivienda dada en comodato por 
el Plan Juntos, por un período de tres meses continuos 
e ininterrumpidos, contados desde la constatación del 
abandono por parte de la Unidad Operativa Central. 


e.- Otorgar a la vivienda dada en comodato por el 
Plan Juntos, un destino principal distinto al de casa- 
habitación del núcleo familiar participante. 


f.- Resultar adjudicatario de una vivienda de otros 
programas habitacionales ya sean públicos o privados, 
salvo renuncia expresa a la misma. 


g.- Que haya recaído sobre alguno de los integran- 
tes del núcleo familiar participante, una sentencia 
condenatoria de las Sedes Judiciales competentes 
en materia de protección a las víctimas de violencia 
doméstica, en el marco de lo dispuesto por la Ley 
17.514 de 2 de julio de 2002. 


h.- La falta de colaboración, en la medida de sus 
posibilidades, en la autoconstrucción de su vivienda 
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o como mano de obra benévola en la construcción de 
viviendas de otros o de áreas comunitarias. 


i.- La oposición en vía administrativa y/o judicial a 
las expropiaciones de inmuebles que se realicen en el 
marco del Plan Juntos o el reclamo de indemnización 
o compensación a causa de las mismas. 


j.- La falta de cumplimiento de cualquiera de los 
deberes u obligaciones dispuestas por la presente ley 
y su reglamentación. 


El egreso del Plan Juntos de un núcleo familiar 
participante o de alguno de sus integrantes, aparejará 
su baja del RUPP y la resolución de pleno derecho 
del contrato de comodato, sin que le corresponda de- 
recho alguno a indemnización, ni a reembolso por la 
mano de obra aportada. 


CAPÍTULO IV- MODALIDADES DE CONS- 
TRUCCIÓN. PRESTADORES DE TRABAJO. RÉ- 
GIMEN DE SEGURIDAD SOCIAL. 


Artículo 11.- Modalidades de construcción. 


Para el cumplimiento de sus objetivos en materia 
de vivienda y hábitat, el Plan Juntos priorizará, entre 
las diversas modalidades de construcción y obra, a la 
autoconstrucción y la mano de obra benévola. 


Artículo 12.- Prestadores de trabajo. 


El Plan Juntos abarcará a distintas modalidades 
de prestadores de trabajo, entre otras, las siguientes: 


a.- Trabajo de los participantes tanto en la cons- 
trucción de vivienda como en el mejoramiento de las 
condiciones del hábitat. 


b.- Trabajo Voluntario, de acuerdo a lo establecido 
en la Ley 17.885 de 12 de agosto de 2005. 


c.- Personas que puedan acceder al régimen de 
medidas sustitutivas de acuerdo a lo establecido en la 
Ley 17.726 de 26 de diciembre de 2003. 


d.- Personas procesadas y condenadas, en el mar- 
co del régimen de Redención de la Pena de acuerdo 
a lo establecido en el Capítulo IV de la Ley 17.897 de 
14 de setiembre de 2005. 


e.- Personas inscriptas en la Bolsa Laboral del Pa- 
tronato de encarcelados y liberados o de los patrona- 
tos departamentales en el marco de lo dispuesto en la 
Ley 18.489 de 17 de mayo de 2009. 


CÁMARA DE SENADORES 


9 de agosto de 2011 


f.- Programas socio-educativos-laborales promo- 
vidos por organismos públicos departamentales o 
nacionales. 


g.- Trabajo aportado por personas públicas y pri- 
vadas, previa suscripción de los convenios y/o con- 
tratos respectivos. 


La relación de dependencia de los prestadores de 
trabajo, se regulará de acuerdo a lo establecido en las 
normas citadas en los literales precedentes, según 
corresponda y/o en los correspondientes convenios y 
contratos que se suscriban en el marco de la presente 
ley. 


Queda expresamente establecido que los presta- 
dores de trabajo en ningún caso generarán derechos 
para el ingreso a la función pública. 


Artículo 13.- Aportes patronales en los convenios 
con personas privadas. 


Los aportes patronales de la seguridad social, 
incluido el correspondiente al Sistema Nacional 
Integrado de Salud y su aporte complementario, de 
aquellas personas privadas contribuyentes del Banco 
de Previsión Social que suscriban convenios con 
la Unidad Operativa Central conforme al artículo 
anterior, podrán ser de cargo de dicha Unidad 
Operativa, debiendo esta solicitar la habilitación de 
los créditos correspondientes por parte de Rentas 
Generales. 


Lo dispuesto precedentemente estará limitado al 
aporte de trabajo efectuado por dichas personas pri- 
vadas a la ejecución del Plan Juntos. 


Artículo 14.- Registro de Obras. 


La reglamentación que dicte el Poder Ejecutivo, 
podrá flexibilizar los requisitos para el acceso al re- 
gistro de las obras enmarcadas en la ejecución del 
Plan Juntos de los trabajadores que intervengan en 
las mismas. 


CAPÍTULO V.- RECURSOS FINANCIEROS DEL 
PLAN JUNTOS. 


Artículo 15.- Fondo Nacional del Plan. 


Créase el Fondo Nacional del Plan (FONAP), que 
funcionará en la órbita de la Unidad Operativa Cen- 
tral del Plan Juntos. 


La Unidad Operativa Central tendrá la titularidad 
y disponibilidad de la totalidad del FONAB quedando 
exceptuado de la limitación establecida por el artículo 
594 de la Ley 15.903 de 18 de noviembre de 1987. 
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Asimismo, la Unidad Operativa Central estará a 
cargo de la administración, asignación y control de los 
recursos del FONAP 


Artículo 16.- Recursos del FONAP 
El FONAP se integrará con los siguientes recursos: 
a.- Donaciones y legados con destino al Plan Juntos. 


b.- Transferencias provenientes de otros 
Organismos Públicos, en el marco de lo establecido 
en el artículo 43 de la Ley 17.930 de 19 de diciembre 
de 2005. 


c.- Fondos derivados de convenios que se celebren 
con personas públicas o privadas, asociaciones civiles 
y fundaciones, ya sean nacionales o extranjeras. 


d.- Las partidas que asignen las leyes presupuestales. 


e.- Otros que se le asignen al Plan Juntos por vía 
legal o reglamentaria. 


f.- Las sumas reintegradas de acuerdo a lo dis- 
puesto en el artículo 25 de la presente ley. 


Artículo 17.- Excepciones. 


Los recursos o partidas no afectados o ejecutados 
al cierre de cada ejercicio continuarán integrando 
el FONAP pudiendo hacerse use de los mismos en 
los ejercicios siguientes, estando exceptuados de lo 
dispuesto en el artículo 38 de la Ley 17.930 de 19 
de diciembre de 2005, y en el artículo 119 de la Ley 
18.046 de 24 de octubre de 2006. 


Incorpórase al Numeral 3* del artículo 33 del TO- 
CAF el siguiente Literal: 


“Y) Para adquirir bienes o contratar servicios por 
parte de la Unidad Operativa Central del Plan de In- 
tegración Socio-Habitacional Juntos”. 


Artículo 18.- Fideicomisos. 


Facúltase a la Unidad Operativa Central a cons- 
tituir fideicomisos y a transmitir a los fiduciarios, 
para su administración, la propiedad de los recursos 
actuales y futuros del FONAB de conformidad con 
lo dispuesto por la Ley 17.703 de 27 de octubre de 
2003, modificativas y concordantes. 


Dichos fideicomisos, así como los actos y negocios 
jurídicos que se realicen en la ejecución de los mis- 
mos, gozarán de todas las exoneraciones tributarias 
previstas en la presente ley. 
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CAPÍTULO VI.- EXONERACIONES TRIBUTARIAS 
E INCENTIVOS FISCALES AL PLAN JUNTOS. 


Artículo 19.- Exoneraciones Tributarias. 


Exonérase de todo tributo nacional a las siguien- 
tes operaciones: 


a.- las donaciones y legados de cualquier tipo cuyo 
destinatario sea la Unidad Operativa Central del Plan 
Juntos. 


b.- las adjudicaciones de viviendas en comodato 
o propiedad que realice el Plan Juntos a través de la 
Unidad Operativa Central. 


Los actos y contratos vinculados con las obras de 
refacción, reciclaje y construcción de bienes inmue- 
bles realizadas en el marco del Plan Juntos, estarán 
exonerados de todas las tasas relativas a su registro, 
ejecución y regularización. 


Artículo 20.- Donaciones Especiales. 


Agrégase al artículo 79 de la Ley 18.083 de 27 de 
diciembre de 2006, el siguiente Literal: 


“P) La Unidad Operativa Central del Plan Juntos.” 


CAPÍTULO VII.- ADJUDICACIÓN DE LAS 
VIVIENDAS 


Artículo 21.- Titularidad de las viviendas. 


La Unidad Operativa Central adjudicará a los 
núcleos familiares participantes la propiedad de las 
viviendas construidas, reparadas o recicladas en in- 
muebles del Estado, en las condiciones que establez- 
ca la reglamentación que dicte el Poder Ejecutivo. 


A tales efectos, se faculta al Poder Ejecutivo, para 
que a través de la Unidad Operativa Central, enajene 
a título gratuito bienes inmuebles propiedad del Es- 
tado, mediante donaciones modales celebradas con la 
totalidad de los integrantes de los núcleos familiares 
participantes. 


Los núcleos familiares que se realojen en el mar- 
co del Plan Juntos, tendrán sobre los inmuebles de 
realojo todos los derechos que esta ley les acuerda. 


Artículo 22.- Comodato. 


Mientras se instrumenta la transferencia de 
la propiedad en las condiciones establecidas en el 
artículo anterior, el Poder Ejecutivo podrá otorgar 
al núcleo familiar participante la mera tenencia y el 
uso de las viviendas, mediante la celebración de un 
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contrato de comodato que no podrá ser cedido por los 
comodatarios. 


Artículo 23.- Indisponibilidad de la Vivienda. 


Los inmuebles en los que intervenga el Plan Jun- 
tos, no podrán, por el plazo de diez años, ser embar- 
gados, cedidos, dados en arrendamiento, enajenados, 
hipotecados, gravados, ni constituir sobre los mismos 
derechos reales menores en favor de terceros, salvo 
autorización previa y expresa de la Unidad Operativa 
Central. 


El plazo referido se contará, desde la inscripción 
en el Registro Nacional de la Propiedad, Sección In- 
mobiliaria, del instrumento público que transfiere 
el dominio del inmueble a los participantes o de la 
inscripción de la resolución de intervención de la 
Unidad Operativa Central, cuando esta recaiga sobre 
inmuebles propiedad de alguno de los integrantes del 
núcleo familiar participante. 


Autorizada la venta dentro del plazo de indispo- 
nibilidad, la Unidad Operativa Central tendrá prefe- 
rencia para adquirir dicho inmueble descontando los 
reintegros que correspondan de acuerdo al artículo 
siguiente. 


Cuando la Unidad Operativa Central adjudique la 
propiedad de viviendas, el escribano actuante deberá 
dejar en la escritura respectiva, constancia de la inhi- 
bición dispuesta en el inciso primero. 


Los actos y contratos realizados por los integran- 
tes del núcleo familiar participante en contravención 
de lo dispuesto en el presente artículo, serán absolu- 
tamente nulos. 


Artículo 24.- Reintegros. 


Autorizada la venta por parte de la Unidad Ope- 
rativa Central, el núcleo familiar participante deberá 
reintegrar el valor del terreno adjudicado por esta y 
el de las mejoras efectuadas, descontando el de su 
mano de obra aportada. 


A efectos de fijar el valor de terreno y las mejoras 
se estará a la tasación de la Dirección General de Ca- 
tastro. 


Cuando el núcleo familiar participante en cuyo 
terreno se hayan realizado mejoras egrese del Plan 
Juntos, la Unidad Operativa Central podrá exigirle el 
reintegro del valor de las mismas, descontando el de 
la mano de obra aportada por aquel. 


Las sumas reintegradas de acuerdo al presente ar- 
tículo serán vertidas al FONAP. 
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Artículo 25.- Derecho de Habitación. 


No será de aplicación a los inmuebles en los 
que intervenga el Plan Juntos, durante el plazo 
establecido en el inciso 2” del artículo 24 de la 
presente ley, lo dispuesto en el artículo 881.1 del 
Código Civil. 


Artículo 26.- Expropiación. 


Declárase de necesidad pública la expropiación de 
los inmuebles que se requieran para la ejecución del 
Plan de Integración Socio-Habitacional Juntos. 


En caso que el inmueble registre deudas con el 
Estado, Persona Pública Mayor, Entes Autónomos y 
Servicios Descentralizados, el monto de las mismas 
se descontará de la indemnización provisoria que 
deba depositar el expropiante a los efectos de la toma 
urgente de posesión y de la indemnización defini- 
tiva en caso de corresponder. A tales efectos, el ex- 
propiante deberá acreditar en forma documental la 
existencia del adeudo fiscal de acuerdo a las normas 
respectivas. 


Los Organismos Públicos titulares de los créditos 
cancelados conforme al inciso anterior, no tendrán 
derecho a reclamar el pago de los mismos al Plan 
Juntos. 


Artículo 27.- Toma urgente de posesión. 


Para las expropiaciones que se realicen en el mar- 
co del Plan Juntos, modíficase el literal D) al Artículo 
42 de la Ley 3.958 de 28 de marzo de 1912, en la re- 
dacción dada por el Artículo 224 de la Ley 17.930 de 
19 de diciembre de 2005, el que quedará redactado 
de la siguiente manera: 


“D) La Administración entablará la acción de 
toma urgente de posesión, solicitando la acreditación 
de la titularidad sobre el inmueble expropiado y su 
situación patrimonial, pudiendo intimar la desocupa- 
ción total o parcial del inmueble, bajo apercibimiento 
de lanzamiento, en el plazo de diez perentorios e im- 
prorrogables. La decisión judicial que decrete la toma 
urgente de posesión y/o ordene la desocupación será 
inapelable y se cumplirá de inmediato. 


E) Al decretar la toma urgente de posesión y/o el 
lanzamiento en los casos que corresponda, el Juez 
dispondrá el libramiento de oficio al Banco Hipote- 
cario del Uruguay para el cobro del precio proviso- 
rio, a quien haya acreditado la titularidad del inmue- 
ble designado para expropiar. Si los interesados no 
comparecieran o hubiera diferencias o dudas sobre 
el derecho y calidad, legitimación o titularidad, o si 
existieran embargos, interdicciones o gravámenes so- 
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bre el inmueble, el Juez de la causa dispondrá que la 
situación se dilucide en el juicio de expropiación sin 
perjuicio de dar posesión al organismo expropiante”. 


Artículo 28.- Vía Administrativa. 


Para las expropiaciones que se realicen en ejecu- 
ción del Plan Juntos, y a los efectos de lo establecido 
en los artículos 15 a 18 de la Ley 3.592 de 28 de mar- 
zo de 1912, en la redacción dada por la Ley 17.296 de 
21 de febrero de 2001 se otorgará a los expropiados 
vista por el término de diez días hábiles improrroga- 
bles a fin de que manifiesten su aceptación u oposi- 
ción a la designación de los bienes a expropiarse, a la 
tasación de los mismos y a los planos del trazado ge- 
neral de la obra proyectada y de mensura de parcela 
o parcelas a expropiarse. 


En lo que no se oponga a la presente disposición 
continúan rigiendo las normas sobre expropiación vi- 
gentes. 


Artículo 29.- Cartera de Inmuebles. 


Quedan comprendidos en el artículo 400 de la Ley 
17.296 de 21 de febrero de 2001, los bienes inmue- 
bles pertenecientes al dominio público o privado del 
Estado, Entes Autónomos, Servicios Descentraliza- 
dos o Gobiernos Departamentales que cumplan con 
alguna de las siguientes condiciones: 


a.- En los mismos se encuentren ubicados los 
asentamientos irregulares en que intervenga el Plan 
Juntos. 


b.- Resulten necesarios para el realojo de dichos 
asentamientos. 


c.- Hayan permanecido como terrenos baldíos en 
los últimos 10 años previos a la promulgación de la 
presente ley. 


Dichos inmuebles pasarán a integrar la Cartera de 
Inmuebles para Viviendas de Interés Social (CIVIS) 
creada por el artículo 367 de la Ley 18.362 de 6 de 
octubre de 2008. 


Igual destino se dará a los bienes inmuebles que 
se donen o leguen al Plan Juntos, los que se adquie- 
ran con recursos del FONAP o se expropien para la 
ejecución del Plan Juntos. Dichos bienes inmuebles 
se destinarán exclusivamente a la ejecución del Plan 
Juntos. 


Artículo 30.- Prescripción adquisitiva. 


En las acciones de prescripción adquisitiva de los 
inmuebles comprendidos en las áreas de interven- 
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ción del Plan Juntos, que promuevan los integrantes 
de los núcleos familiares participantes del mismo, en 
el marco de lo dispuesto en el artículo 65 de la Ley 
18.308 de 18 de junio de 2008: 


a.- Bastará para probar que no superan el nivel de 
pobreza en sus ingresos, la acreditación de la condi- 
ción de participante del Plan Juntos. 


b.- Será suficiente prueba de que no son propieta- 
rios de otros inmuebles, la presentación de una decla- 
ración jurada en la que manifiesten dicho extremo. 


Artículo 31.- Vigencia y Reglamentación. 


La presente ley entrará en vigencia partir de su 
promulgación y el Poder Ejecutivo la reglamentará en 
un plazo máximo de 90 días. 


JOSÉ MUJICA, Presidente de la República; 
Luis Almagro, Ricardo Ehrlich, Roberto 
Kreimerman, Enrique Pintado, Eduardo 
Bonomi, Luis Rosadilla, Daniel Olesker, Tabaré 
Aguerre, Eduardo Brenta, Graciela Muslera, 
Ana Vignoli, Héctor Lescano, Pedro Buonomo. 
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Comisión de Vivienda y Ordenamiento 
Territorial 


ACTA N* 30 


En Montevideo, el cuatro de agosto de dos mil 
once, a la hora dieciséis y cuarenta minutos, en la 
Sala Juan Andrés Ramírez, se reúne la Comisión de 
Vivienda y Ordenamiento Territorial de la Cámara de 
Senadores. 

Asisten sus miembros, señoras Senadoras Alicia 
Pintos y Lucía Topolansky y señor Senador Héctor 
Tajam. 

Faltan con aviso los señores Senadores Pedro Bor- 
daberry y Juan A. Chiruchi. 

Preside la señora Senadora Lucía Topolansky, Pre- 
sidenta de la Comisión. 

Concurre, por el Ministerio de Vivienda, Ordena- 
miento Territorial y Medio Ambiente el doctor Diego 
Traversa, asesor” . 

Actúan en Secretaría la señora Carla Buoncristia- 
no y el señor Martín Secco, Secretaria y Prosecretario 
de la Comisión respectivamente. 

ORDEN DEL DÍA: 

- Carpeta N” 441/2010. PLAN NACIONAL DE 
INTEGRACIÓN SOCIO-HABITACIONAL JUNTOS. 
Se declara la emergencia socio-habitacional de la po- 
blación de extrema pobreza y de interés general la 
ejecución de las normas que se establecen. Mensa- 
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je y proyecto de ley del Poder Ejecutivo. Distribuido 
N* 580/2011. Abierto el acto la señora Presidenta in- 
forma de las modificaciones introducidas por la Co- 
misión homónima de la Cámara de Representantes al 
proyecto de ley Carpeta N” 409/2010. PROMOCIÓN 
DE LA VIVIENDA DE INTERÉS SOCIAL, manifes- 
tando que no son modificaciones de fondo, indican- 
do a la Secretaría repartirlas a los señores miembros 
para su conocimiento. 

Se continúa con la consideración de los artículos 
del proyecto de ley a estudio. 

Artículo 4%, En consideración. Se vota con modifi- 
caciones: 3 en 3. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Artículo 5%. En consideración. Se vota: 3 en 3. 
Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Artículo 6%. En consideración. Se vota con modifi- 
caciones: 3 en 3. Afirmativa. UNANIMIDAD 

Artículo 7%. En consideración. Se vota: 3 en 3. 
Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Artículo aditivo 7/1. En consideración. Se vota: 3 en 
3. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Artículo aditivo 8/1. En consideración. Se vota: 3 en 
3. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Artículo 10. En consideración. Se vota con modifi- 
caciones: 3 en 3. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Artículo 13. En consideración. Se vota con modifi- 
caciones: 3 en 3. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Artículo 14. En consideración. Se vota: 3 en 3. 
Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Artículo 15. En consideración. Se vota con modifi- 
caciones: 3 en 3. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

La señora Presidenta solicita reconsiderar el 
artículo 16. Se vota: 3en3.Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Artículo 16. En consideración. Se vota con modifi- 
caciones: 3 en 3. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

La señora Presidenta solicita reconsiderar el 
artículo 17. Sevota: 3en 3. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Artículo 17. En consideración. Se vota con modifi- 
caciones: 3 en 3. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

La señora Presidenta solicita reconsiderar el 
artículo 18. Se vota: 3en 3. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Artículo 18. En consideración. Se vota: 3 en 3. 
Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Artículo 22. En consideración. Se vota con modifi- 
caciones: 3 en 3. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Artículo 24. En consideración. Se vota con modifi- 
caciones: 3 en 3. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Queda aprobado el proyecto de ley. 

Se designa Miembro Informante (verbal) a la se- 
ñora Senadora Lucía Topolansky. 

El texto sustitutivo aprobado es el siguiente: 

CAPÍTULO I. EMERGENCIA SOCIO-HABITA- 
CIONAL. OBJETIVOS Y LÍNEAS DE ACCIÓN DEL 
PLAN JUNTOS. 

Artículo 1”. Declaración de emergencia. Interés 
General.- Declárase la emergencia socio-habitacional 
de la población en situación de pobreza extrema, 
consecuencia del deterioro socio-económico de sec- 
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tores de la población y de la falta de oportunidades 
de acceso a la vivienda y hábitat digno. En virtud de 
lo dispuesto por los artículos 45 y 46 de la Consti- 
tución de la República, declárase de interés general 
la ejecución del Plan Nacional de Integración Socio- 
Habitacional Juntos. 

Artículo 2”. Objetivos.- Son objetivos del Plan Juntos: 

A) Abordar la problemática de los sectores de la 
población que viven en situación de pobreza extrema, 
mediante acciones tendientes a la mejora de la cali- 
dad de vida, la integración social y el fortalecimiento 
de la participación. 

B) Contribuir a la mejora del hábitat y la vivienda 
a través de la implementación de acciones estraté- 
gicas consistentes, entre otras, en el mejoramiento 
de la vivienda, la relocalización de asentamientos o 
áreas precarizadas no regularizables y la mejora de 
la infraestructura de asentamientos o áreas precari- 
zadas. 

C) Fortalecer los procesos de aplicación de las po- 
líticas sociales. 

D) Articular los aportes solidarios provenientes de 
diversos actores públicos y privados. 

E) Coordinar y articular acciones con los Ministe- 
rios, los Gobiernos Departamentales y demás Orga- 
nismos Públicos, en especial aquellos que desarrollan 
y articulan políticas sociales, a fin de implementar 
programas y gestionar recursos financieros y huma- 
nos para el cumplimiento de las líneas de acción del 
Plan Juntos. 

Artículo 3. Líneas de Acción.- El Plan Juntos se 
ejecutará mediante las siguientes líneas de acción. 

A) Líneas de acción en vivienda y hábitat: 

- Mejora del hábitat existente. 

- Apoyo a la generación de nueva oferta para el hábitat. 

B) Líneas de acción en políticas sociales: 

- Promoción y apoyo a la gestión social participa- 
tiva.- Apoyo a programas de inserción laboral.- Apoyo 
a la ampliación de cobertura y acceso a las políticas 
sociales . 

Cada línea de acción se ejecutará mediante pro- 
gramas que serán promovidos o desarrollados por el 
Plan Juntos. 

CAPÍTULO II. ORGANIZACIÓN Y ESTRUCTU- 
RA DEL PLAN JUNTOS. 

Artículo 4%. Unidad Operativa Central.- Créase la 
Unidad Operativa Central del Plan Juntos como ór- 
gano desconcentrado de Presidencia de la República, 
Inciso 02, con el cometido de ejecutar el Plan. 

La misma estará dirigida por una Comisión Direc- 
tiva y contará con el apoyo de un equipo interdiscipli- 
nario y una Unidad de Auditoría Interna creada por 
la presente ley. 

La Unidad Operativa Central podrá comunicarse 
directamente con los Gobiernos Departamentales y 
demás Organismos Públicos. 

Artículo 5%. Competencia de la Unidad Operativa 
Central. 
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Son atribuciones de la Unidad Operativa Central: 

A) Proponer al Poder Ejecutivo, para su aproba- 
ción, un programa anual con las prioridades de in- 
tervención e inversión del Plan Juntos. La propuesta 
de la Unidad Operativa Central contemplará las ini- 
ciativas de la población organizada y de los Gobiernos 
Departamentales. 

B) Dictar las resoluciones de intervención del 
Plan Juntos, en el marco del programa anual aproba- 
do por el Poder Ejecutivo. 

C) Ejecutar y realizar el seguimiento de las políti- 
cas aplicables al Plan Juntos, así como las que se co- 
ordinen con los Gobiernos Departamentales y demás 
Organismos Públicos. 

D) Monitorear y evaluar los resultados obtenidos e 
impactos del Plan Juntos. 

E) Coordinar y suscribir convenios con los Gobier- 
nos Departamentales y demás Organismos Públicos, 
así como con personas privadas y la sociedad civil or- 
ganizada, para el diseño y ejecución del Plan Juntos. 

F) Promover e impulsar la participación solidaria 
de la sociedad a través de diferentes modalidades. 

G) Organizar, dirigir y gestionar el Registro Único 
de Participantes del Plan (RUPP). 

H) Promover,. apoyar y coordinar la formación de 
Unidades Departamentales. 

ID) Administrar y ser ordenador secundario de gas- 
tos y pagos de los recursos del Fondo que se crea por 
el artículo 15 de esta ley. 

J) Resolver el egreso de los participantes del Plan 
Juntos. 

Artículo 6%. Comisión Directiva.- La Comisión 
Directiva estará integrada por tres miembros, uno 
propuesto por la Presidencia de la República que lo 
presidirá, uno por el Ministerio de Vivienda, Orde- 
namiento Territorial y Medio Ambiente y otro por el 
Ministerio de Desarrollo Social. 

La designación recaerá entre personas que por 
sus antecedentes personales y profesionales tengan 
idoneidad técnica en la materia. 

La representación de la Unidad Operativa Central 
será ejercida por el Presidente de la Comisión Direc- 
tiva actuando conjuntamente con cualquiera de los 
otros dos miembros. 

Los miembros de la Comisión Directiva serán de- 
signados y cesarán en sus cargos por resolución del 
Poder Ejecutivo. 

El funcionamiento de la Comisión Directiva se 
ajustará a lo que disponga la reglamentación que dic- 
te el Poder Ejecutivo, la cual preverá, como mínimo, 
el régimen de convocatoria, los regímenes de delibe- 
ración, el de adopción de resoluciones, las funciones 
y las responsabilidades. 

Artículo 7*. Equipo interdisciplinario.- El equipo 
interdisciplinario tendrá carácter técnico, estará in- 
tegrado por especialistas en las diversas disciplinas 
relativas a la materia que se regula y sus miembros 
serán designados por la Comisión Directiva. 
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Son competencias del equipo interdisciplinario: 

A) Asesorar y realizar propuestas a la Comisión 
Directiva acerca de la planificación, ejecución y se- 
guimiento de las acciones sociales, urbano-habitacio- 
nales y de los aspectos jurídico y notariales del Plan 
Juntos. 

B) Ejecutar las acciones dispuestas por la Comi- 
sión Directiva que coadyuven a la implementación 
del Plan Juntos. 

Artículo 7/1.- Auditoría Interna. Créase una Uni- 
dad de Auditoría Interna, la cual dependerá jerárqui- 
camente de la Comisión Directiva y estará sometida 
a la superintendencia técnica de la Auditoría Interna 
de la Nación, conforme dispone el artículo 51 de la 
Ley N* 16.736, de 5 de enero de 1996. 

La referida Unidad deberá evaluar la gestión y 
el cumplimiento de los cometidos asignados al Plan 
Juntos, así como los procesos de gestión de riesgos y 
control implementados. 

Los informes deberán ser realizados como mínimo 
en forma cuatrimestral y cada uno de ellos deberá ser 
remitido a la Presidencia de la República, al Poder 
Legislativo y a la Auditoría Interna de la Nación. 

El Poder Ejecutivo reglamentará según lo estable- 
cido por el artículo 31 de la presente ley, la forma de 
instrumentar lo dispuesto en este artículo. 

CAPÍTULO III. ÁMBITO SUBJETIVO DE APLI- 
CACIÓN 

Artículo 8%. Población Participante.- El Plan Jun- 
tos atenderá aquella población que se encuentre en 
situación de extrema pobreza con precariedad socio- 
habitacional. La reglamentación priorizará la partici- 
pación en todas las etapas del proceso de diagnóstico 
de la situación, identificación de prioridades, diseño 
de proyectos, toma de decisiones, ejecución y evalua- 
ción de obras, entre otras, a la población participante. 

Adquirirán la calidad de participantes del Plan 
Juntos los núcleos familiares cuyos integrantes: 

A) Se hallen asentados en las áreas de interven- 
ción del Plan Juntos al momento de su relevamiento. 

B) No hayan egresado del Plan Juntos, salvo ex- 
cepciones autorizadas en forma fundadas por la Uni- 
dad Operativa Central. 

C) Se inscriban en el Registro previsto en el artí- 
culo siguiente. 

Artículo 8/1. Núcleos familiares. A los efectos de 
la presente ley, se entiende por núcleos familiares al 
grupo de personas vinculados o no por lazos de pa- 
rentesco, que convivan en forma estable bajo un mis- 
mo techo, cualquiera sea su vínculo jurídico con el 
inmueble donde habitan. 

Los derechos que la presente ley confiere a los 
núcleos familiares participantes, se entiende que al- 
canzan por igual a todos sus integrantes. 

La voluntad del núcleo familiar coincidirá con la 
manifestación de voluntad de la mayoría de los inte- 
grantes del mismo, debidamente recabada de acuerdo 
a los mecanismos que establezca la reglamentación. 
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Artículo 9%. Registro Único de Participantes del 
Plan (RUPP).- Créase el Registro Único de Partici- 
pantes del Plan Juntos (RUPP), en la órbita de la Uni- 
dad Operativa Central. 

En este registro se inscribirán: 

A) Los núcleos familiares cuyos integrantes acre- 
diten el cumplimiento de las condiciones requeridas 
por el artículo anterior para ser participantes del Plan 
Juntos. Esta inscripción es constitutiva de la condi- 
ción de participante. 

B) Los egresos de los núcleos familiares partici- 
pantes del Plan Juntos. 

C) Las adjudicaciones de viviendas en comodato o 
propiedad que reciban los núcleos familiares partici- 
pantes del Plan Juntos. 

D) Los demás beneficios recibidos por los núcleos 
familiares participantes del Plan Juntos. 

La implementación del RUPBP estará sujeta a la 
reglamentación que dicte el Poder Ejecutivo. 

Artículo 10. Causales de egreso.- Son causales que 
habilitan a la Unidad Operativa Central a resolver el 
egreso del núcleo familiar participante o de alguno de 
sus integrantes, las siguientes: 

A) La mejora de la situación económica que lo ex- 
cluya de los extremos previstos en esta ley 

B) El incumplimiento a lo dispuesto en el artículo 
23 de la presente ley. 

C) La renuncia expresa ante la Unidad Operativa 
Central a los derechos que otorga esta ley. 

D) El abandono de la vivienda dada en comodato 
por el Plan Juntos, por un período de tres meses con- 
tinuos e ininterrumpidos, contados desde la consta- 
tación del abandono por parte de la Unidad Operativa 
Central. 

E) Otorgar a la vivienda dada en comodato por el 
Plan Juntos, un destino principal distinto al de casa- 
habitación del núcleo familiar participante. 

F) Resultar adjudicatario de una vivienda de otros 
programas habitacionales ya sean públicos o privados, 
salvo renuncia expresa a la misma. 

G) La imposición de una medida cautelar por ac- 
tos u omisiones constitutivas de violencia doméstica 
respecto a otro integrante del núcleo familiar partici- 
pante, según lo dispuesto por el artículo 10 de la Ley 
N* 17.514, de 2 de junio de 2002. 

H) La falta de colaboración, en la medida de sus 
posibilidades, en la autoconstrucción de su vivienda 
o como mano de obra benévola en la construcción de 
viviendas de otros o de áreas comunitarias. 

D La oposición en vía administrativa o judicial a 
las expropiaciones de inmuebles que se realicen en el 
marco del Plan Juntos o el reclamo de indemnización 
o compensación a causa de las mismas. 

J) La falta de cumplimiento de cualquiera de los 
deberes u obligaciones dispuestas por la presente ley 
y su reglamentación. 

El egreso del Plan Juntos de un núcleo familiar 
participante o de alguno de sus integrantes, aparejará 
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su baja del RUPP y la resolución de pleno derecho 
del contrato de comodato, sin que le corresponda de- 
recho alguno a indemnización, ni a reembolso por la 
mano de obra aportada. 

CAPÍTULO IV. MODALIDADES DE CONSTRUC- 
CIÓN. PRESTADORES DE TRABAJO. RÉGIMEN 
DE SEGURIDAD SOCIAL. 

Artículo 11. Modalidades de construcción.- Para el 
cumplimiento de sus objetivos en materia de vivienda 
y hábitat, el Plan Juntos priorizará, entre las diversas 
modalidades de construcción y obra, a la autocons- 
trucción y la mano de obra benévola . 

Artículo 12. Prestadores de trabajo.- El Plan Jun- 
tos abarcará a distintas modalidades de prestadores 
de trabajo, entre otras, las siguientes: 

A) Trabajo de los participantes tanto en la cons- 
trucción de vivienda como en el mejoramiento de las 
condiciones del hábitat. 

B) Trabajo voluntario, de acuerdo con lo estableci- 
do en la Ley N* 17.885 de 12 de agosto de 2005. 

C) Personas que puedan acceder al régimen de 
medidas sustitutivas de acuerdo a lo establecido en la 
Ley N* 17.726, de 26 de diciembre de 2003. 

D) Personas procesadas y condenadas, en el marco 
del régimen de Redención de la Pena de acuerdo con 
lo establecido en el Capítulo IV de la Ley N* 17.897, 
de 14 de setiembre de 2005. 

E) Personas inscriptas en la Bolsa Laboral del Pa- 
tronato de Encarcelados y Liberados o de los patrona- 
tos departamentales en el marco de lo dispuesto en la 
Ley N* 18.489 de 17 de mayo de 2009. 

F) Programas sociales educativos y laborales pro- 
movidos por organismos públicos departamentales o 
nacionales. 

G) Trabajo aportado por personas públicas y priva- 
das, previa suscripción de los convenios o contratos 
respectivos. 

La relación de dependencia de los prestadores de 
trabajo, se regulará de acuerdo con lo establecido en 
las normas citadas en los literales precedentes, según 
corresponda o en los correspondientes convenios y 
contratos que se suscriban en el marco de la presente 
ley. 

El trabajo desarrollado en el marco de la presente 
ley en ningún caso generará derechos para el ingreso 
a la función pública. 

Artículo 13. Aportes patronales en los convenios 
con personas privadas. Los aportes patronales de la 
seguridad social, incluido el correspondiente al Sis- 
tema Nacional Integrado de Salud y su aporte com- 
plementario, de aquellas personas privadas contribu- 
yentes del Banco de Previsión Social que suscriban 
convenios con la Unidad Operativa Central conforme 
al artículo anterior, podrán ser de cargo de dicha Uni- 
dad Operativa, debiendo esta solicitar la habilitación 
de los créditos correspondientes con cargo a Rentas 
Generales. 
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Lo dispuesto precedentemente estará limitado al 
aporte de trabajo efectuado por dichas personas pri- 
vadas a la ejecución del Plan Juntos. 

Artículo 14. Registro de obras.- La reglamenta- 
ción que dicte el Poder Ejecutivo, podrá flexibilizar 
los requisitos para el acceso al registro de las obras 
enmarcadas en la ejecución del Plan Juntos y de los 
trabajadores que intervengan en las mismas. 

CAPÍTULO V. RECURSOS FINANCIEROS. 

Artículo 15. Fondo Nacional del Plan.- Créase el 
Fondo Nacional del Plan (FONAP), que funcionará 
en la Unidad Operativa Central del Plan Juntos. 

La Unidad Operativa Central tendrá la titularidad 
y disponibilidad de la totalidad del FONAB quedando 
exceptuado de la limitación establecida por el artícu- 
lo 594 de la Ley N* 15.903, de 18 de noviembre de 
1987. 

Artículo 16. Recursos del FONAP- El FONAP se 
integrará con los siguientes recursos: 

a) Donaciones y legados. 

b) Transferencias provenientes de otros Organis- 
mos Públicos, en el marco de lo establecido en el ar- 
tículo 43 de la Ley N” 17.930, de 19 de diciembre de 
2005. 

c) Fondos derivados de convenios que se celebren 
con personas públicas o privadas, asociaciones civiles 
y fundaciones, ya sean nacionales o extranjeras. 

d) Las partidas que asignen las leyes presupues- 
tales. 

e) Otros que se le asignen al Plan Juntos por vía 
legal o reglamentaria. 

f) Las sumas reintegradas de acuerdo a lo dispues- 
to en el artículo 24 de la presente ley. 

Los recursos indicados en el inciso anterior se 
considerarán, a todos sus efectos, públicos y estarán 
sometidos al régimen financiero contable establecido 
a tales efectos, sin perjuicio de las particularidades 
que pudieran establecerse en la presente ley. 

Artículo 17. Excepciones.- Los recursos o partidas 
no afectados o ejecutados al cierre de cada ejercicio 
continuarán integrando el FONAB pudiendo hacerse 
uso de los mismos en los ejercicios siguientes, estan- 
do exceptuados de lo dispuesto en el artículo 38 de 
la Ley N* 17.930, de 19 de diciembre de 2005, y en 
el artículo 119 de la Ley N* 18.046, de 24 de octubre 
de 2006. 

Incorpórase al Numeral 3* del artículo 33 del TO- 
CAF el siguiente literal: 

“Z) Para adquirir bienes o contratar servicios por 
parte de la Unidad Operativa Central del Plan de In- 
tegración Socio-Habitacional Juntos”. 

Artículo 18. Fideicomisos.- Facúltase a la Uni- 
dad Operativa Central a constituir fideicomisos y a 
transmitir a los fiduciarios, para su administración, 
la propiedad de los recursos actuales y futuros del 
FONAPB de conformidad con lo dispuesto por la Ley 
N* 17.703, de 27 de octubre de 2003, modificativas y 
concordantes. 
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Dichos fideicomisos, así como los actos y negocios 
jurídicos que se realicen en la ejecución de los mis- 
mos, gozarán de todas las exoneraciones tributarias 
previstas en la presente ley . 

CAPÍTULO VI. EXONERACIONES TRIBUTA- 
RIAS E INCENTIVOS FISCALES. 

Artículo 19. Exoneraciones Tributarias.- Exonérase 
de todo tributo nacional a las siguientes operaciones: 

a) las donaciones y legados de cualquier tipo cuyo 
destinatario sea la Unidad Operativa Central del Plan 
Juntos. 

b) las adjudicaciones de viviendas en comodato o 
propiedad que realice el Plan Juntos a través de la 
Unidad Operativa Central. 

c) el registro, ejecución y regularización de todos 
los actos y contratos vinculados con las obras de re- 
facción, reciclaje y construcción de bienes inmuebles 
realizados en el marco del Plan Juntos. 

Artículo 20. Donaciones Especiales. Agrégase al 
artículo 79 del Título 4 del Texto Ordenado 1996, el 
siguiente literal: 

“P) La Unidad Operativa Central del Plan Juntos”. 

CAPÍTULO VII. ADJUDICACIÓN DE LAS VI- 
VIENDAS. 

Artículo 21. Titularidad de las viviendas.- La Uni- 
dad Operativa Central adjudicará a los integrantes de 
los núcleos familiares participantes la propiedad de 
las viviendas construidas, reparadas o recicladas en 
inmuebles del Estado, en las condiciones que esta- 
blezca la reglamentación que dicte el Poder Ejecutivo. 

A tales efectos, se faculta al Poder Ejecutivo para 
que, a través de la Unidad Operativa Central, enaje- 
ne a título gratuito bienes inmuebles propiedad del 
Estado a favor de todos los integrantes de los núcleos 
familiares participantes que se encuentren debida- 
mente inscriptos en el registro. Dicha enajenación se 
realizará mediante donaciones modales. 

Los núcleos familiares que se realojen en el marco 
del Plan Juntos tendrán sobre los inmuebles de realo- 
jo todos los derechos que esta ley les acuerda. 

Artículo 22.- Comodato. Mientras se instrumenta 
la transferencia de la propiedad en las condiciones 
establecidas en el artículo anterior, el Poder Ejecutivo 
podrá otorgar a los integrantes de los núcleos fami- 
liares participantes la mera tenencia y el uso de las 
viviendas, mediante la celebración de un contrato de 
comodato que no podrá ser cedido por los comoda- 
tarios. 

Artículo 22/1. Uso y goce de las viviendas.- En 
caso de disolución del núcleo familiar se dará prefe- 
rencia para continuar con el use y goce de la vivienda 
a quien conserve la tenencia de los menores o inca- 
paces que la integran. 

Para el caso que no existan menores o incapaces, 
o existiendo, la tenencia fuera compartida entre más 
de uno de los integrantes del núcleo familiar, la Uni- 
dad Operativa Central dispondrá quién continuará 
con el use y goce de la vivienda, de acuerdo con las 
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pautas que establezca la reglamentación que dicte el 
Poder Ejecutivo. 

Artículo 23. Indisponibilidad de la Vivienda.- Los 
inmuebles en los que intervenga el Plan Juntos, no 
podrán, por el plazo de diez años, ser embargados, ce- 
didos, dados en arrendamiento, enajenados, hipoteca- 
dos, gravados, ni constituir sobre los mismos derechos 
reales menores en favor de terceros, salvo autorización 
previa y expresa de la Unidad Operativa Central. 

El plazo referido se contará, desde la inscripción 
en el Registro Nacional de la Propiedad, Sección In- 
mobiliaria, del instrumento público que transfiere 
el dominio del inmueble a los participantes o de la 
inscripción de la resolución de intervención de la 
Unidad Operativa Central, cuando esta recaiga sobre 
inmuebles propiedad de alguno de los integrantes del 
núcleo familiar participante. 

Autorizada la venta dentro del plazo de indispo- 
nibilidad, la Unidad Operativa Central tendrá prefe- 
rencia para adquirir dicho inmueble descontando los 
reintegros que correspondan de acuerdo al artículo 
siguiente. 

Cuando la Unidad Operativa Central adjudique la 
propiedad de viviendas, el escribano actuante deberá 
dejar en la escritura respectiva, constancia de la inhi- 
bición dispuesta en el inciso primero. 

Los actos y contratos realizados por los integran- 
tes del núcleo familiar participante en contravención 
de lo dispuesto en el presente artículo, serán absolu- 
tamente nulos. 

Artículo 24. Reintegros.- Autorizada la venta por 
parte de la Unidad Operativa Central, el núcleo fami- 
liar participante deberá reintegrar el valor del terreno 
adjudicado por esta y el de las mejoras efectuadas, 
descontando el de su mano de obra aportada. 

A efectos de fijar el valor de terreno y las mejoras 
se estará a la tasación de la Dirección General de Ca- 
tastro. 

Cuando se autorice la venta al núcleo familiar par- 
ticipante en cuyo terreno se hayan realizado mejoras 
por el Plan Juntos, la Unidad Operativa Central podrá 
exigirle el reintegro del valor de las mismas, descon- 
tando el de la mano de obra aportada por aquel. 

Las sumas reintegradas de acuerdo al presente ar- 
tículo serán vertidas al FONAP 

Artículo 25. Derecho de habitación.- No será de 
aplicación a los inmuebles en los que intervenga el 
Plan Juntos durante el plazo establecido en los inci- 
sos 1% y 2” del artículo 23 de la presente ley, lo dis- 
puesto en el artículo 881.1 del Código Civil. 

El cónyuge supérstite tendrá derecho a inscribirse 
como integrante del núcleo familiar y tendrá desde 
el momento de la inscripción, los mismos derechos y 
obligaciones que los restantes integrantes. 

Artículo 26. Expropiación.- Declárase de necesi- 
dad pública la expropiación de los inmuebles que se 
requieran para la ejecución del Plan de Integración 
Socio-Habitacional Juntos. 
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En caso que el inmueble registre deudas con el 
Estado, persona Pública Mayor, Entes Autónomos y 
Servicios Descentralizados, el monto de las mismas 
se descontará de la indemnización provisoria que 
deba depositar el expropiante a los efectos de la toma 
urgente de posesión y de la indemnización definitiva 
en caso de corresponder. A tales efectos, el expro- 
piante deberá acreditar la existencia de la deuda. 

Artículo 27. Toma urgente de posesión.- Para las 
expropiaciones que se realicen en el marco del Plan 
Juntos, modifícanse los literales D) y E) del artícu- 
lo 42 de la Ley N” 3.958, de 28 de marzo de 1912, 
en la redacción dada por el artículo 224 de la Ley 
N* 17.930, de 19 de diciembre de 2005, los que que- 
darán redactados de la siguiente manera: 

“D) La Administración entablará la acción de 
toma urgente de posesión, solicitando la acreditación 
de la titularidad sobre el inmueble expropiado y su 
situación patrimonial, pudiendo intimar la desocupa- 
ción total o parcial del inmueble, bajo apercibimiento 
de lanzamiento, en el plazo de diez días perentorios e 
improrrogables. 

La decisión judicial que decrete la toma urgente 
de posesión u ordene la desocupación será inapelable 
y se cumplirá de inmediato. 

E) Al decretar la toma urgente de posesión o el 
lanzamiento en los casos que corresponda, el Juez 
dispondrá el libramiento de oficio al Banco Hipote- 
cario del Uruguay para el cobro del precio provisorio, 
a quien haya acreditado la titularidad del inmueble 
designado para expropiar. La no comparecencia de 
los interesados si hubiera diferencias o dudas sobre 
el derecho y calidad, legitimación o titularidad, o la 
existencia de embargos, interdicciones o gravámenes 
sobre el inmueble, no será obstáculo para dar la pose- 
sión al organismo expropiante. 

Artículo 28. Vía Administrativa.- Para las expro- 
piaciones que se realicen en ejecución del Plan Jun- 
tos y a los efectos de lo establecido en los artículos 
15 a 18 de la Ley N” 3.958, de 28 de marzo de 1912, 
en la redacción dada por los artículos 258 y 278 de la 
Ley N* 17.296, de 21 de febrero de 2001, se otorgará 
a los expropiados vista por el término de diez días 
hábiles improrrogables a fin de que manifiesten su 
aceptación u oposición a la designación de los bie- 
nes a expropiarse, a la tasación de los mismos y a los 
planos del trazado general de la obra proyectada y de 
mensura de parcela o parcelas a expropiarse. 

En lo que no se oponga a la presente disposición 
continúan rigiendo las normas sobre expropiación vi- 
gentes. 

Artículo 29. Cartera de inmuebles.- Quedan com- 
prendidos en el artículo 400 de la Ley N* 17.296, de 
21 de febrero de 2001, los bienes inmuebles pertene- 
cientes al dominio público o privado del Estado, En- 
tes Autónomos, Servicios Descentralizados o Gobier- 
nos Departamentales que cumplan con alguna de las 
siguientes condiciones: 
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a) En los mismos se encuentren ubicados los 
asentamientos irregulares en que intervenga el Plan 
Juntos. 

b) Resulten necesarios para el realojo de dichos 
asentamientos. 

c) Hayan permanecido como terrenos baldíos en 
los últimos 10 años previos a la promulgación de la 
presente ley. 

Dichos inmuebles pasarán a integrar la Cartera de 
Inmuebles para Viviendas de Interés Social (CIVIS) 
creada por el artículo 367 de la Ley N* 18.362, de 6 
de octubre de 2008. 

Igual destino se dará a los bienes inmuebles que 
se donen o leguen al Plan Juntos, los que se adquie- 
ran con recursos del FONAP o se expropien para la 
ejecución del Plan Juntos. Dichos bienes inmuebles 
se destinarán exclusivamente a la ejecución del Plan 
Juntos. 

Artículo 31. Vigencia y reglamentación.- La pre- 
sente ley entrará en vigencia a partir de su promulga- 
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ción y el Poder Ejecutivo la reglamentará en un plazo 
máximo de 90 días. 

RESOLUCIÓN: Que figure en el orden del día 
de la próxima sesión el proyecto de ley Carpeta 
N* 607/2011. CONEXIÓN A LAS REDES PÚBLICAS 
DE SANEAMIENTO. Normas. Proyecto de ley apro- 
bado por la Cámara de Representantes. Distribuido 
N* 872/2011. 

De lo actuado se precede a la toma de versión ta- 
quigráfica, cuya copia dactilografiada luce en el Dis- 
tribuido N”* 926/2011, el que forma parte integrante 
del presente documento. 

Siendo las diecisiete y cuarenta y cinco minutos se 
levanta la sesión. 

Para constancia se labra la presente Acta que, una 
vez aprobada, firman la señora Presidenta y la señora 
Secretaria de la Comisión. 

Lucía  Topolansky, Presidenta; Carla 
Buoncristiano, Secretaria.” 
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"PLAN NACIONAL DE INTEGRACIÓN 


SOCIO-HABITACIONAL JUNTOS” 
CAPÍTULO | 
EMERGENCIA SOCIO-HABITACIONAL. EMERGENCIA SOCIO-HABITACIONAL. 
OBJETIVOS Y LÍNEAS DE ACCIÓN DEL PLAN JUNTOS OBJETIVOS Y LÍNEAS DE ACCIÓN DEL PLAN JUNTOS 
Artic Declaración de interés 
General. ú - Declérase la socio- 


pobreza 
consecuencia del deterioro socio-económico de sectores de la | deterioro socio-económico de sectores de la población y de la 
población y de la falta de oportunidades de acceso a la vivienda | fata de oportunidades de acceso a la vivienda y hábitat digno. 
y hábitat digno. 


En virtud de lo dispuesto por los artículos 45 y 46 de la En virtud de lo dispuesto por los artículos 45 y 46 de la 
Constitución de la República, deciórase de interés general la | Constitución de ta República, declárase de interés general la 
o e A 


Artículo 2”. Objetivos del Plan Juntos.- Son objetivos Artículo 2*. Objetivos.- Son objetivos del Plan Juntos: 

del Plan Juntos: 

a) Abordar la problemática de los sectores de la A) Abordar la problemática de los sectores de la 
población que viven en situación de pobreza extrema, población que viven en situación de pobreza extrema, 
mediante acciones tendientes a la mejora de la calidad mediante acciones tendientes a la mejora de la calidad 
de vida, la integración social y el fortalocimiento de la de vida, la imegración social y el fortalecimiento de la 
participación. participación. 


b) Contribuir a ta mejora del hábitat y la vivienda a través 8) Contribuir a la mejora del hábitat y la vivienda a través | 
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de la implementación acciones estratégicas 
consistentes, entre otras, en el mejoramiento de la 
vivienda, la relocalización de asentamientos y/o áreas 
precarizadas no regularizables y la mejora de la 
infraestructura de asentamientos y/o áreas 
precarizadas. 


c) Fortalecer los procesos de aplicación de las políticas 
sociales. 


d) Articular los aportes solidarios provenientes de 
diversos actores públicos y privados. 


e) Coordinar y articular acciones con los Ministerios, los 
Gobiernos Departamentales y demás Organismos 
Públicos, en especial aquellos que desarrollan y 
articulan políticas sociales, a fin de implementar 
programas y gestionar recursos financieros y humanos 

para el cumplimiento de las líneas de acción del Plan 


de la implementación de acciones estratégicas 
consistentes, entre otras, en el mejoramiento de la 
vivienda, la relocalización de asentamientos o áreas 
precarizadas no regularizables y la mejora de la 
infraestructura de asentamientos o áreas 
precarizadas. 


C) Fortalecer los procesos de aplicación de las políticas 
sociales. 


D) Articular los aportes solidarios provenientes de 
diversos actores públicos y privados. 


E) Coordinar y articular acciones con los Ministerios, los 
Gobiernos Departamentales y demás Organismos 
Públicos, en especial aquellos que desarrollan y 
articulan políticas sociales, a fin de implementar 
programas y gestionar recursos financieros y humanos 
para el cumplimiento de las líneas de acción del Plan 
Juntos. 


. Lineas de Acción.- El Plan Juntos se 


Artículo 3%. Líneas de Acción .- El Plan Artículo_3* 
ejecutará mediante las siguientes lineas de acción: 


Juntos se roy mediante las A reparo lineas de acción 


a) Lineas de acción en vivienda y hábitat 


- Mejora del hábitat existente. 
- Apoyo a la generación de nueva oferta para el 
hábitat. 


A) Líneas de acción en vivienda y hábitat 


- Mejora del hábitat existente. 
- Apoyo a la generación de nueva oferta para el 
hábitat. 


TT 0% 3P 0I503é 9p 6 


SHAJOUVNAS HU VHAVINYO 


"S'97€9 


Proyecto de ley del Poder Ejecutivo 


b) Líneas de acción en políticas sociales: 


- Promoción y apoyo a la gestión social participativa. 

- Apoyo a programas de inserción laboral. 

- Apoyo a la ampliación de cobertura y acceso a las 
políticas sociales. 


Cada linea de acción se ejecutará mediante programas 
que serán promovidos y/o desarrollados por el Plan Juntos. 


ORGANIZACIÓN Y ESTRUCTURA DEL PLAN JUNTOS 


Artículo 4*. Unidad Operativa Central del Plan Juntos.- 
Créase la Unidad Operativa Central del Plan Juntos, que 


funcionará como órgano desconcentrado 
con el cometido de ejecutar el Plan Juntos. 


La Unidad Operativa Central estará dirigida por una 
Comisión Directiva y contará con el apoyo de un Equipo 


Proyecto de ley sustitutivo de la Comisión 


B) Líneas de acción en políticas sociales: 


- Promoción y apoyo a la gestión social participativa. 

- Apoyo a programas de inserción laboral, 

- Apoyo a la ampliación de cobertura y acceso a las 
políticas sociales. 


Cada linea de acción se ejecutará mediante programas 
que serán promovidos o desarrollados por el Plan Juntos. 


CAPITULO Il 
ORGANIZACIÓN Y ESTRUCTURA DEL PLAN JUNTOS 


Artículo_ 4”. Unidad Operativa Central.- 
Unidad Operativa Central del Plan Juntos como órgano 
desconcentrado de Presidencia de la República, inciso 02, 
con el cometido de ejecutar el Plan. 


La misma estará dirigida por una Comisión Directiva y 
contará con el apoyo de un equipo interdisciplinario y una 
Unidad de Auditoría Interna creada por la presente ley. 
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a) Proponer al Poder Ejecutivo, para su aprodación, un 


b) Dictar las resoluciones de intervención del Plan 
Juntos, en el marco del programa anual aprobado por 
el Poder Ejecutivo. 


c) Ejecutar y realizar el seguimiento de las políticas 


e) Coordinar y suscribir convenios con los Gobiernos 
Departamentales y demás Organismos Públicos, asi 


Articulo_5”. Com de la Unidac 
Central.- Son atribuciones de la Unidad Operativa Central: 


A) Proponer al Pocer Ejecutivo, para su aprobación, un 
programa anual con las prioridades de intervención e 
inversión del Plan Juntos. La propuesta de la Unidad 
Operativa Central contemplará las inicialvas de la 
población organizada y de los  Goblemos 
Departamentales. 


B) Dictar las resoluciones de intervención del Plan 


demás Organismos Públicos. 


D) Monitorear y evaluar los resultados obtenidos e 
impactos del Plan Juntos. 


E) Coordinar y suscribir convenios con los Gobiernos 
Departamentales y demás Organismos Públicos, as! 
como con personas privadas y la sociedad civil 

' del Plan 
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Juntos. 


f) Promover e impulsar la participación solidaria de la 
sociedad a través de diferentes modalidades. 


9) Organizar, dirigir y gestionar el Registro Único de 
Participantes del Plan (RUPP). 

h) Promover, apoyar y coordinar la formación de 
Unidades Departamentales. 


i) Administrar y ser ordenador secundario de gastos y 
pagos de los recursos del Fondo que se crea por el 
artículo 15 de esta Ley. 


Resolver el egreso de los participantes del Plan 
Juntos. 


Proyecto de ley sustitutivo de la Comisión 


Juntos. 


F) Promover e impulsar la participación solidaria de la 
sociedad a través de diferentes modalidades. 


G) Organizar, dirigir y gestionar el Registro Único de 
Participantes del Plan (RUPP). 

H) Promover, apoyar y coordinar la formación de 
Unidades Departamentales, 


Il) Administrar y ser ordenador secundario de gastos y 
pagos de los recursos del Fondo que se crea por el 
artículo 15 de esta ley. 


J) Resolver el egreso de los participantes del Plan 
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Artículo 6”. 
estará integrada por tres miembros, uno propuesto por la 
Presidencia de la República que lo presidirá, uno por el 
Ministerio de Vivienda, ies Territorial y Medio | Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 


Ambiente y otro por el Ministerio de Desarrollo Social. Ambiente y otro por el Ministerio de Desarrollo Social. 


La designación recaerá entre personas que por sus 
antecedentes personales y profesionales tengan ideoneidad 
técnica en la materia. 


La representación de la Unidad Operativa Central será 
ejercida por el Presidente de la Comisión Directiva actuando 
conjuntamente con cualquiera de los otros dos miembros. 


Los miembros de la Comisión Directiva serán 
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El funcionamiento de la Comisión Directiva se ajustará a 
¡lo que disponga la reglamentación que dicte el Poder Ejecutivo, 
la cual preverá, como mínimo, el régimen de convocatoria, los 
regímenes de deliberación, el de A de resoluciones, las 

¡ funciones y las responsabilidades 


Artículo 7”. Equipo Interdisciplinario.- El Equipo 
ipli tendrá carácter técnico, estará integrado por 
especialistas en las diversas di relativas a la materia 
que se regula y sus miembros serán designados por la Comisión 


Son competencias del equipo interdisciplinario; 


a) Asesorar y realizar propuestas a la Comisión Directiva 
acerca de la planificación, ejecución y seguimiento de 


las acciones sociales, urbano-habitacionales y de los | 


aspectos jurídico y notariales del Plan Juntos. 


b) Ejecutar las acciones dispuestas por la Comisión 
Directiva que coadyuven a la implementación del Plan 
Juntos. 


Pro lo de ley sustitutivo de la Comisión 


designados y cesarán en sus cargos por resolución del 
Poder Ejecutivo. 


El funcionamiento de la Comisión Directiva se ajustará a 
lo que disponga la reglamentación que dicte el Poder Ejecutivo, 
la cual preverá, como mínimo, el régimen de convocatoria, los 
regimenes de deliberación, el de adopción de resoluciones, las 
funciones y las responsabilidades. 


que se regula y sus miembros serán designados por la Comisión 
Directiva. 


Son competencias del equipo interdisciplinario: 


A) Asesorar y realizar propuestas a la Comisión Directiva 


acerca de la planificación, ejecución y seguimiento de 
las acciones sociales, urbano-habitacionales y de los 
aspectos juridico y notariales del Plan Juntos. 


B) Ejecutar las acciones dispuestas por la Comisión 
Directiva que coadyuven a la implementación del Plan 


y superintendancia 
técnica de la Auditoría Interna de la Nación, conforme dispone el 
artículo 51 de la Ley N* 16.736, de 5 de enero de 1996. 
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, la que será titular de derechos y 
obligaciones en todas las etapas del proceso de 
diagnóstico de la situación, identificación de prioridades, diseño 
de proyectos, toma de decisiones, ejecución y evaluación de 
obras, entre otras. 


Adquirirán la calidad de participantes del Plan Juntos los 
núcleos familiares cuyos integrantes: 


La referida Unidad deberá evaluar la gestión y el 
cumplimiento de los cometidos asignados al Plan Juntos, así 
como los procesos de gestión de riesgos y control 
implementados. 


Los informes deberán ser realizados como minimo en 
forma cuatrimestral y cada uno de ellos deberá ser remitido a la 
Presidencia de la República, al Poder Legislativo y a la Auditoria 
Interna de la Nación. 


El Poder Ejecutivo reglamentará según lo establecido por 
el artículo 31 de la presente ley, la forma de instrumentar lo 
ispuesto en este artículo. 


ÁMBITO SUBJETIVO DE APLICACIÓN 


Artículo 8”. Población Participante.- El Plan Juntos 
atenderá aquella población que se encuentre en situación de 
extrema pobreza con precariedad socio-habitacional. 


La reglamentación priorizará la participación en todas 
las etapas del proceso de diagnóstico de la situación, 
identificación de prioridades, diseño de proyectos, toma de 
decisiones, ejecución y evaluación de obras, entre otras, a la 
población participanto. 


Adquirirán la calidad de participantes del Plan Juntos los 
núcleos familiares cuyos integrantes: 
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b) Se hallen asentados en las áreas de intervención del A) Se hallen asentados en las áreas de intervención del 
Plan Juntos al momento de su relevamiento. Plan Juntos al momento de su relevamiento. 


<) No huyen aquento. del Flun uta: cumo! 
excepciones autorizadas en forma fundadas por la | 
Unidad Operativa Central. | 


d) Se inscriban en el Registro previsto en el artículo | C) Se inscriban en el Registro previsto en el artículo 
siguiente. 


1. Núcleos familiaros. A los efectos de la 
presente ley, se entiende por núcleos familiares al grupo de 
personas vinculados o no por lazos de parentesco, que convivan 
en forma estable bajo un mismo techo, cualquiera sea su vínculo 
jurídico con el inmueble donde habitan, 


Los derechos que la presente ley confiere a los núcleos 
familiares participantes, se entiende que alcanzan por igual a 
todos sus integrantes. 


La voluntad del núcleo familiar coincidirá con la 
manifestación de voluntad de la mayoría de los integrantes del 
mismo, debidamente recabada de acuerdo a los mecanismos 
que establezca la reglamentación. 


Artículo 9?. de Participantes del Plan 
(RUPP).- o el Registro Único de Participantes del Plan 
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En este registro se inscribirán: 


a) Los núcleos familiares cuyos integrantes acrediten el 
cumplimiento de las condiciones requeridas por el 
artículo anterior para ser participantes del Plan Juntos. 
Esta inscripción es constitutiva de la condición de 
participante. 


b) Los egresos de los núcleos familiares participantes del 
Plan Juntos. 


c) Las adjudicaciones de viviendas en comodato o 
propiedad que recban los núcleos familiares 
participantes del Plan Juntos. 


d) Los demás beneficios recibidos por los núcleos 
familiares participantes del Plan Juntos 


La implementación del RUPP, _ estará sujeta a la 


, Causalos de egreso del Plan Juntos. - Son 
causales que habilitan a la Unidad Operativa Central a resolver 
el egreso del núcleo familiar participante o de alguno de sus 
integrantes, las siguientes: 


a) La mejora de la situación económica que lo excluya de 
los extremos previstos en esta Ley. 


b) El incumplimiento a lo dispuesto en el artículo 23 de la 
presente Ley. 


de ley sustitutivo de la Comisión 


En este registro se inscribirán: 


A) Los núcleos familiares cuyos integrantes acrediten el 
cumplimiento de las condiciones requeridas por el 
artículo anterior para ser participantes del Plan Juntos. 
Esta inscripción es constitutiva de la condición de 

B) Los egresos de los núcleos familiares participantes del 
Plan Juntos. 


C) Las adjudicaciones de viviendas en comodato o 
propiedad que reciban los núcleos familiares 
participantes del Plan Juntos. 


D) Los demás beneficios recibidos por los núcleos 
familiares participantes del Plan Juntos 


La implementación del RUPP, estará sujeta a la 
eglamentación que dicte el Poder Ejecutivo 
Artículo 10. Causales de egreso.- Son causales que 
habilitan a la Unidad Operativa Central a resolver el egreso del 
núcleo familiar participante o de alguno de sus integrantes, las 
siguientes: 


A) La mejora de la situación económica que lo excluya de 
los extremos previstos en esta ley. 


B) El incumplimiento a lo dispuesto en el artículo 23 de la 
presente ley. 
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c) La renuncia expresa ante la Unidad Operativa Central 
a los derechos que otorga esta Ley. 


d) El abandono de la vivienda dada en comodato por el 
Plan Juntos, por un periodo de tres meses continuos e 
ininterrumpidos, contados desde la constatación del 
abandono por parte de la Unidad Operativa Central, 


e) Otorgar a la vivienda dada en comodato por el Plan 
Juntos, un destino principal distinto al de casa- 
Resultar adjudicatario de una vivienda de otros 
programas habitacionales ya sean públicos o privados, 


de lo dis 
17.514 de 2 de julio de 2002. 


La falta de colaboración, en la medida de sus 
posibilidades, en la autoconstrucción de su vivienda o 
como mano de obra benévola en la construcción de 
viviendas de otros o de áreas comunitarias. 


La oposición en vía administrativa y/o judicial a las 
expropiaciones de inmuebles que se realicen en el 
marco del Plan Juntos o el reclamo de indemnización 


de ley sustitutivo de la Comisión 


C) La renuncia expresa ante la Unidad Operativa Central 
a los derechos que otorga esta ley. 


D) El abandono de la vivienda dada en comodato por el 
Plan Juntos, por un periodo de tres meses continuos e 
ininterrumpidos, contados desde la constatación del 
abandono por parte de la Unidad Operativa Central. 


E) Otorgar a la vivienda dada en comodato por el Plan 
Juntos, un destino principal distinto al de casa- 
habitación del núcleo familiar participante. 


F) Resultar adjudicataño de una vivienda de otros 
programas habitacionales ya sean públicos o privados, 
salvo renuncia expresa a la misma. 


G) La imposición de una medida cautelar por actos u 
omisiones constitutivas de violencia doméstica 
respecto a otro integrante del núcleo familiar 
participante, según lo dispuesto por el artículo 10 de 
la Ley N* 17,514, de 2 de julio de 2002. 


H) La falla de colaboración, en la medida de sus 
posibilidades, en la autoconstrucción de su vivienda o 
como mano de obra benévola en la construcción de 
viviendas de otros o de áreas comunitarias. 


La oposición en vía administrativa o judicial a las 
expropiaciones de inmuebles que se realicen en el | 
marco del Plan Juntos o el redamo de indemnización 
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o compensación a causa de las mismas 


La falta de cumplimiento de cualquiera de los deberes 
u obligaciones dispuestas por la presente Ley y su 
reglamentación. 


El egreso del Plan Juntos de un núcleo familiar 
participante o de alguno de sus integrantes, aparejará su baja 
del RUPP y la resolución de pleno derecho del contrato de 
comodato, sin que le corresponda derecho alguno a 
indemnización, ní a reembolso por la mano de obra aportada. 


CAPÍTULO Iv 


MODALIDADES DE CONSTRUCCIÓN. PRESTADORES DE 
TRABAJO. 


RÉGIMEN DE SEGURIDAD SOCIAL 


Artículo 11. Modalidades de construcción.- Para el 
cumplimiento de sus objetivos en materia de vivienda y hábitat, 
el Plan Juntos priorizará, entre las diversas modalidades de 
construcción y obra, a la autonconstrucción y la mano de obra 
benévola, 

Artículo 12. Prestadores de trabajo.- El Plan Juntos 
abarcará a distintas modalidades de prestadores de trabajo, 
entre otras, las siguientes: 


a) Trabajo de los participantes tanto en la construcción 
de vivienda como en el mejoramiento de las 


itutivo de la Comisión 


o compensación a causa de las mismas. 


J) La falta de cumplimiento de cualquiera de los deberes 
u obligaciones dispuestas por la presente ley y su 
reglamentación. 


El egreso del Plan Juntos de un núcleo familiar 
participante o de alguno de sus integrantes, aparejará su baja 
del RUPP y la resolución de pleno derecho del contrato de 
comodato, sin que le corresponda derecho alguno a 
indemnización, ni a reembolso por la mano de obra aportada. 


CAPÍTULO IV 
MODALIDADES DE CONSTRUCCIÓN. PRESTADORES DE 
TRABAJO. 


RÉGIMEN DE SEGURIDAD SOCIAL 


Artículo 11. Modalidades de construcción.- Para el 
cumplimiento de sus objetivos en materia de vivienda y hábitat, 
el Plan Juntos priorizará, entre las diversas modalidades de 
construcción y obra, a la autonconstrucción y la mano de obra 
benévola. 


Artículo 12. Prestadores de trabajo.- El Plan Juntos 
abarcará a distintas modalidades de prestadores de trabajo, 
entre otras, las siguientes: 


A) Trabajo de los participantes tanto en la construcción 
de vivienda como en el mej ent 
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condiciones del hábitat. 


b) Trabajo Voluntario, de acuerdo a lo establecido en la 
Ley 17.885 de 12 de agosto de 2005, 


c) Personas que puedan acceder al régimen de medidas 
sustitutivas de acuerdo a lo establecido en la Ley 
17.726 de 26 de diciembre de 2003. 


d) Personas procesadas y condenadas, en el marco del 
rógimen de Redención de la Pena de acuerdo a lo 
establecido en el Capitulo IV de la Ley 17.897 de 14 
de setiembre de 2005. 


e) Personas inscriptas en la Bolsa Laboral del Patronato 
de encarcelados y liberados o de los patronatos 
departamentales en el marco de lo dispuesto en la Ley 
18,489 de 17 de mayo de 2009. 


f) Programas socio-educativos laborales promovidos por 
organismos públicos departamentales o nacionales, 


q) Trabajo aportado por personas públicas y privadas, 
previa suscripción de los convenios y/p contratos 
respectivos. 


La relación de dependencia de los prestadores de trabajo, 
se regulará de acuerdo a lo establecido en las normas citadas 
en los Iiterales precedentes, según corresponda y/o en los 


condiciones del hábitat 


B) Trabajo voluntario, de acuerdo con lo establecido en la 
Ley N* 17.885 de 12 de agosto de 2005. 


C) Personas que puedan acceder al régimen de medidas 
sustitutivas de acuerdo con lo establecido en la Ley 
N" 17.726 de 26 de diciembre de 2003. 


D) Personas procesadas y condenadas, en el marco del 
régimen de Redención de la Pena de acuerdo con lo 
establecido en el Capitulo IV de la Ley N” 17.897, de 
14 de setiembre de 2005. 


E) Porsonas inscriptas en la Bolsa Laboral del Patronato 
de Encarcelados y Uberados o de los patronatos 
departamentales en el marco de lo dispuesto en la 
Ley N” 18.489 de 17 de mayo de 2009. 


G) Trabajo aportado por personas públicas y privadas, 
previa susciipción de los convenios o contratos 
respectivos. 


La relación de dependencia de los prestadores de trabajo, 


se regulará de acuerdo con lo establecido en las normas citadas 
en los literales precedentes, según corresponda o en los 


correspondientes convenios y contratos que se suscriban en el | correspondientes convenios y contratos que se suscriban en el 


marco de la pres 
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Queda expresamente establecido que los prestadores de 
trabajo en ningún caso generarán derechos para el ingreso a la 
función pública. 


Artículo 13. Aportes patronales en los convenios con 
personas privadas.- Los aportes patronales de la seguridad 
social, incluido el correspondiente al Sistema Nacional Integrado 
de Salud y su aporte complementario, de aquellas personas 
privadas contribuyentes del Banco de Previsión Social que 
suscriban convenios con la Unidad Operativa Central conforme 
al artículo anterior, podrán ser de cargo de dicha Unidad 
Operativa, debiendo ésta solicitar la habilitación de los créditos 
correspondientes por parte de Rentas Generales. 


Lo dispuesto precedentemente estará limitado al aporte 


Artículo 14. Registro de obras.- La reglamentación que 
| dicte el Poder Ejecutivo, podrá flexibilizar los requisitos para el 
| acceso al registro de las obras enmarcadas en la ejecución del 


Plan Juntos y de los trabajadores que intervengan en las 


mismas. 
CAPÍTULO V 
RECURSOS FINANCIEROS DEL PLAN JUNTOS 


Artículo 15. Fondo Nacional del Plan.- Créase el Fondo 
Nacional del Plan (FONAP), que funcionará en la órbita de la 


Unidad Operativa Central del Plan Juntos. 


marco de la presente Loy. 


El trabajo desarrollado en el marco de la 
en ningún caso generará derechos para el ingreso a la función 
Artículo 13. Aportes patronales en los convenios con 
personas privadas.- Los aportes patronales de la seguridad 
social, incluido el correspondiente al Sistema Nacional Integrado 
de Salud y su aporte complementario, de aquellas personas 
privadas contribuyentes del Banco de Previsión Social que 
suscriban convenios con la Unidad Operativa Central conforme 
al artículo anterior, podrán ser de cargo de dicha Unidad 
Operativa, debiendo ésta solicitar la habilitación de los créditos 

correspondientes con cargo a Rentas Generales. 


Lo dispuesto precedentemente estará limitado al aporte 
de trabajo efectuado por dichas personas privadas a la 
ejecución del Plan Juntos. 


Artículo 14. Registro de obras.- La reglamentación que 
dicte el Poder Ejecutivo, podrá flexibilizar los requisitos para el 
acceso al registro de las obras enmarcadas en la ejecución del 
Plan Juntos y de los trabajadores que intervengan en las 
mismas. 


CAPITULO V 
RECURSOS FINANCIEROS 


_ Artículo 15. 
Nacional del Plan (FONAP), que funcionará en la Unidad 
Operativa Central del Pian Juntos. 


Fondo Nacional del Plan.- Créase el Fondo 
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La Unidad Operativa Central tendrá la titularidad y 


disponibilidad de la totalidad del FONAP, quedando exceptuado 
de la limitación establecida por el artículo 594 de la Ley 15,903 
de 18 de noviembre de 1287. 


nidad O; 


Artículo 16. 
integrará con los siguientes recursos: 


a) Donaciones y legados con destino al Plan Juntos. 


b) Transferencias provenientes de otros Organismos 
Públicos, en el marco de lo establecido en el artículo 
43 de la Ley 17.930 de 19 de diciembre de 2005. 


c) Fondos derivados de convenios que se celebren con 
personas públicas o privadas, asociaciones civiles y 
fundaciones, ya sean nacionales o extranjeras. 

d) Las partidas que asignen las leyes presupuestales. 

e) Otros que se le asignen al Plan Juntos por vía legal o 
reglamentaria. 


f Las sumas reintegradas de acuerdo a lo dispuesto en 
el artículo 25 de la presente Ley. 


La Uridad Operativa Central tendrá la titularidad y 


disponibilidad de la totalidad del FONAP, quedando exceptuado 
de la limitación establecida por el artículo 594 de la Ley 
N* 15.903, de 18 de noviembre de 1987. 


Artículo 16. Recursos del FONAP.- El FONAP se 


integrará con los siguientes recursos: 


A) Donaciones y legados. 


B) Transferencias provenientes de otros Organismos 
Públicos, en el marco de lo establecido en el artículo 
43 de la Ley N* 17 930, de 19 de diciembre de 2005. 


C) Fondos derivados de convenios que se celebren con 
personas públicas o privadas, asociaciones civiles y 
fundaciones, ya sean nacionales o extranjeras. 


D) Las partidas que asignen las leyes presupuestales. 


E) Otros que se le asignen al Plan Juntos por vía legal o 
reglamentaria. 


F) Las sumas reintegradas de acuerdo a lo dispuesto en 
el articulo 24 de la presente ley. 


Los recursos indicados en el inciso anterior se 
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Artículo 17. 


Artículo 17. Excepciones.- Los recursos o partidas no 
afectados o ejecutados al cierre de cada ejercicio continuarán 


en el artículo 119 de la Ley 18.046 de 24 de octubre de 2006, 


Incorpórase al Numeral 3* del artículo 33 del TOCAF el 
siguiente literal: 


"Y) Para adquirir bienes o contratar servicios por parte 
a A A RA. PP O 


por la Ley 17.703 de 27 de octubre de 2003, modificativas y 
concordantes. 


Dichos fideicomisos, así como los actos y negocios 
jurídicos que se realicen en la ejecución de los mismos, gozarán 
de todas las exoneraciones tributarias previstas en la presente 
Ley. 


P de loy sustitutivo de la Comisión 


siguientes, 
en el artículo 38 de la Ley N* 17.930, de 19 de diciembre de 
2005, y en el artículo 119 de la Ley N* 18.046, de 24 de octubre 
de 2006. 


Incorpórase al Numeral 3" del artículo 33 del TOCAF ol 
siguiente literal: 


“Z) Para adquirir bienes o contratar servicios por parte 


Artículo 18. : 
Operativa Central a constituir fideicomisos y a transmitir a los 
fiduciarios, para su administración, la propiedad de los recursos 
actuales y futuros del FONAP, de conformidad con lo dispuesto 
por la Ley N* 17.703, de 27 de octubre de 2003, modificativas y 
concordantes. 


Dichos fideicomisos, así como los actos y negocios 
Jurídicos que se realicen en la ejecución de los mismos, gozarán 
O AI 0 PS 
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EXONERACIONES TRIBUTARIAS E INCENTIVOS FISCALES | EXONERACIONES TRIBUTARIAS E INCENTIVOS FISCALES 
AL PLAN JUNTOS 


Artículo 19. Exoneraciones Tributarias.- Exonérase de Artículo 19. Exoneraciones Tributarias.- Exonérase de 
todo tributo nacional a las siguientes operaciones: todo tributo nacional a las siguientes operaciones: 
a) las donaciones y legados de cualquier tipo cuyo A) Las donaciones y legados de cualquier tipo cuyo 
destinatario sea la Unidad Operativa Central del Plan destinatario sea la Unidad Operativa Central del Plan 
Juntos. Juntos. 
b) las adjudicaciones de viviendas en comodato o B) Las adjudicaciones de viviendas en comodato o 
propiedad que realice el Plan Juntos a través de la propiedad que realice el Plan Juntos a través de la 
Los actos y contratos vinculados con las obras de C) El registro, ejecución y regularización de todos los 
cr pee Micron gero np actos y contratos vinculados con las obras de 
las en el marco lan Juntos, estarán exonerados de refacción, reciclaje y construcción de bienes 
todas las tasas relativas a su registro, ejecución y regularización. inmuebles realizados en el marco del Plan Juntos. 
Artículo 20, Donaciones especiales.- Agrégase al ? Espoc ó 
artículo 79 de la Loy 18.083 de 27 de diciembre de 2006, el | artículo 79 del Título 4 del Texto Ordenado 1996, el siguiente 
siguiente literal: ; 
*P) La Unidad Operativa Central del Plan Juntos.” 
CAPÍTULO VII 
ADJUDICACIÓN DE LAS VIVIENDAS 


ficlleaja 24: Victnitna da nn Sistondis- La Unidad 
Operativa djudicará__a los núcleos 
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participantes la propiedad de las viviendas construidas, 
reparadas o recicladas en inmuebles del Estado, en las 
condiciones que establezca la reglamentación que dicte el Poder 
Ejecutivo. 


A tales efectos, se faculta al Poder Ejecutivo, para que a 
través de la Unidad Operativa Central, enajene a titulo gratuito 
bienes inmuebles propiedad del Estado, mediante donaciones 
modales celebradas con la totalidad de los integrantes de los 
núcleos familiares participantes. 


Los núcleos familiares que se realojen en el marco del 
Plan Juntos, tendrán sobre los inmuebles de realojo todos los 
derechos que esta Ley les acuerda. 

Artículo 22.- Comodato. Mientras se instrumenta la 
transferencia de la propiedad en las condiciones establecidas en 
el artículo anterior, el Poder Ejecutivo podrá otorgar al núcleo 
famiiar participante la mera tenencia y el uso de las viviendas, 
mediante la celebración de un contrato de comodato que no 
podrá ser cedido por los comodatarios. 


famillares participantes la propiedad de 
construidas, reparadas o recicladas en inmuebles del Estado, en 
las condiciones que establezca la reglamentación que dicte el 


Poder Ejecutivo. 


A tales efectos, se faculta al Poder Ejecutivo para que, a 
través de la Unidad Operativa Central, enajene a título gratuito 
bienes inmuebles propiedad del Estado a favor de todos los 
integrantes de los núcleos familiares participantes que se 
encuentren debidamente inscriptos en el registro. Dicha 
enajenación se realizará mediante donaciones modales. 


O ED E TR SEO 


transferencia de la propiedad en las condiciones establecidas en 
el artículo anterior, el Poder Ejecutivo podrá otorgar a los 
integrantes de los núcleos familiares participantes la mera 
tenencia y el uso de las viviendas, mediante la celebración de un 
contrato de comodato que no podrá ser cedido por los 
comodatarios. 


Artículo 22/1. Uso y goce de las viviendas.- En caso de 
disolución del núcleo familiar se dará preferencia para continuar 
con el uso y goce de la vivienda a quien conserve la tenencia de 
los menores o incapaces que la integran 


Para el caso que no existan menores o incapaces, o 
existiendo, la tenencia fuera compartida entre más de uno de los 
integrantes del núcleo familiar, la Unidad Operativa Central 
dispondrá quién prerlaas con el uso y goce de la vivienda, de 
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Proyecto de ley del Poder E 


indisponibilidad de la Vivienda.- Los 
inmuebles en los que intervenga el Plan Juntos, no podrán, por 
el plazo de diez años, ser embargados, cedidos, dados en 
arrendamiento, enajenados, hipotecados, gravados, ni constituir 
sobre los mismos derechos reales menores en favor de terceros, 
salvo autorización previa y expresa de la Unidad Operativa 
Central. 


El plazo referido se contará, desde la inscripción en el 
Registro Nacional de la Propiedad, Sección Inmobilaria, del 
instrumento público que transfiere el dominio del inmueble a los 

j o de la inscripción de la resolución de intervención 
de la Unidad Operativa Central, cuando ésta recaiga sobre 
inmuebles propiedad de alguno de los integrantes del núcleo 
familiar participante, 


Autorizada la venta dentro del plazo de indisponibilidad, la 
Unidad Operativa Central tendrá preferencia para adquirir dicho 
inmueble descontando los reintegros que correspondan de 
acuerdo al artículo siguiente. 


Cuando la Unidad Operativa Central adjudique la 
propiedad de viviendas, el escribano actuante deberá dejar en la 
escritura respectiva, constancia de la inhibición dispuesta en el 
inciso primero 


Los actos y contratos realizados por los integrantes del 


nu 
tegros.- Autorizada la venta por parte 
de la Unidad Operativa Central, el núcleo familar participante 
deberá reintegrar el valor del terreno adjudicado por ésta y el de 


Artículo _23. . 
inmuebles en los que intervenga el Plan Juntos, no podrán, por 
el plazo de diez años, ser embargados, cedidos, dados en 
arrendamiento, enajenados, hipotecados, gravados, ni constituir 
sobre los mismos derechos reales menores en favor de terceros, 
salvo autorización previa y expresa de la Unidad Operativa 
Central. 


El plazo referido se contará, desde la inscripción en el 


participantes o de la inscripción de la resolución de intervención 
de la Unidad Operativa Central, cuando ésta recaiga sobre 
inmuebles propiedad de alguno de los integrantes del núcleo 
familiar participante. 


Autorizada la venta dentro del plazo de ind:sponivilidad, la 


Cuando la Unidad Operativa Central adjudique la 
propiedad de viviendas, el escribano actuante deberá dejar en la 
escritura respectiva, constancia de la inhibición dispuesta en el 
inciso primero. 


Los actos y contratos realizados por los integrantes del 
núcleo familiar participante en contravención de lo dispuesto en 
el presente artículo, serán absolutamente nulos. 

Articulo 24. Reintegros.- Autorizada la venta por parte 
de la Unidad Operativa Central, el núcleo familiar participante 
deberá reintegrar el valor del terreno adjudicado por ésta y el de 
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las mejoras efectuadas, descontando el de su mano de obra 
aportada. 


A efectos de fijar el valor de terreno y las mejoras se 
estará a la tasación de la Dirección General de Catastro. 


Cuando el núcleo familiar participante en cuyo terreno se 
hayan realizado mejoras egrese del Plan Juntos, la Unidad 
Operativa Central podrá exigirle el reintegro del valor de las 
mismas, descontando el de la mano de obra aportada por aquel, 


Las sumas reintegradas de acuerdo al presente artículo 
serán vertidas al FONAP. 


Artículo 25. Derecho de habitación.- No será de 
aplicación a los inmuebles en los que intervenga el Plan Juntos, 
durante el plazo establecido en el inciso 2* del artículo 24 de la 
presente Ley, lo dispuesto en el artículo 881.1 del Código Civil. 


26. Expropiación.» Declárase de necesidad 
pública la de los inmuebles que se requieran para 
E ejucación del Plan de integración Decio Jishlecional Ansa: 


En caso que el inmueble registre deudas con el Estado, 
persona Pública Mayor, Entes Autónomos y Servicios 
tara el aros de las mismas se descontará de la 

deba depositar el expropiante a los 


las mejoras efectuadas, descontando el de su mano de obra 
aportada. 


A efectos de fijar el valor de terreno y las mejoras se 
estará a la tasación de la Dirección General de Catastro. 


Cuando se autorice la venta al núcleo familiar 
panicipante en cuyo terreno se hayan realizado mejoras por el 
Plan Juntos, la Unidad Operativa Central podrá exigirle el 
reintegro del valor de las mismas, descontando el de la mano de 
obra aportada por aquel 


Las sumas reintegradas de acuerdo al presente artículo 
serán vertidas al FONAP. 


Articulo 25. echo do habitación.- No será de 
aplicación a los inmuebles en los que intervenga el Plan Juntos 
durante el plazo establecido en los incisos 1” y 2* del artículo 23 
de la presente ley, lo dispuesto en el artículo 881.1 del Código 
Civil. 


cónyuge su tendrá derecho a inscribirse 
como Integrante del núcleo familiar y tendrá dosde el 
MOanto de la inscripción, o mismos derechos y 


Artículo_26. Expropiació 
pública la expropiación de los inmuebles que de requieran para 
le ajsoasió did Plan de intogesiión BocloTiabiladonad Jalea, 


En caso que el inmueble registre deudas con el Estado, 
persona Pública Mayor, Entes Autónomos y Servicios 
Descentralizados, el ap de las o se acom de la 
indemnización p 
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efectos de la toma urgente de posesión y de la indemnización 
definitiva en caso de corresponder. A tales efectos, el 
expropiante deberá acreditar la existencia de la deuda. 


Articulo 27. Toma urgente de posesión.- Para las 
expropiaciones que se realicen en el marco del Plan Juntos, 
modificanse los literales D) y E) del artículo 42 de la Ley 
N* 3.958, de 28 de marzo de 1912, en la redacción dada por el 
artículo 224 de la Ley N” 17.930, de 19 de diciembre de 2005, 


los que quedarán redactados de la siguiente manera: 


que se realicen en el marco del Plan Juntos, 

el literal D) al artículo 42 de la Ley 3.958 de 28 de 

marzo de 1912, en la redacción dada por el Artículo 224 de la 

Ley 17.930 de 19 de diciembre de 2005, el que quedará 
redactado de la siguiente manera: 


*"D) La Administración entablará la acción de toma *D) La Administración entablará la acción de toma 


patrimonial, pudiendo intimar la desocupación total o 
parcial del inmueble, bajo apercibimiento de 
lanzamiento, en el plazo de diez perentorios e 
improrrogables, La decisión judicial que decrete la 
toma urgente de posesión y/o ordene la desocupación 
será inapelable y se cumplirá de inmediato. 


patrimonial, pudiendo intimar la desocupación total o 
parcial del inmueble, bajo apercibimiento de 
lanzamiento, en el plazo de diez días perentorios e 
improrrogables, La decisión judicial que decrete la 
toma urgente de posesión u ordene la desocupación 
será inapelable y se cumplirá de inmediato. 


E) Al decretar la toma urgente de posesión y/o el 
lanzamiento en los casos que corresponda, el Juez 
dispondrá el libramiento de oficio al Banco 
Hipotecario del Uruguay para el cobro del precio 
provisorio, a quien haya acreditado la titularidad del 
inmueble designado para expropiar. Si__los 
interesados no comparecieran o hubiera diferencias o 

dudas sobre el derecho y calidad, legitimación o 


E) Al decretar la toma urgente de posesión o el 
lanzamiento en los casos que corresponda, el Juez 
dispondrá el libramiento de oficio al Banco Hipotecario 
del Uruguay para el cobro del precio provisorio, a 
quien haya acreditado la titularidad del inmueble 
designado para expropiar. La no comparecencia de 

los interesados si gra cae o dudas rro el 
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titularidad, o si existieran embargos, interdicciones o 
gravámenes sobre el inmueble, >. el juez de la causa 


expropiaciones que se realicen en ejecución del Plan Juntos, ya 
los efectos de lo establecido en los artículos 15 a 18 de la 
Ley 3.592 de 28 de marzo de 1912, en la redacción dada por la 
Ley 17.296 de 21 de febrero de 2001 se otorgará a los 
expropiados vista por el término de diez días hábiles 
improrrogables a fin de que manifiesten su aceptación u 
oposición a la designación de los bienes a expropiarse, a la 
tasación de los mismos y a los planos del trazado general de la 
obra proyectada y de mensura de parcela o parcelas a 
exproplarse. 


E A A 


comprendidos en el artículo 400 de la Ley 17.296 de 21 de 
febrero de 2001, los bienes inmuebles pertenecientes al dominio 
público o privado del Estado, Entes Autónomos, Servicios 
Descentralizados o Gobiernos Departamentales que cumplan 
con alguna de las siguientes condiciones: 


a) En los mismos se encuentren ubicados los 
asentamientos irregulares en que intervenga el Plan 
Juntos. 


b) Resulten necesaños para el realojo de dichos 


existencia de embargos, interdicciones o gravámenes 
sobre el inmueble, no será obstáculo para dar la 
posesión al organismo expropiante. 


Artículo 28. Vía Administrativa.- Para las 
expropiaciones que se realicen en ejecución del Plan Juntos y a 
los efectos de lo establecido en los articulos 15 a 18 de la 
Loy N” 3.958, de 28 de marzo de 1912, en la redacción dada 
por los artículos 258 y 278 de la Ley N* 17.296, de 21 de 
febrero de 2001, se otorgará a los expropiados vista por el 


bienes a expropiarse, a la tasación de los mismos y a los planos 
del trazado general de la obra proyectada y de mensura de 
parcela o parcelas a expropiarse. 


En lo que no se oponga a la presente disposición 
continúan rigiendo las normas sobre expropiación vigentes. 


Articulo _ 29. Cartera de  inmuebles.- Quedan 

idos en el artículo 400 de la Ley N* 17.296, de 21 de 

febrero de 2001, los bienes inmuebles pertenecientes al dominio 

público o privado del Estado, Entes Autónomos, Servicios 

Descentralizados o Gobiernos Departamentales que cumplan 
con alguna de las siguientes condiciones: 


a) En los mismos se encuentren ubicados los 
asentamientos irregulares en que intervenga el Plan 
Juntos, 


b) Resulten necesarios el realojo de dichos 
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c) Hayan permanecido como terrenos baldíos en 
Últimos 10 años previos a la promulgación de 
presente ley. 


Dichos inmuebles pasarán a integrar la Cartera de Dichos inmuebles pasarán a integrar la Cartera de 
Inmuebles para Viviendas de Interés Social (CIVIS) creada por | Inmuebles para Viviendas de Interés Social (CIVIS) creada por 
el artículo 367 de la Ley 18.352 de 5 de octubre de 2008. el artículo 367 de la Ley N* 18.362, de 6 de octubre de 2008. 


Igual destino se dará a los bienes inmuebles que se donen Igual destino se dará a los bienes inmuebles que se donen 
o loguen al Plan Juntos, los que se adquieran con recursos del | o leguen al Plan Juntos, los que se adquieran con recursos del 
FONAP o se expropien para la ejecución del Plan Juntos. | FONAP o se expropien para la ejecución del Plan Juntos 
Dichos bienes inmuebles se desiinarán exclusivamente a la EoEDnO Aaa TRIO ADOS 00 CrataO, ces a le 


los 
la 


el marco de lo dispuesto en el artículo 55 de la Ley 18.308 de 18 
de junio de 2008: 


a) Bastará para probar que no superan el nivel de 
pobreza en sus ingresos, la acreditación de la 
condición de participante del Plan Juntos. 


b) Será suficiente prueba de que no son propietarios de 
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84-C.S. 


CÁMARA DE SENADORES 


Disposiciones citadas 


CÓDIGO CIVIL 


LIBRO TERCERO 
CAPÍTULO IV 
SECCIÓN II - DE LA PORCIÓN CONYUGAL 


881. La porción conyugal es la cuarta parte de los bienes del difunto, en todos 
los órdenes de sucesión, menos en el de los descendientes legítimos o 
naturales reconocidos o declarados tales. 


Habiendo tales descendientes, el viudo, o viuda, será contado entre los hijos a 
los efectos del artículo 887, inciso 1? y recibirá como porción conyugal la 
legítima rigorosa de un hijo (artículo 1043, numeral 4). 


881-1. Si, una vez pagadas las deudas de la sucesión, quedare en el 
patrimonio de la misma un inmueble, urbano o rural, destinado a vivienda y que 
hubiere constituido el hogar conyugal, ya fuere propiedad del causante, 
ganancial o común del matrimonio y concurrieren otras personas con vocación 
hereditaria o como legatarios, el cónyuge supérstite tendrá derecho real de 
habitación en forma vitalicia y gratuita. 


En defecto del inmueble que hubiere constituido el hogar conyugal, los 
herederos deberán proporcionarle otro que reciba la conformidad del cónyuge 
supérstite, En caso de desacuerdo el Juez resolverá siguiendo el procedimiento 
extraordinario. 


881-2. Este derecho comprende, además el derecho real de uso vitalicio y 
gratuito de los muebles que equiparen dicho inmueble (inciso segundo del 
artículo 469) ya fueren propiedad del causante, gananciales o comunes del 
matrimonio, 


881-3. Ambos derechos se perderán si el cónyuge supérstite contrajere nuevas 
nupcias, viviere en concubinato o adquiriere un inmueble apto para vivienda, de 
similares condiciones al que hubiera sido su hogar conyugal. 


881-4. Tales derechos se imputarán a la porción disponible; en el supuesto de 
que ésta no fuere suficiente, por el remanente se imputarán a la porción 
conyugal y, en último término, a la porción legitimaria. 


881-5. Para que puedan imputarse a la porción legitimaria los derechos reales 
de habitación y de uso concedidos por este artículo, se requiere que el 
matrimonio haya tenido una duración continua y mínima de dos años, salvo que 


9 de agosto de 2011 
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él se hubiere celebrado para regularizar un concubinato estable, singular y 
público, de igual duración, durante el cual hubieren compartido el hogar y vida 
en común. 


La imputación a la porción legitimaria podrá alcanzar hasta la totalidad de las 
legítimas rigorosas de los descendientes comunes del causante y del 
beneficiario de los derechos reales de habitación y de uso referidos. 
Tratándose de otros legitimarios, tal imputación sólo podrá alcanzar hasta la 
mitad de las respectivas legítimas rigorosas. 


881-6. En los demás casos, el plazo de duración mínima del matrimonio será 
de treinta días, con la salvedad de la parte final del inciso primero del numeral 
anterior debiendo durar la relación concubinaria no menos de ciento ochenta 
días. 


881-7. Si, a la apertura de la sucesión, el cónyuge supérstite tuviere otro 
inmueble propio apto para vivienda, similar al que hubiera sido el hogar 
conyugal, no tendrá el derecho real de habitación ni el de uso. 


881-8. Si, a la apertura de la sucesión, los cónyuges estuvieren separados de 
cuerpos, el cónyuge culpable no tendrá los derechos reales referidos. Si 
estuvieren separados de hecho, el problema de la culpabilidad deberá 
resolverse con los herederos, por el procedimiento extraordinario. 


881-9. El cónyuge supérstite se considerará legatario legal de los derechos 
reales recibidos con la responsabilidad que le es propia a éstos. 


85-C.S. 
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TOCAF 


Sección 2 


De los Contratos del Estado 


Artículo 33.- Todo contrato se celebrará mediante el procedimiento de la 
licitación pública, cuando el mismo se deriven gastos de funcionamiento de 
inversión o salidas para el Estado y por remate o licitación pública cuando se 
deriven entradas o recursos. 


No obstante podrá contratarse: 


1) Por licitación abreviada cuando el monto de la operación no exceda de $ 
2:208.000 (nuevos pesos cuarenta millones); 


2) Directamente cuando el monto de la operación no exceda de $ 110.400 
(nuevos pesos dos millones); 


3) directamente o por el procedimiento que el ordenador determine por razones 
de buena administración, en los siguientes casos de excepción: 


A) Entre organismos o dependencias del Estado con personas públicas no 
estatales o con personas jurídicas de derecho privado cuyo capital social esté 
constituido en su totalidad por participaciones, cuotas sociales o acciones 
nominativas propiedad del Estado o de personas públicas no estatales. 


Tratándose de personas jurídicas de derecho privado, la propiedad estatal 
deberá ser sobre el total del capital social, al momento de la celebración del 
contrato. 


B) Cuando la licitación pública, abreviada o remate resultaren desiertos o no se 
presentaren ofertas válidas oO admisibles o que las mismas sean 
manifiestamente inconvenientes. 


La contratación deberá hacerse con bases y especificaciones idénticas a las 
del procedimiento fracasado, y en su caso, con invitación a los oferentes 
originales, además de los que estime necesarios la Administración; 
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C) Para adquirir bienes o contratar servicios cuya fabricación o suministro sea 
exclusiva de quiénes tengan privilegio para ello, o que sólo sean poseídos por 
personas o entidades que tengan exclusividad para su venta, siempre que no 
puedan ser sustituidos por elementos similares. 


La marca de fábrica no constituye por sí causal de exclusividad, salvo que 
técnicamente se demuestre que no hay sustitutos convenientes. De todas estas 
circunstancias se dejará constancia en el expediente respectivo; 


D) Para adquirir, ejecútar o restaurar obras de arte, científicas o históricas, 
cuando no sea posible el concurso de méritos o antecedentes o deban 
confiarse a empresas o personas especializadas o de probada competencia; 


E) Las adquisiciones de bienes que no se produzcan o suministren en el país y 
que convenga efectuar por intermedio de organismos internacionales a los que 
esté adherida la Nación; 


F) Las reparaciones de maquinarias, equipos o motores cuyo desarme, 
traslado o examen previo resulte oneroso en caso de llamarse a licitación. 


Esta excepción mo podrá aplicarse a las reparaciones comunes de 
mantenimiento, periódicas, normales o previsibles; 


G) Los contratos que deban celebrarse necesariamente en países extranjeros, 


H) Cuando las circunstancias exijan que la operación deba mantenerse en 
secreto; 


|) Cuando medien probadas razones de urgencia no previsibles o no sea 
posible la licitación o remate público o su realización resienta seriamente el 
servicio; 


J) Cuando exista notoria escasez de los bienes o servicios a contratar; 


K) La adquisición de bienes que se realicen en remates públicos. El precio 
máximo a pagar será el que surja de la tasación previamente efectuada; 


L) La compra de semovientes por selección, cuando se trate de ejemplares de 
características especiales. 


M) La venta de productos destinados al fomento económico o a la satisfacción 
de necesidades sanitarias, siempre que la misma se efectúe directamente a los 
Usuarios o consumidores. 


N) La adquisición de material docente o bibliográfico del exterior, cuando el 
mismo se efectúe a editoriales o empresas especializadas en la materia. 
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Ñ) La adquisición de víveres frescos existentes en mercados, ferias O 
directamente a los productores. 


O) La adquisición en el exterior de petróleo crudo y sus derivados, aceites 
básicos, aditivos para lubricantes y sus respectivos fletes. 


P) Las adquisiciones que se realicen en el marco de acuerdos 
intergubernamentales o con entidades estatales extranjeras que involucren un 
intercambio compensado con productos nacionales de exportación. 


Q ) Para adquirir, ejecutar, reparar bienes o contratar servicios destinados a la 
investigación científica por parte de la Universidad de la República, hasta un 
monto anual de US$ 2.000.000 (dos millones de dólares de los Estados Unidos 
de América). 


R) Las compras que realice la Presidencia de la República para el Sistema 
Nacional de Emergencias a efectos de atender situaciones de emergencia, 
crisis y desastres excepcionales, dando cuenta a la Asamblea General, 


S) Para adquirir bienes o contratar servicios cuya producción o suministro esté 
a cargo de una cooperativa social, debidamente acreditada ante el Ministerio 
de Desarrollo Social, hasta el monto establecido para la licitación abreviada. 
(LITERAL dado por el artículo 8 de la Ley No. 17.978) 


T) La compraventa por parte de la Administración Nacional de Usinas y 
Trasmisiones Eléctricas, de la energía generada por otros agentes en territorio 
nacional, de conformidad con la reglamentación que dicte el Poder Ejecutivo. 
Las impugnaciones o recursos que en tales circunstancias se interpusieren, en 
cualquier etapa del procedimiento, no tendrán efecto suspensivo, salvo que asi 
lo resuelva el jerarca del ente público contratante. El ordenador, por razones 
fundadas, podrá exonerar a los oferentes o adjudicatarios, del depósito de 
garantías, o variar los porcentajes establecidos por el artículo 503 de la 
Ley N* 15.903, de 10 de noviembre de 1987, en la redacción dada por el 
artículo 653 de la Ley N* 16.170, de 28 de diciembre de 1990. 


U) La contratación de bienes o servicios, cualquiera sea su modalidad, por 
parte de los entes autónomos y servicios descentralizados integrantes del 
dominio industrial, comercial y financiero del Estado, destinada a servicios que 
se encuentren de hecho o de derecho en regímenes de libre competencia. Las 
impugnaciones o recursos que en tales casos se interpusieran, en cualquier 
etapa del procedimiento, no tendrán efecto suspensivo, salvo que así lo 
resuelva el jerarca de la empresa contratante. 


U') La adquisición de biodiesel y alcohol carburante por parte de la 
Administración Nacional de Combustibles, Alcohol! y Portland (ANCAP), de 
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conformidad con la reglamentación que dicte el Poder Ejecutivo. Las 
impugnaciones o recursos que en tales circunstancias se interpusieren, en 
cualquier etapa del procedimiento, no tendrán efecto suspensivo, salvo que asi 
lo. resuelva el jerarca del ente público contratante. 


El ordenador, por razones fundadas, podrá exonerar a los oferentes o 
adjudicatarios, del depósito de garantías, o variar los porcentajes establecidos 
por el articulo 503 de la Ley N* 15.903, de 10 de noviembre de 1987, en la 
redacción dada por el articulo 653 de la Ley N” 16.170, de 28 de diciembre de 
1990. 


V) Para adquirir, ejecutar, reparar bienes o contratar servicios destinados al 
mantenimiento y mejoras de infraestructura de locales de enseñanza bajo su 
dependencia, por parte de la Administración Nacional de Educación Pública. 


W) La contratación de bienes o servicios por parte del Inciso 15 Ministerio de 
Desarrollo Social, cualquiera sea su modalidad, con sindicatos de trabajadores, 
asociaciones de profesionales y fundaciones vinculadas a la Universidad de la 
República. 


X) Los contratos con empresas de servicios energéticos públicas o privadas 
que se encuentren registradas en el Ministerio de Industria, Energía y Minería 
(MIEM) y que se desarrollen bajo el esquema de Contratos Remunerados por 
Desempeño, en los cuales la inversión sea financiada integra o parcialmente 
por la empresa de servicios energéticos. 


Y) Las contrataciones de bienes o servicios que realice el inciso 11 "Ministerio 
de Educación y Cultura", con asociaciones y fundaciones vinculadas a la 
Universidad de la República. 


Las contrataciones directas indicadas en las excepciones precedentes 
deberán ser autorizadas por los ordenadores primarios quiénes podrán delegar 
en los ordenadores secundarios dicha competencia en los casos que 
determinen fundadamente. 


Las contrataciones referidas en el literal A), no podrán incluir la participación, 
directa o indirecta de empresas privadas. 


Las realizadas al amparo del literal 1), deberán contar con la certificación del 
Ministerio de Economía y Finanzas, tanto de la configuración de los extremos 
que habilitan la causal, como los precios y condiciones que corresponden al 
mercado. 


Para el Poder Judicial, la Administración Nacional de Educación Pública 
(ANEP), la Universidad de la República y las Intendencias Municipales, dicha 
certificación la realizará el Tribunal de Cuentas. 
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Las contrataciones que contravengan esta disposición son nulas (artículo 8 
del Código Civil). 
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TEXTO ORDENADO 1996 (DGI) 


TITULO 4 
IMPUESTO A LAS RENTAS DE LAS ACTIVIDADES ECONOMICAS (IRAE) 


CAPITULO XIII 
DONACIONES ESPECIALES 


Artículo 79.- Donaciones especiales. Entidades.- Se encuentran comprendidas en 
el beneficio establecido por el artículo precedente, las donaciones destinadas a: 


A) La compra de alimentos, útiles, vestimenta, construcciones y reparaciones a 
establecimientos de Educación Primaria, de Educación Secundaria, de Educación 
Técnico-Profesional y de Formación Docente, que atiendan a las poblaciones más 
carenciadas. 

B) La Universidad de la República. El contribuyente entregará su donación a la 
Universidad de la República, 


C) Los Consejos de Educación Secundaria y de Educación Técnico-Profesional. 


D) Los servicios que integren al Consejo de Educación Primaria, equipos técnicos 
universitarios interdisciplinarios, que funcionen en el marco de proyectos dirigidos a 
mejorar la calidad educativa, previamente estudiados y aprobados por las autoridades 
pertinentes. 


E) El Instituto de Investigaciones Biológicas Clemente Estable y las Fundaciones 
instituidas por el mismo. 


F) El Instituto del Niño y Adolescente del Uruguay (INAU). El contribuyente entregará 
su donación al INAU. 


G) La construcción de locales o adquisición de útiles, instrumentos y equipos que 
tiendan a mejorar los servicios de las fundaciones con personería juridica dedicadas a 
la atención de personas en el campo de la salud mental. 
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Para poder acceder a dichas donaciones las fundaciones deberán demostrar que 
han tenido una actividad minima de cinco años ininterrumpidos al 11 de enero de 
1994, 


H) Las fundaciones instituidas por la Universidad de la República. 
1) El Instítuto Antártico Uruguayo. 


J) Universidades privadas debidamente habilitadas como tales por el Estado; e 
instituciones privadas cuyo objeto sea la educación primaria, secundaria y técnico 
profesional para la atención de las poblaciones más carenciadas. 


K) Proyectos declarados de fomento artístico cultural, de acuerdo a lo establecido 
por el articulo 239 de la Ley N* 17,930, de 19 de diciembre de 2005. 


M) La Fundación Teletón Uruguay para la rehabilitación pediátrica. 
N) La Fundación Peluffo Giguens de apoyo al niño con cáncer. 
O) La Fundación Alvarez-Caldeyro Barcia. 
Fuente: Lay N* 18,083 de 27/12/2006 artículo 3. 
Literal E) Ley N* 18.719 de 27/12/2010 artículo 787. 
Literal J) Loy N* 18.719 de 27/12/2010 artículo 788. 
Litorales M) y N): Loy N* 18.628 de 10/12/2009 articulo 1. 
Litoral O): Loy N* 18. 719 de 27/12/2010 artículo 789. 
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Loy N* 3.958 
de 28 de marzo de 1912 


EXPROPIACIONES DE BIENES RAÍCES 


Artículo 15.- En cada caso de expropiación la autoridad respectiva mandará formar 
expediente, ordenando previamente el levantamiento por los funcionarios u oficinas 
técnicas de su dependencia de un plano de los terrenos o edificios que se requieran 
para la obra proyectada, indicando departamento, número de padrón y área. 


Sin perjuicio del plano o trazado general de la obra, deberá confeccionarse un 
plano de mensura en que se determinará la parcela o parcelas a expropiarse, el cual, 
regisirado en la Dirección Nacional de Catastro, encabezará el respectivo expediente 
de expropiación que se formará a cada inmueble. 


Una vez ejecutados el anteproyecto y plano parcelario a que refieren los incisos que 
anteceden, se mandarán poner de manifiesto por el término de ocho días, 
notificándose personalmente a los propietarios, sin perjuicio del emplazamiento que se 
hará por las publicaciones por medio de edictos con las indicaciones del caso sobre el 
inmueble a expropiar. Dichos edictos se publicarán en el Diario Oficial y en un 
periódico de los de mayor circulación en el departamento. De estos edictos se dejará 
constancia en cada expediente, agregándose las publicaciones de práctica. 


Los propietarios de los inmuebles deberán denunciar en el acto de notificación o 
dentro de los ocho días siguientes la "existencia de personas que tengan derechos 
reales o personales consentidos por dichos propietarios con respecto a la cosa 
expropiada. El incumplimiento de esta obligación hará recaer la responsabilidad 
reparatoria sobre el propietario omiso en esta obligación. 


Fuente: Articulo 278 de la Ley N* 17.296, de 21 de febrero de 2001. 


Artículo 16.- Vencidos los plazos del artículo anterior, el propietario o su apoderado 
o representante y el poseedor u ocupante, tendrán un nuevo plazo de ocho dias para 
que, justificando su calidad y la propiedad o posesión con la respectiva planilla de 
contribución inmobiliaria, puedan hacer sobre la designación de los bienes a 
expropiarse las observaciones que juzguen pertinente o del caso. 


No se admitirá oposición a la designación cuando aquélla se funde en la 
improcedencia de la calificación de la utilidad pública efectuada por la ley. La 
Administración seguirá los procedimientos con prescindencia del que no haya 
comparecido, sin perjuicio de las notificaciones sucesivas a que hubiere lugar respecto 
a los que estuvieren presentes en el lugar o residencia de la autoridad respectiva. 
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Los que comparezcan a asumir personería fuera del término establecido tomarán 
los procedimientos administrativos en el estado en que los encuentren. 


Terminado el plazo del inciso primero, si se hubiere deducido alguna oposición u 
observación en cuanto a la designación o trazado formulado por la oficina técnica, la 
autoridad que entiende en la ejecución de la obra resolverá el caso sin más trámite u 
oyendo de nuevo a la oficina técnica. 


De las resoluciones de la respectiva autoridad pr inistrativa, y hora o, 
por leyes especiales, se otorgará el recurso de apelación para ante NO, 
que deberá interponerse dentro del término de cinco días, el que resolverá también, 
sin más trámite, salvo las providencias que estime conveniente para mejor proveer. 


El expropiado podrá, igualmente, dentro del plazo de cinco dias de notificado de la 
sentencia del Poder Ejecutivo, interponer el recurso de apelación en relación para ante 
el Tribunal de Apelaciones de turno, que deberá resolver dentro de veinte días de 
recibidos los antecedentes y cuyo fallo causará ejecutoria. 


Devuelto el expediente con la resolución definitiva en él recaida, la autoridad 
apelada dispondrá su notificación a todos los interesados, estableciendo en la misma 
providencia la fecha o época aproximada en que será preciso tomar posesión del 
inmueble, . 


Ambas resoluciones serán igualmente notificadas a los arrendatañnos, 
comodatarios, etc., con la advertencia que se les hará de que, si al terminarse el 
expediente o juicio de expropiación y hacerse efectiva en consecuencia la toma de 
posesión del bien expropiado, fuere necesario recurrir al deshaucio, sólo dispondrán 
para la desocupación de los edificios y demás, del plazo de treinta días, so pena de 
lanzamiento 


Fuento: Anículo 2? del Decrato Ley N” 10.247, de 15 de octubre de 1942. 


Artículo 18.- Fijado con arreglo al artículo 16 el trazado definitivo de la obra, la 
Administración tasará con arreglo a la presente ley y por medio de su personal técnico, 
los bienes sujetos a expropiación, 


La tasación que así resulte será notificada a los propietarios o a sus representantes 
legales, quienes estarán obligados a manifestar, dentro del término de quince días, si 
la aceptan, o indicar en caso contrario y bajo la pena que establece el artículo 39, la 
cantidad que soliciten, especificando lo que requieren por concepto del valor de la 
propiedad y lo que dado el caso reclaman por daños y perjuicios, con expresión de sus 
causales. El término expresado se duplicará para los representantes de menores e 
incapaces. El silencio se tendrá por aceptación. 


Si no hubiera sido posible notificar al propietario o a su representante, 
ausencia O por cualquier otra causa, o si notificado manifestase su iecontonidad bd 
la tasación, se dejará constancia en el expediente, que será remitido a las áreas 
jurídicas de la oficina competente o funcionario que corresponda, a fin de que inicie el 
respectivo juicio de expropiación. 


En caso de aceptación expresa o tácita de la tasación, se procederá de inmediato a 
la escrituración y pago simultáneo de la indermización fijada al inmueble. Si a pedido 
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de la parte expropiada, y de conformidad con el informe técnico del organismo 
expropiante, se debiera extender la fecha de entrega del inmueble, la Administración 
podrá autorizar el pago de un anticipo en unidades reajustables de la indemnización 
aceptada. El saldo se abonará contra entrega del inmueble y escrituración 
correspondiente. 


Simultáneamente al otorgamiento del acta de expropiación, se podrá suscribir un 
contrato de comodato. En ese sentido, la Administración, por causa justificada, le 
concederá un plazo máximo de ciento veinte dias al expropiado para proceder a la 
entrega del bien, y en garantia de fiel cumplimiento de las obligaciones contraídas se 
depositará la suma que la Administración estime conveniente para cada caso en 
concreto, cantidad que se devolverá al expropiado simultáneamente con la entrega 
efectiva del inmueble. 


Fuente: Art 258 de la Ley N? 17.296, de 21 de febrero de 2001 


y artículo 222, de la Lay N” 17,930, de 19 de diciembre de 2005. 
Artículo 42.- 


“A) La declaración de urgencia se hará por el organismo expropiante. 


B) En los casos de toma urgente de posesión la indemnización provisoria se 
depositará en el Banco Hipotecario del Uruguay en unidades reajustables y será la 
que resulte de la tasación del bien expropiado y sus mejoras, en dictamen 
fundado, efectuado por técnicos públicos dependientes del Poder Ejecutivo o de 
los Gobiernos Departamentales. Dicha tasación comprenderá el monto de la 
indemnización por el bien expropiado y todo otro concepto que ofrecerá la 
Administración. Las servidumbres legales de utilidad pública no dan lugar a 
indemnización. 


C) El Juez o Tribunal que entienda, o a quien competa entender, en la acción, previa 
y cautelar de toma urgente de posesión, verificará: 


1) La designación del inmueble a expropiar y la resolución que disponga la toma 
urgente de posesión. 


2) Que exista una cuenta. abierta en el Banco Hipotecario del Uruguay en 
unidades reajustables, identificada con el número de padrón del inmueble. 


3) La titularidad del bien a expropiar y su situación patrimonial. 


D) La Administración entablará la acción de toma urgente de posesión, solicitando la 
intimación de desocupación y acreditación de la titularidad sobre el inmueble 
expropiado y su situación patrimonial, en el plazo de diez días perentorios e 
improrrogables, bajo apercibimiento de lanzamiento. La decisión judicial que 
ordene la desocupación será inapelable y se cumplirá de inmediato. 


E) Al decretar el lanzamiento, el Juez dispondrá el libramiento de oficio al Banco 
Hipotecario del Uruguay para el cobro del precio provisorio, a quien haya 
acreditado la titularidad del inmueble designado para expropiar. Si los interesados 
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no comparecieran o hubiera diferencias o dudas sobre el derecho y calidad, 
legitimación o titularidad, o si existieran embargos, interdicciones o gravámenes 
sobre el inmueble, el Juez de la causa dispondrá que la situación se dilucide en el 
juicio de expropiación sin perjuicio de dar posesión al organismo expropiante. 


F) Una vez cumplida la toma de posesión efectiva del inmueble, la Administración 
tendrá un plazo de treinta dias para presentar la demanda de expropiación”. 


Fuente: Articulo 224 de la Loy N* 17.930, de 19 de diciembre de 2005. 
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Ley N* 15.903 
de 10 de noviembre de 1987 


RENDICION DE CUENTAS Y BALANCE DE EJECUCION PRESUPUESTAL 
SE APRUEBA LA CORRESPONDIENTE AL EJERCICIO 1986 


Artículo 594.- Toda atribución de titularidad y disponibilidad de fondos públicos 
extrapresupuestales se entenderá hecha al 50% (cincuenta por ciento) de los mismos, 
salvo las excepciones dispuestas por ley. 
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Loy N* 16.730 
de 5 de enero de 1996 


lo 51.- Agréganse al Capítulo 11, Del Control, del Título 111 del 
Texto Ordenado de Contabilidad y Administración Financiera (TOCAF), los 
siguientes artículos: 


"ARTICULO 1.- Podrán instalarse unidades de auditoría interna en los órganos 
y organismos de los Incisos 02 a 14 del Presupuesto Nacional, las que estarán 
sometidas a la superintendencia técnica de la Auditoría Interna de la Nación”. 


"ARTICULO lI.- La Auditoría Interna de la Nación podrá contratar con terceros 
estudios de consultoría y auditoría para el apoyo de sus tareas de control 
interno, debiendo planificar y fiscalizar su realización”. 


"ARTICULO lll.- La Auditoría Interna de la Nación evacuará, con carácter 
vinculante, las consultas que le formulen por escrito los organismos sometidos 
a su control, pudiendo publicar las que considere de interés general". 


"ARTICULO IV.- Concluida su actuación de control en un organismo, la 
Auditoría Interna de la Nación efectuará un informe estableciendo clara y 
detalladamente las conclusiones y recomendaciones a que su actuación diere 
lugar. 


Antes de dictar resolución en relación a lo actuado, dará vista de dicho informe 
por el plazo de diez días, al jerarca del organismo auditado a efectos de que 
éste exprese los descargos o consideraciones que le merezca". 


"ARTICULO V.- La Auditoría Interna de la Nación elevará al Poder Ejecutivo 
copia de las resoluciones dictadas en las actuaciones realizadas. 


Asimismo, semestralmente hará público un informe sintético de los resultados 
de las auditorías efectuadas” 
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Loy N* 17.296 
de 21 de febrero de 2001 


PRESUPUESTO NACIONAL 


INCISO 14 
MINISTERIO DE VIVIENDA, 
ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE 


Artículo 400.- Decláranse incluidos en lo previsto en el artículo 8% de la Ley 
N” 16.112, de 30 de mayo de 1990, los inmuebles necesarios para la ejecución de los 
planes de regularización de asentamientos irregulares instalados en los mismos, que a 
los efectos se entenderán comprendidos en el artículo 3? de la citada ley. La 
desafectación se realizará a título gratuito y previa designación del Poder Ejecutivo, la 
que será vinculante para el organismo al que los mismos se encontraren afectados. 
Asimismo, en los casos de inmuebles seleccionados por el Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente para programas de lotes con o sin 
servicios para la relocalización de asentamientos irregulares, se aplicará la presente 
disposición siempre que a juicio del Poder Ejecutivo dichos inmuebles no resulten 
esenciales para los cometidos del órgano al que los mismos se encuentren afectados. 
Para los casos de inmuebles de propiedad de los Gobiernos Departamentales será 
necesario el previo consentimiento de los mismos. 
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Ley N* 17.514 
de 2 de julio de 2002 


Artículo 10.- A esos efectos podrá adoptar las siguientes medidas, u 
otras análogas, para el cumplimiento de la finalidad cautelar: 


1) Disponer el retiro del agresor de la residencia común y la entrega inmediata 
de sus efectos personales en presencia del Alguacil. Asimismo, se labrará 
inventario judicial de los bienes muebles que se retiren y de los que 
permanezcan en el lugar, pudiéndose expedir testimonio a solicitud de las 
partes. 


2) Disponer el reintegro al domicilio o residencia de la víctima que hubiere 
salido del mismo por razones de seguridad personal, en presencia del 
Alguacil. 


3) Prohibir, restringir o limitar la presencia del agresor en el domicilio o 
residencia, lugares de trabajo, estudio u otros que frecuente la víctima. 


4) Prohibir al agresor comunicarse, relacionarse, entrevistarse o desarrollar 
cualquier conducta similar en relación con la víctima, demás personas 
afectadas, testigos o denunciantes del hecho, 


5) Incautar las armas que el agresor tuviere en su poder, las que 
permanecerán en custodia de la Sede, en la forma que ésta lo estime 
pertinente. Prohibir al agresor el uso o posesión de armas de fuego, 
oficiándose a la autoridad competente a sus efectos, 


6) Fijar una obligación alimentaria provisional a favor de la victima. 


7) Disponer la asistencia obligatoria del agresor a programas de 
rehabilitación. 


8) Asimismo, si correspondiere, resolver provisoriamente todo lo relativo a las 
pensiones alimenticias y, en su caso, a la guarda, tenencia y visitas. 


En caso de que el Juez decida no adoptar medida alguna, su resolución 
deberá expresar los fundamentos de tal determinación. 
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Ley N* 17.726 
de 26 de diciembre de 2003 


PRISIÓN PREVENTIVA 


SE ESTABLECEN MEDIDAS ALTERNATIVAS 


2.- No podrá disponerse la prisión preventiva del procesado cuando se 
imputen faltas o delitos sancionados con pena de multa, suspensión o inhabilitación. 
En tales casos se aplicará en lo pertinente el artículo 71 del Código del Proceso Penal 
y la Ley N” 15.859, de 31 de marzo de 1987, y su modificativa, Ley N” 16.058, de 27 
de agosto de 1989. 


Artículo 2?.- El Juez podrá no decretar la prisión preventiva de procesados primarios 
cuando "prima facie” entienda que no ha de recaer pena de penitenciaria. En ese caso 
podrá sustituir la prisión preventiva por alguna de las medidas reguladas en el 
siguiente artículo, siempre que el procesado así lo consienta. La sustitución de la 
prisión preventiva no se decretará cuando la gravedad del hecho o el daño causado 
por el delito así lo ameriten. En todos los casos se requerirá la opinión del Ministerio 
Público, que a tales efectos, además de las condiciones del imputado y su causa, 
tendrá en cuenta el no aumentar los riesgos de la población. 


Estas medidas no podrán disponerse por un plazo mayor al establecido para las 
penas por los delitos imputados. 


Toda medida alternativa deberá ser tomada respetando en su más amplia acepción 
los principios inherentes a la dignidad humana. 


Articulo 3”.- Son medidas sustitutivas a la prisión preventiva: 
A) Presentación periódica ante el Juzgado o Seccional Policial. 


B) Prohibición de conducir vehículos por un plazo de hasta dos años, cuando se 
hubiese cometido un delito culposo, en ocasión del tránsito vehicular, contra la 
vida, la integridad física o se hubiera provocado daño importante en la propiedad a 
criterio del Juez. Se procederá al retiro de la libreta de conducir y se efectuará la 
comunicación correspondiente a las Intendencias y sus Juntas Locales. 


C) Restitución dela situación jurídica anterior a la comisión del delito. 


D) Interdicción: la prohibición de concurrir a determinados lugares, comercios o 
domicilios, incluido el propio; o la obligación de permanecer dentro de 
determinados limites territoriales, 


E) Atención médica o psicológica de apoyo o rehabilitación: la obligación de 


someterse a determinado tratamiento por un plazo máximo de seis meses, si el . 
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tratamiento fuese ambulatorio y de dos meses si requiriese internación. 


F) Prestación de servicios comunitarios: la obligación de cumplir las tareas que se le 
asignen, teniendo en cuenta su aptitud o idoneidad, en organismos públicos o en 
organizaciones no gubernamentales, cuyos fines sean de evidente interés o 
utilidad social. Estas medidas no podrán sobrepasar las dos horas diarias o las 
doce semanales y su plazo máximo de duración será de diez meses. 


La Suprema Corte de Justicia establecerá los criterios generales que deberán 
cumplir las instituciones a que refiere este literal, a efectos de determinar las 
remuneraciones que se pagarán por el trabajo cumplido por los procesados y que 
se depositarán en el fondo a que refiere el artículo 16 de esta ley, las que se 
reservarán y reintegrarán al procesado si se revocase el auto de procesamiento o 
recayese sentencia absolutoria (artículos 235, 238 y 245 del Código del Proceso 
Penal). 


Podrán también los Jueces cometer el cumplimiento de esta medida al Patronato 
Nacional de Encarcelados y Liberados o a comisiones departamentales con 
cometidos similares en el interior de la República. 


G) Arresto domicikario: la obligación de permanecer en su domicilio, sin salir de sus 
limites, por un plazo máximo de tres meses o de permanecer en él dentro de 
determinados días u horas por un plazo máximo de seis meses. 


H) Arresto en horas de descanso: la obligación de permanecer los días laborables 
durante las horas de descanso bajo arresto por un plazo máximo de seis meses. 
El arresto deberá cumplirse en el Hogar del Liberado a cargo del Patronato 
Nacional de Encarcelados y Liberados, o donde el Juez lo indique. 


1) Arresto de fin de semana o de descanso semanal: la obligación de permanecer un 
día y medio continuo bajo arresto que coincidirá con el lapso de descanso 
semanal del procesado, que se cumplirá en una Comisaria Seccional, por un 
plazo máximo de seis meses. 


4) Cualquier otra obligación sustitutiva propuesta por el procesado y aceptada por el 
Juez, que cumpla con las finalidades de esta ley o suponga una adecuada 
reparación del mal causado. 


K) Si el procesado fuere solvente deberá garantizar adecuadamente el pago de los 
dias-multa a imponerse, en caso de no ser absuelto, 


Aa. (Orcnueidad de imposición y cese).- Podrán imponerse las medidas a 
que refiere anterior, en el auto de procesamiento, o eriormente al 
mismo, en forma fundada. e 


Cuando estuviese cumpliendo prisión preventiva, decretándose simultáneamente la 
libertad provisional. Se procurará que las medidas sustitutivas perjudiquen en la menor 
medida posible las actividades laborales o educativas del procesado. 


El cese anticipado de las medidas o de alguna de ellas o la sustitución de la prisión 
preventiva por medidas alternativas, se tramitará en la misma forma y plazos que'el 


9 de agosto de 2011 


CÁMARA DE SENADORES 


incidente excarcelatorio (articulos 156 y 157 del Código del Proceso Penal) y el fallo 
será pasible de los mismos recursos (artículo 158 del Código del Proceso Penal). 


_ Artículo 5*.. En caso de imposibilidad del cumplimiento de la medida por causa no 
imputable al procesado, la misma se sustituirá por otra u otras sin aumentar su 
gravedad. 


Artículo 6?. (Improcedencia).- Las medidas sustitutivas a que refiere esta ley no 
proceden en los casos de reincidencia o habitualidad. 


Artículo 7*.. Las medidas a que refiere el artículo 3? de esta ley, sólo se revocarán 
en los casos graves de violación de los deberes impuestos, 


Se considerará caso grave la existencia de un procesamiento posterior, 
La decisión será apelable con el solo efecto devolutivo. 


En este caso las medidas cumplidas. se computarán a efectos de la preventiva a 
sufrir de la siguiente manera: 


A) Interdicción (literales B) y D) del artículo 3%): un día de prisión por cada cinco días 
de la medida cumplida. 


B) En caso de tratamiento ambulatorio: se computará un día de prisión por el 
tratamiento semanal, independientemente de las horas que éste insuma. 


C) Servicios comunitarios: un día de prisión por cada día efectivamente trabajado. 


D) En caso de arresto domiciliario con prohibición absoluta de ausentarse: un dia de 
prisión por cada día de arresto; en caso que el arresto hubiese sido parcial: un día 
de prisión por cada diez horas de arresto continuado. 


E) Arresto en horas de descanso: un día de prisión por cada jornada de arresto. 


F) En caso de arresto de fin de semana o de descanso semanal: dos días de prisión 
por cada oportunidad de cumplimiento de la medida. 


G) En caso de las demás medidas, si ellas supusiesen una privación de libertad 
ambulatoria o la obligación de permanecer en algún lugar: un día de prisión por 
cada diez horas continuas de cumplimiento de la medida, salvo que ella hubiese 
impuesto el cumplimiento de alguna actividad, en cuyo caso se acumulará el 
cómputo del literal C). 


Artículo 8”, (Disposición transitoria).- Los procesados con prisión, en los casos en 
que sea presumible que no ha de recaer pena de penitenciaria, y que a la fecha de 
entrada en vigencia de esta ley no hayan sido excarcalados provisionalmente, pueden 
solicitar que la prisión preventiva les sea sustituida por alguna o algunas de las 
medidas previstas en la presente ley, lo que se tramitará en la forma y plazos del 


"incidente excarcelatorio, siendo la decisión pasible de los mismos recursos. 
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A efectos de la determinación de la gravedad de la medida se tomará en cuenta el 
lapso de prisión sufrido. 


. (Penas sustitutivas).- Cuando la pena sea de prisión podrá sustituirse 
por alguna o algunas de las medidas previstas en el artículo 3*. 


Artículo 10. ión).- Cuando en la sentencia no se resolviera otorgar la libertad 
(articulo 326 del Código del Proceso Penal) podrá imponerse la sustitutiva que 
corresponde siempre que la pena a recaer no supere los tres años de penitenciaria. 
No se sustituirá la pena a reincidentes o a habituales. 


En tales casos el Juez, al determinar la pena, establecerá el valor del dia-multa, de 
acuerdo con lo establecido en el artículo 12 de esta ley. 


Si al quedar ejecutoriada la sentencia el condenado no se hallase en prisión 
preventiva se suspenderá su reintegro a la cárcel, procediéndose como lo prescribe el 
artículo 327 del Código del Proceso Penal. 


Artículo 11.- Cuando la sentencia definitiva imponga pena de prisión se concederá 
al encausado la suspensión condicional de la pena (articulo 126 del Código Penal), 
siempre que se tratare de un primario que haya sido procesado sin prisión o con las 
medidas sustitutivas previstas en esta ley y las haya cumplido, salvo la existencia de 
causa grave debidamente fundada. 


Si la sentencia impusiere una pena de hasta tres años de penitenciaria el Juez podrá 
conceder la suspensión condicional de la pena, atendiendo los requisitos del 
inciso anterior y previo informe del instituto Técnico Forense, fundando su decisión, 


En ambos casos el plazo de vigilancia por la autoridad será de un año. 


Artículo 12. (Determinación del dia-multa).- El valor del día-multa será fijado por el 
Juez entre 0,10 UR (un décimo de unidad reajustable) y 5 UR (cinco unidades 
reajustables), teniendo en cuenta la situación económica del obligado, los bienes que 
posea, sus ingresos, su aptitud para el trabajo y sus cargas familiares. 


Articulo 13.- Si cumplido lo establecido en el artículo 327 del Código del Proceso 
Penal, no se resolviese otorgarle la libertad condicional, la pena se liquidará a razón 
de un dia-multa por cada día de pena, descontándose los días de prisión 

¡ e sufridos, o el cumplimiento de las medidas sustitutivas computadas 
como lo dispone el artículo 7” de esta ley, ejecutándose en la forma establecida en el 
artículo 337 del Código del Proceso Penal. 


Si se trata de la pena sustitutiva del literal B) del artículo 3? de esta ley, se 
descontará el tiempo que hubiese estado privado de conducir durante el proceso. 


Artículo 14.- Sustitúyese el articulo 337 del Código del Proceso Penal por el 
siguiente: 


"ARTÍCULO 337.- Si se condena el pago de una muita, ésta podrá hacerse efectiva 
de las sumas que se hubiesen depositado en garantía de pago de dias-multa, o ser 
abonada hasta en dieciocho cuotas mensuales, las que podrán reducirse, de 
acuerdo con las posibilidades económicas del condenado. Podrá el Juez, 
excepcionalmente, reducir su importe cuando el condenado acredite que ha 
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empeorado de fortuna, lo que se tramitará por vía incidental. 


El control del pago será de cuenta de la Oficina Actuaria que, sin necesidad del 
mandato judicial, procederá a intimar al condenado al pago de lo adeudado siempre 
que se atrase en más de una cuota”. 


Artículo 15.- En los casos de libertad condicional (artículos 131 del Código Penal y 
327 del Código del Proceso Penal), el término de vigilancia de la autoridad será de tres 
años y podrá ser reducido hasta dos por el Juez de ejecución, de oficio o a pedido del 
condenado. 


Lo dispuesto precedentemente será aplicable a las condenas en que penda el 
término de vigilancia a la fecha de entrada en vigencia de esta ley. 


Artículo 16.- Las sumas que se recauden por el pago de penas así como por 
concepto de dias-multa, se depositarán en la forma dispuesta por el articulo 121 de la 
Ley N* 16.320, de 1* de noviembre de 1992. 


Articulo 17.- En cualquier estado de la causa, a solicitud presentada por escrito por 
la defensa, la Suprema Corte de Justicia, previo informe del Instituto Técnico Forense, 
podrá conceder la excarcelación provisional por gracia, atendiendo a la preventiva ya 
sufrida o a la excesiva prolongación del proceso. 


Artículo 18.- Agréguese al final del artículo 341 del Código Penal en la redacción 
dada por la Ley N* 17.243, de 27 de junio de 2000, el siguiente numeral: 


3%) Para lo previsto en los numerales 1%) y 2?) precedentes, la pena podrá ser 
reducida de un tercio a la mitad si al autor del delito le comprendiere la atenuante 
prevista en el numeral 7 del articulo 46 de este Código". 
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Loy N* 17.885 
de 12 de agosto de 2005 


VOLUNTARIADO SOCIAL 


SE RECONOCE, DEFINE,REGULA, PROMUEVE Y FACILITA LA 
PARTICIPACIÓN SOLIDARIA DE LOS PARTICULARES EN ACTUACIONES 
DE VOLUNTARIADO EN INSTITUCIONES PÚBLICAS, DIRECTAMENTE O A 

TRAVÉS DE ORGANIZACIONES PRIVADAS SIN FINES DE LUCRO, 
NACIONALES O EXTRANJERA 


Artículo 1*. (Objeto de la ley).- La presente ley tiene por objeto reconocer, definir, 
regular, promover y facilitar la participación solidaria de los particulares en actuaciones 
de voluntariado en instituciones públicas, directamente o a través de organizaciones 
privadas sin fines de lucro, nacionales o extranjeras. 


Artículo 2*. (Definición del término voluntario social).- Se considera voluntario social 
a la persona física que por su libre elección ofrece su tiempo, su trabajo y sus 
competencias, de forma ocasional o periódica, con fines de bien público, 
individualmente o dentro del marco de organizaciones no gubernamentales sin ánimo 
de lucro, oficialmente reconocidas o no, o de entidades públicas nacionales o 
internacionales, sin percibir remuneración alguna a cambio. 


Artículo 3”. (Marco de actuación de los voluntarios). Las actividades del 
voluntariado social comprendidas en la presente ley son las que se desarrollan en el 
marco de los programas o proyectos concretos de las instituciones públicas. 


Los voluntarios o las organizaciones de voluntariado, no podrán realizar proselitismo 
político, e o de ninguna otra naturaleza durante el desarrollo de dichas 
actividades 


Los servicios de los voluntarios no podrán ser utilizados para sustituir empleos 
formales o evadir obligaciones con los trabajadores y su prestación es ajena al ámbito 
de la relación laboral y de la seguridad social. 


Artículo 4*. (De la no generación de derechos para el ingreso a la función pública).- 
Las actividades de voluntariado social realizadas en instituciones públicas no 
generarán derechos para el ingreso a la función pública. 


Articulo 5”. (Acuerdo entre las instituciones y el voluntario).- La relación de los 
voluntarios con las instituciones públicas o las organizaciones que realicen convenios 
con ellos, deberá formalizarse por escrito en un acuerdo o compromiso de 
colaboración que contemple el alcance de la acción a desempeñar y el nombre del 
sujeto voluntario. 
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Tratándose de menores, deberá constar en el mismo el consentimiento expreso de 
los representantes legales de los niños, las niñas o los adolescentes quienes siempre 
deberán tener más de 13 (trece) años de edad. 


El referido acuerdo podrá ser dejado sin efecto por cualquiera de las partes en forma 
escrita, 


Articulo 6*. (Controles). Las instituciones públicas deberán registrar en la Oficina 
Nacional del Servicio Civil, la nómina de voluntarios relacionados con ellas en forma 
directa o indirecta, así como las altas y bajas que se registren en dicha nómina. 


Fuente: Artículo 63 de la Ley N* 18.719, de 27 de diciembre de 2010. 
Artículo 7”. (Derechos del voluntario).- El voluntario tiene los siguientes derechos: 
A) Recibir la información, la formación, la orientación, el apoyo y los recursos 
necesarios para el ejercicio de las funciones que se le asignen, desde el momento 
de su ingreso a la tarea y en forma permanente. 


B) El respeto a su libertad, dignidad, intimidad, creencias y al tratamiento sin 
discriminación alguna. 


C) La colaboración activa en la organización, la elaboración, el diseño, la ejecución y 
la evaluación de las actividades a desarrollar en la entidad en la que se inserte, de 
acuerdo con sus estatutos o normas de funcionamiento. 


D) Disponer de una identificación que acredite su condición de voluntario, emitida por 
la institución u organización respectiva en la que se desempeñe. 


E) Realizar su actividad en las debidas condiciones de seguridad e higiene en 
función de la naturaleza y características de la tarea. 


F) Estar cubierto por un seguro de accidente en el desarrollo de sus tareas, a cargo 
de la institución pública que lo recibe como voluntario. 


G) El reconocimiento por el valor social de su contribución. 
H) La certificación de su actuación. 


1) La jornada diaria no podrá superar las seis horas en el caso de servicio voluntario 
realizado por los niños, las niñas y los adolescentes referidos en el inciso segundo 
del artículo 5” de la presente ley. 


J) Realizar su actuación en el marco de los derechos que se deriven de esta ley y 
del resto del ordenamiento jurídico. 


Artículo 8”. (Deberes del voluntario).- Son deberes del voluntario: 


A) Cumplir los compromisos adquiridos con las instituciones públicas con las que se 
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relacione, respetando los fines y la normativa de las mismas. 


B) Rechazar cualquier pr por parte del beneficiario o de otras personas 
relacionadas con su. 


C) Respetar los derechos, la libertad, la dignidad, la intimidad y las creencias de las 
personas o grupos a los que dirige su actividad. 


D) Dar el consentimiento expreso y por escrito para el examen psicofisico previo, 
cuando la naturaleza de las actividades a realizar lo demande. 


E) Participar en las actividades formativas previstas por la institución u organización 
en la que actúe tales como la capacitación para cumplir las funciones cometidas, y 
las que se requieran con carácter permanente para mantener la calidad de los 
servicios que se presten. 


F) Utilizar adecuadamente los recursos materiales que ponga a su disposición la 
institución u organización a la que se vincula, y efectuar la rendición de cuentas 
correspondiente al finalizar la tarea asignada. 


G) Informar a la entidad, con la antelación que acordaren, su inasistencia a las 
actividades, o su decisión de renunciar a sus tareas, con el objeto de adoptar las 
medidas necesarias para evitar un perjuicio en la labor encomendada. 


H) Cumplir las obligaciones que surjan del acuerdo de colaboración al que se refiere 
el artículo 5* de la presente ley y del resto del ordenamiento jurídico. 


Artículo 9. (De los deberes del Estado con relación a las actividades del 

voluntariado).- El Estado promoverá la acción voluntaria mediante campañas de 

Dos divulgación, formación y reconocimiento de las actividades de 
untariado. 


Artículo 10. (De la promoción de los beneficios para la participación). Las 
instituciones públicas que promuevan la participación voluntaria en actividades de 
interés general, procurarán obtener bonificaciones o reducciones en el costo de 
medios de transporte público u otros beneficios análogos que posibiliten el 
cumplimiento de las funciones asignadas a los voluntarios. 


Articulo 11. (Dia Nacional del Voluntariado).- Se establece el día cinco de diciembre 
como el "Día Nacional del Voluntariado” en coincidencia con el "Día Internacional de 
los Voluntarios por un Desarrollo Económico y Social" establecido por la Asamblea 
General de las Naciones Unidas. 


Artículo 12. Disposición transitoria, (Adaptación de las instituciones y 
organizaciones).- Las instituciones públicas y organizaciones privadas previstas en el 
artículo 1? de la presente ley que a la fecha de su promulgación se encuentren 
desarrollando actividades de voluntariado, dispondrán de un plazo de noventa días 
para ajustarse a lo previsto por la misma. 
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Ley N* 17.897 
de 14 de setiembre de 2005 


LIBERTAD PROVISIONAL Y ANTICIPADA 
SE ESTABLECE UN RÉGIMEN EXCEPCIONAL 


CAPÍTULO IV 


DEL RÉGIMEN DE REDENCION DE LA PENA 


Articulo 13. (Redención de pena por trabajo o estudio).- El Juez concederá la 
redención de pena por trabajo a los condenados a pena privativa de libertad. A los 
procesados y condenados se les conmutará un día de reclusión por dos dias de 
trabajo. Para estos efectos no se podrán computar más de ocho horas diarias de 
trabajo. 


La autoridad carcelaria determinará los trabajos que deban organizarse en cada 
centro penitenciario, los que junto con los trabajos realizados durante las salidas 
transitorias autorizadas por el Juez competente, serán los únicos válidos para redimir 
pena. 


También procurará los medios necesarios para crear fuentes de trabajo, industriales, 
agropecuarias o artesanales según las circunstancias y las posibilidades 
presupuestales. 


Para los efectos de la evaluación del trabajo en cada centro de reclusión habrá una 
Junta Asesora formada por personal designado por la autoridad carcelaria. 


El Juez concederá la redención de pena por estudio a los condenados a pena 
privativa de libertad. A los procesados y condenados se les abonará un día de 
reclusión por dos días de estudio. 


Se computará como un día de estudio la dedicación a dicha actividad durante seis 
horas semanales, así sea en días diferentes. Para esos efectos, no se podrán 
computar más de seis horas diarias de estudio. 


El Poder Ejecutivo reglamentará la presente disposición en un plazo no mayor de 
ciento cincuenta días desde la promulgación de la presente ley. 


La fecha de aprobación de la reglamentación determinará la fecha de entrada en 
vigencia del presente artículo. 


Las disposiciones de este artículo también serán aplicables a las personas que se 
encuentren en régimen de salidas transitorias. 


Artículo 14. (Inserción laboral de personas liberadas).- Inclúyese en todos los 
pliegos de licitaciones de obras y servicios públicos, la obligatoriedad del o de los 
empresarios contratantes, de inscribir en las planillas de trabajo un mínimo equivalente 
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al 5% (cinco por ciento) del personal afectado a tareas de peones o similares, a 
personas liberadas que se encuentren registradas en la Bolsa de Trabajo del 
Patronato Nacional de Encarcelados y Liberados. 


Asimismo, el Poder Ejecutivo podrá establecer un sistema de bonificaciones para 
aquellas empresas que inscriban liberados registrados en la Bolsa de Trabajo referida, 
por encima del 5% (cinco por ciento) estipulado precedentemente. 


El Poder Ejecutivo, a través del Patronato Nacional de Encarcelados y Liberados, 
promoverá acuerdos con los Gobiemos Departamentales para establecer regímenes 
similares respecto de las obras y servicios públicos departamentales. 
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Ley N* 17.930 
de 19 de diciembre de 2005 


PRESUPUESTO NACIONAL 
APRUÉBASE PARA EL PERIODO 2005 - 2009 


Artículo 38.- Al cierre de cada Ejercicio, los Incisos del Presupuesto Nacional, 
podrán disponer de hasta el 100% (cien por ciento) de los Recursos de Afectación 
Especial disponibles y no comprometidos al 31 de diciembre, para destinarto al 
abatimiento de su deuda flotante correspondiente a Rentas Generales. La utilización 
de los referidos saldos será determinada por el jerarca del Inciso respectivo en 
acuerdo con el Ministerio de Economía y Finanzas y seguir un criterio de cancelación 
basado en la antigdedad de las deudas. 


Artículo 43.- Podrán realizarse trasposiciones en los créditos de gastos de 
funcionamiento e inversión entre Incisos que tengan a su cargo el cumplimiento de 
cometidos con objetivos comunes mediante acuerdos entre Ministerios y Organismos 
que ratifique el Poder Ejecutivo, los que regirán hasta el 31 de diciembre de cada 
Ejercicio, 


Las solicitudes se tramitarán por los Ministerios y Organismos involucrados ante el 
Ministerio de Economía y Finanzas, quien las someterá con su opinión a dicha 
ratificación del Poder Ejecutivo y acompañará los informes previos de la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto para créditos de inversión y de la Contaduría General de 
la Nación para créditos de gastos de funcionamiento. 


De lo actuado se deberá dar cuenta al Tribunal de Cuentas y a la Asamblea General. 
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Ley N* 18.046 
de 24 de octubre de 2006 


RENDICIÓN DE CUENTAS Y BALANCE DE EJECUCIÓN 
PRESUPUESTAL EJERCICIO 2005 


Artículo 419.- A partir de la promulgación de la presente ley, en cada cierre de 
ejercicio los Incisos de la Administración Central que tuvieran disponibilidad financiera 
no comprometida en sus Recursos con Afectación Especial, deberán aplicarla de 
acuerdo al siguiente orden de prioridades: 


En primer lugar, al destino establecido en el artículo 36 de la Ley N” 17.930, de 19 
de diciembre de 2005. 


En segundo lugar, al pago de la deuda fiotante correspondiente a gastos con 
financiación Rentas Generales de la unidad ejecutora que tiene la titularidad y 
disponibilidad de los recursos. 


En tercer lugar, al pago de la deuda flotante de otras unidades ejecutoras del mismo 
Inciso, correspondiente a gastos con financiación Rentas Generales, de acuerdo con 
lo que disponga el jerarca dal Inciso. 


En caso de existir disponibilidad, una vez aplicados los fondos en la forma 
establecida en los incisos precedentes, los saldos resultantes serán volcados a Rentas 
Generales, 


No será de aplicación para los incisos de la Administración Central jo dispuesto en el 
artículo 38 de la Ley N” 17.930, de 19 de diciembre de 2005, sin perjuicio de lo 
dispuesto por el articulo 40 de la misma ley. 
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Ley N* 18.308 
de 18 de junio de 2008 


8 dopo 22--___ AA 


ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y DESARROLLO SOSTENIBLE 
TÍTULO V 


LA ACTUACIÓN Y CONTROL EN EL MARCO DEL ORDENAMIENTO 
TERRITORIAL 


CAPÍTULO 1 
ACTUACIÓN TERRITORIAL 


Artículo 65.- (Prescripción adquisitiva).- Aquellas personas cuyo núcleo familiar no 
supere el nivel de pobreza en sus ingresos y que, no siendo propietarias de inmuebles, 
sean poseedoras de un predio, no público ni fiscal, con aptitud de ser urbanizado de 
acuerdo con el instrumento de ordenamiento territorial aplicable, destinado a su 
"vivienda y la de su núcleo familiar durante un periodo de cinco años, podrán solicitar a 
la Sede Judicial competente se declare la adauisición del dominio sobre el mismo por 
ol modo prescripción. La posesión deberá ser ininterrumpida y con ánimo de dueño, 
pública y no resistida por el propietario. 


No podrán adquirirse a través de las disposiciones de este artículo, predios o 
edificios de una superficie que exceda la necesaria para cumplir el fin habitacional 
básico que establezcan los correspondientes instrumentos de ordenamiento territorial 
para la zona en que se localice el predio. 


No se reconocerá este derecho más de una vez al mismo poseedor. 


Cuando el predio sea parte de un inmueble, en que existan otros en similar situación, 
la prescripción adquistiva podrá gestionarse colectivamente. En esta situación, podrán 
considerarse colectivamente las áreas del territorio que determinen los instrumentos 
de ordenamiento territorial. Las áreas necesarias para las infraestructuras, servicios y 
espacios públicos prescribirán en favor de la Intendencia Municipal. 


La prescripción será declarada por el Juez competente a instancia de los 
beneficiados o de la Intendencia Municipal, a través del proceso judicial 
correspondiente el cual estará exonerado de toda tributación; a su vez, podrá ser 
opuesta como defensa o excepción en cualquier proceso judicial. 
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En los litigios en aplicación de este instituto, quedará en suspenso toda otra acción, 
de petición o posesoria, que pueda llegar a interponerse con relación al inmueble. 
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Ley N* 18.362 
de 6 de octubre de 2008 
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RENDICIÓN DE CUENTAS Y BALANCE DE EJECUCIÓN PRESUPUESTAL 
EJERCICIO 2007 


.- Créase en el Inciso 14 "Ministeño de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente”, Unidad Ejecutora 002 "Dirección Nacional de Vivienda”, 
el Proyecto 705 “Cartera de Inmuebles para Viviendas de Interés Social”, con una 
asignación anual de $1:000,000 (un millón de pesos uruguayos) con cargo a la 
Financiación 1.5 "Fondo Nacional de Vivienda", 
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Ley N* 18.489 
de 17 de mayo de 2009 


PERSONAS INSCRIPTAS EN LA BOLSA LABORAL DEL PATRONATO 
NACIONAL DE ENCARCELADOS Y LIBERADOS O DE 
LOS PATRONATOS DEPARTAMENTALES 


SE AUTORIZA SU CONTRATACIÓN A TÉRMINO BAJO UN RÉGIMEN 
LABORAL ESPECIAL 


Artículo 1?.-El Patronato Nacional de Encarcelados y Liberados y sus 
Departamentales podrán otorgar becas de trabajo a encarcelados/as que gocen de 
salidas transitorias laborales, liberados/as, sus cónyuges, concubinos/as e hijos/as 
mayores de dieciocho años de edad, para la prestación de funciones en convenios 
laborales con instituciones públicas y privadas. 


Artículo 2”.- Solo podrán ser contratadas bajo este régimen las personas que estén 
incluidas en la Bolsa Laboral del Patronato Nacional o Departamental y no perciban 
ingresos provenientes de otra relación laboral. 


Se otorgará preferencia a beneficiarios/as que tengan menores a su cargo y revistan 
la calidad de primarios/as. 


Artículo 3”.- El plazo máximo por el cual podrán ser contratadas será de un año, 
renovable por igual periodo, suscribiéndose un contrato que detalle claramente las 
condiciones laborales. 


Artículo 4?.- Al momento de suscribirse el contrato se deberá inscribir al o a los 
beneficiariosías en el Banco de Previsión Social, debiendo descontarse de sus 
haberes los aportes correspondientes y asegurarlos contra accidentes de trabajo y 
enfermedades profesionales ante el Banco de Seguros del Estado. 

En ningún caso se abonará a los trabajadores/as salarios inferiores a los mínimos 
establecidos para la categoria laboral correspondiente, por los respectivos Consejos 
de Salarios o Convenios Colectivos de Trabajo. 


Al momento de celebrar los convenios con las instituciones públicas o privadas se 
deberán incluir los costos de referencia. 


”.- El contrato se rescindirá sin derecho a indemnización y con automática 
exclusión del asistido/a de la Bolsa Laboral, si: 


A) El contratado/a comete nuevo delito que amerite su procesamiento. 
B) Es despedido/a por notoria mala conducta. 


C) Hace abandono del empleo sin causa debidamente justificada. 
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D) Se constata un bajo rendimiento laboral. 


Artículo 6*.- El Patronato Nacional de Encarcelados y Liberados podrá asumir los 
costos de los convenios por concepto de aportes patronales al Banco de Previsión 
Social, con los recursos que le fueran transferidos por el articulo 475 de la Ley 
N* 18,362, de 6 de octubre de 2008. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto. 
(Se lee.) 
-En discusión general. 


Tiene la palabra la Miembro Informante, señora 
Senadora Topolansky. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Señor Presidente: el 
proyecto de ley en consideración, “Plan Nacional de 
Integración Socio-Habitacional Juntos”, se propone 
como parte del esfuerzo que lleva adelante el Gobier- 
no para eliminar la indigencia y seguir abatiendo la 
pobreza. Nuestra comunidad funcionará mejor en la 
medida en que logremos incluir en ella sectores de 
población que aún quedan fuera, sufriendo todos los 
perjuicios que esta situación trae para la vida de la 
gente. 


Es una política nacional que nos permite a todos 
una convivencia comunitaria realmente integrada. 
Por tanto, esta política tendrá también efectos sobre 
otros segmentos de población que hoy no están in- 
cluidos pero conviven por vecindad o por razones la- 
borales, etcétera, con los segmentos que sí lo están. 
Por esta razón, este Plan es un esfuerzo para avanzar 
en la resolución de un problema que es de todos y, por 
lo tanto, se precisa la colaboración de todos para que 
los resultados sean los deseados. 


El proyecto de ley prevé, entre otras modalidades, 
el voluntariado, que existe desde hace mucho en el 
Uruguay. En el período de Gobierno anterior se pro- 
movió con fuerza desde el Ministerio de Desarrollo 
Social, para realizar un completo relevamiento que se 
hizo sobre población en riesgo y permitió dar conteni- 
dos al observatorio Mides. Allí encontramos informa- 
ción georreferenciada que permite generar políticas 
públicas con mayor eficacia, como ocurrió con el Pa- 
nes, el Plan de Emergencia, el Proyecto Trabajo por 
Uruguay, etcétera. Toda esa enorme base informativa 
se obtuvo en tiempo récord gracias, entre otros facto- 
res, al voluntariado. Asimismo, tuvo éxito la partici- 
pación del voluntariado en la implementación y des- 
pliegue del Plan Ceibal. Estos son solo dos ejemplos. 
Esta iniciativa acude a la misma herramienta que se 
transforma en sí misma en un acto de integración. 
En realidad, quienes están en el Plan y los volunta- 
rios terminarán teniendo un vínculo fuerte, pues se 
tejerán solidaridades. 


Sabemos que los números de la indigencia y la po- 
breza han bajado, así como reconocemos que también 
han descendido las cifras de la desocupación, pero 
aún falta. Por ese motivo y para que el abordaje se 
lleve a cabo lo más rápido posible, el proyecto de ley 
se declara, por su artículo 1%, de interés general y de 
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emergencia socio-habitacional. Estas dos declaracio- 
nes son el punto de partida para la estructuración de 
la ley y son importantes pues suponen, en negro sobre 
blanco, el reconocimiento del problema a encarar. 


En ese segmento de la indigencia tenemos con- 
centrado lo que los sociólogos llaman el núcleo duro. 
No se trata de personas que cayeron en situación de 
pobreza o de pobreza extrema por efecto de algún 
avatar económico -como ocurrió en el 2002-, sino de 
gente que arrastra su exclusión durante un ciclo lar- 
go, y eso nos permite afirmar que ya encontramos 
en esta situación a la cuarta generación con pautas 
culturales propias, con la conformación de vínculos 
familiares específicos, etcétera. En esta población 
encontramos principalmente jefas de familia, madres 
o abuelas y muchos niños, un 40% de menores de 
14 años. Desde el punto de vista laboral, se obser- 
va mucho trabajo informal, en negro y muchas veces 
salteado; inclusive en algunos casos no existe hábito 
de trabajo. Muchas veces no se tiene una cabal infor- 
mación sobre los derechos y las obligaciones sociales. 


Por todas estas razones, la tarea requiere ductili- 
dad, compromiso y el convencimiento -esto es funda- 
mental, y lo subrayo- de que es posible la integración 
plena de toda la sociedad. 


No se trata de un simple Plan de Vivienda para 
sectores en exclusión, porque en ese caso este habría 
sido el séptimo de los seis propuestos en el Plan Quin- 
quenal de Vivienda. 


Tampoco estamos solo ante una mirada sobre la 
alimentación, el acceso a la salud, el apoyo económi- 
co y la posibilidad de una primera experiencia labo- 
ral, ya que ello habría provocado que este Plan pasara 
a ser un programa del Mides. Es decir, no solo abarca 
la cuestión sanitaria, cultural o educacional, pues el 
Plan tiene un poco de todos esos componentes y re- 
quiere del apoyo de esos ámbitos para lograr la inte- 
gralidad. Por ello, simplificando, se ha dicho que la 
vivienda es el pretexto para la integración social. 


Denominamos “población participante” a la gente 
hacia la que está dirigida este Plan, y esto no es me- 
nor. Podríamos haber elegido el camino más sencillo, 
licitando equis número de viviendas en base a una 
tipología, nombrando un equipo de asistentes sociales 
para seleccionar la población -en este caso sí benefi- 
ciaria- e incorporando un pago simbólico y el apoyo 
de una ONG en la postobra, pero de esa forma no 
garantizamos la integración social que permita que el 
individuo pueda seguir subiendo otros escalones y sí 
solucionamos solo un pedacito del problema. 


Por otro lado, y a falta de otra posibilidad, no solo 
debemos ver la condición de población participante 
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-condición sine qua non para ingresar al Plan y al re- 
gistro que este crea- como una contrapartida econó- 
mica, sino que este es un camino para escuchar los 
planteos y sugerencias de esas personas, experimen- 
tar el “se puede”, aprender técnicas constructivas, 
instruirse en algunos aspectos referidos a esos proce- 
sos, instalaciones eléctricas, etcétera, y sentirse parte 
de un grupo humano en el que también hay otros que 
vienen del mundo integrado. En resumen, se trata de 
un desafío en la batalla por ganar dignidad. 


Alguien muy excluido, habitante de un país latino- 
americano, frente a ciertas políticas de inclusión que 
considera positivas, me dijo: “sabe lo que pasa, esto 
será lento, pero yo antes no existía y ahora existo”. En 
resumen, este Plan debe verse como un motor para el 
cambio cultural, tal como se señala en la exposición 
de motivos. 


Este Plan nace con el Decreto N* 171/2010, de 31 
de mayo de 2010, que declara la emergencia socio- 
habitacional y mandata la redacción de un proyecto 
de ley que contenga los instrumentos jurídicos ne- 
cesarios para la intervención, la modalidad operativa 
en lo organizativo y funcional y las líneas de acción y 
programas. Es con el respaldo de ese Decreto que el 
Plan funciona hasta la aprobación de la ley, pues hay 
urgencias que no pueden esperar. 


A continuación, brevemente vamos a ver cuál será 
la operativa del Plan. Una vez determinado un lugar, 
se llega a él y se lo reconoce para poder abordar la 
emergencia puntual o colectiva, porque el Plan atien- 
de casos puntuales y colectivos; se planifica la solu- 
ción dentro de las pautas establecidas y se comienza 
con la obra material, social y cultural de integración. 


Cuando el Plan se retira de un punto determi- 
nado, se aspira a que el núcleo familiar quede con 
una vivienda en funcionamiento que cuente con los 
metros cuadrados necesarios, agua, luz, conexiones, 
etcétera, que tenga la certeza de que sea suya, que en 
el barrio haya un CAIF, un club de niños y que allí se 
pueda acceder a la educación y la salud, que el trans- 
porte esté presente o cercano y que se haya creado la 
comisión barrial; en suma, se aspira a que funcionen 
las redes sociales de apoyo y progreso. 


En virtud de que se quiere respetar al máximo a 
la población participante en sus libres decisiones, se 
prevén tres formas de intervención: a) cuando se tra- 
ta del mejoramiento de la vivienda de familias que ya 
son parte de un barrio, pero su ámbito personal es 
carente o desastroso -y eso, además de los perjuicios 
que les trae, de algún modo los margina-, se la com- 
pleta, se la reconstruye o se la agranda, integrándola 
al entorno, realizando el trabajo de formalización y 
brindando los apoyos necesarios; b) cuando la o las 
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familias se encuentran en lugares no habitables, se 
busca su relocalización luego de un intercambio, a 
efectos de que se comprenda el porqué de esta nece- 
saria reubicación; y c) cuanto estamos ante un con- 
junto de familias que más que soluciones a la vivienda 
en sí precisan apoyo para arreglos en infraestructura 
y funcionamiento del barrio. 


Como se puede constatar, se trata de un Plan casi 
personalizado, pues todas las familias, las situaciones 
y los pagos son distintos y, en estos casos, las solucio- 
nes promedio y las tipologías estándar no funcionan o 
aparecen muy forzadas. 


Puede suceder que en ciertos lugares nos encon- 
tremos con alguna red social viva con ciudadanos con 
habilidades, pero también sin ellas, pues así es de 
variada la realidad y esa es su complejidad. Por eso 
este trabajo requiere una necesaria flexibilidad. Si el 
barrio es nuevo, se integrarán al predio otros secto- 
res de la población como cooperativas de vivienda, 
viviendas para policías y soldados, etcétera, de modo 
de no generar un barrio exclusivo para la población 
del Plan Juntos porque, de lo contrario, a la larga se 
convertirá en un gueto. 


La mayor concentración de población excluida 
está en el departamento de Montevideo, producto, 
entre otras cosas, de las migraciones internas. Lo 
sigue el departamento de Canelones, por lo que se 
puede afirmar que en el área metropolitana está el 
corazón del problema. Es bueno aclarar que el Plan 
es de carácter nacional, por lo tanto, actuará en todos 
los departamentos de norte a sur. Se vuelve funda- 
mental, entonces, la coordinación con los Gobiernos 
Departamentales, así como con las empresas públi- 
cas, los Ministerios, los Organismos comprendidos en 
el artículo 220 de la Constitución y con la población 
en general, por la vía del voluntariado y la donación, 
el apoyo técnico, etcétera. Asimismo, es importante la 
relación con las empresas, sectores de trabajadores, 
estudiantes y organizaciones sociales que entiendan 
importante su participación. 


El proyecto de ley en sí mismo consta de siete ca- 
pítulos. El Capítulo I, que va del artículo 1% al 3%, 
declara la emergencia socio-habitacional y el interés 
general con relación a la ejecución del Plan. Allí se 
desarrollan los cinco objetivos primordiales del Plan 
Juntos y se describen las principales líneas de acción 
del mismo. 


El Capítulo II refiere a la organización y estruc- 
tura del Plan Juntos. En el artículo 4% se crea la 
Unidad Operativa Central como órgano desconcen- 
trado de la Presidencia de la República, que estará 
dirigida por una Comisión Directiva con el apoyo 
de un equipo interdisciplinario y de una Unidad de 
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Auditoría Interna. Esta disposición fue una de las 
que generó más polémica en el seno de la discusión 
en Comisión. 


Por las razones expuestas en la fundamentación 
del proyecto de ley, entendemos que el lugar más 
oportuno para ubicar el mismo es el elegido. Para dar 
un ejemplo, en el ámbito de la Presidencia funciona 
desde hace mucho un Programa que se llama Infa- 
milia y que no corresponde exactamente ni al Mides 
ni al INAU. También hay una serie de estructuras 
funcionales asimilables, como la Agesic, que es un 
órgano desconcentrado dentro del Inciso 02, o AUCI, 
desconcentrado en Presidencia, y otros. 


Por otro lado, existe más de una postura jurídica 
en cuanto a si el órgano Presidencia de la República 
integra el Poder Ejecutivo o, por el contrario, encat- 
na exclusivamente la Jefatura de Estado fuera de su 
ámbito. Por una parte, está la postura del doctor Del- 
piazzo; por otra, la del doctor Durán Martínez, la del 
doctor José Korzeniak y, finalmente, la posición inter- 
media del doctor Cassinelli Muñoz. Por tanto, como 
se verá, es un tema discutido entre los constitucio- 
nalistas. Nosotros nos hemos informado del mismo y 
sabemos que la ubicación de esta unidad puede ser 
polémica, como lo es la definición con relación a Pre- 
sidencia de la República. Asimismo, los recursos de 
revocación se harán a la Directiva y los jerárquicos, al 
Poder Ejecutivo. 


El artículo 5% describe las competencias y atribu- 
ciones de la Unidad Operativa. El artículo 6”, detalla 
el modo de integración de la Comisión Directiva, el 
ejercicio de dicha representación, la designación y 
el cese. A través del artículo 7% se crea un equipo 
interdisciplinario y se establecen sus competencias. 
El artículo 8% crea la Auditoría Interna y define sus 
cometidos. Esta disposición se agregó, producto de la 
discusión en Comisión, para que exista un control y 
para asegurar al Parlamento el informe correspon- 
diente cada cuatro meses. 


El Capítulo III corresponde al ámbito subjetivo 
de aplicación del Plan Juntos. En el artículo 9% se 
habla de la población participante y de las condicio- 
nes necesarias para adquirir tal calidad. El artículo 
10 define qué se entiende por núcleos familiares. 
El artículo 11 crea el Registro Único de Participan- 
tes del Plan. El artículo 12 enumera las causales de 
egreso del Plan. Antes de continuar, quiero aclarar 
que en este artículo hay una palabra que fue mal 
transcripta. En el inciso final, la frase que dice: “la 
resolución de pleno derecho del contrato de como- 
dato, debería decir: “rescisión de pleno derecho del 
contrato de comodato”. Por lo tanto, durante la dis- 
cusión particular de este proyecto de ley haremos 
esta corrección. 
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El Capítulo IV, refiere a las modalidades de cons- 
trucción, los prestadores de trabajo y al régimen de 
seguridad social. El artículo 13 prioriza, entre las di- 
versas modalidades de construcción y obra, la auto- 
construcción y la mano de obra benévola. 


El artículo 14 describe los distintos prestadores 
de trabajo, entre los que se encuentran: la población 
participante en la construcción de vivienda como en 
el mejoramiento de las condiciones del hábitat; el 
realizado en forma voluntaria, de acuerdo a la Ley 
N* 17.885; las personas que puedan acceder al ré- 
gimen de medidas sustitutivas de acuerdo a la Ley 
N* 17.726; las personas procesadas y condenadas en 
el marco de la Ley N* 17.897; las personas inscriptas 
en la Bolsa Laboral del Patronato de Encarcelados y 
Liberados en el marco de la Ley N* 18.489; los Pro- 
gramas sociales, educativos y laborales promovidos 
por organismos públicos departamentales o naciona- 
les; y trabajos hechos por personas públicas y priva- 
das, previa suscripción de los convenios o contratos 
respectivos. 


El artículo 15 relata los contratos o convenios 
del artículo anterior y explicita a cargo de quién es- 
tarán los aportes sociales. El artículo 16 flexibiliza 
el acuerdo con el BPS para el acceso al registro de 
obras. Esto se debe a que como la mano de obra be- 
névola tiene una serie de condiciones -entre otras, 
que quien la realiza debe tener trabajo formal des- 
de tanto tiempo atrás- y nosotros hablamos de una 
población participante que tiene trabajo salteado y 
muchas veces informal, entendimos que en acuerdo 
con el Banco de Previsión Social se debía flexibilizar 
este requisito. 


El Capítulo V refiere a los recursos financieros. 
En el artículo 17 se crea el Fondo Nacional del Plan y 
en el 18 se describe cómo se generan los recursos de 
ese Fondo. El artículo 19 explicita una excepción, en 
su primer inciso, para que las partidas no ejecutadas 
al cierre de cada Ejercicio continúen integrando el 
FONAB dado que en la industria de la construcción 
-más cuando hay mano de obra benévola- muchas 
veces es difícil cumplir con los tiempos previstos en 
cada Ejercicio. Asimismo, en el inciso segundo de 
este artículo, se incorpora un literal más al numeral 
32 del artículo 33 del Tocaf como forma de poder ad- 
quirir bienes o contratar servicios en forma directa. 
Se fundamenta este segundo inciso, que también fue 
polémico en la discusión en Comisión, en el carácter 
de emergencia que tiene el Plan. A pesar de que este 
inciso generó esa polémica, concebimos este tipo de 
emergencia como acumulada en el tiempo y no como 
una emergencia puntual surgida, por ejemplo, de un 
fenómeno climatológico. En última instancia, se trata 
de puntos de vista políticos en la apreciación de algu- 
nos fenómenos sociales. 
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Por el artículo 20 se habilita la creación de fidei- 
comisos. En principio, habíamos retirado esta norma 
del proyecto de ley, pero luego, a pedido del Poder 
Ejecutivo, lo reincorporamos porque se le dificultaría 
al FONAP administrar el volumen de esta transfe- 
rencia de recursos. Se considera que es más sencillo 
crear fideicomisos, en colaboración con la Corpora- 
ción Nacional para el Desarrollo, porque permitirían 
una mejor administración de esos fondos cuando tie- 
nen un determinado volumen. 


El Capítulo VI refiere a las exoneraciones tributa- 
rias e incentivos fiscales. 


En el artículo 21 se exonera de todo tributo nacio- 
nal a las donaciones y legados, a las adjudicaciones de 
viviendas en comodato o propiedad y al registro, eje- 
cución y regularización de todos los actos y contratos 
vinculados con las obras. 


Por el artículo 22 se incorpora el Plan Juntos a las 
donaciones previstas en el artículo 79 del Título 4 del 
Texto Ordenado 1996. 


El Capítulo VII tiene que ver con la adjudicación 
de las viviendas. 


El artículo 23 trata el tema de su titularidad; el ar- 
tículo 24 propone la celebración de comodatos mien- 
tras se instrumenta la transferencia de la propiedad; 
y el artículo 25 detalla el uso y goce de las viviendas 
frente a cambios en la conformación del núcleo fa- 
miliar. 


Por su parte, el artículo 26 dispone un período de 
consolidación de diez años para el Plan, lapso en que 
la vivienda no podrá ser embargada, cedida, dada en 
arrendamiento, enajenada, hipotecada, gravada, ni 
tampoco constituir sobre ella derechos reales meno- 
res en favor de terceros, salvo autorización previa y 
expresa de la Unidad Operativa Central. Luego, los 
otros incisos de esta norma prevén la forma de ins- 
cripción en el Registro Nacional de la Propiedad y los 
mecanismos notariales en relación a la propiedad y 
venta de las viviendas. 


El artículo 27 considera lo relacionado con los 
reintegros del valor del terreno y los materiales apor- 
tados por el Plan, en caso de venta. 


Luego, el artículo 28 refiere al derecho de habi- 
tación y tiene que ver con lo dispuesto en el artículo 
881.1 del Código Civil. Al mismo tiempo, este artículo 
hace alusión a los derechos que le corresponden al 
cónyuge supérstite. 


El artículo 29 explicita lo relativo a la expropia- 
ción de los inmuebles que se requieran para la eje- 
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cución del Plan. Quiero señalar que a este artículo 
también se le realizaron modificaciones y se eliminó 
un inciso final que obligaba a los organismos públicos 
a donar el rescate de adeudos cuando se producía la 
venta de un padrón, porque consideramos que jurídi- 
camente no era correcto. Ahora bien, el Plan Juntos 
podrá realizar convenios con las distintas empresas 
públicas para que se efectúe una donación equivalen- 
te a esos montos. 


El artículo 30 se refiere a la toma urgente de po- 
sesión y especifica dos particularidades de aplicación 
para el Plan Juntos. Quiero aclarar que se debe mo- 
dificar la redacción de este artículo porque constata- 
mos un error a último momento. 


Por último, el artículo 33 determina la vigencia y 
la reglamentación del proyecto. 


Estas son las razones por las cuales recomenda- 
mos al Cuerpo la aprobación de este proyecto de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Antes de continuar con 
el debate, quiero advertir a los señores Senadores y 
señoras Senadoras que en el repartido que tienen en 
sus respectivas bancas hay que hacer algunas correc- 
ciones formales -sobre todo relacionadas a la nume- 
ración de los artículos-, ya que se registran diferen- 
cias respecto al repartido original. Debe tenerse en 
cuenta que el que tiene la expresión formal correcta 
del proyecto de ley es el Repartido N* 362, que en- 
contraron en sus bancas en la mañana de hoy. 


SEÑOR CHIRUCHI.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR CHIRUCHI.- Señor Presidente: nuestro 
país cuenta con una larga y nutrida historia en ma- 
teria de políticas habitacionales. Cada uno de estos 
planes dejó su impronta urbana y fue el resultado de 
una determinada acción, del desarrollo de un conjun- 
to de programas, de la capacidad económica y de la 
voluntad política de cada uno de los Gobiernos para 
llevarlos adelante. Nuestra historia es rica en ese sen- 
tido y nos llena de orgullo porque el país hizo y si- 
gue haciendo denodados esfuerzos para cumplir con 
el derecho ciudadano consagrado en el artículo 45 
de la Constitución de la República, que dice: “Todo 
habitante de la República tiene derecho a gozar de 
vivienda decorosa. La ley propenderá a asegurar la vi- 
vienda higiénica y económica, facilitando su adquisi- 
ción y estimulando la inversión de capitales privados 
para ese fin”. 


Muchos planes públicos de vivienda tuvieron una 
total aprobación y otros, muy contados, terminaron 
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en el olvido. Sin embargo, la constante ha sido que 
nuestro país supo conjugar con acierto tres elementos 
fundamentales para aplicar en materia habitacional: 
primero, la decisión política de atender la problemá- 
tica social de la vivienda; segundo, la ejecución de la 
política a través de programas efectivos, instrumenta- 
dos y cuantificados, lo que ha permitido transformar 
una idea en el hecho material denominado: “vivienda 
de interés social”; y tercero, la aplicación de recursos 
genuinos del Estado, privados o de endeudamiento 
nacional para financiar el conjunto de esos progra- 
mas habitacionales. 


La Ley de Vivienda, que no es ajena al Partido 
Nacional, es el principal instrumento rector de toda 
la política de vivienda, pero ha sido gravemente ero- 
sionada al eliminarse los recursos genuinos del Fon- 
do Nacional de Vivienda como consecuencia de la 
reforma tributaria aprobada en el Gobierno pasado. 
Esta norma fue diseñada, elaborada y proyectada en 
el seno de la Comisión de Inversiones y Desarrollo 
Económico que tuvo como resultado el primer Plan 
Nacional de Vivienda en el año 1965. Sus objetivos, 
que creemos deben afirmarse cada vez más, fueron: 
el derecho a la vivienda; el principio de que toda fa- 
milia, cualquiera sea su situación económica, debe 
poder acceder a una vivienda; que el esfuerzo en este 
campo debe ser proporcional a la capacidad económi- 
ca total del país; y que la política de vivienda debe ser 
planeada y administrada como una pieza inseparable 
del desarrollo económico general. 


Luego, fue en el Gobierno del Partido Nacional, 
presidido por el actual Senador Lacalle Herrera, se 
creó el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Terri- 
torial y Medio Ambiente, de manera de jerarquizar la 
atención de la política nacional de vivienda de interés 
social. El mayor escollo que ha tenido el país, el Es- 
tado y los Gobiernos para hacer frente a las necesi- 
dades sociales en materia de vivienda, fue la escasa 
disponibilidad de recursos. Los recursos jamás alcan- 
zan para atender el conjunto de las necesidades, que 
siempre resultan mayores, obligando a las políticas 
a perseguir generalmente de atrás a los problemas. 
Sin embargo, siempre existió una decisión política 
y se idearon excelentes programas, pero también es 
verdad que los recursos han sido escasos. El Minis- 
terio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente, creado por la Ley N* 16.112, de mayo de 
1990, en la historia reciente de las políticas habita- 
cionales nunca contó con tantos recursos económicos 
como los votados en esta Ley de Presupuesto. Son 
casi US$ 1.000:000.000 para impactar en el déficit 
habitacional de las familias de más bajos recursos. Y 
eso no es solo por la decisión política de todos los 
Partidos, sino también por la existencia de una ex- 
pansión económica que tiene nuestro país. Así fue re- 
conocido por el Poder Ejecutivo en la Exposición de 
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Motivos de la actual Ley de Promoción de la Vivienda 
de Interés Social, que hace unos días votamos aquí, 
en la Cámara de Senadores. Allí se señaló que los 
recursos del Fondo Nacional de Vivienda y Urbaniza- 
ción se han visto incrementados como resultado de 
la expansión económica que tiene nuestro país. Allí 
también se reconoce allí que el importante desarrollo 
actual de la actividad de la construcción se destina 
casi exclusivamente para satisfacer la demanda de 
sectores de elevado poder adquisitivo. Sin embargo, 
no se han solucionado los problemas crecientes de 
importantes sectores de la población. 


En esa ocasión hacíamos referencia a declara- 
ciones del señor Subsecretario de Vivienda, Orde- 
namiento Territorial y Medio Ambiente, arquitecto 
Patrone, quien señalaba que después de cinco años 
no demasiado dinámicos, en este Período la política 
de vivienda pasa a ser el centro de la escena, por lo 
menos en los planes, porque el gran desafío estará 
en los niveles de concreción. Estas declaraciones del 
señor Subsecretario figuran en el Semanario Brecha 
del 14 de enero. 


El escaso compromiso de atención a la vivienda 
de interés social en el Período anterior también fue 
destacado en el Plan Quinquenal de Vivienda aproba- 
do para este período de Gobierno y proyectado por el 
actual Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territo- 
rial y Medio Ambiente. Allí se dice, entre otras cosas: 
“En tanto la política de vivienda no fue definida como 
una prioridad del período 2005-2009”. Esto figura en 
la página 14 de la publicación que luce en la página 
web del Ministerio y en los repartidos aprobados del 
Presupuesto Nacional. Compartimos el hecho de que 
la situación habitacional actual impone la necesidad 
de acelerar y diversificar la producción de viviendas, 
así como facilitar los mecanismos de acceso para sa- 
tisfacer la demanda existente. 


Este proyecto de ley que crea el Plan Juntos será 
una herramienta adicional a las que ya tiene el Go- 
bierno Nacional para satisfacer la necesidad de vi- 
vienda de la población que no logra acceder a la mis- 
ma por las condiciones del mercado. Y es ahí donde 
el Estado debe hacerse presente. 


Como ya expresamos, hace pocos días este Parla- 
mento -con el respaldo unánime del Partido Nacio- 
nal- aprobó la Ley de Promoción de la Vivienda de 
Interés Social. De la misma manera procederemos 
con este proyecto de ley, votando en general su apro- 
bación. 


La diversidad de instrumentos y los recursos eco- 
nómicos disponibles comprometen al actual Gobierno 
a lograr un impacto definitivo para resolver un tema 
muy caro en cuanto a la calidad de vida de la po- 
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blación. Las mayorías parlamentarias y la oposición 
en su conjunto, al votar los recursos, atendieron los 
reclamos y las plataformas anunciadas por todos los 
Partidos antes, durante y después de las elecciones, 
pero no solo se requieren de instrumentos y recursos, 
sino también de una acción decidida, ejecutiva y una 
gestión eficiente, de manera de lograr el impacto ne- 
cesario para solucionar la demanda de vivienda de los 
sectores más necesitados. Los más necesitados son 
los que siguen esperando, pero con la desconfianza 
de que los anuncios realizados queden más en una 
promesa que en una realidad. 


La forma declaratoria de emergencia de una si- 
tuación no es la solución, sino que se requiere de de- 
cisión y gestión. ¡Basta de diagnósticos y de diseños 
de programas! ¡Se requiere ejecución! 


El Plan Quinquenal de Vivienda vigente expresa 
-esto figura en la página 13 del Plan- que en los pri- 
meros períodos de su existencia, el Ministerio de Vi- 
vienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente 
fue hacedor de políticas y programas focalizados en 
los sectores de pobreza, en la demanda no solvente. 
Y ante esto nos preguntamos: ¿eso es una crítica ne- 
gativa o un elogio a las políticas desarrolladas? ¿Cuál 
es la población objetivo de la promoción pública de la 
vivienda? Evidentemente y, sin duda alguna, lo deben 
ser los sectores más vulnerables, débiles y necesita- 
dos. Y eso no puede ser de otra manera ya que esa 
es la política imperante desde la creación de la Ley 
de Vivienda, que en su artículo 3” señala: “Declárase 
de interés general el establecimiento de una política 
planificada de vivienda, integrada en los planes de 
desarrollo económico y social, tendiente a atender las 
necesidades de vivienda en todo el país, que preste 
preferente atención a los grupos de escasos recursos”. 


El Presidente de la República, en la campaña 
electoral, se comprometió a fortalecer estos grandes 
lineamientos políticos para resolver la problemática 
habitacional. Ese es un objetivo común de toda la so- 
ciedad y el cual compartimos. Ya hace un tiempo se 
ha definido a la situación habitacional de los sectores 
de menores recursos como de emergencia. Hoy tene- 
mos el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territo- 
rial y Medio Ambiente, la Agencia Nacional de Vivien- 
da, el Banco Hipotecario, el Programa de Integración 
de Asentamientos lrregulares -PIAI- y a MEVIR, a 
todo lo cual dentro de poco tiempo se sumará el Plan 
Juntos en la órbita de la Presidencia de la República. 
El país cuenta con diversos instrumentos estatales 
abocados a una misma tarea. También es una gran 
verdad que jamás el país contó con tantos recursos 
para distribuir en un quinquenio, en un área tan sen- 
sible como la vivienda, pero no es menos cierto que 
nunca se construyó tan poco. No es menos cierto que 
entre las ideas de gestión que se manejan hoy el énfa- 
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sis está puesto en la autoconstrucción, en donde los 
tiempos, resultados, procedimientos y cumplimien- 
tos son tan inciertos como el conjunto de ideas que 
se empeñan en transmitir permanentemente a tra- 
vés de los medios de prensa. Creemos que el tiempo 
transcurrido ya fue suficiente para la presentación de 
planes y la definición de objetivos. Llegó el momento 
de la gestión y el cumplimiento de plazos y metas, 
porque ya ha pasado el tiempo de los diagnósticos y 
ensayos. Señalo esto porque mientras las autoridades 
de turno piensan y meditan cómo aplican los recur- 
sos, la población espera impaciente que alguien haga 
algo para resolver su problemática de vivienda. 


Si bien tenemos importantes reservas que reali- 
zar al Plan Juntos, hemos decidido acompañarlo en 
general para que el Gobierno cuente con esa nueva 
herramienta en la que tanto ha insistido en los me- 
dios de prensa. 


En el análisis que realizamos en la Comisión de 
Vivienda y Ordenamiento Territorial sobre este pro- 
yecto de ley formulamos, entre otras, dos objeciones 
que estimamos son de sustancial importancia. La pri- 
mera de ellas refiere a lo que prevé el artículo 4% en 
el sentido de que la unidad ejecutora responsable del 
Plan Juntos debe ser un órgano desconcentrado del 
Poder Ejecutivo. Sin embargo, a nuestro criterio, co- 
rrespondería que esta dependiera del Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambien- 
te, que es el organismo idóneo en el tema, tiene co- 
metidos específicos en la materia y puede coordinar 
acciones con el Ministerio de Desarrollo Social y con 
otros organismos del Estado. Este fue el fundamen- 
to de la observación del Tribunal de Cuentas a las 
transferencias de recursos del Plan Juntos. Además, 
el citado Ministerio cuenta con los recursos huma- 
nos idóneos que generarían mayor eficiencia en la 
gestión, no siendo necesaria la contratación de nue- 
vos funcionarios públicos para el Plan, como se está 
haciendo en este momento. De esa manera también 
se evitaría que la responsabilidad de la ejecución del 
Plan se diluyera entre los integrantes de la unidad 
ejecutora, y permitiría asignar responsabilidad políti- 
ca concreta mediante el contralor del Parlamento, al 
amparo de lo dispuesto por el artículo 119 de la Cons- 
titución de la República; obviamente, nos referimos a 
la disposición que establece el llamado a Sala de los 
Ministros de Estado para pedir y recibir los informes 
que se estimen convenientes, ya sea con fines legisla- 
tivos, de inspección o de fiscalización. 


Otra de las grandes observaciones que este pro- 
yecto de ley nos merece es que contiene una nueva 
excepción al procedimiento de licitación pública re- 
glamentado por el Tocaf. Para nosotros, no es conve- 
niente el recurso de la contratación directa previsto 
en el artículo 19 de este proyecto de ley -como una 
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nueva excepción a la licitación pública- para adquirir 
bienes o contratar servicios por parte de la Unidad 
Operativa Central del Plan Juntos, la que va a mane- 
jar millones de dólares. En este proyecto de ley, el Se- 
nado ya está incorporando la excepción a la licitación 
pública, que se identificará con la letra Z del numeral 
3 del artículo 33 del Tocaf. 


Señor Presidente: se acabó el abecedario de las 
excepciones a la licitación pública; espero que esa li- 
mitación meramente alfabética nos pueda servir de 
alarma y nos muestre la necesidad de que exista un 
debate serio y profundo -que la sociedad reclama- so- 
bre el sistema de contratación pública. 


A ello debemos agregar las contrataciones que rea- 
lizan las instituciones de propiedad pública regidas 
por el Derecho Privado, un fenómeno que en otros 
países, como México y España, se denomina la huida 
del Derecho Administrativo. Esta huida del Derecho 
Administrativo ha desembarcado en Uruguay con una 
fuerza inusitada, y esperamos que sea por poco tiem- 
po. Personalmente, entiendo que estas tendencias 
constituyen el mejor caldo de cultivo para el desarro- 
llo de la corrupción en la Administración Pública, y 
me estoy refiriendo a toda la Administración Pública, 
que trasciende fronteras de responsabilidad de un 
gobierno o de un partido. Desde 2005 a la fecha -o 
sea, en seis años- se han incorporado al menos siete 
excepciones al procedimiento de licitación pública, lo 
que me parece un exceso bastante contraproducente. 
Estoy convencido de que la eficiencia en la gestión 
de un gobierno y el procedimiento de licitación públi- 
ca no son excluyentes -y lo tengo asumido como una 
experiencia probada-; por el contrario, la licitación 
pública hace a la esencia de toda gestión de gobierno 
eficiente. 


El artículo 33 del Tocaf establece el principio de la 
licitación pública para las contrataciones que realice 
el Estado, luego establece excepciones en cuanto a 
montos, compra directa y licitación abreviada. Ade- 
más, determina causales que son de interpretación 
estricta. Entre esas causales de excepción a la licita- 
ción, se habilita la contratación directa por razones 
de urgencia no previsibles, literal I) del artículo 33 
del Tocaf. Por tanto, para que este literal sea apli- 
cable debe existir una situación que no se haya po- 
dido prever con anticipación y a la que se deba dar 
inmediata solución. Si el organismo pudo preverla, 
pero no lo hizo y se durmió, aun cuando exista ur- 
gencia en dar solución al problema, no es aplicable 
esta excepción a la licitación pública que establece 
el literal D). Como ejemplo de su aplicación podemos 
citar el caso de la Intendencia de Montevideo cuando 
contrató en forma directa el servicio de recolección 
de residuos debido a una huelga de sus funcionarios. 
Esta era una situación a resolver en forma urgente y 
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no se pudo prever, por lo cual el literal 1) fue aplica- 
ble. Pero en el proyecto de ley que tenemos a consi- 
deración se habla de “emergencia habitacional”, que 
no es lo mismo que “razones de urgencia no previsi- 
bles”. No olvidemos que el Programa de Integración 
de Asentamientos Irregulares existe desde el período 
1995-2000; entonces ivaya si hubo tiempo para pre- 
ver! Otro ejemplo similar al que estamos analizando 
es el literal R) del mismo artículo del Tocaf, que re- 
fiere a las compras que realice la Presidencia de la 
República para el Sistema Nacional de Emergencias 
a efectos de atender situaciones de emergencia, crisis 
y desastres excepcionales, dando cuenta a la Asam- 
blea General. Evidentemente, se trata de situaciones 
no previsibles, que también responden a una causal 
de urgencia y, por eso, habilitan una excepción a la 
licitación pública. Este proyecto de ley establece -rei- 
tero- la situación de emergencia habitacional, pero no 
es igual a aquellas que enfrenta el Sistema Nacional 
de Emergencias, porque no se trata de inundaciones, 
de epidemias ni de otros problemas que se presentan 
repentinamente y deben ser resueltos en forma in- 
mediata. Si bien en el artículo 1? se declara la emer- 
gencia socio-habitacional de la población en situación 
de extrema pobreza, no se configuran los elementos 
que determinan que sea una situación no previsible. 
Asimismo, la contratación directa elude la aplicación 
de los servicios de publicidad, de transparencia, de 
concurrencia y demás que incluyen los procedimien- 
tos de licitación pública. La explosión de las excepcio- 
nes a la licitación pública constituye un crecimiento 
pernicioso de la discrecionalidad del Estado, lo que 
debilita las garantías en lugar de fortalecerlas. 


Estoy convencido, señor Presidente, de que la 
aplicación del sistema general de licitación pública 
hubiera favorecido el correcto funcionamiento del 
Plan Juntos. 


En virtud de estas observaciones que realicé en 
Comisión, en la última sesión -a la que lamentable- 
mente no pude asistir- se agregó al proyecto de ley el 
artículo 7” bis, que prevé la existencia de una Unidad 
de Auditoría Interna del Plan Juntos, que dependerá 
jerárquicamente de la Comisión Directiva del propio 
Plan y, entre otras cosas, tendrá la misión de actuar 
a posteriori para evaluar la gestión y el cumplimien- 
to de sus cometidos. Las auditorías son importantes, 
pero en este caso no hacen a la forma de contrata- 
ción; se prevé una auditoría de gestión posterior, sin 
efectividad en cuanto al control de la forma de con- 
tratar y manejar los fondos, y menos efectividad aún 
al depender jerárquicamente de la autoridad que au- 
dita, que controla. 


El Plan Juntos es una oportunidad para que se 
valore también, entre otras cosas, la participación 
de los Gobiernos Departamentales. Hubiéramos pre- 
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ferido que su participación se institucionalizara, no 
como mera coordinación, sino como una herramien- 
ta indispensable, puesto que los Gobiernos Depar- 
tamentales son los que siempre se ven enfrentados 
directamente y cara a cara con las necesidades de las 
poblaciones más carenciadas y modestas, y con los 
problemas de mayor urgencia. Creemos que el Plan 
Juntos debe trabajar en estrecha relación con ellos, 
y para eso no se requiere de nuevas excepciones a la 
licitación pública. 


Por otra parte, existe un gran riesgo en la imple- 
mentación del Plan Juntos en lo que refiere a la par- 
ticipación del voluntariado social. Ya desde los pri- 
meros anuncios que ha realizado el Poder Ejecutivo 
respecto a este proyecto, se ha difundido en la pren- 
sa que organizaciones políticas han establecido una 
suerte de militancia a través de la herramienta del 
Plan Juntos. Por nuestra parte, creemos que es en 
la situación y la calidad de vida de los más humildes 
donde el Uruguay debe demostrar mayor madurez y 
compromiso político, descartando toda posibilidad de 
que sean objeto de maniobra o especulación electo- 
ral. Por eso, desde el momento mismo de aprobación 
del proyecto de ley que instaura el Plan Juntos, llamo 
y apelo a la reflexión del Gobierno y de las personas 
que serán responsables de la ejecución de este Plan. 
El Estado y las políticas públicas no pueden ser el ins- 
trumento de políticas partidarias. Los institutos que 
se proyectan -como el que estamos considerando- no 
deben ser analizados según el ánimo del Gobierno 
que los promueve, sino con la perspectiva de su dura- 
ción en el tiempo. 


Estoy convencido de que todas estas considera- 
ciones contribuirán al fortalecimiento del instituto al 
que refiere el proyecto de ley, en su gestión y finali- 
dad. Porque queremos ver un Estado que avance y 
derrote todas esas dificultades que, pese a los exce- 
dentes recursos disponibles, aún se mantienen en los 
sectores más necesitados. 


Por eso vamos a acompañar en general la aproba- 
ción de este proyecto de ley, a fin de no ser un obs- 
táculo para la acción del Gobierno y con el ánimo de 
apoyar y tender la mano para alcanzar los instrumen- 
tos en los que el Gobierno pone expectativas, aun me- 
reciéndonos serios reparos. 


Muchas gracias, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
Senador Bordabertry. 


SEÑOR BORDABERRY.- Señor Presidente: va- 
mos a votar en general el proyecto de ley, aunque no 
acompañaremos los artículos 4%, 6%, 8%, el literal G) 
del artículo 12, ni el artículo 19. 
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Compartimos los lineamientos genéricos del pro- 
yecto de ley, porque atiende a una población del país 
que está en una situación muy particular y, en defi- 
nitiva, constituye una propuesta real y concreta para 
comenzar a trabajar y solucionar su problema. En ese 
sentido, hacemos nuestras las palabras vertidas por 
el señor Senador Chiruchi -que no repetiremos, para 
ahorrar tiempo a los compañeros del Senado- y vamos 
a fundamentar los motivos por los cuales no votare- 
mos los artículos que hemos señalado. 


Por el artículo 4” se crea la Unidad Operativa Cen- 
tral del Plan Juntos como órgano desconcentrado de 
la Presidencia de la República. Cabe señalar que el 
texto fue enriquecido, solucionando algunos proble- 
mas iniciales; concretamente, en el proyecto de ley 
enviado por el Poder Ejecutivo se creaba una unidad 
desconcentrada de la Presidencia, que funcional- 
mente estaba dentro de la Presidencia, lo que en sí 
mismo era una contradicción. Todos sabemos que la 
desconcentración dentro de un órgano administrativo 
es, quizá, el mínimo de descentralización; pero, en 
definitiva, existe cierta descentralización en la toma 
de decisiones. Esto fue corregido. Sin embargo, en- 
tendemos que no es conveniente que se cree dentro 
de la Presidencia de la República como un órgano 
desconcentrado, porque escaparía a lo dispuesto en el 
artículo 119 de la Constitución de la República, que 
establece el contralor parlamentario. Pensamos que 
no es bueno que un Plan que va a manejar varios mi- 
llones de dólares, y al que se le otorgará varios bene- 
ficios, no esté sujeto al control parlamentario. Se nos 
ha dicho que en el pasado se hizo lo mismo con otro 
tipo de órganos. Por mi parte, estuve buceando en las 
normas y pude comprobar que, en esos casos, se esta- 
blecía que otro Ministerio tenía el contralor definitivo 
sobre el mismo organismo. Recuerdo que el Programa 
Infamilia establecía que el Ministerio de Deporte y 
Juventud era el que debía aprobar el presupuesto, el 
cumplimiento, la ejecución, etcétera, y si no cumplía 
con su trabajo, estaba alcanzado por lo dispuesto en 
el artículo 119 de la Constitución de la República. 
Pero, de esta forma, se está creando una Unidad que 
va a manejar millones de dólares y que estará ajena al 
contralor parlamentario; nos parece que esto consti- 
tuye un decaimiento de los controles parlamentarios 
que deben existir en un ordenamiento jurídico. 


La objeción sobre el artículo 4% alcanza también 
al artículo 6% por los mismos motivos, ya que en él 
se establece la integración de la Comisión Directiva. 


Como dijimos en un principio, tampoco vamos a 
votar el artículo 8%. Parece ser una buena disposición, 
pues por ella se crea una unidad de auditoría interna; 
sin embargo, no parece lógico que una unidad de esta 
naturaleza dependa jerárquicamente de aquel a quien 
tendrá que auditar. Si tengo que controlar a quien es 
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mi jefe, parecería que no estamos cumpliendo con un 
principio básico del contralor administrativo. Pero, 
además, la creación de esta unidad fue una respuesta 
a la objeción que se planteó a lo previsto en el segundo 
inciso del artículo 19 del proyecto de ley; sin embargo, 
lo cierto es que no soluciona esa objeción. El artículo 
19 del proyecto de ley establece que todas las contra- 
taciones que haga el Plan Juntos se realizarán directa- 
mente, es decir, no habrá licitación pública; no se van 
a seguir los procedimientos previstos en el Tocaf. Ob- 
viamente, no acompañamos ese artículo. Entendemos 
que en el literal l) del artículo 33 del Tocaf ya está 
prevista la situación que se quiere establecer en esta 
norma, pues allí se expresa que, en caso de urgencia, 
cuando haya motivos debidamente fundamentados, se 
puede ir a la contratación directa; pero eso es una 
excepción que debe ser fundamentada. Sin embargo, 
lo que se establece hoy en el inciso 2% del artículo 
19 -y que resultará aprobado- es que no hay que fun- 
damentar, que se puede contratar directamente sin 
establecer el motivo. Y esto no parece ser bueno, no 
solamente porque hay un procedimiento establecido, 
sino porque es una tentación a actuar mal. Si como 
funcionario que toma una decisión, ni siquiera tengo 
que justificar por qué utilizo la contratación directa 
para contratar a determinada persona, obviamente 
que, con el tiempo, eso puede derivar en amiguismos, 
etcétera. Aclaro que esto no es un cuestionamiento a 
las autoridades del Poder Ejecutivo, sino que es una 
realidad. Un maestro de Derecho decía que había que 
legislar pensando en que un día uno no iba a ser Go- 
bierno y yo creo que este decaimiento en la forma de 
contratar no es el adecuado. Es por eso que no va- 
mos a votar este artículo 19. Pero además pensamos 
que la creación de la Unidad de Auditoría Interna no 
soluciona esa posibilidad de contratación directa, en 
primer lugar, porque depende jerárquicamente de la 
Comisión Directiva -si es así, seguramente esta le dirá 
muchas cosas-; y, en segundo término, porque acá 
hay un concepto que es equivocado desde el punto 
de vista de la auditoría y su funcionamiento. La au- 
ditoría controla los procesos que se llevan a cabo y si 
son equivocados y permiten contrataciones directas, 
solamente podrá decir que se contrató directamente, 
pero no podrá ir al fondo del asunto. 


Por estos motivos no votaremos ese artículo. 


Si bien vamos a acompañar la aprobación del ar- 
tículo 10, queremos hacer algunas precisiones para 
los compañeros del Senado en virtud de que se plan- 
tearon severas dudas sobre el concepto de “núcleo 
familiar”. Se trata de un concepto que no es nuevo en 
nuestro ordenamiento jurídico; creo recordar que las 
primeras veces que se lo tomó en cuenta fue en leyes 
de vivienda e impositivas. Por ejemplo, en el caso del 
Impuesto al Patrimonio se permite tomar en cuenta 
el núcleo familiar para elevar el mínimo imponible. 
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Tal como estaba redactado inicialmente este ar- 
tículo, el núcleo familiar aparentaba ser una nueva 
persona jurídica que se estaba creando y como se le 
otorgaban derechos y se le establecían obligaciones, 
podía ser considerado de esa manera. Cuando los in- 
tegrantes del Poder Ejecutivo asistieron a la Comisión 
aclararon expresamente que esa no era la intención, 
que al núcleo familiar se lo consideraba exclusiva- 
mente a los efectos de establecer quiénes eran los 
beneficiarios del Plan y quiénes tenían la obligación; 
por ende, se exigía su registro ante la Unidad Opera- 
tiva. Y esto da lugar a algunos problemas posteriores. 
Si se analiza el proyecto de ley se verá que los inte- 
grantes del núcleo familiar tienen el derecho de utili- 
zar el inmueble durante determinado lapso y después 
terminan siendo propietarios de ese bien. Por consi- 
guiente, estamos creando en el país un condominio de 
copropietarios de inmuebles a largo plazo. Entonces, 
el problema es ver cómo ese condominio manifestará 
su voluntad en el futuro. Por ejemplo, podríamos es- 
tablecer que dentro de diez, quince o veinte años ese 
condominio, integrado por miembros del núcleo fami- 
liar -que el proyecto de ley define como todos aquellos 
que viven dentro de la finca, tengan o no relación de 
parentesco-, será copropiedad de diez o doce perso- 
nas que pueden o no tener vínculo de parentesco, 
que algunas pueden ser menores de edad y que otras 
pueden tener que ser representadas por padres que 
ya no estén habitando el inmueble. En consecuencia, 
algunos de ellos podrían acceder al proceso de cesa- 
ción de condominio -es decir, exigir su cuota parte del 
valor del inmueble- que establece que si el bien admi- 
te cómoda división, se debe proceder a ello; y si no es 
así, se procederá al remate. Lógicamente, si se tratara 
de una vivienda que no admitiera cómoda división, se 
terminará en un procedimiento judicial de remate. 


Por este motivo y para tratar de paliar esta situa- 
ción se incorporó una norma en el tercer inciso del 
artículo 10, que establece: “La voluntad del núcleo 
familiar coincidirá con la manifestación de voluntad 
de la mayoría de los integrantes del mismo, debida- 
mente recabada de acuerdo a los mecanismos que 
establezca la reglamentación”. Por lo menos, aquí hay 
una suerte de asamblea de condóminos que en mayo- 
ría puede disponer el destino del inmueble. En caso 
de que no sean mayores de edad, tendrán que ser 
representados por sus representantes legales, padre 
y madre, lo cual constituye un problema porque mu- 
chas veces en estas situaciones es difícil encontrar 
al padre o a la madre que han abandonado el hogar. 


Por otro lado, creemos que el literal A) del artículo 
11 propone una solución que es importante conside- 
rar: la naturaleza constitutiva del registro de la perso- 
na en el Registro Único de Participantes del Plan. Es 
decir que para ser considerado parte del núcleo fami- 
liar y tener derecho sobre la vivienda hay que estar 
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registrado y ese registro tiene valor constitutivo, no 
declarativo. Creo que esto es importante porque evita 
que en el futuro alguien diga: “yo era participante de 
ese núcleo familiar, viví dentro de la casa”, puesto 
que se puede pedir el registro para constatar si esa 
persona era parte o no de él. Al atribuirse al registro 
naturaleza constitutiva, lo que se hace es establecer 
que el derecho recién nace, recién comienza, empie- 
za cuando se haya hecho el registro. 


Tampoco votaremos el artículo 12 pero no por no estar 
de acuerdo con él -porque coincidimos con su inten- 
ción-, sino porque su literal G) está mal redactado. 
Establece: “La imposición de una medida cautelar 
por actos u omisiones constitutivas de violencia do- 
méstica respecto a otro integrante del núcleo familiar 
participante, según lo dispuesto por el artículo 10 de 
la Ley N* 17.514, de 2 de julio de 2002”. Esta es una 
causal que habilita a la Unidad Operativa Central a 
resolver el egreso del núcleo familiar de alguno de sus 
integrantes. Tal como está redactada esta norma, le 
estamos dando a esta Unidad la facultad de resolver 
el egreso de una persona que fue víctima de violen- 
cia familiar. Obviamente, parece casi imposible que 
la Unidad Operativa Central disponga el egreso de la 
persona que fue objeto de violencia familiar, pero en 
esta norma le estamos dando esa facultad. Por ejem- 
plo, le estamos dando a la Unidad Operativa Central 
la posibilidad de dejar fuera del Plan a una mujer que 
fue objeto de violencia familiar, es decir, de sancio- 
narla. O sea que además de golpeada existe la posi- 
bilidad de que quede fuera del Plan. Todos sabemos 
que muchas veces se trata de situaciones no claras, 
con acusaciones cruzadas; entonces, no entiendo por 
qué un jerarca del Plan Juntos puede tener la facul- 
tad de decidir o no si una mujer objeto de violencia 
familiar puede seguir o no dentro del Plan. Entiendo 
que es una redacción equivocada y lamento no haber 
podido estar presente el jueves pasado en la Comisión 
-me retiré enfermo el día miércoles, el médico me 
prohibió concurrir a trabajar el jueves y, por ende, no 
pude asistir a la última sesión en que se aprobó esta 
norma-, pero me parece que se trata de un error y por 
eso no se puede votar. Estamos de acuerdo con que 
sea dejado fuera del Plan un integrante del núcleo 
familiar que haya agredido o incurrido en violencia 
doméstica, pero no concordamos con que la Unidad 
Operativa Central tenga la facultad de dejar afuera 
también a quien fue objeto de esa violencia domésti- 
ca. Eso parece ser un error. 


Por último, señor Presidente, volvemos a referir- 
nos al artículo 19 para decir que no vamos a votar el 
inciso segundo, que es el que establece la facultad 
de contratación directa, pero sí acompañaremos el 
inciso primero, que dispone que aquellos fondos no 
ejecutados en un ejercicio continuarán integrando 
el FONAP al año siguiente, porque resulta obvio que 
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muchas veces este tipo de programas no siguen la ca- 
dencia del Presupuesto Nacional y de la Rendición 
de Cuentas. 


En síntesis, votaremos en general el proyecto de 
ley pero no acompañaremos con nuestro voto los ar- 
tículos 4%, 6% y 8%, el literal G) del artículo 12 y el 
inciso segundo del artículo 19, razón por la cual en 
su momento pediremos que se sometan a votación 
por separado. 


Muchas gracias, señor Presidente. 
SEÑOR LACALLE HERRERA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR LACALLE HERRERA.- Señor Presiden- 
te: creo que las consideraciones de los señores Se- 
nadores Chiruchi y Bordaberry deben ser tenidas en 
cuenta, sobre todo en el futuro, pero permítame que 
haga algunas reflexiones en general acerca del actual 
Gobierno, de la actual Administración y luego respec- 
to de la política de vivienda. 


Antes que nada voy a reiterar algo -y pido discul- 
pas por ello-: realmente, para quien ha sido actor, 
testigo y observador de la vida política resulta difícil 
de explicar por qué estas ideas están siendo propues- 
tas recién ahora al Parlamento. Si se habla de una 
emergencia en materia de vivienda, es evidente que 
ya existía el 1% de diciembre del año 2009, después 
de la elección del actual Presidente. Supongo que 
los meses de diciembre, enero y febrero previos a la 
asunción del mando estuvieron ocupados por lo que 
sabemos es la organización del Gobierno; pero está 
claro que, sobre todo cuando se tienen mayorías ab- 
solutas, debe haber una previsión para estos temas 
porque la emergencia no es hoy. Si había déficit ha- 
bitacional, si había necesidad, si había urgencia, hay 
que demostrarlo en la ejecución, en la gestión, en la 
preocupación. 


Hay que tener disciplina, hay que tener planes; no 
es posible ir a la inventiva o a la jugada personal y ca- 
recer -como parece desde nuestro punto de vista- de 
líneas de trabajo, de previsión, de un calendario. El 
tiempo pasa, señor Presidente; van 18 meses de Go- 
bierno y hay medidas que no aparecieron en marzo, 
en abril ni en mayo. Hacía tiempo que yo no integraba 
el Poder Legislativo, pero pensé que íbamos a reci- 
bir una andanada de proyectos estudiados, porque el 
Frente Amplio tiene técnicos, asesores y gente capaz 
de redactar proyectos. Sin embargo, resulta que la vi- 
vienda es una emergencia pero la estamos tratando a 
dieciocho meses de iniciado el Gobierno. Francamen- 
te, no puedo atar un concepto con otro. Gobernar es 
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tener en cuenta que son sesenta meses de Gobierno; 
después del primer mes, faltan cincuenta y nueve y 
es muy bueno tener presente esa cuenta regresiva 
porque cuando uno se quiere acordar, el tiempo se 
le fue de las manos. Hay determinadas acciones gu- 
bernativas que se comienzan en el día uno, en el mes 
uno, en el año uno, porque si no, no se terminan. Y lo 
digo por experiencia, por cierto bastante distinta de la 
que vive el Frente Amplio en el Gobierno, porque en 
aquel momento no teníamos mayoría parlamentaria 
ni recursos. En este caso, los dos elementos más im- 
portantes para una gestión de gobierno se tuvieron, 
se tienen y no han sido utilizados como para dar la 
sensación de que la emergencia lo era. 


La segunda observación que queríamos formular, 
y que ya venía de los párrafos anteriores, es que no 
todos los problemas de los países ni de las personas 
se solucionan con dinero, pero ¡vaya si es una dife- 
rencia tener dinero! ¡Vaya si es una diferencia haber 
tenido US$ 1.000:000.000 de espacio fiscal que un 
Ministerio de Economía proclamó que tenía! ¡Vaya si 
es el sueño de cualquier gobernante! Los Ministros 
de Economía generalmente son -y deben serlo- bas- 
tante cuidadosos en señalar si hay recursos, porque 
siempre tienen que estar con el “no” en la boca. 
Sin embargo, aquí vinieron y dijeron que sobraban 
US$ 1.000:000.000. Repito: no todos los problemas 
se solucionan con dinero, pero los de carácter edili- 
cio, que implican simplemente poner un ladrillo arri- 
ba de otro, se resuelven prácticamente en un cien por 
ciento si se lo tiene. Aquí no ha habido la capacidad 
de gestión como para resolver siquiera los problemas 
que se solucionan con dinero. 


¿Cuáles son los problemas que se solucionan con 
dinero? Vamos a mencionar pocos, pero los vemos to- 
dos los días. Por ejemplo, el tema de las cárceles. Ne- 
cesitamos que los presos tengan un lugar de reclusión 
humano. Cuando hay tanta preocupación por los dere- 
chos humanos, no se hace nada para asegurar los dere- 
chos humanos de los presos. En el mes de abril del año 
2005, al entonces Ministro del Interior José Díaz, esti- 
mado amigo, se le ofreció un plan para construir cárce- 
les en seis meses; sin embargo, ni siquiera acusó recibo 
de ese plan. Estamos hablando de hace seis años. 


Hay escuelas que no tienen luz, contaron los ve- 
cinos ayer. ¡No tienen luz! ¿No hay nadie que haga 
un relevamiento en la ANEP y diga que las que no 
tienen luz son veinticuatro, las que tienen los cuartos 
de baño rotos son treinta y siete, y las que se les están 
por caer arriba a los chiquilines son siete? ¿No hay 
nadie que haga eso? Pero, ¿cuántos empleados tiene 
el Codicen? 


Estos problemas, que se podían solucionar con 
dinero, no se han solucionado, no hay capacidad de 
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gestión, no hay planificación, no hay verdadera sen- 
sación de urgencia. Son temas de carácter general, 
señor Presidente, pero creo que es importante seña- 
larlos, porque algún día va a llegar el momento en 
que se pase raya y se emitan los juicios de valor res- 
pectivos, y por supuesto que lo vamos a hacer en la 
campaña electoral del año 2014. Hay que ir teniendo 
en cuenta que a la hora del cumplimiento, como en la 
“parábola de los talentos”, se les va a juzgar por lo que 
se les dio o por lo que tenían, y este Gobierno tenía 
las dos cosas: las mayorías políticas y el dinero para 
solucionar los problemas. 


Otro señalamiento que queríamos hacer, para 
abundar -porque aquí no estamos planteando temas 
muy originales-, es que hay una deriva hacia el des- 
control, mejor dicho -me rectifico porque la palabra 
descontrol tiene dos sentidos-, hacia la falta, la au- 
sencia de control, que es característica del Uruguay. 
Justamente, con un Partido Colorado permanente- 
mente en el Gobierno, lo que trató de hacer el Parti- 
do Nacional desde la oposición, fue buscar garantías 
de todo tipo. Eso ya es una resultancia convertida en 
herencia sin beneficio de inventario, es de todos. El 
Tribunal de Cuentas, la Corte Electoral, el Tribunal 
de lo Contencioso Administrativo, todos fueron orga- 
nismos creados para dar garantías. 


Sé que para muchos el sistema democrático era 
una cuestión burguesa y las elecciones no servían 
para nada. Uno piensa que por suerte esas cosas ya 
quedaron atrás, pero evidentemente, se tiende a salir 
del control parlamentario -que es el más importante- 
toda vez que se crean agencias, oficinas o entidades 
fuera de los Ministerios, directamente bajo la órbita 
de la Presidencia de la República, a la que no se la 
puede interpelar. Todo va quedando fuera del control 
del Tocaf y del Tribunal de Cuentas. 


Un día vamos a celebrar una sesión para hablar de 
todo esto y daremos una visión que hasta los propios 
Senadores del Frente Amplio se van a sorprender de 
lo que han hecho. Lo curioso de todo esto es que se trata 
de una coalición política que tiene -por lo menos en su 
enorme mayoría- un concepto importante acerca del 
papel del Estado y, sin embargo, lo van vaciando de 
contenido, en una visión que me atrevo a decir que 
es corta. Lo digo porque las garantías que se edifica- 
ron -como acabo de señalar-, a la postre resultaron 
buenas para el país. Quiero decir, señores del Gobier- 
no, que las cosas pueden cambiar; seguramente van 
a cambiar. Entonces, veremos -no yo, pero sí quienes 
estén aquí en el Parlamento- reclamar las garantías, o 
que se pregunte por qué no hay licitación o qué pasó 
con tal o cual tema. Esto sucederá, porque el actual 
no es nada más que un período de Gobierno, no es el 
país. Es, reitero, un período de Gobierno con mayores 
responsabilidades que otro, porque tiene la mayoría 
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parlamentaria, con la cual están desarticulando el 
sistema de garantías de la Administración. 


Con respecto a la creación de nuevos institutos, 
creo que el Uruguay padece de “institucionalitis”, 
porque genera y crea instituciones, organismos u ofi- 
cinas. Por ejemplo, la Agencia Nacional de Viviendas 
duplicó la función del Banco Hipotecario del Uru- 
guay. Hasta el día de hoy no sé cuál es la diferencia, la 
conveniencia ni el resultado de este organismo, pero 
recordé que hoy está vendiendo 235 apartamentos y 
que existía precisamente por eso. 


A mi juicio, colegas, alcanza y sobra con la institu- 
cionalidad del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente. El Presidente -y tiene 
todo el derecho- se entusiasmó sanamente con el 
Plan Juntos; le gustaba la idea, y me doy cuenta de 
ello por la terminología que se emplea en el proyecto 
de ley, en el que se usan vocablos como “participati- 
va”; permanentemente utilizan ese tipo de términos y 
todos tienen que ver con la construcción de las casas. 
Está bien; es una manera de ver y de pensar que yo 
tengo que respetar. Pero, ¿no era mejor darle a este 
proyecto el nombre de “Plan Juntos” y que lo realizara 
el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente? Se hubieran ganado estos 78 meses 
-tal como me lo acota el señor Senador Moreira, por- 
que es el segundo Gobierno del Frente Amplio- y las 
casas ya estarían construyéndose. En esta materia, 
desde el Instituto Nacional de Viviendas Económicas 
hasta el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Terri- 
torial y Medio Ambiente, el país ha intentado todo. 


En materia de vivienda, al crear el Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente 
pretendió dársele un lugar de la más alta jerarquía, 
sometido a los debidos contralores. Así fue que a las 
personas que podían pagar la cuota se las derivaba al 
Banco Hipotecario, y las que no podían hacerlo, todas 
ellas, eran enviadas a la órbita del Ministerio para ha- 
cer operativa la solidaridad social que el país tan bien 
cultiva y que todos coincidimos en ejercer. El Minis- 
terio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente -y acá está presente un Senador que fue Mi- 
nistro- fue muy exitoso y siguió siéndolo; había y hay 
para todos los gustos. Vamos a decir las cosas como 
son: la gran obra del doctor Alberto Gallinal Heber, 
que es MEVIR, tenía todas estas características, por- 
que trabajaban los futuros dueños. Ahí estaba incluida 
la parte del aporte de trabajo, que tiene un sentido 
que va más allá de lo que representa el jornal, como 
les gusta decir a los compañeros Senadores del Frente 
Amplio y del Gobierno: es participativo. ¡Claro que es 
participativo! Las personas trabajan y contribuyen con 
su mano de obra. A veces, hasta bromeábamos acerca 
de este tema con el doctor Gallinal, porque sábados y 
domingos se dedicaban a construir su casa. 
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Con respecto al núcleo básico evolutivo, quiero 
señalar que ya está hecho. ¿Lo quieren agrandar? 
Lo agrandamos: treinta y dos metros cuadrados con 
baño, cocina y dos ambientes; es algo prefabricado, se 
instala. Simplemente se hace una platea de hormigón 
y está instalado el núcleo básico evolutivo, al que ade- 
más -por algo se llama evolutivo- se le pueden agregar 
habitaciones en la medida que el núcleo familiar lo 
necesite. Eso ya está inventado. 


En cuanto a los subsidios directos para compra de 
casas, para hacerlo rápido, aquí seguramente vamos 
a tener una diferencia en cuanto a la manera de en- 
carar las cosas. En lo referente a la parte artesanal, 
participativa, que todos tengan que involucrarse en 
el proyecto, no hay duda de que tiene su atractivo. 
Además, es muy lindo hablar de presupuestos par- 
ticipativos. En lo personal, hasta ahora no sé lo que 
son en realidad. Pero, ¿cuál es el resultado? ¿Cuán- 
tas viviendas falta construir? El ex Ministro, Senador 
Chiruchi, debe saber cuántas son. ¿Faltarán 50.000 
viviendas en el país? 


SEÑOR CHIRUCHI.- 100.000, señor Senador. 


SEÑOR LACALLE HERRERA.- Quiero decir que 
cuando llegue el momento vamos a preguntar cuán- 
tas viviendas se hicieron en este período de Gobierno. 
Eso es lo que la gente le pide a los Gobiernos: efica- 
cia; es lo que se le pide a cualquier administrador o 
gestor cuando se le dice: “Acá tiene la norma jurídica 
y el dinero, muéstreme un resultado”. 


Quiero subrayar que todos estos elementos están 
en el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Terri- 
torial y Medio Ambiente. Es más, no sé si no sería 
una buena medida que a todo esto que se va a le- 
gislar se le agregue un artículo que establezca que 
el ejecutor será el Ministerio de Vivienda, Ordena- 
miento Territorial y Medio Ambiente, porque con eso 
mañana mismo tenemos en marcha la construcción 
de las viviendas. Dicha Cartera cuenta con un equi- 
po capaz, y me consta porque lo he visto funcionar, 
y no solamente en mi Gobierno, sino en otro donde 
compañeros nuestros formaban parte del Ministerio. 
Por ejemplo, podemos mencionar al ingeniero Carlos 
Cat, siempre recordado como un gran ciudadano, que 
estuvo dentro del Ministerio. Si quieren hacer vivien- 
das, vayan a él. 


Por supuesto, debe existir control político y admi- 
nistrativo, del mismo modo que deben abreviarse los 
plazos para no dar tantas vueltas alrededor del To- 
caf. ¿Por qué no establecemos algunos mecanismos 
más rápidos? La licitación es una tarea de romanos. 
¡Cambiémosla! Que se haga un remate de ofertas, o 
un pedido de precios en el acto, delante de un escri- 
bano o del que quiera ir. Si se va a comprar pórtland 
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para el Plan Juntos, por ejemplo, que se escuchan las 
ofertas y se elija la mejor. 


Creo que no tenemos que desvirtuar el Tocaf, que 
fue una gran obra de Augusto Durán Martínez -fun- 
damentalmente-, que no solo hizo de la Prosecretaría 
de la Presidencia el objeto de sus esfuerzos en lo ins- 
titucional, sino que creó el Decreto 500. ¿Para qué lo 
estamos destruyendo? 


Comprendo que este Plan tiene el calor del Presi- 
dente y ivaya si esto es importante! Si el Presidente 
lo eligió como su proyecto preferido -parecería que es 
así-, que le dé para adelante. Además, seguramente 
por tener ese apoyo, ha tenido ecos importantes. Por 
ejemplo, Antel ha garantizado que todos estos nue- 
vos domicilios van a tener línea telefónica, acceso a 
Internet, mobiliario, equipamiento, faxes, celulares, 
conectividad telefónica, lo que me parece muy bien 
y demuestra que es un proyecto al que también se le 
pone calor por parte del ente autónomo. Sucede lo 
mismo con ANCAB cuyo Presidente ha resuelto que 
va a donar 100.000 bolsas de pórtland y, si bien no sé 
cuánto vale cada bolsa, es una donación importante. 
Quiere decir que a los recursos económicos se agrega 
el calor de los institutos y las donaciones, pero me 
pregunto cuántas viviendas se van a construir en los 
treinta meses que quedan. Eso es lo que vamos a es- 
tar vigilando y analizando. 


Quisiera hacer una observación más, señor Presi- 
dente. En el artículo 32 del proyecto de ley, “Cartera 
de inmuebles” dice que los bienes inmuebles perte- 
necientes, entre otros, a Entes Autónomos, Servicios 
Descentralizados o Gobiernos Departamentales pasarán 
a integrar la cartera de inmuebles. Quisiera saber si 
esto será a título gratuito u oneroso, porque significa, 
por ejemplo, que le van a quitar un inmueble a alguna 
Intendencia. ¿Puede hacerse eso? 


SEÑORA TOPOLANSKY.- ¿Me permite una inte- 
rrupción, señor Senador? 


SEÑOR LACALLE HERRERA.- Sí, señora Sena- 
dora, termino el párrafo y enseguida se la concedo. 


¿Es a título gratuito? ¿Es una donación? ¿Esas 
entidades están autorizadas a donar? 


Le concedo una interrupción a la señora Senado- 
ra Topolansky. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir la se- 
ñora Senadora. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Más allá de que voy a 
hacer uso de la palabra como Miembro Informante al 
terminar la discusión en general, quiero aclarar que 
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en la referencia que en el artículo se hace a los Go- 
biernos Departamentales se dice que es necesaria la 
autorización de la Junta Departamental. 


Muchas gracias, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el se- 
ñor Senador Lacalle Herrera. 


SEÑOR LACALLE HERRERA.- Por supuesto que 
suponíamos que se iban a cumplir todos los trámites, 
pero ¿es a título oneroso o gratuito? Se trata de bie- 
nes que tienen un valor y no sé cómo se va a justificar 
luego en un balance el hecho de que salga un bien y 
no entre ningún dinero. Es una pregunta que queda 
planteada y seguramente se corregirá o los señores 
Miembros Informantes nos darán una explicación. 


Cuando decimos que están en funcionamiento 
suficientes organismos de vivienda  -incluso 
demasiados- que perfectamente podrían ocuparse 
de esto, debemos aludir al informe del Tribunal de 
Cuentas que, por supuesto, observa el pasaje de estos 
dineros a la CND y cita una ley que dice algo muy 
cierto. El artículo 34 de la Ley N* 18.602 dice que la 
Corporación tiene como objetivo: “prestar servicios de 
administración de fondos, de recursos humanos o de 
administración contable y financiera, siempre y cuando 
los mismos no puedan ser prestados por otras personas 
públicas en razón de sus cometidos”. Entonces, la 
Corporación Nacional para el Desarrollo no podría 
haber estado en este asunto, ya que hay organismos 
dedicados a la vivienda, como el Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. 
Esto es parte del caso omiso a las garantías de buena 
administración que se está haciendo costumbre. 


No vamos a decir más nada sobre el Tribunal de 
Cuentas porque hace un tiempo hicimos una exposi- 
ción al respecto y creo que el análisis de su funciona- 
miento es una materia que nos debemos todos. 


Por otro lado, no tengo más remedio que mencio- 
nar algo a lo que el señor Senador Chiruchi aludió. 
Es notorio que se ha formado una fuerza de partici- 
pación política, de “movimiento de liberación nacio- 
nal” para actuar en el Plan Juntos, lo que me pare- 
ce que solo puede dar problemas. En cierto sentido, 
esta ley es un homenaje al voluntariado y ¡vaya si es 
algo lindo! En nuestro país sobra gente que quiere 
hacer cosas, que quiere dar su tiempo y talento para 
las obras de solidaridad, y muestra de ello es la can- 
tidad de organizaciones que existen, como “Un techo 
para mi país”, “Pro-mejores viviendas” o “Castores de 
Emaús”. Es más; tuve el honor de ser integrante de 
esa fuerza de albañiles amateur bajo la inspiración de 
Atanasio Sierra, un gran sacerdote jesuita. Está lleno 
de gente que quiere donar sus horas, por lo que está 
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muy bien el voluntariado, pero me alarmo cuando 
este se convierte en una fuerza política de presencia 
en los barrios. Por qué tenemos que estar pensando si 
es verdad que estos muchachos vienen por la genero- 
sidad propia de la juventud, que le da ganas de hacer 
algo por el prójimo, que es algo tan bueno en estos 
tiempos de egoísmo, de consumismo y de hedonismo. 
Algo distinto es cuando una fuerza política se apresta 
a copar, llenar, usar este Plan con fines de militancia 
política, lo que no me parece que sea, ni siquiera, 
lo que el Presidente quiere. No voy a interpretar su 
pensamiento, pero creo que el Presidente quiere que 
esta sea una obra de carácter nacional y no me parece 
que sea lo mejor empezar a agregarle tintes de acción 
política propia de cubanos, de pioneros y de participa- 
ción política en las obras sociales. 


Por lo tanto, señor Presidente, no voy a votar este 
proyecto de ley. Tal como está encarado, no me pare- 
ce que sea una solución; para muchos va a ser una 
ilusión que no se va a llenar y para otros va a sig- 
nificar ocuparse durante mucho tiempo, enredarse 
en los trámites. Realmente, no sé si va a contribuir 
en forma eficaz a que puedan disminuir en algo las 
100.000 viviendas que se dice que hacen falta. 


Muchas gracias, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Aprovechamos la opor- 
tunidad para saludar la presencia de los alumnos de 
sexto año de la Escuela N* 175, a quienes les agrade- 
cemos la visita. 


SEÑOR ABREU.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR ABREU.- Señor Presidente: creo que ya 
han sido claramente explicitadas las posiciones y, en 
particular, los lineamientos puntuales de discrepan- 
cia de los señores Senadores Chiruchi y Bordaberry, 
así como las consideraciones atendibles y fundadas -in- 
cluso desde el punto de vista político- del señor Sena- 
dor Lacalle Herrera. 


Simplemente quiero hacer referencia al tema ins- 
titucional. Es cierto que estamos padeciendo de una 
fuga hacia adelante, no solo a nivel de organismos 
internacionales, como hemos dicho más de una vez, 
sino también a nivel nacional. Cada vez que tene- 
mos un problema creamos una institución, la que va 
creando determinadas responsabilidades, presupues- 
tos e, inclusive, una visión de relacionamiento insti- 
tucional que no contribuye al orden. Basta con anali- 
zar en el artículo 230 de la Constitución de 1966 los 
motivos de creación de la Oficina de Planeamiento 
y Presupuesto, para ver claramente que se pretende 
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otorgarle una competencia de carácter general en la 
planificación de políticas de desarrollo. Como tiene 
esa competencia y asesora al Poder Ejecutivo en esos 
temas, obviamente debe participar con los distintos 
Ministerios que se fueron creando a partir de la san- 
ción de la citada Carta, como puede ser el de Vivien- 
da, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, en- 
tre otros. 


Entiendo que estamos perdiendo en lo que hace 
a la relación institucional al crear una superposición 
de responsabilidades de jerarquías con una distorsión 
jurídica en materia de ejecución; se trata de una con- 
junción que nos va a llevar a problemas de toda na- 
turaleza. Tenemos, por ejemplo, la creación de una 
Unidad Operativa como órgano desconcentrado de la 
Presidencia de la República, designada directamente 
por el Presidente, que no está sometida a control par- 
lamentario, pero que tiene competencias muy defini- 
das en el ámbito del proyecto de ley. 


Inclusive, considero que los artículos 1% y 2% no 
tendrían que figurar en el proyecto, sino que deberían 
formar parte de la exposición de motivos. La parte 
dispositiva debería comenzara diciendo: “Créase tal 
cosa”, para después establecer lo que más o menos 
podemos interpretar de sus competencias. 


A su vez, la Comisión Directiva va a estar acom- 
pañada por un equipo interdisciplinario para el cual 
no sabemos dónde están los recursos. Entonces, otro 
elemento que estamos agregando es la distorsión del 
sistema y del esquema presupuestario. El Presupues- 
to por programa forma parte de una disposición cons- 
titucional y más allá de que creemos instituciones, 
debemos tener en cuenta los aspectos presupuestales 
de un equipo interdisciplinario que estará integrado 
por técnicos y especialistas -que seguramente van a 
ser retribuidos económicamente- que tendrán la res- 
ponsabilidad, según el segundo inciso del artículo 7, 
no solo de asesorar sino de ejecutar las acciones dis- 
puestas por la Comisión Directiva. ¿Qué quiere de- 
cir? Que a la responsabilidad que tienen los distintos 
actores del Poder Ejecutivo se suma la posibilidad de 
que las ejecute un equipo interdisciplinario. 


Pero, además, lo vinculamos con los organismos 
departamentales y este es un tema que nos lleva a 
meditar. Se dice que es competencia de la Unidad 
Operativa Central coordinar y suscribir convenios 
con los Gobiernos departamentales y demás organis- 
mos públicos, así como con personas privadas y con 
la sociedad civil, como también promover, apoyar y 
coordinar la formación de unidades departamentales. 
El grado de superposición institucional que estamos 
creando va a traer una repercusión de ineficiencia 
funcional importantísima, porque creamos una uni- 
dad nacional desconcentrada, dependiente del Poder 
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Ejecutivo, que convive y coexiste con organismos 
constitucionalmente establecidos -entre otros, la Ofi- 
cina de Planeamiento y Presupuesto y los distintos 
Ministerios- e ingresa en los ámbitos departamentales 
para trabajar, apoyar, coordinar y ejecutar determina- 
das actividades. Aquí el problema radica en cómo en- 
contramos una solución y qué respuesta damos a los 
inconvenientes que se plantean a nivel social. No al- 
canza con la voluntad; para tomar las decisiones ade- 
cuadas es necesaria la institucionalidad suficiente, y 
creo que de este modo contribuimos a un desorden 
adicional. Estamos agregando instituciones con las 
mismas competencias que otras, todo lo cual termina 
fomentando -y este también es un tema importante- 
la participación, la autonomía y la autarquía de lo que 
siempre sufrimos, que son las chacras instituciona- 
les del país. Cuando comiencen a plantearse rivali- 
dades o discrepancias entre las diferentes institucio- 
nes, vamos a tener Gobiernos Departamentales que 
trabajarán en planes de vivienda con determinadas 
organizaciones, mientras el Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente reivindi- 
cará su competencia, con todas las derivaciones de la 
creación de esta nueva institucionalidad con caracte- 
rísticas especiales. 


En este punto me gustaría referirme a los núcleos 
familiares, porque es un tema central. El proyecto de 
ley habla de los núcleos familiares y los define, tarea 
que no es nada sencilla. ¿Qué es un núcleo familiar? 
¿Aquel compuesto por “personas vinculadas o no por 
lazos de parentesco, que convivan bajo un mismo te- 
cho, cualquiera sea el vínculo jurídico del inmueble 
donde habitan”? Y si alguno es propietario, ¿qué tipo 
de decisión se le impone? ¿La voluntad mayoritaria 
del núcleo familiar? Dice: “La voluntad del núcleo 
familiar coincidirá con la manifestación de voluntad 
de la mayoría de los integrantes del mismo”. 


Comprendo las dificultades y urgencias, y acom- 
pañamos con absoluta convicción la preocupación de 
carácter general, pero cuando comenzamos a ver que 
un organismo puede crear fideicomisos, trabajar en 
forma autónoma, ejecutar determinadas políticas, y 
además superpone sus actividades con otras que se 
desarrollan, nos damos cuenta de que estamos crean- 
do una fuga hacia adelante de carácter institucional 
que va debilitando y fragilizando, no la estabilidad 
sino la calidad institucional del país. 


Aquí el tema de los núcleos familiares es muy 
importante, precisamente porque el régimen por el 
que se aplica la titularidad de las viviendas está rela- 
cionado con esa identificación. La Unidad Operativa 
Central adjudica a los integrantes de los núcleos fa- 
miliares la propiedad de las viviendas construidas, re- 
paradas o recicladas en inmuebles del Estado. Quiere 
decir que, en principio y transitoriamente, se otorga 
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las viviendas en comodato, y luego, la transferencia 
de la propiedad o la enajenación desde el punto de 
vista jurídico se concreta por una donación modal. 
Se dona por parte del Estado o de la autoridad públi- 
ca ese inmueble que está vinculado a una obligación 
modal, que puede ser aplicada, obviamente, en caso 
de incumplimiento. 


Ahora bien; todo aquel que quiera preguntar -o 
molestar- lo puede hacer, porque en el ámbito de la 
relación oposición-oficialismo existe la ventaja de in- 
terrogar acerca de lo que se quiera; pero no es lo que 
me interesa en este momento. Lo que sí me preocupa 
es saber cuál es la visión que se tiene sobre los bienes 
del Estado, que son innumerables, y cuál es el alcan- 
ce que el Poder Ejecutivo o este proyecto de ley da a 
“propiedad del Estado”: Estado, persona pública ma- 
yor; o Estado, Administración Central, Entes Autóno- 
mos, Servicios Descentralizados. Alguna vez hicimos 
un inventario sobre las propiedades improductivas 
del Estado y pudimos saber que superan las miles. 
Entonces, quisiera conocer cuál es el concepto que 
se utiliza, porque el solo hecho de poder transferir la 
propiedad por vía de comodato transitivo a determi- 
nado núcleo familiar, de por sí es muy importante, en 
tanto se dispone de bienes inmuebles de toda natura- 
leza. Habría que ver, además, cuál es el alcance que 
tiene la disposición para hacer esa donación modal 
-por decirlo de alguna manera- en la que se está pen- 
sando. 


También se plantea una norma natural de ex- 
propiación general -que puede ser discutida en es- 
tos términos- que establece las garantías para que 
el involucrado en la expropiación pueda utilizar los 
mecanismos que el proyecto de ley le administra. De 
manera que es un tema que está bien reglamentado, 
más allá de la declaración general de utilidad. 


Más allá de todos estos temas, mi inquietud radi- 
ca, por un lado, en la institucionalidad coordinada y, 
por otro, en cómo se manejarán las dificultades que 
implica el concepto de núcleo familiar, cuáles serán 
los temas jurídicos vinculados, a través de esta inicia- 
tiva, a la donación y a la propiedad, y cuáles son los 
bienes objeto de esta propuesta. 


Finalmente, comparto con el señor Senador Chi- 
ruchi y con otros Legisladores la preocupación res- 
pecto al tema de las excepciones y, concretamente, de 
la incorporación al Tocaf de un literal Z) por el que se 
establece una excepción con respecto a la adquisición 
de bienes y contratación de servicios por parte de la 
mencionada Unidad Operativa Central. 


Creo que la idea es buena, más allá de las reflexio- 
nes políticas; podemos acompañarla con el propósito 
de que se atienda una necesidad de esta naturaleza 
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pero, en lo personal, tengo mis dudas sobre la idonei- 
dad institucional de crear las condiciones para que el 
país funcione adecuadamente dentro de la interre- 
lación que existe -y que cada día es más compleja- 
entre distintas organizaciones estatales, no estatales, 
personas públicas, personas públicas de Derecho Pri- 
vado y todo lo que, en definitiva y como bien decía 
el señor Senador Chiruchi, de alguna manera está 
constituyendo en el ámbito jurídico e institucional 
una huida del Derecho respecto, fundamentalmente, 
del control de la responsabilidad de quienes tienen a 
su disposición recursos de esta naturaleza. 


Sin perjuicio de todos los demás aspectos vincu- 
lados al tema y anunciando cuál es nuestra visión en 
ese sentido, me gustaría saber de qué amplitud de 
propiedad se está hablando respecto de los bienes del 
Estado -seguramente en la Comisión ya se habrá dis- 
cutido esto- y, a la vez, qué concepto de Estado se ma- 
neja jurídicamente para evaluar hasta dónde llegaría 
la posibilidad de disponer de bienes inmuebles, más 
allá de la modalidad de construcción y reciclaje que 
se establece en la propia iniciativa. 


Junto con estas reflexiones, señor Presidente, 
queríamos dejar constancia de algunas preocupacio- 
nes y preguntas que nos han surgido con relación a 
este proyecto de ley. 


Nada más. Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Seguramente la señora 
Miembro Informante preferirá dar las respuestas co- 
rrespondientes en su informe final. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Efectivamente, señor 
Presidente. 


SEÑOR MICHELINI.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR MICHELINI.- Señor Presidente: mi inter- 
vención será breve. Me había anotado para hacer uso 
de la palabra con el fin de brindar un respaldo a lo que 
significa este proyecto de ley, que visualiza y focaliza 
las necesidades de vivienda que son más acuciantes y 
que necesitan de recursos públicos y de nuestra soli- 
daridad; en este sentido estamos tratando de movilizar 
al conjunto de la sociedad para dar respuesta a ello. 


Esto no es fácil porque no se trata solamente de 
recursos -como piensan algunos-, sino de todo un 
tema cultural. 


Nos hemos encontrado con críticas de dos órde- 
nes. Algunas tienen que ver con la marcha del Go- 
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bierno de izquierda desde que comenzó, con el doctor 
Tabaré Vázquez, hasta ahora -pasando por estos die- 
ciocho meses de Gobierno del compañero “Pepe” Mu- 
jica-, mientras que otras apuntan más directamente 
al tema de la vivienda, independientemente de lo que 
se pueda decir de tal o cual artículo de la iniciativa, lo 
que me parecería más de recibo en el sentido de que 
en el tratamiento particular de un tema, naturalmen- 
te, pueden surgir opiniones contrapuestas o diferen- 
tes sobre tal o cual disposición. 


Lo primero es lo primero, señor Presidente: cual- 
quier gobierno tiene aciertos y desaciertos. No creo 
que exista un gobierno que haga todo bien; inclusive, 
cuando se plasman proyectos a través de vías legales, 
seguramente luego sea necesario corregir esos instru- 
mentos jurídicos. No es la primera vez que un gobier- 
no, al cabo de equis cantidad de meses de aprobado 
determinado proyecto de ley, debe corregirlo porque 
la realidad ha sido más fuerte que ese instrumento 
jurídico proyectado por invención humana. 


Ahora bien, que haya que corregir errores no nos 
puede hacer perder la perspectiva de cómo estamos. 
Algunas intervenciones apuntaron a mostrar algo así 
como que esto es un caos, un desastre y, más aún, 
que frente a gobiernos anteriores, el país está ahora 
ante dos situaciones bien distintas, que el Partido de 
Gobierno en nada aprovecha. Estamos hablando de 
su mayoría parlamentaria y de una situación de me- 
joramiento de los recursos públicos y, por lo tanto, 
de más disponibilidad de fondos para hacer las cosas. 


Señor Presidente: sin pretender generar contrapo- 
siciones con lo hecho por gobiernos anteriores, quiero 
decir que Uruguay estuvo muy mal y que ahora está 
mucho mejor. Por más que algunos pretendan rebajar 
esos méritos diciendo que se debe a las bonanzas que 
se han dado a nivel de la economía internacional -en 
estos momentos se están padeciendo problemas real- 
mente muy preocupantes en ese sentido-, creo que es 
justo reconocer que los que hemos gobernado -tanto 
desde el Poder Ejecutivo como desde el Parlamen- 
to- tenemos mucho mérito en lo que se ha hecho y 
estamos muy orgullosos de ello. 


Nadie tiene más urgencia que el propio Frente 
Amplio en que las cosas se hagan y que los proyectos 
sean lo más eficaces que sea posible; nadie es más 
exigente que nosotros, pero quiero recalcar que no 
lo hemos hecho mal, señor Presidente. Por supuesto 
que hubiéramos querido concretar este proyecto de 
ley, que aún no se ha aprobado -luego deberá remi- 
tirse a la Cámara de Diputados-, cuatro meses antes, 
pero aclaro que no estuvo durmiendo el sueño de los 
justos. Es más, con respecto a toda esa perspectiva 
de excedencia de recursos de la cual se habla, cabe 
aclarar que algunas de las etapas iniciales debieron 
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vincularse a la propia instancia del Presupuesto Na- 
cional. Por más que se comience a gobernar el 1? de 
marzo de 2010, sabemos que no se puede evitar la 
instancia de la aprobación del Presupuesto Nacional. 
Los procedimientos legales para la autorización del 
uso de esos recursos tienen una instancia fundamen- 
tal llamada Presupuesto Nacional, que nadie puede 
negar. Por lo tanto, para cualquier gobierno y no solo 
para los del Frente Amplio -de Mujica o de Tabaré 
Vázquez-, el primer año de gestión, más allá de que 
en él se puedan hacer muchas cosas -notoriamente- 
tiene una instancia presupuestal muy importante. 


Señor Presidente: voy a poner un ejemplo -que me 
parece muy interesante- para mostrar que, en mi opi- 
nión, las cosas están bien hechas. La reforma imposi- 
tiva no se hizo el 1% de marzo de 2005 sino que llevó 
todo un año de trabajo, de hablar con los interesados 
y de construir un andamiaje bien complejo. Se aprobó 
luego de un año y medio de discusión y necesitó alre- 
dedor de seis meses de implementación, a tal punto 
que se concretó en un plazo que fue más allá de lo 
que todos queríamos. 


Ahora bien, pregunto cuánto de esa reforma im- 
positiva hay en el crecimiento, en la confianza, en 
las reglas de juego claras y en ese excedente presu- 
puestario que hemos tenido. Creo que mucho, señor 
Presidente, porque a diferencia de antes, cuando al 
que trabajaba, producía o invertía capitales el Estado 
le cobraba independientemente de su suerte, a partir 
de esa reforma impositiva -que considero que ha sido 
un cambio sustancial en el país- paga el que recibe 
renta, el que gana. Entonces, si en un mes, un año, 
un semestre o en alguna etapa a esa empresa o per- 
sona le va mal, el Estado no la ahorca como ocurría 
antes. Esto ha generado y potenciado las energías de 
la sociedad a tal punto, señor Presidente, que resulta 
notorio que supimos aprovechar esta situación eco- 
nómica -de la que supuestamente nos vimos benefi- 
ciados- incluso en los años 2008 y 2009, momento en 
que el mundo se desbarrancó. Creo que hoy estamos 
mejor preparados para enfrentar la situación econó- 
mica futura debido al tipo de reforma que nos llevó 
dos años y medio concretar. Si con esta iniciativa solo 
se pretende construir viviendas sin incluir la asisten- 
cia social y demás, simplemente disponiendo de uno 
de los recursos, firmamos el cheque y ya está. Sin 
embargo, no se trata de pagar sueldos, señor Presi- 
dente, sino de construir viviendas, trasladar gente y, 
en muchos casos, reubicar familias, situación com- 
pleja porque muchos no tienen trabajo y poseen hábi- 
tos que no condicen con la perspectiva que estamos 
proyectando. Por lo tanto, insisto en que no se trata 
solamente de construir viviendas, sino de reubicar el 
conjunto de las familias para reinstalarlas en la socie- 
dad, de manera de conseguir un nivel de dignificación 
que va más allá de poner un ladrillo sobre otro. Esta 
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es nuestra perspectiva -respetamos la de los demás- 
y la queremos decir, pero como cada minuto cuenta 
quisiera decir que por tener que aprobar este proyec- 
to de ley cuanto antes, no vamos a cerrar la boca y 
callar nuestro punto de vista. Estamos muy orgullosos 
de lo que se ha hecho en el país, de lo preparados 
que estamos y también de estudiar en diferentes cir- 
cunstancias planes como, incluso, el Plan Juntos. Por 
supuesto que es discutible si corresponde que este 
Plan se ubique en la órbita del Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente o de la 
Presidencia de la República, pero nuestra fuerza po- 
lítica tomó una decisión -también fue discutida en el 
seno de nuestro partido- y esperamos que haya sido la 
más acertada. Cabe aclarar, señor Presidente, que no 
podemos confundir el Plan Juntos con el Banco Hi- 
potecario del Uruguay o con la Agencia Nacional de 
Vivienda. Esta última se ha quedado para gestionar 
la cartera de viviendas -aclaro que no las construye- 
para sanear al Banco Hipotecario que, en mi opinión 
-y no quiero comprometer a nadie-, tuvo décadas de 
mal manejo. Entonces, se sanea el Banco Hipotecario 
sacándole toda la cartera de viviendas y cuando la 
Agencia las pone a la venta implica que está optimi- 
zando esa cartera; quiere decir que se ha quedado 
con esas propiedades y lo que hace es volcarlas al 
conjunto de la sociedad para que no queden cerradas, 
tapiadas y sin uso. Esta es la labor de la Agencia y no 
debemos confundir un instrumento con otro, porque 
ello nos llevaría a una discusión que, seguramente, 
no nos conduciría a ningún lado. Es claro que existe 
un déficit a nivel de viviendas; hemos votado una ley 
que ahora vuelve a la Cámara de Senadores porque 
tuvo correcciones formales en la otra Cámara por la 
promoción de viviendas que van a hacer los privados. 
Insisto en que esta es parte de nuestra política de vi- 
vienda y que no estamos diciendo que esta situación 
se solucione solamente con el Plan Juntos, sino que 
estamos tratando de abrir un abanico de respuestas. 
Por ejemplo, el Banco Hipotecario hoy tiene una acti- 
tud proactiva muy importante: los préstamos son los 
más bajos del mercado, con el mayor plazo, con una 
cartera saneada y una visión moderna. La Agencia 
Nacional de Vivienda está gestionando esta cartera de 
viviendas y cuando cuenta con ellas las coloca para el 
conjunto de la sociedad. También están los proyectos 
de ley que permiten desgravar la construcción de vi- 
viendas para que los privados se vuelquen a construir, 
no solo en los sectores más pudientes o en la costa, 
sino que lo puedan hacer a lo largo y ancho del país, 
sobre todo en otros lugares en los que no es habitual 
ver las grúas y los trabajadores de la construcción. 


Ahora, señor Presidente, tenemos el Plan Juntos. 
Es sabido que este Plan no arregla todo el problema 
que involucra a la vivienda, sino que se focaliza en un 
sector, el más vulnerable, el que tiene más problemas 
y al que tenemos que dar una oportunidad mayor; 
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de manera que, tal como lo establece la Constitución 
de la República, las diferencias que existan entre los 
ciudadanos se basen en los talentos y las virtudes y 
no en el patrimonio que tienen en la cuna, al nacer. 
Nosotros estamos brindando oportunidades a esas fa- 
milias, y sobre todo a esos niños. Tener una vivienda 
decorosa no implica solo protegerse del frío, de la llu- 
via, del calor o tener una protección cuando alguno 
de los miembros de la familia está enfermo, sino que 
también hace al conjunto de la sociedad, al relaciona- 
miento, a que puedan recibir en su casa a su familia 
y amigos, en fin, abarca un conjunto social que va 
mucho más allá que poner ladrillo sobre ladrillo. 


Señor Presidente: estamos atravesando momen- 
tos difíciles, aunque creo que estamos más protegidos 
que antes. Este proyecto va en buena dirección, ha- 
brá que corregirlo y para ello todos los parlamenta- 
rios -no solo los del Gobierno- tendremos que estar 
atentos. Asimismo, por el bien del país esperamos que 
dentro de unos años, cuando hagamos una evalua- 
ción exhaustiva, podamos decir que el Plan Juntos 
funcionó y que hay menos uruguayos que padecen 
problemas de vivienda. 


Es cuanto quería señalar. Muchas gracias. 
SEÑOR MOREIRA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR MOREIRA.- Estuve releyendo los Consi- 
derandos y la Exposición de Motivos de este proyecto 
de ley, así como el contenido de un Decreto con fecha 
31 de mayo del año pasado -fue el antecedente de 
esta iniciativa-, que declara la situación de emergen- 
cia de la población en situación de precariedad socio- 
habitacional y crea este Plan de integración Juntos, 
para implementar acciones estratégicas de impacto 
urbano habitacional. En realidad, justamente, estaba 
contando la cantidad de declaraciones de emergencia 
a que hemos asistido en los últimos años. 


(Ocupa la Presidencia el señor Carlos Baráibar.) 


-Recordaba la declaración de emergencia de la 
población carcelaria que fue anunciada por el ex Pre- 
sidente Tabaré Vázquez en el momento de asumir su 
cargo y que luego fue ratificada por una ley votada 
en el año 2006, cuyo contenido era liberar anticipa- 
damente reclusos de un sistema carcelario absoluta- 
mente colapsado. Con esa declaración de emergen- 
cia, precisamente, se intentó solucionar el problema 
del hacinamiento carcelario. No obstante ello, cinco 
años después, concretamente el año pasado, en 2010, 
votamos una nueva ley de emergencia carcelaria, la 
tercera en esa materia. Tal parece que las declaracio- 
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nes de emergencia acá nunca terminan de emerger, 
porque pasan los años y los temas no se solucionan; 
no se solucionó el tema carcelario y votamos dos ve- 
ces la emergencia carcelaria -reitero que el ex Presi- 
dente Vázquez la declaró cuando asumió- y ahora el 
tema sigue en estado de emergencia. Hace poco tiem- 
po votamos por segunda vez la emergencia sanitaria 
para los anestesistas y cirujanos; en el día de ayer los 
diarios publicaron que estaba por suscitarse un nuevo 
conflicto en esta materia y, seguramente, tendremos 
que votarla por tercera vez. Ahora, estamos votando 
la emergencia socio-habitacional de la población que 
está en situación de pobreza extrema. 


En el Período pasado integré la Comisión de Vi- 
vienda, por lo que he acompañado los procesos del 
Plan Quinquenal de Vivienda desde 2005, y debo de- 
cir que se criticaban con inusitada dureza las políti- 
cas que en materia de vivienda habían llevado a cabo 
los Gobiernos anteriores. Por ejemplo, se criticaba el 
Plan del SIAV y, al respecto, debo decir que como In- 
tendente de Colonia tuve el privilegio de inaugurar 
por dicho Plan cientos de viviendas muy aceptables, 
con servicios y en las que la gente lleva una vida ab- 
solutamente digna. Otro ejemplo son los complejos 
de MEVIR, obra del egregio doctor Gallinal, que han 
representado el mejor programa de vivienda que ha 
tenido el Uruguay; en ese caso, sí se trata de un pro- 
grama de vivienda -observo que me saluda el Senador 
Gallinal, acompañando el elogio- que tiene sustenta- 
bilidad y que ha dado y sigue dando resultados. 


Hace unos instantes escuchaba al Senador Chi- 
ruchi -que de esto sabe mucho-, así como a los Se- 
nadores Lacalle Herrera, Abreu y Bordaberry, hablar 
sobre distintos aspectos de este Plan. Sinceramen- 
te, debo decir que tengo dudas en cuanto al buen 
funcionamiento y operatividad de este Plan. Me pre- 
gunto -esto ya fue señalado por varios señores Sena- 
dores- para qué crear un nuevo órgano desconcen- 
trado, que dependerá no ya del Poder Ejecutivo sino 
de la Presidencia de la República. ¿Cuántos órganos 
desconcentrados se han creado en estos años? ¿Para 
qué crear un órgano desconcentrado, si tenemos un 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente? Digo esto porque este tema no re- 
fiere solo a la vivienda, sino también al ordenamien- 
to territorial, pues estamos hablando de asentamien- 
tos irregulares y para ello es necesario crear planes 
de ordenamiento territorial, que no hay. En la Comi- 
sión de Vivienda, de la que la Senadora Topolansky 
es su Presidenta, discutimos largamente sobre la ley 
de ordenamiento territorial en el Período pasado y 
uno de los grandes temas que se planteaban era, jus- 
tamente, la erradicación de los asentamientos irre- 
gulares, o la regularización de los mismos cuando 
fuere posible hacerlo. Desde la sanción de esa ley 
pasaron tres o cuatro años y no vemos avances en 
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esa materia. Las propias cifras oficiales nos hablan 
de que, en un país que vive una situación de prospe- 
ridad -que creo que hace 50 años que no se vive-, en 
el que ha mejorado el empleo y ha bajado la pobreza 
y la indigencia, hay un núcleo duro de esa pobreza 
que vive en los asentamientos irregulares. Esto obli- 
ga al propio Ministro del Interior a hacer operativos 
de saturación en dichos asentamientos irregulares, 
porque se considera que allí tampoco es buena la 
seguridad. Entonces, se recurre a dichos operativos, 
que han sido calificados por muchos integrantes de 
la izquierda como razzias aunque, en lo personal, no 
los califico así y me parece que funcionan bien. En 
definitiva, aquí se pretende resolver el problema de 
los asentamientos irregulares, pero cabe señalar que 
hay instrumentos legales y que hay órganos compe- 
tentes para ello pues se creó el Ministerio de Desa- 
rrollo Social para atender los aspectos sociales de la 
gente que vive en condiciones de extrema pobreza. 
Han pasado seis años y seguimos en emergencia; 
ahora bien, ¿cuánto duran las emergencias? Creo 
que eso habría que cuantificarlo. El Frente Amplio 
es Gobierno desde el año 2005, es decir que este 
tema lleva -corregí amablemente al Senador Laca- 
lle Herrera- 78 meses, al menos, en este Gobierno. 
Recuerdo que en el Período pasado se hablaba de 
40.000 soluciones habitacionales, pero las mismas 
no eran tales, pues dar soluciones habitacionales no 
es regalar cuatro chapas o conectar el agua potable 
o el saneamiento, sino que es regularizar viviendas, 
mejorarlas o construir nuevas, y de eso no se ha he- 
cho prácticamente nada. En esta materia ha habido 
-así como en otras- un déficit en la gestión del ante- 
rior Gobierno y, específicamente, del Ministerio de 
Vivienda. Por otro lado, subdividimos al Banco Hipo- 
tecario y se crea la Agencia de Vivienda para que se 
ocupe de los temas de la vivienda, pero hasta ahora 
no hemos visto nada y el tiempo pasa. Por eso a mí 
me subleva un poco hablar de emergencia en esto, 
cuando en realidad la emergencia en estos temas se 
declaró hace años y seguimos en emergencia. Ello 
significa que no se ha gestionado bien y parece ser 
una especie de confesión de impotencia en cuanto a 
que las cosas en esta materia no se han hecho bien, 
aun teniendo recursos económicos prácticamente 
ilimitados para abordar este tipo de problemáticas. 
Ahora se vuelve a insistir y yo debo decir que tengo 
mis dudas. En primer lugar, me cuestiono a quién 
le corresponde ocuparse de este tema. En segundo 
término, me pregunto por qué se hace una nueva 
excepción al artículo 33 del Tocaf; se dice que la ra- 
zón de esto es la emergencia, pero la misma era muy 
previsible, porque cuando las cosas no se hacen se 
pueden prevenir y este tema no era una excepción 
por lo no previsible, por lo que hay que crear una 
nueva y se crea esta con una unidad desconcentrada. 


(Ocupa la Presidencia el señor Danilo Astori.) 
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-Ahora bien, además del tema de la propiedad que 
va a dar lugar a conflictos de todo tipo, cabe mencionar 
lo relativo a las modalidades de construcción y presta- 
dores de trabajo. En el artículo 13 del proyecto de ley 
se expresa: “Para el cumplimiento de sus objetivos en 
materia de vivienda y hábitat, el Plan Juntos priori- 
zará, entre las diversas modalidades de construcción 
y obra, a la autoconstrucción y la mano de obra be- 
névola”. Esto me parece muy bien, pero no siempre 
ha funcionado en el país, sobre todo en el caso de las 
cooperativas de vivienda, donde la autoconstrucción 
y la mano de obra benévola no han funcionado y en 
muchos casos ese sigue siendo un tema sin solución. 
Por tanto, en la ejecución de estos sistemas habrá que 
analizar cómo se opera. Los prestadores de trabajo 
se podrán concretar mediante los participantes, en la 
autoconstrucción, y con el voluntariado. Al respecto, 
el Senador Lacalle Herrera señalaba que preocupan 
algunas definiciones de movimientos políticos que 
quieren participar en esto para sacar no solo los be- 
neficios sociales, sino también políticos. A mi juicio, 
si hay algo que debe estar absolutamente excluido del 
trabajo voluntario es la identificación partidaria, pues 
el trabajo voluntario debe tener un fin altruista y so- 
cial, y no un fin político. 


Por su parte, el literal C) del artículo 14, expresa: 
“Personas que puedan acceder al régimen de medi- 
das sustitutivas”, etcétera. Aquí se habla de medidas 
sustitutivas o alternativas a la prisión; este sería el 
caso de personas en el que el juez puede determinar 
que no estén privadas de libertad. Aquí visualizo un 
problema: primero, esto no se aplica a determinado 
tipo de delitos, como reincidencias y habituales, pero 
además hay una limitación temporal, pues pueden 
trabajar solo dos horas por día o, como máximo, 12 
horas semanales; entonces, seguramente no va a al- 
canzar con esta tarea. 


En el literal D) del mismo artículo, se dice: “Per- 
sonas procesadas y condenadas, en el marco del 
régimen de Redención de la Pena”, etcétera. La 
mayoría de las personas que hacen redención de la 
pena trabajan en los establecimientos carcelarios y 
en muchos de estos es muy difícil que puedan hacer 
bloques o tareas similares. Junto al Senador Larra- 
ñaga, hace unos días visité el Compen, donde se 
estaban organizando para el Plan Juntos, y la verdad 
es que no se les ha dado elementos de ninguna na- 
turaleza. Se quejaban de que no tienen materiales, 
de que hay pocos voluntarios y de que las cosas se 
dan en forma muy lenta; yo mismo tuve ocasión de 
ver eso. Por otro lado, hay que tener en cuenta a 
quienes trabajan en salidas transitorias, que no son 
muchos. 


Creo que está muy bien el espíritu de esto, pero 
tengo mis dudas de la efectividad que se obtenga. 
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Reitero que se da una dilación en cuanto a atacar 
estos problemas sociales profundos, en los que el Go- 
bierno ha fallado estrepitosamente. En ese sentido, 
compartimos que hay que corregir el rumbo y por ese 
motivo vamos a acompañar en general esta iniciativa, 
pero discrepamos con algunas disposiciones, tal como 
fue señalado por el Miembro Informante en minoría, 
Senador Chiruchi. La discrepancia más aguda es en 
cuanto a volver a declarar emergencias, a pesar de 
que han pasado años, años y años y las emergencias 
no se resuelven. En realidad, aquí no hay que hacer 
declaraciones de emergencia, sino ejecutar políticas 
concretas, sin hacer tantas declaraciones genéricas. 


Es cuanto quería manifestar, señor Presidente. 
SEÑOR GAMOU.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR GAMOU.- Señor Presidente: creo que ya 
se han dado todos los argumentos pertinentes. 


Con respecto al tema de la urgencia, en primer lu- 
gar, quiero hacer una reflexión desde el punto de vis- 
ta subjetivo. Sin duda que para quienes hoy no tienen 
vivienda, existe una emergencia habitacional, como 
así también existió una emergencia sanitaria cuando 
no se podía operar a los pacientes que estaban en lista 
de espera. 


Convoco a que el Cuerpo haga un poco de memo- 
ria. Han transcurrido setenta y dos meses del Gobier- 
no del Frente Amplio y en ese período este Partido 
nunca propuso a la Cámara de Senadores proyectos 
de ley con declaratoria de urgente consideración. Ja- 
más lo hizo; siempre se respetaron los tiempos del 
Parlamento. 


A mi juicio, hablar de una emergencia es algo sub- 
jetivo. Objetivamente, en otros Gobiernos se han en- 
viado a este Cuerpo proyectos de ley con declaratoria 
de urgente consideración fijándose un plazo para que 
el Parlamento los aprobara o desechara; de lo contra- 
rio, a los cuarenta y cinco días quedaban aprobados. 
Preguntaría, entonces, a la opinión pública: ¿esos 
proyectos de ley de urgente consideración eran más 
o menos importantes que las emergencias socio-habi- 
tacional, sanitaria o cualquier otra emergencia social 
que pudiera surgir? 


Este Parlamento declara las emergencias desde 
un punto de vista subjetivo, cuando considera que se 
está ante una situación grave y preocupante; no lo 
hace mediante aplanadoras -como sí lo podría hacer-, 
enviando proyectos de ley de urgente consideración 
que tan triste memoria tienen en este Parlamento. 
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SEÑOR MOREIRA.- ¿Me permite una interrup- 
ción, señor Senador? 


SEÑOR GAMOU.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el se- 
ñor Senador Moreira. 


SEÑOR MOREIRA.- Simplemente, quiero seña- 
lar que por segunda vez estamos en un régimen de 
mayoría absolutas. En este Senado he tenido opor- 
tunidad -quizás el señor Senador Gamou no, porque 
alterna entre esta Cámara y la de Representantes- de 
ver que se aprueba un proyecto de ley prácticamente 
en cuarenta y ocho horas sin la declaración de ur- 
gente consideración, pero contando con la mayoría 
absoluta. Los Gobiernos anteriores no contaron con 
mayorías absolutas, lo cual va a favor del poder de 
convocatoria del Frente Amplio. No olvidemos que el 
juego de las mayorías absolutas permite -y lo ha he- 
cho en varias oportunidades- votar proyectos de ley 
con una velocidad de ráfaga que, en algunos casos, 
actúan de forma demoledora. 


Es cuanto quería manifestar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el se- 
ñor Senador Gamou. 


SEÑOR GAMOU.- Culmino diciendo, señor Pre- 
sidente, que si vamos a hablar de proyectos de ley 
exprés, podríamos referirnos al mes de diciembre de 
1986, cuando no solamente se aprobó un proyecto de 
ley, sino que también se echó a un Senador de la Re- 
pública. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Recuerdo a los señores 
Senadores que se está considerando el “Plan Nacio- 
nal de Integración Socio-Habitacional Juntos”, por lo 
tanto debemos limitarnos a discutirlo todos juntos. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra la seño- 
ra Miembro Informante para efectuar algunas consi- 
deraciones finales. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Señor Presidente: 
cuando se encaró este proyecto de ley partí de la 
premisa -creo no equivocarme- de que todos los Le- 
gisladores aquí presentes y los funcionarios que tra- 
bajan en la Comisión de Vivienda y Ordenamiento 
Territorial están de acuerdo en que hay que eliminar 
la indigencia. Partiendo del concepto de que la ex- 
trema pobreza no le sirve a nadie en una sociedad 
que quiere funcionar, es que se concibió este pro- 
yecto de ley. 
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En su momento aclaré -tal vez no fui lo suficiente- 
mente elocuente en mi fundamentación inicial- que 
no se trata de un plan de vivienda, sino que es un 
plan de integración socio-habitacional. A modo de 
ejemplo, expresé que se utiliza la vivienda como pre- 
texto para la integración. Esa es la razón de fondo 
por la cual este proyecto de ley no se encuentra en 
el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente. Si bien esto se reiteró varias veces 
a nivel de Comisión, no se llegó a un acuerdo sobre 
esta visión. 


El cerno de este proyecto de ley -del cual se ha 
hablado muy poco en la discusión de hoy- es eliminar 
la indigencia. Lo esencial es cómo acompañamos a 
un núcleo familiar en la peripecia de salir de la ex- 
clusión e integrarse al funcionamiento de la sociedad. 
Puedo construir la mejor vivienda y entregar la llave 
en mano a una de estas familias, pero si no la acom- 
paño en la peripecia de aprender a vivir en ella, voy a 
fracasar. Esto lo sé, señor Presidente, desde hace mu- 
cho tiempo. En el año 1958, cuando cursaba segundo 
año de liceo, fui a trabajar con un grupo de gente en 
los denominados “cantegriles”. Allí aprendí bastante 
sobre este tema. 


La emergencia que hoy tenemos sobre la mesa es 
muy vieja y todos, en distintas etapas, hemos realiza- 
do esfuerzos para subsanarla. Hagamos, entonces, un 
esfuerzo por eliminarla. 


Quiero expresar que en ese esfuerzo hemos tra- 
bajado con amplitud en la Comisión de Vivienda y 
Ordenamiento Territorial y al recoger la observación 
realizada por los señores Senadores de la oposición 
-si bien ya se explicó que la Unidad Operativa se ubi- 
có allí porque no correspondía a ninguno de los dos 
Ministerios implicados en el asunto- se tomó como 
referencia la Ley N* 17.930 que en el Inciso 02 “Pre- 
sidencia de la República”, artículo 72, crea la Agencia 
para el Desarrollo del Gobierno Electrónico como ór- 
gano desconcentrado. 


Otro de los antecedentes que se tomó como re- 
ferencia fue el artículo 98 de la Ley N* 18.719 que 
en su Inciso 02, “Presidencia de la República”, crea 
la Agencia Uruguaya de Cooperación Internacional 
como órgano desconcentrado. Esto demuestra que 
nos hemos preocupado por averiguar los antece- 
dentes existentes en la Presidencia de la República 
a efectos de dirimir cómo debe estar constituido ese 
órgano, qué parte corresponde al Estado, si está o no 
integrado en el Poder Ejecutivo y otros detalles que se 
explicitaron en el informe inicial. 


Asimismo, se propuso agregar un inciso al artículo 
que crea la Unidad Operativa, creando una Unidad 
de Auditoría Interna a efectos de brindar tranquili- 
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dad a la oposición y al Parlamento. Procedo a leer 
parte del informe jurídico sobre el organismo que se 
crea que “va en consonancia con lo que establece el 
artículo 51 de la Ley 16.736, la cual dispone la crea- 
ción de unidades de auditoría en los órganos u orga- 
nismos del Inciso 2 a 14 del Presupuesto Nacional. 
Actualmente encontramos Unidades de Auditoría en 
las distintas unidades ejecutoras del Ministerio de 
Economía y Finanzas, Ministerio de Salud Pública, 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas; asimis- 
mo se encuentran en vías de implementación para 
este año en el Ministerio de Ganadería, Agricultura 
y Pesca, Ministerio del Interior, etc. La finalidad de 
las mismas es comprometer al propio organismo en 
una forma de autocontrol de sus cometidos y de los 
procesos implementados a tal fin, bajo la Superinten- 
dencia Técnica de la Auditoría Interna de la Nación, 
organismo con desconcentración privativa del Minis- 
terio de Economía y Finanzas. El referido organismo 
encabeza el sistema de Control Interno y la gestión 
económico-financiero del Estado. La finalidad del 
mismo es contribuir en generar un entorno econó- 
mico transparente y confiable de los dineros públicos. 


Las auditorías que se realizarán serán a posteriori, 
donde se evaluará la eficacia y eficiencia de la ges- 
tión desarrollada, en un determinado período, por el 
organismo, en el cumplimiento de los cometidos asig- 
nados. Dicha evaluación será de la gestión desempe- 
ñada teniendo en cuenta la utilización de los fondos 
y recursos asignados a dicho fin”. Además, hay que 
tener en cuenta que tendrá que informar cada cuatro 
meses al Parlamento. Si bien el fundamento es más 
extenso, solo he leído la parte sustancial. 


Por otro lado, también creemos necesario aclarar 
que cuando hablamos de desafectaciones, nos esta- 
mos refiriendo al artículo 400 de la Ley N* 17.296 
que dice: “Decláranse incluidos en lo previsto en el 
artículo 8% de la Ley N” 16.112, de 30 de mayo de 
1990, los inmuebles necesarios para la ejecución de 
los planes de regularización de asentamientos irre- 
gulares instalados en los mismos, que a los efectos se 
entenderán comprendidos en el artículo 3% de la cita- 
da ley. La desafectación” -y a esto refería una de las 
preguntas- “se realizará a título gratuito y previa de- 
signación del Poder Ejecutivo, la que será vinculante 
para el organismo al que los mismos se encontraren 
afectados. Asimismo, en los casos de inmuebles se- 
leccionados por el Ministerio de Vivienda, Ordena- 
miento Territorial y Medio Ambiente para programas 
de lotes con o sin servicios para la relocalización de 
asentamientos irregulares, se aplicará la presente 
disposición siempre que a juicio del Poder Ejecutivo 
dichos inmuebles no resulten esenciales para los co- 
metidos del órgano al que los mismos se encuentren 
afectados. Para los casos de inmuebles de propiedad 
de los Gobiernos Departamentales será necesario el 
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previo consentimiento de los mismos”. Hago esta re- 
ferencia para responder a la duda planteada. 


Lo demás, señor Presidente, son apreciaciones de 
índole netamente político y cada uno puede pensar 
cómo generar la mejor integración de nuestra socie- 
dad. Obviamente, es lícito tener distintos puntos de 
vista y lo aceptamos, pero nosotros estamos propo- 
niendo uno que, además, es la filosofía de este Plan y 
por el cual, tal como dijimos en la exposición inicial, 
el voluntariado tiene una importancia central. Quiero 
decir públicamente que nosotros creemos en el vo- 
luntariado porque entendemos que es necesario para 
la generación de una sociedad mejor. Actualmente 
existe una ley de voluntariado que respalda estas ac- 
tividades y se trata de una actitud muy noble que, 
inclusive, sirve a la formación del ser humano, esté 
en la etapa de la vida en la que esté. Este voluntaria- 
do puede expresarse en una cantidad de formas que 
van desde el apoyo material y humano hasta el eco- 
nómico. Evidentemente, si no se comparte ese cerno 
de lo que es el voluntariado, no se van a comprender 
algunas de las pautas de este proyecto de ley. 


SEÑOR BORDABERRY.- Pido la palabra para con- 
testar una alusión. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR BORDABERRY.- En realidad, quiero con- 
testar una alusión hecha a los señores Senadores 
opositores en la Comisión, que somos quien habla y 
el señor Senador Chiruchi. 


Voy a reiterar algo que dije cuando hice uso de la 
palabra y es que, en términos generales, estamos de 
acuerdo con la mayor parte de este proyecto de ley, 
porque nos parece que está atacando un problema 
serio que hay en el Uruguay y que, sobre todo, es una 
propuesta concreta para ello, lo cual es bueno. 


En cuanto al voluntariado, estamos de acuerdo 
con él y destacamos que no empezó ayer o hace un 
mes en el país, sino que se inició hace treinta o cua- 
renta años y más también. Además, esto no es patri- 
monio de nadie, sino que forma parte de la solidari- 
dad de todos los uruguayos frente a quienes están en 
una situación que no es la que uno tiene. 


Quizás, tal como dijo la Miembro Informante, esta 
mañana hemos hablado más de lo que no estamos de 
acuerdo, pero creo que es lógico que eso suceda y que 
no nos tenemos que quejar porque desde la oposición 
se diga que se está de acuerdo con la mayor parte del 
proyecto de ley y sus objetivos, pero se fundamen- 
ten los motivos por los cuales no votaremos algunas 
normas. Creo que queda claro que no las votamos 


CÁMARA DE SENADORES 


139-C.S. 


porque entendemos que en algunas de ellas se pone 
de manifiesto un decaimiento de la institucionalidad. 
Parecería que en ese decaimiento general por el que 
está empezando a transitar el país se está creando 
una institucionalidad paralela y así, por ejemplo, el 
LATU ejecuta un plan y una inversión en educación 
sin consultar a los expertos en esta materia. De la 
misma forma, creamos auditorías que dependen de 
aquella persona que va a ser auditada, y me parece 
que tenemos el legítimo derecho de decirlo y de ex- 
presar que no vamos a votar esto por este motivo. 


Reitero que creemos que es sano y bueno que ha- 
blemos de las cosas en las que no estamos de acuerdo 
y me parece que todos tenemos que aceptar esto. Tam- 
bién reiteramos que gran parte de la ley es buena, pero 
es muy mala cuando permite la contratación directa y 
deja afuera del contralor parlamentario a quienes van 
a manejar millones y millones de dólares en el futuro. 


15) PRÓRROGA DE LA HORA DE FINALIZACIÓN 
DE LA SESIÓN 


SEÑORA DALMÁS.- Pido la palabra para una 
cuestión de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra la seño- 
ra Senadora. 


SEÑORA DALMÁS.- Formulo moción para que se 
prorrogue el término de la sesión hasta la culmina- 
ción del proyecto de ley que estamos analizando. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la moción 
presentada por la señora Senadora Dalmás. 


(Se vota:) 
-27 en 27. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
16) PLAN NACIONAL DE INTEGRACIÓN SOCIO 
HABITACIONAL JUNTOS 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la 
palabra, se va a votar en general el proyecto de ley. 


(Se vota:) 

-27 en 27. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En discusión particular. 

SEÑORA TOPOLANSKY.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra la seño- 
ra Senadora. 
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SEÑORA TOPOLANSKY.- Nosotros sugerimos 
que se suprima la lectura de los artículos y se voten 
en bloque, desglosando todos aquellos que entiendan 
oportuno los señores Senadores. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Hasta ahora el señor Se- 
nador Bordabertry solicitó el desglose de los artículos 
49, 6%, 8% y 19 y el literal g) del artículo 12. 

SEÑOR BORDABERRY.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR BORDABERRY.- Quiero aclarar que pe- 
dimos el desglose del inciso segundo del artículo 19. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se toma nota. 
SEÑORA TOPOLANSKQY.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra la seño- 
ra Senadora. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Nosotros anunciamos 
que había que hacer una corrección a los artículos 12 
y 30, por lo que también solicitamos que se desglosen. 

SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la propues- 
ta de suprimir la lectura y votar en bloque, desglosan- 
do los artículos 4%, 6%, 8%, 12, 19 y 30. 

(Se vota:) 

-27 en 27. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Se van a votar en bloque todos los artículos que no 
han sido desglosados. 


(Se vota:) 

-27 en 27. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración el artículo 4%. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-16 en 26. Afirmativa. 

En consideración el artículo 6”. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 


-16 en 26. Afirmativa. 
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En consideración el artículo 8”. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-16 en 27. Afirmativa. 


SEÑOR AGAZZI.- Pido la palabra para fundar el 
voto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR AGAZZI.- Se ha discutido en Sala la im- 
portancia de esta Auditoría Interna y el hecho de que 
dependa de la Comisión Directiva del propio Plan. 
Creo que, en términos de modernización, es crecien- 
te la opción de que cada organismo que maneja un 
volumen importante de recursos pueda medir la efi- 
cacia y la eficiencia con que va cumpliendo los objeti- 
vos que tiene, para lo cual es necesario que tenga un 
sistema para medir el cumplimiento de su gestión. 
En realidad, en otros países es común que todos los 
Ministerios tengan una Unidad de Auditoría Interna y 
esto no es contradictorio con que exista una auditoría 
externa del organismo pero que corresponda a todo 
el Estado. 


Este es el fundamento por el cual se elaboró esta 
iniciativa. Creo que es esencial que exista una audi- 
toría interna por el volumen de los recursos y por lo 
complejo de la tarea a desarrollar, ya que no es fácil 
trabajar en un programa social que trata de enfrentar 
generaciones de excluidos y el tema no se va a solu- 
cionar con una ley ni en poco tiempo. Ciertamente, 
me parece muy importante que se vaya midiendo el 
cumplimiento de los objetivos, lo que no es óbice para 
que, además, exista una auditoría que haga la medi- 
ción de la eficiencia para todo el Estado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No obstante las aprecia- 
ciones que se hicieron previamente, el artículo 12 fue 
desglosado en su totalidad, pero es un artículo exten- 
so que tiene muchos incisos. Sé que la preocupación 
del señor Senador Bordaberry está en el literal g) -si 
no me equivoco- exclusivamente. Pero también hay 
otra preocupación de la señora Senadora Topolansky, 
que creo que tiene que ver con el último inciso. Por 
consiguiente, sugiero que se vote el artículo 12 con 
excepción del literal g) y del último inciso. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 


-26 en 26. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
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¿El señor Senador Bordaberry va a hacer uso de la 
palabra sobre el literal g)? 


SEÑOR BORDABERRY.- Ya lo hice, señor Presi- 
dente. 


SEÑORA TOPOLANSKQY.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra la seño- 
ra Senadora. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- A este literal, que venía 
en el proyecto original con otra redacción que sí era 
confusa, se le dio una nueva redacción por la cual si 
un miembro, dos, o los que fueren, de una de estas 
familias tiene impuestas medidas cautelares por ac- 
tos u omisiones constitutivos de violencia doméstica, 
como lo establece la Ley N* 17.514, queda fuera del 
Plan ese miembro y no la familia. 


Quería dejar esta constancia. 
SEÑOR BORDABERRY.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR BORDABERRY.- Comparto lo que ha di- 
cho la señora Senadora, pero no podemos votar este 
artículo y voy a fundamentar por qué, sin ánimo de 
entrar en discrepancias. Tal como está redactada la 
disposición, se le da a la Unidad Operativa Central la 
facultad de resolver el egreso del núcleo familiar par- 
ticipante o de alguno de sus integrantes en el caso de 
que se haya impuesto una medida cautelar por actos 
u omisiones constitutivos de violencia doméstica, y no 
se aclara que se deja fuera a quien fue objeto de la 
violencia doméstica. Por consiguiente, tal cual está re- 
dactada la norma, se está posibilitando que quien fue 
objeto de violencia doméstica pueda ser obligado por 
la Unidad Operativa Central a egresar del Plan. Así es 
como está redactado. Lo que sucedió y aclaró el Poder 
Ejecutivo no fue esto, sino que en el proyecto original 
se decía que esto debía darse en el caso de una sen- 
tencia definitiva por el caso de violencia doméstica. 
Pero hay que tener en cuenta que en el procedimiento 
de violencia doméstica no hay sentencia definitiva; lo 
que hay es una medida cautelar. Lo que hizo el Poder 
Ejecutivo fue sustituir “sentencia definitiva” que en el 
proceso de violencia doméstica no existe por “medida 
cautelar”, que es el objeto del procedimiento de vio- 
lencia doméstica, pero no solucionó el hecho de que 
el Plan pueda sancionar a quien fue objeto de dicha 
violencia. Así está redactada esta disposición, que a mi 
juicio es equivocada y por eso no la voy a votar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la 
palabra, se va a votar el literal g) del artículo 12. 
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(Se vota:) 
-16 en 25. Afirmativa. 
En consideración el último inciso del artículo. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- En el último inciso se 
dice que el egreso del Plan Juntos del núcleo familiar 
participante o de alguno de sus integrantes aparejará 
su baja del Registro. Asimismo, la disposición habla de 
“la resolución de pleno derecho”, cuando debió decir: 
“la rescisión de pleno derecho del contrato de comoda- 
to, sin que le corresponda derecho alguno a indemni- 
zación, ni a reembolso por la mano de obra aportada”. 


Solo quería proponer esa corrección. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Con esa aclaración que 
supone sustituir en la segunda línea la palabra “reso- 
lución” por “rescisión”, se va a votar el último inciso 
del artículo 12. 


(Se vota:) 
-21 en 25. Afirmativa. 
En consideración el artículo 19. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Voy a proponer que se 
vote, al igual que se hizo en Comisión, desglosando el 
primer inciso, ya que la discrepancia estaba centrada 
en el segundo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la 
palabra, se va a votar el primer inciso del artículo 19, 
que termina en “24 de octubre de 2006”. 


(Se vota:) 
-25 en 25. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el 
segundo inciso que comienza en “Incorpórese al Nu- 
meral 3”. 


(Se vota:) 
-16 en 25. Afirmativa. 


Creo que vamos a tener que acostumbrarnos a 
que esta no es la mejor manera de citar al Tocaf, por- 
que es un texto ordenado y no una ley y, por lo tanto, 
lo correcto es referirse a la disposición expresa que 
se está citando. De todos modos, ahora no tenemos 
tiempo de modificarlo. 


En consideración el artículo 30, que fue desglosa- 
do en su totalidad. 


142-C.S. 


SEÑORA TOPOLANSKQY.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra la seño- 
ra Senadora. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Cuando se hizo la revi- 
sión final del proyecto, nos dimos cuenta de que en 
el artículo 30 había un error puesto que, tal como es- 
taba redactado, modificaba para todas las situaciones 
los literales D) y E) del artículo 42 de la Ley N* 3.958. 


Entonces, en lugar del acápite que consta en el 
repartido, planteamos establecer lo siguiente: “Para 
las expropiaciones que se realicen en el marco del 
Plan Juntos no serán de aplicación los literales D) y 
E) del artículo 42 de la Ley N* 3.958, de 28 de mar- 
zo de 1912, en la redacción dada por el artículo 224 
de la Ley N* 17.930, de 19 de diciembre de 2005, 
en cuyo lugar se aplicarán los siguientes:” y los dos 
literales quedan igual. Hago llegar a la Mesa el texto 
propuesto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Justamente, iba a solici- 
tar que la propuesta que sustituye al acápite se pre- 
sentara por escrito. 


Los incisos segundo y tercero quedan tal cual están. 
SEÑORA TOPOLANSKY.- Así es, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ya que hablamos de la 
redacción de las leyes, la expresión “en cuyo lugar” 
no me gusta mucho. 


Si los señores Senadores me permiten una breve 
licencia, dejaría tal cual la expresión de las disposi- 
ciones que no se aplicarán, porque la circunstancia 
está relatada antes. “Para las expropiaciones que se 
realicen en el marco del Plan Juntos, no serán de 
aplicación” y luego siguen todas las disposiciones que 
no serán de aplicación. Luego de 2005 pondría un 
punto y, a continuación: “En tales expropiaciones” 
-que ya están referidas en la frase anterior- “se apli- 
carán las siguientes disposiciones:” 


¿Los señores Senadores están de acuerdo? 
(Apoyados.) 
SEÑORA TOPOLANSKY.- Estamos de acuerdo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el acápite del 
artículo 30 con la modificación propuesta. 


(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “Para las expropiaciones que se realicen en el 
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marco del Plan Juntos, no serán de aplicación los li- 
terales D) y E) del artículo 42 de la Ley N” 3.958, 
de 28 de marzo de 1912, en la redacción dada por el 
artículo 224 de la Ley N* 17.930, de 19 de diciembre 
de 2005. En tales expropiaciones se aplicarán las si- 
guientes disposiciones:” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la 
palabra, se va a votar. 


SEÑOR MICHELINI.- Señor Presidente: el 
“Artículo 30. Toma urgente de posesión”, ¿quedó así? 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- Sí, señor Senador. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Consulto al Senado, ¿se 
desea votar este artículo por incisos o en su conjunto, 
incluyendo el acápite que acaba de ser leído? 


SEÑOR ABREU.- Creo que podemos votar en con- 
junto, pero propongo que en el literal D) se sustituya 
la expresión “entablará la acción de toma urgente” 
por “iniciará la acción de toma urgente” porque no 
corresponde desde el punto de vista jurídico. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El señor Senador Abreu 
propone que se sustituya la expresión “entablará” por 


“iniciará”. 


Corresponde votar en primer lugar el texto del ar- 
tículo 30 venido de Comisión. 


(Se vota:) 
-0 en 26. Negativa. 


Se va a votar el texto con las correcciones que se 
hicieron al acápite y al literal D). 


(Se vota:) 
-25 en 26. Afirmativa. 


SEÑOR RUBIO.- Pido la palabra para fundar el 
voto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR RUBIO.- Hemos terminado con el articu- 
lado pero quiero decir algo muy breve con relación al 
artículo 19. La excepción al Tocaf es la excepción a la 
licitación, pero no al control por el Tribunal de Cuen- 
tas como se dijo aquí, en algún momento. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ya pasó el momento, se- 
ñor Senador. 
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SEÑOR RUBIO.- Sí, pero recién encontré la re- 
ferida, que dice que las contrataciones directas in- 
dicadas en las excepciones precedentes deberán ser 
autorizadas por los ordenadores primarios, etcétera. 
O sea que el contralor va a existir. 


SEÑOR BORDABERRY.- Solicito que se rectifique 
la votación del literal I) del artículo 12, luego de lo 
cual voy a fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No se necesita votación 
para proceder a la rectificación, se hace a pedido de 
cada Senador. No es una reconsideración, sino una 
rectificación. 


Se va a votar nuevamente el literal 1) del artículo 12. 
-21 en 25. Afirmativa. 


Para fundar el voto tiene la palabra el señor Sena- 
dor Bordaberry. 


SEÑOR BORDABERRY.- Gracias, señor Presidente. 


A nuestro juicio, este literal es totalmente 
inconstitucional. Se establece como causal por la 
cual puede ser resuelto por la Unidad Operativa 
Central el egreso del núcleo familiar, el hecho de 
que la persona se haya defendido y, además, que 
haya citado el artículo 32 de la Constitución de la 
República en cuanto a que se le pague una justa y 
previa compensación en el caso de expropiación. 
Obviamente, por defenderse y ejercer el legítimo 
derecho que le confiere la Constitución de la 
República no puede ser sancionado con el egreso del 
Plan. Por tal motivo, habiendo expresado esto en la 
Comisión y creyendo que este literal había sido dejado 
de lado -veo que volvió-, lo he votado negativamente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ha quedado aprobado el 
proyecto de ley, que se comunicará a la Cámara de 
Representantes. 


(Texto del proyecto de ley aprobado:) 
“CAPÍTULO I 
EMERGENCIA SOCIO-HABITACIONAL 


OBJETIVOS Y LÍNEAS DE ACCIÓN DEL PLAN 
JUNTOS 


ARTÍCULO 1. Declaración de emergencia. 
Interés General.- Declárase la emergencia socio- 
habitacional de la población en situación de pobreza 
extrema, consecuencia del deterioro socio-económico 
de sectores de la población y de la falta de oportuni- 
dades de acceso a la vivienda y hábitat digno. 
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En virtud de lo dispuesto por los artículos 45 y 
46 de la Constitución de la República, declárase de 
interés general la ejecución del Plan Nacional de In- 
tegración Socio-Habitacional Juntos. 


ARTÍCULO 2". Objetivos.- Son objetivos del 
Plan Juntos: 


A)  Abordar la problemática de los sectores de la 
población que viven en situación de pobreza extrema, 
mediante acciones tendientes a la mejora de la cali- 
dad de vida, la integración social y el fortalecimiento 
de la participación. 


B) Contribuir a la mejora del hábitat y la vivien- 
da a través de la implementación de acciones estraté- 
gicas consistentes, entre otras, en el mejoramiento de 
la vivienda, la relocalización de asentamientos o áreas 
precarizadas no regularizables y la mejora de la infra- 
estructura de asentamientos o áreas precarizadas. 


C) Fortalecer los procesos de aplicación de las 
políticas sociales. 


D) Articular los aportes solidarios provenientes 
de diversos actores públicos y privados. 


E) Coordinar y articular acciones con los Minis- 
terios, los Gobiernos Departamentales y demás orga- 
nismos públicos, en especial aquellos que desarrollan 
y articulan políticas sociales, a fin de implementar 
programas y gestionar recursos financieros y huma- 
nos para el cumplimiento de las líneas de acción del 
Plan Juntos. 


ARTÍCULO 3". Líneas de Acción.- El Plan Jun- 
tos se ejecutará mediante las siguientes líneas de ac- 
ción: 

A) Líneas de acción en vivienda y hábitat: 


- Mejora del hábitat existente. 


- Apoyo a la generación de nueva oferta para el 
hábitat. 


B) Líneas de acción en políticas sociales: 
- Promoción y apoyo a la gestión social participativa. 
- Apoyo a programas de inserción laboral. 


- Apoyo a la ampliación de cobertura y acceso a 
las políticas sociales. 


Cada línea de acción se ejecutará mediante pro- 
gramas que serán promovidos o desarrollados por el 
Plan Juntos. 
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CAPÍTULO Il 


ORGANIZACIÓN Y ESTRUCTURA DEL PLAN 
JUNTOS 


ARTÍCULO 4". Unidad Operativa Central.- 
Créase la Unidad Operativa Central del Plan Juntos, 
como órgano desconcentrado de Presidencia de la 
República, Inciso 02, con el cometido de ejecutar el 
Plan. 


La misma estará dirigida por una Comisión Di- 
rectiva y contará con el apoyo de un equipo interdis- 
ciplinario y una unidad de auditoría interna creada 
por la presente ley. 


La Unidad Operativa Central podrá comunicar- 
se directamente con los Gobiernos Departamentales 
y demás organismos públicos. 


ARTÍCULO 5. Competencia de la Unidad 
Operativa Central.- Son atribuciones de la Unidad 
Operativa Central: 


A) Proponer al Poder Ejecutivo, para su aproba- 
ción, un programa anual con las prioridades de inter- 
vención e inversión del Plan Juntos. La propuesta de 
la Unidad Operativa Central contemplará las inicia- 
tivas de la población organizada y de los Gobiernos 
Departamentales. 


B) Dictar las resoluciones de intervención del 
Plan Juntos, en el marco del programa anual aproba- 
do por el Poder Ejecutivo. 


C) Ejecutar y realizar el seguimiento de las polí- 
ticas aplicables al Plan Juntos, así como las que se co- 
ordinen con los Gobiernos Departamentales y demás 
organismos públicos. 


D) Monitorear y evaluar los resultados obtenidos 
e impactos del Plan Juntos. 


E) Coordinar y suscribir convenios con los Go- 
biernos Departamentales y demás organismos públi- 
cos, así como con personas privadas y la sociedad civil 
organizada, para el diseño y ejecución del Plan Jun- 
tos. 


F) Promover e impulsar la participación solida- 
ria de la sociedad a través de diferentes modalidades. 


G) Organizar, dirigir y gestionar el Registro Úni- 
co de Participantes del Plan (RUPP). 


H) Promover, apoyar y coordinar la formación de 
unidades departamentales. 
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D Administrar y ser ordenador secundario de gas- 
tos y pagos de los recursos del Fondo que se crea por 
el artículo 17 de esta ley. 


J)Resolver el egreso de los participantes del Plan 
Juntos. 


ARTÍCULO 6”. Comisión Directiva.- La Co- 
misión Directiva estará integrada por tres miembros, 
uno propuesto por la Presidencia de la República que 
lo presidirá, uno por el Ministerio de Vivienda, Orde- 
namiento Territorial y Medio Ambiente y otro por el 
Ministerio de Desarrollo Social. 


La designación recaerá entre personas que por 
sus antecedentes personales y profesionales tengan 
idoneidad técnica en la materia. 


La representación de la Unidad Operativa Central 
será ejercida por el Presidente de la Comisión Direc- 
tiva actuando conjuntamente con cualquiera de los 
otros dos miembros. 


Los miembros de la Comisión Directiva serán de- 
signados y cesarán en sus cargos por resolución del 
Poder Ejecutivo. 


El funcionamiento de la Comisión Directiva se 
ajustará a lo que disponga la reglamentación que dic- 
te el Poder Ejecutivo, la cual preverá, como mínimo, 
el régimen de convocatoria, los regímenes de delibe- 
ración, el de adopción de resoluciones, las funciones 
y las responsabilidades. 


ARTÍCULO 7“. Equipo interdisciplinario.- El 
equipo interdisciplinario tendrá carácter técnico, es- 
tará integrado por especialistas en las diversas disci- 
plinas relativas a la materia que se regula y sus miem- 
bros serán designados por la Comisión Directiva. 


Son competencias del equipo interdisciplinario: 


A) Asesorar y realizar propuestas a la Comisión 
Directiva acerca de la planificación, ejecución y se- 
guimiento de las acciones sociales, urbano-habitacio- 
nales y de los aspectos jurídicos y notariales del Plan 
Juntos. 


B) Ejecutar las acciones dispuestas por la Co- 
misión Directiva que coadyuven a la implementación 
del Plan Juntos. 


ARTÍCULO 8. Auditoría Interna.- Créase una 
Unidad de Auditoría Interna, la cual dependerá je- 
rárquicamente de la Comisión Directiva y estará so- 
metida a la superintendencia técnica de la Auditoría 
Interna de la Nación, conforme dispone el artículo 51 
de la Ley N* 16.736, de 5 de enero de 1996. 
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La referida Unidad deberá evaluar la gestión y 
el cumplimiento de los cometidos asignados al Plan 
Juntos, así como los procesos de gestión de riesgos y 
control implementados. 


Los informes deberán ser realizados como mínimo 
en forma cuatrimestral y cada uno de ellos deberá ser 
remitido a la Presidencia de la República, al Poder 
Legislativo y a la Auditoría Interna de la Nación. 


El Poder Ejecutivo reglamentará, según lo estable- 
cido por el artículo 33 de la presente ley, la forma de 
instrumentar lo dispuesto en este artículo. 


CAPÍTULO III 
ÁMBITO SUBJETIVO DE APLICACIÓN 


ARTÍCULO 9“. Población Participante.- El 
Plan Juntos atenderá aquella población que se en- 
cuentre en situación de extrema pobreza con preca- 
riedad socio-habitacional. La reglamentación priori- 
zará la participación en todas las etapas del proceso 
de diagnóstico de la situación, identificación de prio- 
ridades, diseño de proyectos, toma de decisiones, eje- 
cución y evaluación de obras, entre otras, a la pobla- 
ción participante. 


Adquirirán la calidad de participantes del Plan 
Juntos los núcleos familiares cuyos integrantes: 


A) Se hallen asentados en las áreas de interven- 
ción del Plan Juntos al momento de su relevamiento. 


B) No hayan egresado del Plan Juntos, salvo ex- 
cepciones autorizadas en forma fundada por la Uni- 
dad Operativa Central. 


C) Se inscriban en el Registro previsto en el ar- 
tículo 11 de la presente ley. 


ARTÍCULO 10. Núcleos familiares.- A los 
efectos de la presente ley, se entiende por núcleos 
familiares al grupo de personas vinculados o no por 
lazos de parentesco, que convivan en forma estable 
bajo un mismo techo, cualquiera sea su vínculo jurí- 
dico con el inmueble donde habitan. 


Los derechos que la presente ley confiere a los nú- 
cleos familiares participantes, se entiende que alcan- 
zan por igual a todos sus integrantes. 


La voluntad del núcleo familiar coincidirá con 
la manifestación de voluntad de la mayoría de los 
integrantes del mismo, debidamente recabada de 
acuerdo a los mecanismos que establezca la regla- 
mentación. 
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ARTÍCULO 11. Registro Único de Partici- 
pantes del Plan (RUPP).- Créase el Registro Único 
de Participantes del Plan Juntos (RUPP), en la órbita 
de la Unidad Operativa Central. 


En este registro se inscribirán: 


A) Los núcleos familiares cuyos integrantes 
acrediten el cumplimiento de las condiciones reque- 
ridas por el artículo 9” de la presente ley para ser par- 
ticipantes del Plan Juntos. Esta inscripción es consti- 
tutiva de la condición de participante. 


B) Los egresos de los núcleos familiares partici- 
pantes del Plan Juntos. 


C) Las adjudicaciones de viviendas en comodato 
o propiedad que reciban los núcleos familiares parti- 
cipantes del Plan Juntos. 


D) Los demás beneficios recibidos por los 
núcleos familiares participantes del Plan Juntos. 


La implementación del RUPBP estará sujeta a la 
reglamentación que dicte el Poder Ejecutivo. 


ARTÍCULO 12. Causales de egreso.- Son cau- 
sales que habilitan a la Unidad Operativa Central a 
resolver el egreso del núcleo familiar participante o 
de alguno de sus integrantes, las siguientes: 


A) La mejora de la situación económica que lo 
excluya de los extremos previstos en esta ley. 


B) El incumplimiento de lo dispuesto en el 
artículo 26 de la presente ley. 


C) La renuncia expresa ante la Unidad Operati- 
va Central a los derechos que otorga esta ley. 


D) El abandono de la vivienda dada en comodato 
por el Plan Juntos, por un período de tres meses conti- 
nuos e ininterrumpidos, contados desde la constatación 
del abandono por parte de la Unidad Operativa Central. 


E) Otorgar a la vivienda dada en comodato por 
el Plan Juntos un destino principal distinto al de ca- 
sa-habitación del núcleo familiar participante. 


F)  Resultar adjudicatario de una vivienda de 
otros programas habitacionales ya sean públicos o 
privados, salvo renuncia expresa a la misma. 


G) La imposición de una medida cautelar por 
actos u omisiones constitutivas de violencia domésti- 
ca respecto a otro integrante del núcleo familiar par- 
ticipante, según lo dispuesto por el artículo 10 de la 
Ley N* 17.514, de 2 de julio de 2002. 
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H) La falta de colaboración, en la medida de sus 
posibilidades, en la autoconstrucción de su vivienda 
o como mano de obra benévola en la construcción de 
viviendas de otros o de áreas comunitarias. 


ID) La oposición en vía administrativa o judicial a 
las expropiaciones de inmuebles que se realicen en el 
marco del Plan Juntos o el reclamo de indemnización 
o compensación a causa de las mismas. 


J) La falta de cumplimiento de cualquiera de los 
deberes u obligaciones dispuestas por la presente ley 
y su reglamentación. 


El egreso del Plan Juntos de un núcleo familiar 
participante o de alguno de sus integrantes aparejará 
su baja del RUPP y la rescisión de pleno derecho del 
contrato de comodato, sin que le corresponda dere- 
cho alguno a indemnización, ni a reembolso por la 
mano de obra aportada. 


CAPÍTULO IV 


MODALIDADES DE CONSTRUCCIÓN. 
PRESTADORES DE TRABAJO. 


RÉGIMEN DE SEGURIDAD SOCIAL 


ARTÍCULO 13. Modalidades de construc- 
ción.- Para el cumplimiento de sus objetivos en ma- 
teria de vivienda y hábitat, el Plan Juntos priorizará, 
entre las diversas modalidades de construcción y obra, 
a la autoconstrucción y la mano de obra benévola. 


ARTÍCULO 14. Prestadores de trabajo.- El 
Plan Juntos abarcará a distintas modalidades de pres- 
tadores de trabajo, entre otras, las siguientes: 


A) Trabajo de los participantes tanto en la cons- 
trucción de vivienda como en el mejoramiento de las 
condiciones del hábitat. 


B) Trabajo voluntario, de acuerdo con lo esta- 
blecido en la Ley N* 17.885, de 12 de agosto de 2005. 


C) Personas que puedan acceder al régimen de 
medidas sustitutivas de acuerdo con lo establecido en 
la Ley N* 17.726, de 26 de diciembre de 2003. 


D) Personas procesadas y condenadas, en el 
marco del régimen de Redención de la Pena, de 
acuerdo con lo establecido en el Capítulo IV de la Ley 
N?* 17.897, de 14 de setiembre de 2005. 


E) Personas inscriptas en la Bolsa Laboral del 
Patronato de Encarcelados y Liberados o de los patro- 
natos departamentales en el marco de lo dispuesto en 
la Ley N* 18.489, de 17 de mayo de 2009. 
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F) Programas sociales, educativos y laborales 
promovidos por organismos públicos departamentales 
o nacionales. 


G) Trabajo aportado por personas públicas y pri- 
vadas, previa suscripción de los convenios o contratos 
respectivos. 


La relación de dependencia de los prestadores de 
trabajo, se regulará de acuerdo con lo establecido en las 
normas citadas en los literales precedentes, según co- 
rresponda o en los correspondientes convenios y con- 
tratos que se suscriban en el marco de la presente ley. 


El trabajo desarrollado en el marco de la presente 
ley en ningún caso generará derechos para el ingreso 
a la función pública. 


ARTÍCULO 15. Aportes patronales en los 
convenios con personas privadas.- Los aportes 
patronales de la seguridad social, incluido el corres- 
pondiente al Sistema Nacional Integrado de Salud y 
su aporte complementario, de aquellas personas pri- 
vadas contribuyentes del Banco de Previsión Social 
que suscriban convenios con la Unidad Operativa 
Central conforme al artículo anterior, podrán ser de 
cargo de dicha Unidad Operativa, debiendo esta soli- 
citar la habilitación de los créditos correspondientes 
con cargo a Rentas Generales. 


Lo dispuesto precedentemente estará limitado al 
aporte de trabajo efectuado por dichas personas pri- 
vadas a la ejecución del Plan Juntos. 


ARTÍCULO 16. Registro de obras.- La regla- 
mentación que dicte el Poder Ejecutivo podrá flexi- 
bilizar los requisitos para el acceso al registro de las 
obras enmarcadas en la ejecución del Plan Juntos y 
de los trabajadores que intervengan en las mismas. 


CAPÍTULO V 
RECURSOS FINANCIEROS 


ARTÍCULO 17. Fondo Nacional del Plan.- Créa- 
se el Fondo Nacional del Plan (FONAP), que funcionará 
en la Unidad Operativa Central del Plan Juntos. 


La Unidad Operativa Central tendrá la titularidad 
y disponibilidad de la totalidad del FONAP quedando 
exceptuado de la limitación establecida por el artículo 
594 de la Ley N* 15.903, de 18 de noviembre de 1987. 


ARTÍCULO 18. Recursos del FONAP.- El 
FONAP se integrará con los siguientes recursos: 


A) Donaciones y legados. 
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B) Transferencias provenientes de otros organis- 
mos públicos, en el marco de lo establecido en el artícu- 
lo 43 de la Ley N* 17.930, de 19 de diciembre de 2005. 


C) Fondos derivados de convenios que se cele- 
bren con personas públicas o privadas, asociaciones 
civiles y fundaciones, ya sean nacionales o extranjeras. 


D) Las partidas que asignen las leyes presupuestales. 


E) Otros que se le asignen al Plan Juntos por vía 
legal o reglamentaria. 


F) Las sumas reintegradas de acuerdo con lo 
dispuesto en el artículo 27 de la presente ley. 


Los recursos indicados en el inciso anterior se 
considerarán, a todos sus efectos, públicos y estarán 
sometidos al régimen financiero contable establecido 
a tales efectos, sin perjuicio de las particularidades 
que pudieran establecerse en la presente ley. 


ARTÍCULO 19. Excepciones.- Los recursos o 
partidas no afectados o ejecutados al cierre de cada 
ejercicio continuarán integrando el FONAB pudiendo 
hacerse uso de los mismos en los ejercicios siguientes, 
estando exceptuados de lo dispuesto en el artículo 38 
de la Ley N* 17.930, de 19 de diciembre de 2005, y en 
el artículo 119 de la Ley N* 18.046, de 24 de octubre 
de 2006. 


Incorpórase al numeral 3% del artículo 33 del 
TOCAF el siguiente literal: 


“*Z) Para adquirir bienes o contratar servicios por 
parte de la Unidad Operativa Central del Plan de In- 
tegración Socio-Habitacional Juntos”. 


ARTÍCULO 20. Fideicomisos.- Facúltase a la 
Unidad Operativa Central a constituir fideicomisos y a 
transmitir a los fiduciarios, para su administración, la 
propiedad de los recursos actuales y futuros del FONAP 
de conformidad con lo dispuesto por la Ley N* 17.703, 
de 27 de octubre de 2003, modificativas y concordantes. 


Dichos fideicomisos, así como los actos y negocios 
jurídicos que se realicen en la ejecución de los mis- 
mos, gozarán de todas las exoneraciones tributarias 
previstas en la presente ley. 


CAPÍTULO VI 


EXONERACIONES TRIBUTARIAS E INCENTIVOS 
FISCALES 


ARTÍCULO 21. Exoneraciones Tributarias.- 
Exonérase de todo tributo nacional a las siguientes 
Operaciones: 
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A) Las donaciones y legados de cualquier tipo 
cuyo destinatario sea la Unidad Operativa Central del 
Plan Juntos. 


B) Las adjudicaciones de viviendas en comodato 
o propiedad que realice el Plan Juntos a través de la 
Unidad Operativa Central. 


C) El registro, ejecución y regularización de to- 
dos los actos y contratos vinculados con las obras de 
refacción, reciclaje y construcción de bienes inmue- 
bles realizados en el marco del Plan Juntos. 


ARTÍCULO 22. Donaciones Especiales.- 
Agrégase al artículo 79 del Título 4 del Texto Ordena- 
do 1996, el siguiente literal: 


“P) La Unidad Operativa Central del Plan Juntos”. 
CAPÍTULO VII 
ADJUDICACIÓN DE LAS VIVIENDAS 


ARTÍCULO 23. Titularidad de las vivien- 
das.- La Unidad Operativa Central adjudicará a los 
integrantes de los núcleos familiares participantes 
la propiedad de las viviendas construidas, reparadas 
o recicladas en inmuebles del Estado, en las condi- 
ciones que establezca la reglamentación que dicte el 
Poder Ejecutivo. 


A tales efectos, se faculta al Poder Ejecutivo para 
que, a través de la Unidad Operativa Central, enaje- 
ne a título gratuito bienes inmuebles propiedad del 
Estado a favor de todos los integrantes de los núcleos 
familiares participantes que se encuentren debida- 
mente inscriptos en el registro. Dicha enajenación se 
realizará mediante donaciones modales. 


Los núcleos familiares que se realojen en el marco 
del Plan Juntos tendrán sobre los inmuebles de realo- 
jo todos los derechos que esta ley les acuerda. 


ARTÍCULO 24. Comodato.- Mientras se instru- 
menta la transferencia de la propiedad en las condi- 
ciones establecidas en el artículo anterior, el Poder 
Ejecutivo podrá otorgar a los integrantes de los nú- 
cleos familiares participantes la mera tenencia y el 
uso de las viviendas, mediante la celebración de un 
contrato de comodato que no podrá ser cedido por los 
comodatarios. 


ARTÍCULO 25. Uso y goce de las viviendas.- 
En caso de disolución del núcleo familiar se dará 
preferencia para continuar con el uso y goce de la 
vivienda a quien conserve la tenencia de los menores 
o incapaces que la integran. 
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Para el caso que no existan menores o incapaces, 
o existiendo, la tenencia fuera compartida entre más 
de uno de los integrantes del núcleo familiar, la Uni- 
dad Operativa Central dispondrá quién continuará 
con el uso y goce de la vivienda, de acuerdo con las 
pautas que establezca la reglamentación que dicte el 
Poder Ejecutivo. 


ARTÍCULO 26. Indisponibilidad de la Vivien- 
da.- Los inmuebles en los que intervenga el Plan Jun- 
tos no podrán, por el plazo de diez años, ser embar- 
gados, cedidos, dados en arrendamiento, enajenados, 
hipotecados, gravados, ni constituir sobre los mismos 
derechos reales menores en favor de terceros, salvo 
autorización previa y expresa de la Unidad Operativa 
Central. 


El plazo referido se contará desde la inscripción 
en el Registro Nacional de la Propiedad, Sección 
Inmobiliaria, del instrumento público que transfie- 
re el dominio del inmueble a los participantes o de 
la inscripción de la resolución de intervención de la 
Unidad Operativa Central, cuando esta recaiga sobre 
inmuebles propiedad de alguno de los integrantes del 
núcleo familiar participante. 


Autorizada la venta dentro del plazo de indispo- 
nibilidad, la Unidad Operativa Central tendrá pre- 
ferencia para adquirir dicho inmueble descontando 
los reintegros que correspondan de acuerdo con el 
artículo siguiente. 


Cuando la Unidad Operativa Central adjudique la 
propiedad de viviendas, el escribano actuante deberá 
dejar, en la escritura respectiva, constancia de la in- 
hibición dispuesta en el inciso primero. 


Los actos y contratos realizados por los integran- 
tes del núcleo familiar participante en contravención 
de lo dispuesto en el presente artículo serán absolu- 
tamente nulos. 


ARTÍCULO 27. Reintegros.- Autorizada la 
venta por parte de la Unidad Operativa Central, el 
núcleo familiar participante deberá reintegrar el va- 
lor del terreno adjudicado por esta y el de las mejo- 
ras efectuadas, descontando el de su mano de obra 
aportada. 


A efectos de fijar el valor de terreno y las mejoras 
se estará a la tasación de la Dirección General de Ca- 
tastro. 


Cuando se autorice la venta al núcleo familiar par- 
ticipante en cuyo terreno se hayan realizado mejoras 
por el Plan Juntos, la Unidad Operativa Central podrá 
exigirle el reintegro del valor de las mismas, descon- 
tando el de la mano de obra aportada por aquel. 
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Las sumas reintegradas de acuerdo con el presen- 
te artículo serán vertidas al FONAP. 


ARTÍCULO 28. Derecho de habitación.- No 
será de aplicación a los inmuebles en los que inter- 
venga el Plan Juntos durante el plazo establecido en 
los incisos primero y segundo del artículo 26 de la 
presente ley, lo dispuesto en el artículo 881.1 del Có- 
digo Civil. 


El cónyuge supérstite tendrá derecho a inscribirse 
como integrante del núcleo familiar y tendrá, desde 
el momento de la inscripción, los mismos derechos y 
obligaciones que los restantes integrantes. 


ARTÍCULO 29. Expropiación.- Declárase de 
necesidad pública la expropiación de los inmuebles 
que se requieran para la ejecución del Plan de Inte- 
gración Socio-Habitacional Juntos. 


En caso que el inmueble registre deudas con el 
Estado, persona pública mayor, Entes Autónomos 
y Servicios Descentralizados, el monto de las mis- 
mas se descontará de la indemnización provisoria 
que deba depositar el expropiante a los efectos de 
la toma urgente de posesión y de la indemnización 
definitiva en caso de corresponder. A tales efectos, 
el expropiante deberá acreditar la existencia de la 
deuda. 


ARTÍCULO 30. Toma urgente de posesión.- 
Para las expropiaciones que se realicen en el marco 
del Plan Juntos, no serán de aplicación los literales 
D) y E) del artículo 42 de la Ley N” 3.958, de 28 de 
marzo de 1912, en la redacción dada por el artículo 
224 de la Ley N* 17.930, de 19 de diciembre de 2005. 
En tales expropiaciones se aplicarán las siguientes 
disposiciones: 


“D) La Administración iniciará la acción de toma 
urgente de posesión, solicitando la acreditación de la 
titularidad sobre el inmueble expropiado y su situa- 
ción patrimonial, pudiendo intimar la desocupación 
total o parcial del inmueble, bajo apercibimiento de 
lanzamiento, en el plazo de diez días perentorios e 
improrrogables. La decisión judicial que decrete la 
toma urgente de posesión u ordene la desocupación 
será inapelable y se cumplirá de inmediato. 


E) Al decretar la toma urgente de posesión o el 
lanzamiento en los casos que corresponda, el Juez 
dispondrá el libramiento de oficio al Banco Hipote- 
cario del Uruguay para el cobro del precio provisorio, 
a quien haya acreditado la titularidad del inmueble 
designado para expropiar. La no comparecencia de 
los interesados si hubiera diferencias o dudas sobre 
el derecho y calidad, legitimación o titularidad, o la 
existencia de embargos, interdicciones o gravámenes 
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sobre el inmueble, no será obstáculo para dar la pose- 
sión al organismo expropiante”. 


ARTÍCULO 31. Vía Administrativa.- Para 
las expropiaciones que se realicen en ejecución del 
Plan Juntos y a los efectos de lo establecido en los 
artículos 15 a 18 de la Ley N* 3.958, de 28 de mar- 
zo de 1912, en la redacción dada por los artículos 
258 y 278 de la Ley N* 17.296, de 21 de febrero 
de 2001, se otorgará a los expropiados vista por el 
término de diez días hábiles improrrogables a fin de 
que manifiesten su aceptación u oposición a la de- 
signación de los bienes a expropiarse, a la tasación 
de los mismos y a los planos del trazado general de 
la obra proyectada y de mensura de parcela o parce- 
las a expropiarse. 


En lo que no se oponga a la presente disposición 
continúan rigiendo las normas sobre expropiación vi- 
gentes. 


ARTÍCULO 32. Cartera de inmuebles.- 
Quedan comprendidos en el artículo 400 de la Ley 
N* 17.296, de 21 de febrero de 2001, los bienes in- 
muebles pertenecientes al dominio público o privado 
del Estado, Entes Autónomos, Servicios Descentrali- 
zados o Gobiernos Departamentales que cumplan con 
alguna de las siguientes condiciones: 


A) En los mismos se encuentren ubicados los asen- 
tamientos irregulares en que intervenga el Plan Juntos. 


B)  Resulten necesarios para el realojo de dichos 
asentamientos. 
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C) Hayan permanecido como terrenos baldíos 
en los últimos 10 años previos a la promulgación de 
la presente ley. 


Dichos inmuebles pasarán a integrar la Cartera de 
Inmuebles para Viviendas de Interés Social (CIVIS) 
creada por el artículo 367 de la Ley N* 18.362, de 
6 de octubre de 2008. 


Igual destino se dará a los bienes inmuebles que 
se donen o leguen al Plan Juntos, los que se adquie- 
ran con recursos del FONAP o se expropien para la 
ejecución del Plan Juntos. Dichos bienes inmuebles 
se destinarán exclusivamente a la ejecución del Plan 
Juntos. 


ARTÍCULO 33. Vigencia y reglamentación.- 
La presente ley entrará en vigencia a partir de su pro- 
mulgación y el Poder Ejecutivo la reglamentará en un 
plazo máximo de 90 días.” 


17) LEVANTAMIENTO DE LA SESIÓN 


SEÑOR PRESIDENTE.- De acuerdo con lo opor- 
tunamente resuelto, se levanta la sesión. 


(Así se hace, a la hora 13 y 33 minutos, 
presidiendo el señor Danilo Astori y estando 
presentes los señores Senadores Abreu, Agazzi, 
Amorín, Baráibar, Bordaberry, Chiruchi, 
Dalmás, Gallinal, Gallo Imperiale, Martínez, 
Moreira (Carlos), Moreira (Constanza), Nin 
Novoa, Pasquet, Penadés, Pintos, Rubio, 
Tajam, Topolansky, Umansky y Xavier.) 
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